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Lo urbano, entendido como una forma específica de organización 
socio-territorial, adquiere en la sociedad contemporánea una espe­
cial relevancia en tanto, a inicios del presente siglo, más de la mitad 
de la población mundial habita en las ciudades. Por su parte, las tenden­
cias en las que actualmente se enmarca el proceso urbano, en donde las ló­

gicas de la globalización condicionadas, entre otros factores, por la conso­
lidación de una nueva fase de acumulación territorial del capital, de una 
realidad mediatizada a través de cada vez más sofisticadas tecnologías de la 
comunicación, y de un paradigma cultural de impronta posmoderna es­
tructurado alrededor de la dicotomía global-local, ha determinado que el 
sentido de lo urbano se redefina desde una noción de concentración, 
tanto demográfica como de urbanización, hacia la idea de estructuras so­
cio-espaciales dispersas y fragmentadas.

Esta nueva concepción implica entender que, si bien la dinámica de las 
ciudades se genera a partir de un conjunto de interrelaciones de carácter 
endógeno entre los diferentes sistemas que la conforman, no es menos 
cierto que los flujos informacionales a los que es inherente la denomina­
da sociedad de la información, determina una serie de articulaciones 
externas que van configurando la emergencia de una organización supra- 
fisica, sobre la cual se redefinen los procesos sociales, políticos, económi­
cos y culturales donde converge y se reproduce lo urbano.

En esta perspectiva, se vuelve necesario identificar desde el debate aca­
démico las distintas entradas teóricas del campo disciplinar de los estudios 
de la ciudad, con el objeto de precisamente entender esta suerte de re-esca­ 7



lamiento conceptual de la condición urbana, incorporando además una 
lectura transversal de carácter interdisciplinario que más allá del hecho es­
pacial per se permita dar cuenta de la complejidad de estos procesos. El 
análisis de la problemática urbana, en otrora enmarcado en el aspecto mor- 
fológico-funcional de las ciudades, ha incorporado —tanto teórica como 
metodológicamente- temáticas relacionadas por ejemplo a la interacción 
Estado-sociedad en los procesos de democratización y sus consecuencias 
en el gobierno de la ciudad, la dialéctica cultural del espacio a través de la 
comprensión de los imaginarios urbanos, las implicaciones socio-políticas 
de la seguridad ciudadana frente a la violencia urbana, la movilidad susten- 
table y la gestión del riesgo como respuesta a los impactos ambientales en 
las estructuras urbanas, entre otros temas, cuya interpelación permiten so­
bre todo construir una visión de conjunto del fenómeno urbano.

Es en este contexto que la Organización Latinoamericana y del Ca­
ribe de Centros Históricos (OLACCHI) y el Ilustre Municipio del Dis­
trito Metropolitano de Quito (MDMQ), presentan la colección Textos 
Urbanos, programa editorial cuyo objetivo es constituirse en un acervo bi­
bliográfico que contribuya al conocimiento y debate de la problemática 
urbana a nivel mundial, de América Latina y El Caribe, y contextos loca­
les más específicos. Es importante señalar, además, el valioso aporte de la 
Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO-Ecuador) en la 
realización de este proyecto.

Los doce tomos que conforman la presente colección compilan -a  ma­
nera de antología- los trabajos de distintos autores y autoras internaciona­
les de reconocida trayectoria en la investigación urbana. Se pretende que la 
colección en su conjunto permita, a partir de las distintas entradas de los 
autores seleccionados, ensayar una lectura interdisciplinar de los procesos 
urbanos contemporáneos, constituyéndose en una herramienta de consulta 
para la investigación académica, así como también en material de referencia 
para el desarrollo de políticas públicas en el contexto de las ciudades.

8

Augusto Barrera 
Alcalde

I. Municipio del Distrito 
Metropolitano de Quito

Fernando Carrión M. 
Presidente

Organización Latinoamericana y 
del Caribe de Centros Históricos



Prólogo
Mario Lungo:
la fuerza de la palabra
Fernando Camón M.

•  Qué difícil escribir una nota a un amigo que difícilmente leerá lo que 
i uno escribe! Pero qué hermoso tener la posibilidad de decirle gracias 
1 a través de la prolongación de su pensamiento e ideas, contenidas en 

este volumen de la Colección “Textos” y cuyo nombre es: América Latina: 
países pequeños de grandes ciudades. No serán todas las ideas porque se trata 
de una antología venida de la conversación de los autores de la misma con 
el autor de la obra.

Se trata de una selección de su aporte vasto y múltiple, porque Mario 
Lungo fue uno de esos personajes raros, que muy de vez en cuando la 
naturaleza humana nos permite gozar: un tipo comprometido con la 
sociedad de América Latina desde su pequeño país El Salvador, que mili­
tó en sus luchas de manera directa e indirecta; y un académico de pres­
tigio, que le valió ser reconocido no solo en su región centroamericana 
sino también fuera de estos horizontes. El compromiso fue su signo y su 
camino.

Fue arquitecto que diseñaba y construía; urbanista que planificaba ciu­
dades; y científico social que interpretaba el funcionamiento de la socie­
dad. Pero también era docente universitario que impartía cátedra en dis­
tintas universidades de la región; era investigador sobre los temas más sig­
nificativos de la realidad de América Latina; era impulsador de la integra­
ción regional mediante la creación y fortalecimiento de redes. Las univer­
sidades, los centros de investigación, las redes de intercambio, las oficinas 
de gobierno y las ONG por donde pasó pueden dar fe de su inquebran­
table voluntad de conocer para transmitir y de conocer para cambiar. 9



Esta forma y actitud ante la vida le hizo acumular grandes amigos y 
compañeros de ruta, bajo la manera de una persona en equipo, y le per­
mitió foijar -con  su ejemplo— un camino que viene de la lógica del inte­
lectual comprometido con la realidad. Se podría decir, siguiendo a 
Gramsci, que se trató del típico intelectual orgánico, porque en él es im­
posible separar al “homo faber” del “homo sapiens” en sus actividades de 
constructor, organizador y promotor de iniciativas.

De Chile tuvo que salir cuando Allende cayó ante el poder de las bo­
tas y del peso de la injerencia extranjera.Y de su El Salvador también tuvo 
que salir de esa guerra innecesaria entre hermanos. Pero regresó, porque 
los grandes maestros nunca se van: perviven en lo que hacen y en lo que 
dejan. Su voz se escuchó permanentemente en seminarios, talleres, con­
gresos y cursos; así como su pensamiento se leyó en los muchos libros, 
artículos y ponencias que escribió.

Fue un autor prolífico en temas y libros, por eso se hizo una compi­
lación de sus trabajos. Queremos que sus aportes estén presentes, pero hoy 
tenemos la suerte de homenajearnos con su propia palabra, con su pro­
pio pensamiento; como él lo hacía por nosotros. Ahora debemos leer esta 
antología que hemos preparado, como una forma de decirnos que Mario 
está con nosotros para acompañarnos en este caminar por mejores ciuda­
des para mejores ciudadanos y mejores ciudadanos para ciudades donde 
todos seamos lo que él quiso: sujetos de derechos.

10
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1 América Latina hacia el final del 
siglo XX: ¿se está configurando un 
nuevo patrón de urbanización?*

hace varios años muchos investigadores plantearon que el mo-

 ̂je influenciaban, directa e indirectamente, los procesos de urba­
nización en los países del capitalismo periférico, y que este interactuaba 
con condicionantes locales, la organización social y política, y la tradición 
cultural, entre otros.

Esta afirmación, que parecía obvia, era una reacción al predominio de 
la aplicación de la teoría de la dependencia al estudio de la estructuración 
urbana, especialmente en América Latina, lo que condujo, en algunos mo­
mentos, a olvidar que estos procesos no eran simplemente un reflejo de 
fuerzas externas, sino, ante todo, el resultado de una lucha continua entre 
diversas clases, grupos e instituciones, donde la negociación era, en mu­
chas ocasiones, más importante que la dominación misma (Walton, 1984), 
reacción que tendía a devolver el peso que correspondía a los factores 
explicativos internos.

Eran los tiempos del despliegue del modelo de industrialización susti- 
tutiva de importaciones y de la incipiente constitución de “Estados de
* Trabajo publicado en Pensar y vivir la ciudad, de Fernando Díaz Orveta y Eduardo Mira

(Eds.), editado por el Departamento de Ciencias Sociales de la Universidad de Alicante,

Introducción

vimiento de la economía mundial era solo uno de los factores

en 1995. 13
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bienestar”, que no lograron, en la mayoría de los casos en el continente, 
plasmarse a plenitud. Junto a los anteriores, eran los tiempos de la plani­
ficación urbana, que pretendía edificar la “ciudad ideal” , y de la búsque­
da incesante de nuevas teorías explicativas de los fenómenos urbanos, 
entre las cuales se destacaban la teoría de la dependencia (Schteingart 
1973) y el enfoque marxista (Singer 1974), que orientaron muchas de las 
investigaciones urbanas durante los años setenta.

¿Por qué retomar esta discusión cuando la tendencia predominante en 
los estudios urbanos durante la década siguiente muestra una clara prio- 
rización de los estudios específicos, puntuales, y un abandono de los 
esfuerzos de explicación generales?

La razón está, además, en la certeza que se ha ido adquiriendo de que, 
a pesar de la validez de las investigaciones específicas realizadas, el cami­
no de los últimos años era extremadamente limitado, en la presión que 
ejerce la nueva ola globalizadora de la economía y la política a nivel mun­
dial, que exige entender cómo se relacionan estas tendencias con distin­
tos aspectos de la realidad; entre ellos, el mundo urbano.

Es así que se comienza a hablar de la existencia de ciudades de nuevo 
tipo, las ciudades “globales” (Sassen 1991), de la estructuración de redes 
urbanas que tienden a romper con las fronteras nacionales a raíz de los 
procesos de integración económica, de la creciente existencia de rasgos 
comunes en ciudades de países de distinto nivel de desarrollo, etc. Analizar 
los actuales procesos de urbanización, de América Latina, por ejemplo, 
conduce, ineludiblemente, a repensar la teoría urbana y, por este camino, 
a retomar una discusión que, hoy nos damos cuenta, quedó inconclusa. 
Lo anterior marca el carácter de este trabajo, que busca reflexionar sobre 
los rasgos actuales del proceso de urbanización en América Latina y el 
Caribe1, por un lado, y sobre las teorías que puedan ayudar a explicarnos 
este fenómeno, por otro. 1

1 En la mayoría de estudios sobre esta temática se ha priorizado a los países latinoame­
ricanos, excluyendo a los Estados-islas anglófonos y  francófonos del Caribe, en parte 
por su reducida extensión. Consideramos que es necesaria su incorporación al análisis, 
a pesar de las dificultades que se presentan.14
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Este intento se apoya en una cantidad importante de investigaciones 
realizadas sobre el tema y en muchas discusiones sostenidas durante los 
últimos años con numerosos investigadores de esta temática; injustamen­
te, no todos pueden ser mencionados, por razones obvias.

Solo nos referiremos, entonces, a algunos casos de América Latina y el 
Caribe, para ejemplificar las tendencias dominantes de los procesos de 
urbanización, y a algunos autores cuyas ideas permitirán organizar la argu­
mentación que se desarrolla en los dos apartados siguientes.

Los rasgos del proceso de urbanización reciente en América Latina 
y el Caribe que podrían configurar un nuevo patrón urbano

Las ciudades del período de sustitución de importaciones

Son suficientemente conocidos los rasgos de las ciudades latinoamerica­
nas y caribeñas antes de que el modelo de acumulación económico basa­
do en la sustitución de importaciones se comenzara a implementar, de 
forma desigual en el tiempo y en los contenidos, en los distintos países, 
por lo que nos limitaremos a esbozar los cambios que este último intro­
dujo en estas ciudades. Señalemos únicamente que muchos de los rasgos 
pre-existentes en las ciudades se mantenían aún hasta el momento en que 
este modelo comenzó a agotarse, a finales de los años setenta, y que algu­
nos todavía persisten2.

En esta mezcla de temporalidades y direccionalidades diferentes, sobre 
las que volveremos más adelante, se van estructurando sistemas urbanos y 
ciudades, que la investigación urbana ha descrito abundantemente y de los 
cuales se han hecho numerosas síntesis, una de las cuales retomamos por­
que capta muchos de los rasgos esenciales, a la vez que se ubica crítica­
mente frente a esta (Portes et al. 1994). Entre los rasgos de los procesos de 
urbanización señalados están los siguientes.

2 Esta situación es válida para otras sociedades de la periferia capitalista, donde elemen­
tos de la ciudad colonial continúan presentes con fuerza en el momento actual. 15
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Primero, la población de América Latina y el Caribe se urbaniza rápi­
damente en un proceso que se distorsiona por el subdesarrollo de la re­
gión: la migración campo-ciudad ocurre de forma explosiva hacia pocos 
centros urbanos; en la mayoría de los países, una ciudad cumple simultá­
neamente el papel de capital política, principal sede de la industria y el 
comercio, y lugar de residencia de las clases dominantes, acentuando, en 
muchos casos, una primacía heredada de los períodos anteriores. Se­
gundo, en las ciudades más grandes, el rápido crecimiento demográfico se 
combina con un alto nivel de inequidad en la distribución de los ingre­
sos, para producir otras desigualdades y exclusiones sociales y territoria­
les, uno de cuyos resultados más visibles es la polarización espacial de las 
clases sociales.Tercero, la desintegración de la agricultura tradicional corre 
paralela a la incapacidad de absorción de fuerza de trabajo por parte de la 
industria urbana, generando, en las ciudades, una amplia masa de desem­
pleados y subempleados que dio origen a la teoría de la marginalidad, a 
su crítica y a las explicaciones contemporáneas sobre la economía infor­
mal urbana (PREALC 1981 y Portes 1993).

La generalización de estos rasgos urbanos a países que, aunque com­
partían un mismo sistema económico, tenían condiciones internas dife­
rentes, en razón de sus peculiares historias, es la principal crítica hecha a 
las explicaciones dependentistas; las que mostraron su insuficiencia a me­
dida que se hacían análisis específicos, a pesar de que contribuyeron al 
conocimiento de rasgos comunes y de la incidencia de las relaciones ex­
ternas de los distintos procesos de urbanización, los que constituyeron 
innegables aportes de este enfoque teórico. Entre ellos se destaca el papel 
del Estado en los procesos de urbanización, cuestión que dio origen a im­
portantes trabajos críticos (Pradilla 1974).

Dejemos, sin embargo, la cuestión de las teorías explicativas para más 
adelante, y retengamos algunos de los elementos esenciales de la ciudad 
que se fue conformando al calor del proceso sustitutivo de importaciones 
y que serán heredados por el modelo de acumulación que se impulsa 
actualmente en América Latina.

La tasa de urbanización, que se aceleró en el período pasado, continúa 
incrementándose, aunque, como se observará más adelante, los niveles de16
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primacía se están modificando, indicándonos que América Latina se diri­
ge a convertirse en un continente en que la población, en su gran mayo­
ría, vivirá en ciudades.

Cuadro No. 1 América Latina:
porcentaje de la población urbana 1970-1990

País 1970 1980 1990 2000
Argentina 78 83 86 88
Bolivia 38 45 52 ' 60
Brasil 56 67 74 79
Colombia 57 64 69 74
Costa Rica 39 43 47 50
Cuba 60 68 75 80
Chile 75 81 85 87
Ecuador 40 47 56 65
El Salvador 39 43 47 51
Guatemala 34 37 38 39
Haití 20 24 31 38
Honduras 28 35 41 48
México 59 66 73 78
Nicaragua 47 51 55 60
Panamá 47 50 53 56
Paraguay 37 42 47 S3
Perú 58 64 70 75
República Dominicana 39 50 59 64
Uruguay 82 85 89 91
Venezuela 72 79 83 86
América Latina 58 65 71 75

Fuente: CELADE, Boletín demográfico N ° 47, enero 1991, Santiago.

Los cambios en la economía y en los mercados de trabajo urbanos produ­
cidos por el modelo de sustitución de importaciones conformaron una 
estructura productiva que, aunque diferente a la prevista, parece tener una 
dinámica tal, que exige estudiar sus tendencias estructurales si se intenta
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modificar las profundas desigualdades que generó y que el actual mode­
lo de acumulación está acentuando.

Por otra parte, más que la creciente polarización de las clases sociales 
en el espacio urbano, que es uno de los rasgos que algunos de los más im­
portantes investigadores urbanos actuales destacan (Portes 1989a), consi­
deramos que un elemento central que se fue constituyendo durante el 
período anterior en las ciudades latinoamericanas es la formación de una 
nueva estructura social urbana, cuestión fundamental y uno de los rasgos 
menos estudiados debido, en parte, al abandono de la investigación de las 
clases sociales en su conjunto, en beneficio del análisis, válido, por otra 
parte, de grupos urbanos particulares3.

Inmersa en las transformaciones anteriores está la cuestión del rol del 
Estado, del gobierno de la ciudad y de sus instituciones, que parecen mar­
char a ritmo menor que las transformaciones económicas y sociales, lo 
que se revela con claridad en el momento en que se comienza a impul­
sar el nuevo modelo de desarrollo basado en la desregulación de la eco­
nomía y las exportaciones.

Así, en el período de sustitución de importaciones, el Estado, debido 
a la debilidad de la intervención del capital local en la promoción del 
desarrollo urbano, se convierte en un agente activo de este, al asumir un 
rol importante en la creación de infraestructura económica y social en las 
ciudades (Roberts 1990).

Estas cuatro dimensiones: la relación población/territorio, la econo­
mía urbana, la estructura social urbana y el papel del Estado y la sociedad 
civil en el gobierno de la ciudad, son los ejes que consideramos claves 
para hacer un análisis urbano integral.

18 3 Lo que se manifiesta en la literatura existente sobre los movimientos sociales urbanos.
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Los cambios que está promoviendo el actual modelo económico 
orientado hacia las exportaciones

Aunque este trabajo está dedicado al análisis de los rasgos del proceso de 
urbanización reciente en los países de América Latina y el Caribe, es útil 
hacer una breve síntesis de lo que está aconteciendo en los países del 
mundo desarrollado, por la creciente interpenetración de los procesos 
económicos y sociales entre ambos. La diferente temporalidad entre el 
proceso de urbanización y los cambios en la economía explica que solo 
hasta finales de los años ochenta se comiencen a observar con claridad los 
efectos urbanos de la reestructuración de las economías de los países capi­
talistas centrales que se inició en los años setenta, y que ha llevado el cali­
ficativo que mencionábamos de algunas ciudades de estos países, como 
“ciudades globales”.

El desmantelamiento de centros industriales en Estados Unidos, Euro­
pa y, actualmente, Japón (Hataya 1993), la acelerada industrialización en 
algunos países del llamado tercer mundo, y la internacionalización del sec­
tor financiero en los años ochenta crearon una organización espacialmen­
te dispersa pero globalmente integrada de la economía, posibilitada por el 
avance de la tecnología de la información.

Dentro de esta organización espacial mundial, se sostiene que algunas 
grandes ciudades como Nueva York, Londres o Tokio cumplen un papel 
estratégico, al concentrar el control de los procesos económicos a nivel 
mundial, al crearse nuevas formas de centralización de gestión y control 
de una red de centros de producción y mercados financieros, donde los 
procesos de innovación, localizados en estas “ciudades globales”, juegan 
un papel fundamental.

Las enormes densidades de los distritos comerciales, financieros y de 
servicios de estas ciudades contradicen la idea, generalmente aceptada, de 
que la aglomeración resulta obsoleta por el avance de las comunicaciones, 
y podría decirse que se trata de una nueva lógica de aglomeración muy dis­
tinta a la generada por la producción industrial, a partir del siglo pasado.

Este proceso de descentralización de actividades y centralización de 
puntos de poder y decisión no se ha traducido en una descentralización 19
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de la propiedad y los beneficios en la medida en que pudiera imaginarse 
o desearse, aunque se ha incrementado la contratación de empresas me­
nores y su crecimiento en algunos países. En última instancia, esta forma 
de crecimiento es parte de una cadena en la que un limitado número de 
empresas se apropian de la mayor parte de las ganancias de este proceso 
de globalización económica (Sassen 1991).

Es interesante, también, ver el impacto de este proceso de globaliza­
ción económica en la estructura social de estas ciudades. Si la industriali­
zación permitió un incremento de los empleos y los salarios, y una reduc­
ción de la desigualdad, y contribuyó a la formación de una amplia clase 
media urbana, el actual crecimiento del sector financiero y de la presta­
ción de servicios especializados no solo genera puestos técnicos y admi­
nistrativos de alto nivel, sino también puestos no calificados de baja remu­
neración, acentuando la polarización social, lo que se puede observar rá­
pidamente en el aumento de hoteles, restaurantes, centros comerciales y 
viviendas de lujo, junto al deterioro de muchos barrios populares.

El impacto es muy claro en los mercados de trabajo. Mientras dismi­
nuye el número de empleos, la sindicalización, y se deterioran los salarios 
en el sector industrial, proliferan las empresas de régimen salarial irregu­
lar y el trabajo a domicilio, lo que expresa la nueva relación capital/tra- 
bajo que se está configurando.

¿En qué medida lo que ocurre en los sistemas urbanos y las ciudades 
de los países desarrollados guarda semejanza con lo que acontece en paí­
ses como los latinoamericanos y caribeños?

Aunque no hay investigaciones suficientes para responder a esta pregun­
ta, es claro que estos cambios provocan, a su vez, una mayor asimetría en las 
economías a nivel nacional e internacional. Esta desigualdad creciente ha 
conducido a algunos investigadores a pensar que el proceso de urbanización 
en los países en desarrollo, en estos momentos, enfrenta su mayor crisis, por­
que el crecimiento de las economías urbanas, que acompañó la acelerada 
urbanización entre 1940 y 1970, ya no tiene el mismo ritmo, mientras la 
pobreza urbana se incrementa cada día más y los condicionamientos polí­
ticos de la ayuda financiera internacional limitan severamente la interven­
ción estatal en la solución de los problemas urbanos (Roberts 1990).20
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Actualmente ocurren importantes transformaciones, tanto a nivel de 
las redes urbanas nacionales como al interior de las principales ciuda­
des, destacándose, en las primeras, el desarrollo de importantes ciudades 
secundarias en varios países de América Latina y el Caribe, lo que ha 
transformado el paisaje regional. A esto se suma el cambiante carácter 
de los flujos migratorios, de los mercados laborales, de la estructura de 
clases y la organización social urbanas, etc. Se observa, sin embargo, la 
fragilidad de muchas de estas nuevas economías, por el carácter de su 
vinculación al mercado mundial y la creciente disparidad social en el 
ámbito urbano.

En el caso de los países latinoamericanos y caribeños de tamaño me­
dio o grande, los efectos de la globalización comienzan a manifestarse di­
ferencialmente, dependiendo de su inserción en la actual división interna­
cional del trabajo (Lungo 1994a).

Por ejemplo, el reordenamiento territorial productivo en México, obje­
to de múltiples análisis, guarda relación con la estrecha vinculación de la 
economía mexicana con la economía de Estados Unidos, y rápidamente 
está generando nuevas y agudas desigualdades. Para las ciudades y las regio­
nes de la frontera norte, donde se ubica la mayoría de las plantas maquila­
doras, se ha dado, evidentemente, un proceso de industrialización que ha 
modificado su estructura económica y social y ha incrementado su peso 
político; pero a nivel nacional, su participación en el empleo, que es el logro 
más publicitado, y los efectos sobre el desarrollo global de México son 
modestos, en comparación con el costo pagado en términos de las condi­
ciones de vida de los trabajadores de la maquila y con el tipo de desarrollo 
urbano que se puede observar en las ciudades fronterizas (Pradilla 1993).

Otros investigadores sostienen que los cambios en las estructuras urba­
no-regionales deben ser explicados por la combinación de las transforma­
ciones en la economía mundial con las deseconomías de aglomeración 
generadas por la existencia de grandes ciudades como México o Sao 
Paulo, y que los resultados no conducirán, necesariamente, a la desconcen­
tración urbana (Cuervo 1992).

Analizando el caso colombiano, se señala que en los años ochenta el 
país logró diversificar sus exportaciones, pero a través de nuevos produc­ 21
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tos del sector primario, especialmente petróleo y otros minerales, mien­
tras las exportaciones manufactureras no se incrementaron de forma tal 
que sirvieran de contrapeso a la declinación del modelo sustitutivo de 
importaciones.

Respecto a la red urbana, se observa que la población de la capital ha 
crecido, comenzando a romper el equilibrio del sistema urbano colom­
biano, pero que las actividades manufactureras en Bogotá han logrado 
sostenerse, a pesar de los cambios operados en la economía del país.

El caso chileno muestra, dentro de las características de una economía 
volcada fundamentalmente hacia el exterior, las contradicciones que se 
generan, por la diferente temporalidad a que nos hemos referido, entre el 
proceso de urbanización y los cambios en la economía. Con el sugestivo 
título de “Santiago estatal, Chile liberaT\ se sostiene la tesis de que la 
Región Metropolitana de Santiago, cuya economía representa aproxima­
damente el 40% de la nacional, no es funcional al modelo de apertura y 
al fomento de exportaciones, por su carácter cerrado y por el peso del 
sector estatal (Daher 1993).

Santiago creció económicamente menos que el país en las últimas 
dos décadas, y aunque aún cuenta con la mayor dotación de capital fijo, 
se afirma que la ciudad dejó de ser signo de modernidad, y su industria, 
sinónimo de desarrollo. Actualmente, los sectores económicos de punta 
se encuentran en otras regiones, en un proceso de transformación regio­
nal que no tiene nada que ver con la planificación ni con las políticas de 
descentralización, ni tampoco con una opción política tomada por el 
gobierno, sino que es el resultado de las políticas macroeconómicas im­
pulsadas.

Se mencionan, entre otras, la desgravación arancelaria, que terminó 
con el proteccionismo a una industria sustitutiva eminentemente metro­
politana, disminuyendo el subsidio del consumo urbano; la reducción del 
Estado y la disminución del déficit fiscal, que afectaron principalmente a 
la capital; y la política cambiaria, que favoreció a las economías regiona­
les orientadas a la exportación. En este país se generó, así, un proceso de 
reasignación sectorial y geográfica de los recursos, que podría ser califica­
do como una especie de “ajuste territorial”.22
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Y aunque se afirma que el mercado y la libre empresa aparecen como 
los principales protagonistas de este proceso, el Estado intervino promo­
viéndolo, subsidiándolo y protegiéndolo; hecho que se observa en la dis­
minución de la inversión estatal en la Región Metropolitana de Santiago.

A pesar de discrepar con algunas conclusiones, porque se deja de lado 
los efectos negativos del “milagro,, económico chileno (Schneider 1993), 
el impresionante crecimiento de la pobreza en ese país y sus consecuen­
cias sobre la estructura social (Díaz 1992), su interés radica en que vincu­
la el desarrollo urbano con las políticas macroeconómicas y permite plan­
tear dos interrogantes claves: ¿qué pasa y cuál es el papel de las pequeñas 
y microempresas urbanas? ¿Es esta desconcentración de las actividades 
económicas sinónimo de una real descentralización de poder y base para 
un desarrollo urbano más equitativo?

En el caso venezolano, se ha notado que la región centro costera, que 
ha concentrado tradicionalmente la mayor parte de la población y las acti­
vidades económicas del país, ha sufrido cambios internos. A pesar de que 
su peso demográfico se mantuvo igual entre 1970 y 1990 (26% del total 
de la población del país), la región de la capital propiamente dicha ha dis­
minuido su importancia en este rubro.

Otras investigaciones muestran otras facetas de los efectos urbanos de 
los cambios en la economía. Entre ellas destaquemos una realizada sobre 
las ciudades de Bogotá, Santiago y Montevideo, que mostró la disminu­
ción de la primacía urbana; una menor polarización de las clases sociales 
en los espacios urbanos, produciéndose incluso una tendencia inversa co­
mo consecuencia de las estrategias de sobrevivencia de los sectores pobres 
y las clases medias; un aumento del desempleo urbano, que cuestiona las 
opiniones que otorgan un papel contracíclico a la economía informal y 
sugiere, más bien, que este es esencialmente procíclico con el sector 
moderno de la economía; etc. (Portes 1989a).

Para Brasil, las cifras muestran que el proceso de urbanización, aunque 
ha conducido a la formación de grandes ciudades, especialmente Sao 
Paulo y Rio de Janeiro, caracterizadas por un desequilibrio entre el creci­
miento demográfico y el crecimiento económico, se enfoca, en los últi­
mos años, a un mayor crecimiento relativo de las ciudades de tamaño 23
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medio, de tal manera que el sistema urbano brasileño tiende hacia una 
organización más equilibrada (Queiroz Ribeiro 1992).

Un estudio hecho sobre cinco ciudades del Caribe y Centroamérica: 
Kingston, Port-au-Prince, Santo Domingo, Guatemala y San José, en cu­
yos resultados basamos nuestras reflexiones sobre esta región (Portes y 
Lungo 1992a), muestra que la evolución de la primacía urbana en estos 
países no sigue una tendencia uniforme, pues disminuye en unos pero no 
en otros: en Santo Domingo creció moderadamente, de 2,7 en 1960 a 2,9 
en 1984; en Guatemala se redujo ligeramente, de 6,4 en 1973 a 6,09 en 
1984, pero la población de la capital mantuvo su proporción respecto a la 
población urbana total; mientras Kingston es el caso de reducción más 
notable, de 7,18 en 1960 a 2,61 en 1982.

Esta evolución va acompañada de procesos contradictorios a nivel de 
la red urbana. Se observa el fuerte crecim iento de ciudades secundarias 
en Jamaica y República Dominicana, asociado, en el primer caso, al desa­
rrollo turístico en la costa norte; y a la creación de importantes zonas 
francas en ciudades como Santiago de los Caballeros y La Romana, en 
el segundo, en un proceso de diversificación regional del crecimiento ur­
bano. Por otro lado, en Costa Rica, las nuevas actividades económicas 
urbanas aún se concentran en el Area Metropolitana de San José.

En todas las ciudades se encuentran, durante los años ochenta, las 
mismas tendencias básicas en los mercados de trabajo: crecimiento del 
desempleo abierto y del sector informal de la economía, una disminu­
ción general del ingreso y el incremento de la pobreza en las ciudades. 
En Kingston, por ejemplo, en 1983, la tasa de desempleo abierto mascu­
lino llegó a ser de 21%, y la del femenino, de 35%; en San José alcanzó 
el 9,9%, en 1982. El sector informal en Guatemala subió del 30 al 33% 
durante la década, mientras en Kingston este incremento superó los diez 
puntos en el mismo período, pasando de un 21 a un 31%, aproximada­
mente.

En el marco de la crisis y los programas de ajuste se observa también 
el crecimiento de las zonas francas y la maquila. El caso más notable es el 
de República Dominicana donde los empleos en las primeras pasaron de 
36 mil en 1987, a 134 mil, cuatro años más tarde. Respecto al empleo en24
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la maquila en Costa Rica, aumentó de 12 mil en 1984, a 40 mil, al fina­
lizar la década, país donde la participación laboral femenina creció duran­
te esta última, del 32 al 36%.

Los datos sobre los mercados de trabajo indican que en algunos países 
el alto nivel de desempleo y los bajos salarios son características casi per­
manentes, mientras en otros ha ocurrido un ajuste más flexible, en el que 
se combina un desempleo urbano relativamente bajo con el incremento 
de formas de empleo poco protegidas (Tardanico y Lungo 1993).

Se encontraron evidencias que muestran una reversión de la polariza­
ción espacial de las clases sociales durante la crisis de los años ochenta, 
pero con significativas variaciones y excepciones. Si Puerto Príncipe pue­
de ser caracterizado como una ciudad constituida por “bolsones” de mo­
dernidad rodeados de un mar de pobreza; en Guatemala, el crecimiento 
de la ciudad nunca ha estado marcado por un patrón de segregación cla­
ramente definido; mientras en San José están surgiendo “bolsones” de po­
breza antes inexistentes y cada día más visibles e importantes, aunque, sin 
embargo, se asiste a la permanencia de los principales establecimientos 
financieros y de servicios de alto nivel en el área central de la ciudad, 
donde se encuentra el 90% de los empleados del sector financiero, y fun­
cionan el 80% del comercio y el 75% de los servicios de la zona metro­
politana (PANORAMA 1993).

Estas transformaciones se dan en un marco en que el sector industrial 
muestra un agudo estancamiento, producto de las dificultades que enfren­
ta su reconversión frente a las nuevas condiciones de la economía.

Otra cuestión que hay que resaltar es el papel del Estado en estos pro­
cesos, donde las diferencias evidentes entre los distintos casos explican en 
parte sus trayectorias.

El caso de Costa Pica, donde el papel inversor y regulador en la eco­
nomía y el desarrollo urbano es el más fuerte, conduce a pensar que los 
cambios en la red urbana y la estructura interna de las principales ciuda­
des, como consecuencia de la reestructuración económica en curso, solo 
cobrarán fuerza a mediano plazo, dado el peso de la intervención estatal 
en las mismas, situación que no puede ser modificada sin erosionar grave­
mente las bases de la democracia de este país. La dificultad para aprobar el 25
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tercer programa de ajuste estructural, que afecta el empleo en el sector 
público, que constituye el 35% del empleo en el Area Metropolitana de 
San José, y la negativa a incorporarse completamente al proceso de inte­
gración económica centroamericana, actualmente en un dinámico proce­
so de reconstitución, evidencian lo anterior.

Haití, por el contrario, constituye el polo opuesto, donde un Estado 
que puede ser calificado de “depredador”, por las políticas que impulsa 
(Evans 1991), ha tenido una mínima incidencia en el desarrollo de las ciu­
dades durante los años de la crisis.

En otra investigación en curso sobre el Area Metropolitana de San 
Salvador (Lungo 1993a), se muestra que el índice de primacía demográ­
fica pasa de 2,21 en 1950 a 3,11 en 1990, y que la década de mayor cre­
cimiento de esta es la del setenta, siendo casi nulo durante los años ochen­
ta, lo que indicaría que, a pesar del crecimiento poblacional de la capital, 
hay ciudades secundarias que crecen a un ritmo mayor, una de las cuales 
se encontraba en una zona de alta conflictividad durante la guerra de la 
década anterior.

Para San Salvador no hay estudios sobre la transformación de la 
economía de la ciudad, aunque es posible plantear, con la información 
disponible, que no se ha operado aún una sustancial transformación de 
su economía urbana, en lo que respecta al tipo de bienes y servicios 
producidos (Lungo 1994a), aunque se observa una creciente informa- 
tización del mercado de trabajo desde finales de los años ochenta. Sin 
embargo, no se ha constituido aún un núcleo importante de produc­
ción de bienes y servicios destinados a mercados exteriores a los países 
centroamericanos.

Los estudios sobre el sector informal indican que, en la región cen­
troamericana, difícilmente se lo puede calificar como un sector de creci­
miento económico (Pérez Sainz y Menjívar 1991) que, por el contrario, 
es fundamentalmente un sector de subsistencia, y que uno de cada tres 
trabajadores del Área Metropolitana de San Salvador se encontraba en 
este en 1988, mientras la pobreza urbana extrema había pasado del 10% 
en 1976 a 15,2% en 1990 (OIT-PREALC 1988), estimándose que actual­
mente alcanzaría el 18%.26
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Estas tendencias no permiten aún extraer conclusiones definitivas 
sobre el impacto de la crisis y las políticas de ajuste implementadas en 
los años ochenta sobre los procesos de urbanización, pero son útiles 
para orientar la investigación sobre el desarrollo urbano, especialmente 
cuando, como consecuencia de la actual globalización de la economía 
mundial, se acelera el proceso de integración económica en nuestros 
países.

En un trabajo reciente sobre Centroamérica, Guerra Borges (1993), 
analizando las posibles contradicciones entre globalización y regionaliza- 
ción, plantea el hecho de que todavía no hay consenso sobre si ambos 
procesos coexistirán o si uno prevalecerá sobre el otro, pero que hay as­
pectos del desarrollo de la economía a nivel mundial que podrían favore­
cer el proceso de globalización a partir de la regionalización.

Aunque la mayoría de los datos ofrecidos se refieren, ante todo, a ciu­
dades de Centroamérica y el Caribe estudiadas a raíz de la crisis de fina­
les de los años setenta e inicios de los ochenta, y de los programas de ajus­
te estructural que se comenzaron a implementar en esta última década, 
permiten observar algunas de las principales características de las estruc­
turas urbanas al finalizar el siglo, que se enfrentarán al proceso de globali­
zación e integración de las economías de América Latina y el Caribe, y 
nos conducen a la discusión sobre los aspectos del proceso de urbaniza­
ción que permanecen, se transforman y desaparecen con el cambio en el 
modelo de acumulación en curso.

Rupturas y continuidades

En la visión comparativa que estamos exponiendo interesa ver tanto las 
rupturas como las continuidades que se observan en los procesos de 
urbanización de América Latina y el Caribe, en el momento en que se 
modifica drásticamente el modelo de acumulación. Para ello nos de­
tendremos en los cuatro aspectos centrales que ya hemos mencionado 
cuando analizábamos la ciudad del período de sustitución de importa­
ciones: el crecimiento de la población urbana, los cambios en las eco­ 27
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nomías de las ciudades, la conformación de nuevas estructuras sociales 
urbanas, y el gobierno de las ciudades, tratando de visualizar las rup­
turas y las continuidades.

Respecto al primero, y tal como lo muestran las estadísticas, América 
Latina en su conjunto será predominantemente urbana al finalizar el pre­
sente siglo, mostrando la continuidad de una tendencia que se acentuara 
desde mediados del mismo. Sin embargo, la distribución territorial de esta 
población tiende a modificarse, al disminuir los niveles de primacía urba­
na y tender a crecer las ciudades de las regiones de mayor dinamismo 
económico, modificando sensiblemente las redes urbanas existentes.

Cronológicamente, en América Latina y el Caribe, a diferencia de Eu­
ropa, el fenómeno de la primacía urbana antecede a la industrialización, 
presente ya en la fase del capitalismo comercial para los países del cono 
sur, aunque para otros países este fenómeno se ubica en el momento de 
transición de ambas fases, alrededor del cambio del siglo XIX al siglo XX; 
mientras que para los países centroamericanos su consolidación se ubica 
entre 1920 y 1950, pero siempre antes del despliegue de la industrializa­
ción. En casi todos los casos, sin embargo, la primacía aumenta hasta los 
años setenta, cuando comienza a disminuir en la mayoría de los países. No 
obstante, como señala Cuervo (1994), no es conveniente sostener que esta 
tendencia al decrecimiento es definitiva, ya que sobre este fenómeno ope­
ran factores muy diversos, e indica que si esta disminución puede parecer 
clara en el caso de México y reforzarse por el Tratado de Libre Comercio, 
firmado con Estados Unidos y Canadá, el M ERCOSUR puede, al con­
trario, reforzar la primacía de aglomeraciones urbanas como Buenos Aires 
y Montevideo.

Las economías de las ciudades latinoamericanas también presentan 
continuidades y rupturas en el momento actual. Si la desregulación de los 
procesos productivos y de los mercados de trabajo ya estaba presente, 
aunque en algunos casos en forma débil, en el período de sustitución de 
importaciones, estas tendencias se mantienen y se aceleran en el momen­
to actual, constituyendo más una continuidad que una ruptura, y si pode­
mos identificar a estas últimas, ellas podrían estar constituidas más por el 
cambio en el tipo de actividades económicas (zonas francas y maquila28
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destinadas a mercados internacionales, y expansión de nuevos tipos de 
servicios urbanos, en algunos casos), que por la forma en que los bienes 
y servicios se producen.

Pero es quizás al nivel de las estructuras sociales urbanas donde las rup­
turas predominan sobre las continuidades. La aceleración de la tendencia 
de cambios en los mercados de trabajo urbanos señalada antes conduce, 
evidentemente, junto a la creciente disparidad en la distribución de los in­
gresos (cuya mayor expresión son los altos niveles de pobreza urbana al­
canzados en el continente), a configurar una nueva estructura social en las 
grandes ciudades latinoamericanas, cuestión que, como decíamos ante­
riormente, es uno de los aspectos de la realidad urbana menos conocidos 
y estudiados. Aquí podemos ubicar hallazgos de investigación como el que 
sostiene que los incrementos en la pobreza y en la disparidad de los ingre­
sos provocados por los programas de ajuste estructural tienden, paradóji­
camente, a reducir la polarización espacial de las clases sociales en América 
Latina, como resultado de las estrategias de sobrevivencia de las clases me­
dias y bajas (Portes et al. 1994),y que han sido confirmados por otros estu­
dios (Rolnik et al. 1990).

Parte integrante de estos cambios en las estructuras sociales urbanas es 
el nuevo carácter de los flujos migratorios4, cuya compleja dinámica pre­
senta relaciones cada vez más complejas entre los países emisores y recep­
tores (Guarnizo 1992), cuya incidencia en las ciudades latinoamericanas, 
especialmente en la dimensión cultural, que está estrechamente vinculada a 
las nuevas estructuras sociales, exige ser estudiada tal como se ha hecho con 
ciudades norteamericanas (Portes y Stepick 1993). Podríamos plantear aquí 
la hipótesis de que está ocurriendo un efecto social en reverso en las ciu­
dades de los países emisores de migrantes, a raíz de los crecientes flujos de 
retorno poblacionales, monetarios y de bienes por parte de la población 
migrante.

4 El impacto de la migración internacional en las economías y las estructuras sociales 
urbanas es un tema que solo se comienza a estudiar en años recientes. El CIESAS, de 
Guadalajara, y El Colegio de la Frontera Norte, en Tijuana, México, han producido 
importantes trabajos al respecto. 29
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Por último, al nivel del gobierno de la ciudad, los patrones de con­
tinuidad son evidentemente prevalecientes sobre las rupturas, a pesar de 
los intensos procesos de privatización y descentralización de muchos de 
los servicios urbanos brindados por los gobiernos céntrales, y de los in­
tentos de modernización de los gobiernos locales y del Estado en gene­
ral. Sin embargo, es previsible que, por las exigencias del nuevo mode­
lo de acumulación, este aspecto avance sustancialmente en los próximos 
años, conformándose nuevas modalidades de gestión urbana (Lungo 
1993a).

La breve revisión hecha de los cambios recientes en los procesos de 
urbanización de América Latina muestra que existen más dudas que cer­
tezas, volviéndose indispensable retomar la discusión teórica que ha que­
dado inconclusa.

Los problemas teóricos y su persistencia

En los años setenta, y desde una visióti crítica, varios estudios académicos 
intentaron elaborar una explicación integral y totalizante de los procesos 
urbanos. Algunos de los trabajos más destacados influenciaron decisiva­
mente numerosas investigaciones sobre las ciudades de nuestros países 
(Angiotti 1987). Estos ensayos de explicación global, exitosos en algunos 
aspectos pero fallidos en otros, eran el lado opuesto de los intentos hechos 
por los técnicos de la planificación urbana que elaboraron numerosos 
diagnósticos generales sobre las ciudades, para fundamentar los planes de 
desarrollo urbano que propusieron por esos años. Ninguno de los dos en­
foques, divergentes y completamente disociados, logró captar a plenitud 
las dinámicas a través de las cuales los distintos sectores urbanos fueron 
construyendo las ciudades latinoamericanas y caribeñas.

Durante la década siguiente prácticamente hubo un abandono de estos 
intentos de explicación global y, mientras la planificación perdió impor­
tancia en las políticas estatales y las agencias de cooperación frente a los 
estudios y los proyectos sectoriales, haciendo los diagnósticos de la ciudad 
innecesarios, los estudios académicos se orientaron cada vez más a la inves­30
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tigación de problemas específicos: los tugurios, los servicios y la infraestruc­
tura urbanos, las organizaciones sociales de las ciudades, etc. Esta reorienta­
ción, en ambos sectores, tampoco logró captar, en toda su complejidad, los 
procesos fundamentales que estructuraban las ciudades principales.

Al final de los años ochenta, y durante la década actual, el predominio 
de las políticas neoliberales, junto a la reducción del Éstado y la privatiza­
ción de numerosos procesos e instituciones que estas exigen, tiende a 
reforzar los estudios sectoriales. La descentralización en curso, el recono­
cimiento del papel de los gobiernos locales y de las ONG.

Al haber disminuido, en los años ochenta, el ritmo del debate sobre las 
teorías explicativas de los procesos de urbanización, subsisten numerosos 
problemas que vuelven a emerger con fuerza en el momento en que se 
impulsa un nuevo modelo de acumulación. Quizás, y nuevamente, el 
principal de ellos es la vinculación entre los procesos de índole general 
que remiten a los cambios en la economía mundial, y los procesos parti­
culares que responden a las especificidades históricas. Para tratar de avan­
zar en este camino, es necesario abordar dos cuestiones que consideramos 
claves: las diferencias en la temporalidad y la direccionalidad que existen 
entre los procesos económicos globales y los procesos de urbanización.

Las diferentes temporalidades

La temporalidad de los procesos de urbanización excede el mediano pla­
zo, por lo que estos deben analizarse a la luz del proceso de reestructu­
ración global cíe la economía y no de la implementación de políticas 
económicas de corto plazo (en el caso de América Latina y el Caribe, 
de las políticas de estabilización económica ejecutadas en los años 
ochenta, esencialmente), aunque estas tengan alguna incidencia en los 
primeros. Por otra parte, las características acumuladas históricamente y 
vinculadas a los modelos de desarrollo económico preexistentes intro­
ducen, como decíamos antes, condicionantes a los procesos de globali- 
zación, imponiéndoles limitaciones de distinto signo en cada caso con­
creto. Esto es también válido para contextos distintos a los nuestros, 31
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como el de los países africanos que fueron colonizados por Francia, 
donde algunos rasgos de la ciudad colonial persisten con fuerza hasta el 
momento actual (Massiah y Tribillon 1988).

En América Latina y el Caribe basta recordar que el proceso de in­
dustrialización sustitutivo de importaciones es posterior a la urbaniza­
ción en la mayoría de los países, y que el nuevo patrón de industrializa­
ción que se busca establecer, al obedecer a una lógica global de nuevo 
tipo, hace que las economías de aglomeración actualmente existentes no 
sean, necesariamente, el patrón más adecuado para sus requerimientos de 
ocupación territorial.

Esto es de crucial importancia porque en la base de los análisis tecno­
máticos de la política y la planificación urbana está la universalización de 
intereses particulares y la no consideración de la multiplicidad de los mis­
mos, que existen en las ciudades. Los planes de desarrollo urbano, al igno­
rar esta complejidad, son, desde su inicio, irrealizables (Rolnik 1993), 
como lo demuestra abundantemente su historia en América Latina, du­
rante los últimos cincuenta años. Existe, entonces, además de una diferen­
te temporalidad entre urbanización y desarrollo económico, una diferen­
te temporalidad entre estos procesos y la normatividad del crecimiento 
urbano, que han impuesto, así sea parcialmente, la política y la planifica­
ción urbana, tejiendo una densa red de contradicciones.

También es necesario considerar que el análisis de fenómenos como 
la primacía urbana, las características de las redes urbanas nacionales o los 
mercados de trabajo debe verse a la luz del innegable rompimiento de las 
fronteras nacionales, provocado por el cambiante carácter de los flujos 
migratorios (donde las corrientes internacionales y sus consecuencias, 
principalmente para los países emisores, son fundamentales) y las nuevas 
formas de integración y globalización económica, sobre las cuales hay que 
recordar que son consustanciales al desarrollo del capitalismo desde sus 
orígenes, y lo que debe estudiarse es su naturaleza actual.

Por otra parte, hay que precisar que el análisis de relaciones como las 
que nos ocupan debe enfatizar, no solo en las rupturas, sino también en 
las continuidades, en razón de la diferente temporalidad que hemos men­
cionado y por el peso que implica la estructura física de cada ciudad.32
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Hay que recordar, por último, que los procesos de urbanización, ade­
más de su particular temporalidad, son de una extrema complejidad y es­
tán cruzados por condicionalidades extraeconómicas, por lo que no es co­
rrecto plantear que la globalización de la economía se traduce directa­
mente en la globalización de los procesos de urbanización, ya que aun en 
el caso de la primera, los mercados están insertos en relaciones sociales y 
políticas específicas, que hacen que la globalización de la economía no sea 
simple y uniforme (Logan y Swanstrom 1991).

Aun desde el punto de vista estrictamente económico, no existe una 
dirección única entre desarrollo y urbanización, sino que, entre ambos, 
se establece una serie de relaciones de diferente sentido y contenido 
(Polése 1990). En este conjunto de relaciones económicas, sociales y polí­
ticas, las diferentes temporalidades no deben ser olvidadas.

Las diferentes direcciomlidades

Al igual que los tiempos históricos, los procesos económicos, sociales y 
políticos tienen direccionalidades que no coinciden, necesariamente, con 
la de los procesos de urbanización. Con la afirmación anterior, volvemos 
a una antigua y debatida concepción que asigna al espacio o al territorio 
una determinada cuota de autonomía. Sin reintroducirnos en este debate, 
también inconcluso, queremos reflexionar sobre algunas ideas expuestas 
sobre la diferente direccionalidad de la economía y la urbanización (Cuer­
vo 1993).

Criticando las visiones que postulan relaciones causales unidirecciona­
les entre la economía y el espacio, al sobredimensionar el papel otorgado 
a la industria en el moldeamiento de la estructura socioespacial, se sugie­
re explorar la existencia de causalidades bidireccionales, retomando una 
veta teórica que puede conducir a importantes hallazgos.

Así, por ejemplo, podría plantearse que ciertos aspectos de las crisis 
económicas y sociales podrían estar originados por las particularidades de 
la estructura espacial. También podría plantearse la incidencia de esta últi­
ma en la localización de los establecimientos de servicios de nuevo tipo, 33
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independientemente de la flexibilidad que dan las nuevas tecnologías de 
comunicaciones, o las tendencias desconcentradoras que inducen los so­
brecostos de la prestación de ciertos servicios urbanos o de los límites de 
carga del medio ambiente.

Los ejemplos anteriores son solamente ideas, pero permiten plantear 
que, metodológicamente, entre economía y urbanización existen direc- 
cionalidades diferentes que, sumadas a las distintas temporalidades, van 
tejiendo una red de relaciones múltiples de extrema complejidad, lo que 
exige un análisis multidimensional para captar las tendencias fundamen­
tales de los procesos de urbanización,

Esto podría explicar la formación de nuevas articulaciones territoria­
les que trascienden las fronteras nacionales (Hiernaux 1993), el reforza­
miento de áreas metropolitanas -n o  tanto por su peso y crecimiento de­
mográfico, sino por su papel en la especializadón flexible que caracteriza 
al actual modelo de acumulación-, la creciente dualización de la econo­
mía urbana (una parte integrada a la economía mundial, otra no, y otras 
importantes ideas, como el carácter estructural de la fragmentación de las 
ciudades de los países en desarrollo (Balbo 1991).

Explorando nuevos caminos

A partir de las ideas anteriores, analizaremos brevemente algunas propues­
tas metodológicas hechas para explicar los procesos de urbanización en 
los últimos años.

Una de ellas (Jaramillo 1989) sugiere que el anáfisis debe ser lo sufi­
cientemente general para captar los rasgos comunes y suficientemente 
definido para comprender las especificidades; el eje del anáfisis debe ser el 
proceso de acumulación pero visto a la luz de la subordinación de las eco­
nomías latinoamericanas al movimiento mundial (lo que rescataría el 
enfoque dependentista) y, lo que no se ha hecho con suficiente profun­
didad hasta este momento, el estudio de los cambios actuales en la eco­
nomía mundial y su incidencia en la urbanización de los países en desa­
rrollo —esto exige explorar las nuevas relaciones entre ciudad e industria,34
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y entre ciudad y servicios—; los cambios en los mercados laborales urba­
nos, recuperando la visión de los costos de reproducción de la fuerza de 
trabajo para el capital, para superar las simples constataciones cuantitativas 
de la informalidad y la pobreza urbanas; las tendencias desconcentradoras 
de las redes urbanas (aquí encontramos la temática ya abordada de la pri­
macía); la segregación socioespacial, etc.

Estamos aquí, aunque con matices, ante los mismos problemas que es­
tán estudiando distintos investigadores, aunque aún no aparece con clari­
dad cómo lograr la articulación propuesta entre los niveles macro y micro, 
internacional y nacional.

En otro trabajo (Cuervo 1994), se intenta combinar tres explicaciones 
teóricas: la teoría de la urbanización dependiente, los estudios del empi­
rismo lógico y las investigaciones históricas, para tratar de establecer las 
relaciones entre los cambios en las redes urbanas y en las economías, par­
tiendo de que los tres enfoques no logran llegar a una explicación sufi­
cientemente válida y pueden ser complementarios. Se señala que la teo­
ría de la urbanización dependiente no logró demostrar que la macrocefa­
lia urbana era un producto patológico del desarrollo dependiente, y tam­
poco, de las modalidades de industrialización que se impulsaron. La escue­
la empirista, aunque ha conseguido identificar regularidades en los proce­
sos de urbanización que no pueden ser ignoradas, no ha podido vincular­
las a teorías explicativas de los mismos. Las investigaciones históricas, aun­
que han llegado a establecer las relaciones entre las fases del desarrollo 
capitalista y la primacía urbana, no han dado el paso de las explicaciones 
generales hacia la definición de las particularidades.

Otras propuestas, también desde una visión estructural, proponen identi­
ficar ejes temáticos claves que cruzan los niveles anteriores, pero sin preten­
der elaborar a priori una teoría general. Aquí se ubican trabajos influencia­
dos por la sociología económica, que han hecho importantes contribucio­
nes. Uno de ellos (Portes 1989a) propone tres ejes: primero, el estudio de la 
primacía y los cambios en las redes urbanas; segundo, la economía informal 
y su papel en el desarrollo de las ciudades; y tercero, la polarización espacial 
de las clases sociales. Asociada a los dos últimos puntos está la cuestión de la 
pobreza urbana; al primero, el nuevo carácter de los flujos migratorios. 35
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Dentro de un esquema semejante, aunque respondiendo a otro en­
foque teórico, se proponen tres áreas de análisis: primera, la educación 
y movilidad de la mano de obra; segunda, el capital y la movilidad fi­
nanciera; tercera, el transporte y la movilidad de bienes y servicios 
(Tuchlin 1993).

Paradójicamente, con un fuerte impulso de instituciones de coopera­
ción multilateral que habían apoyado durante las décadas anteriores, ante 
todo, proyectos de desarrollo urbano sectoriales, como el Banco Mundial 
y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), se co­
mienza, a principios de los años noventa, a pensar en la necesidad de hacer 
un anáfisis integral del desarrollo urbano, ante la certeza de que los aná­
fisis y los proyectos sectoriales ejecutados tenían poca incidencia frente al 
crecimiento de la pobreza, las desigualdades y el deterioro del medio 
ambiente urbanos.

El documento del Banco Mundial (Banco Mundial 1991a), que pro­
pone una política de desarrollo urbano para los años noventa, parte de 
considerar que en las ciudades se genera la parte más importante de la 
riqueza nacional (alrededor del 60% del valor producido, en el caso de los 
países en desarrollo), y que, por lo tanto, incrementar la “productividad 
urbana” constituye una cuestión esencial para el desarrollo nacional, 
incluido el de las áreas rurales, así como para disminuir la pobreza y el 
deterioro ambiental, acentuados por la reestructuración de las economías.

Reconociendo la ineficiencia de los proyectos de desarrollo urbano 
que se han promovido durante los últimos cuarenta años, y el hecho de 
que las ciudades han sido construidas por sus habitantes al margen, e 
incluso en contra, de los planes gubernamentales, señala que proyectos 
como los de mejoramiento de tugurios u otros asentamientos urbanos 
precarios, conocidos como “sitios y servicios”, aunque tienen una razón 
de ser y pueden mejorar las condiciones de vida de las familias beneficia­
das, no tienen mucha relación con la ciudad como un todo, al no estar 
directamente vinculados con la elevación del nivel de “productividad 
urbana”, cuya disminución afecta tanto al sector público como al privado.

Aunque el planteamiento en torno a la productividad urbana sea dis­
cutible (Harris 1992), lo que nos parece importante es la búsqueda de una36
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visión integral del desarrollo urbano; esfuerzo en que el Banco Mundial 
ha estado colaborando con investigadores académicos de los países en 
desarrollo.

El Banco Mundial identifica cuatro obstáculos al incremento de la 
“productividad urbana”: primero, las deficiencias de la infraestructura eco­
nómica y social; segundo, la obsolescencia de la regulación urbana vigen­
te; tercero, el bajo nivel de desarrollo de los gobiernos locales; y cuarto, la 
debilidad del sistema financiero. Estos obstáculos impiden el impacto de los 
programas contra la pobreza urbana y un desarrollo ambiental sostenible.

El PNUD, por su parte, refiriéndose a la propuesta del Banco Mundial, 
señala que superar los obstáculos al incremento de la “productividad urba­
na” es una condición necesaria, pero no suficiente, para mejorar las con­
diciones de vida de los pobres de las ciudades; y reconociendo que muchas 
innovaciones tienen lugar en estas, menciona los retos existentes para im­
pulsar un desarrollo urbano justo en el marco de su propuesta general de 
desarrollo humano: la disminución de la pobreza, el impulso de estrategias 
facilitadoras y participativas para la provisión de infraestructura y servicios, 
el mejoramiento de las condiciones medio ambientales, el reforzamiento 
de las capacidades de gestión de los gobiernos locales, la expansión de la 
participación del sector privado en el desarrollo urbano.

Podría sostenerse que no es válido comparar las investigaciones acadé­
micas con los análisis que tienen por objetivo la formulación de políticas. 
Creemos que no solo es posible sino que es necesario. Cuando se com­
paran las áreas y los problemas de los procesos de urbanización que se 
abordan por ambos sectores podemos encontrar puntos de encuentro, 
enfoques que se acercan. Sin forzar conclusiones, las preocupaciones sobre 
la pobreza están asociadas a los cambios en la economía y los mercados 
laborales urbanos; las inquietudes sobre el medio ambiente y los servicios 
urbanos se vinculan rápidamente con la relación entre la población y el 
territorio; las propuestas sobre el gobierno de la ciudad están estrecha­
mente asociadas al papel del Estado, la sociedad civil y las nuevas estruc­
turas sociales de la ciudad en los procesos de urbanización; y en forma 
global, aunque no directa, hablar de “productividad urbana” nos remite a 
los cuatro ejes de análisis que hemos propuesto en este trabajo. 37



A mérica Latina, países pequeños de grandes ciudades

Una confirmación de lo anterior aparece con claridad en una recien­
te propuesta de investigación urbana comparativa5, que plantea examinar 
integradamente cinco áreas, en torno a las políticas urbanas: la tierra urba­
na y la vivienda, la infraestructura social y los servicios públicos, el trans­
porte urbano, el empleo urbano, y la gobernabilidad urbana; esta última 
es concebida no solo en términos de la administración y la gestión urba­
nas ligadas a los gobiernos locales, sino, como lo plantean otros investiga­
dores, como una articulación de las dinámicas políticas del Estado y la 
sociedad civil, trascendiendo así la esfera de la burocracia (Halfani et al. 
1994).

Esta propuesta, sugestivamente denominada managing socially sustaintable 
dties: an intemational comparison, nos lleva al seno de las dos preocupacio­
nes que han guiado este trabajo: la reflexión sobre los cambios recientes 
en los procesos de urbanización de América Latina y el Caribe, y la nece­
sidad de profundizar las teorías explicativas sobre los mismos, priorizando 
los enfoques que integren sus distintas dimensiones temporales y espacia­
les, y los niveles macro y micro del análisis.

38 5 Proyecto elaborado por Mario Polése, de Montreal, y Richard Stren, de Toronto.



2 Los planes de desarrollo urbano. 
Construyendo nuevas relaciones de 
gobernabilidad urbana*

Gobernabilidad urbana y sostenibiüdad

A diferencia de las acepciones más conocidas y quizá predomi­
nantes de gobernabilidad, que tienden a identificarla con la for­
ma de gobierno o a restringirla al ámbito de acción del Estado, 
aquí entenderemos este concepto como la relación existente entre el 
Estado y la sociedad civil, respecto a problemas o políticas de interés 

nacional. De esta manera, se asigna a esta relación un carácter dinámi­
co, negociador-concertador de intereses, ampliándose el espacio para in­
cluir el rol crítico de las organizaciones de la sociedad civil (McCarney et 
al. 1995 y McCarney 1997).

En un entorno de procesos de reestructuración global que implican 
profundas modificaciones en la economía y en el papel del Estado, las rela­
ciones entre este y la sociedad civil están cambiando drásticamente, y 
emergen formas de gestión compartida que acompañan procesos de de­
mocratización en distintos niveles. En este contexto, la política de descen­
tralización constituye uno de los puntales más importantes en el proceso 
de reestructuración del Estado y su relación con la sociedad civil, gene­
rando nuevas relaciones de gobernabilidad.

★ Trabajo publicado en Gobernabilidad urbana en Centroamérica, de Mario Lungo (Comp.), 
editado por FLACSO-Costa Rica y GURI, en 1998. 39
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Dentro de estas, las de gobernabilidad urbana constituyen el conjunto de 
relaciones multifacéticas y contradictorias que se tejen en una trama 
compleja entre el Estado y la sociedad civil, en torno al desarrollo de una 
ciudad. En esta interacción, los actores locales, tanto del Estado (gobier­
nos municipales y otros) como de la sociedad civil (organizaciones de 
base, gremios empresariales de la ciudad, organizaciones no gubernamen­
tales), ocupan el lugar central y asumen realmente su papel cuando logran 
romper con la subordinación a que, históricamente, los han sometido el 
gobierno central y las organizaciones que actúan a nivel nacional, exclu­
siva o principalmente.

En este conjunto de relaciones de gobernabilidad urbana, el grado de 
democratización, así como su nivel de incidencia, es diferente. Sin embar­
go, cuando existe una amplia y real intervención de los actores locales, 
estas relaciones tienden a tener un carácter predominantemente demo­
crático y a construir formas de gestión urbana participativas, haciendo 
que el desarrollo urbano contribuya a uno socialmente sostenible.

Uno de los rasgos principales de la realidad urbana centroamericana 
es el crecimiento demográfico, lo que conduce a plantear la siguiente 
interrogante: ¿Puede el crecimiento poblacional, y sobre todo la concen­
tración en las áreas metropolitanas, constituirse en un problema de gober­
nabilidad urbana?

A diferencia de las opiniones que miran el crecimiento poblacional en 
las ciudades como un obstáculo importante para el desarrollo y la causa 
principal de los problemas que actualmente enfrentan, nuestra visión 
parte de considerar a la población como objeto y actor central del desa­
rrollo, por lo que las cuestiones de su crecimiento y concentración son 
analizadas con otra óptica.

Los planteamientos elaborados por diversos organismos internacionales, 
como el Banco Mundial (Serageldin et al. 1995), el Fondo Mundial para la 
Naturaleza (Stedman y Reed 1996), y el Programa de Gestión Urbana 
(Bartone et al. 1994), respecto a los temas de urbanización y desarrollo sos­
tenible, han permitido construir una propuesta teórico-metodológica que 
resulta útil para analizar las relaciones entre desarrollo urbano y sosteni- 
bilidad (Lungo et al. 1996). Según esta, se considera que el desarrollo
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urbano está determinado por cuatro elementos: la población, el soporte 
físico, las actividades que se realizan y la gestión; que el primero ocupa el 
lugar principal como sujeto central del desarrollo, y que es en el ámbito 
de las formas de gestión del desarrollo de la ciudad donde se estaría expre­
sando fundamentalmente el carácter de las relaciones de gobernabilidad urba­
na existentes en un momento determinado. La gestión urbana aparece así 
como un espacio privilegiado donde las relaciones entre Estado y socie­
dad civil se concretizan.

Si la gobernabilidad urbana se refiere, entonces, a la relación entre el 
Estado y la sociedad civil, con respecto al desarrollo urbano, y el desarro­
llo sostenible, al logro de los objetivos económicos, sociales y ecológicos 
que garanticen la calidad de vida de los habitantes de las ciudades y el 
incremento de la productividad urbana en el largo plazo, la relación entre 
gobernabilidad urbana y desarrollo sostenible es de doble condicionali- 
dad, es decir, ambas se determinan y son indispensables.

Hacia una nueva lectura
de los procesos de urbanización en Centroamérica

En la región centroamericana, los procesos de urbanización han sido estu­
diados principalmente desde perspectivas sectoriales (crecimiento pobla- 
cional, vivienda, tierra urbana, servicios y equipamientos, gestión y plani­
ficación, movimientos urbanos, medio ambiente), destacándose dos au­
sencias: el estudio de las economías y el de las culturas urbanas. Obvia­
mente, también han existido esfuerzos por hacer una lectura integrada de 
los procesos urbanos (Lungo 1989a, Schteingart 1995, Portes y Lungo 
1992a, Portes et al. 1997).

En este trabajo se intenta hacer una nueva lectura sobre el proceso de 
urbanización en Centroamérica, que se caracterice por estar centrada en 
la exploración de las condiciones de vida y la productividad urbana en 
las principales ciudades, y por estar orientada por la identificación de las 
relaciones de gobernabilidad urbana existentes a partir de las situaciones 
exploradas.
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Una revisión del desarrollo de las principales ciudades del istmo desde 
la colonización española muestra que estas se ubican en las zonas central 
y costera del océano Pacífico. La explicación es fácil de encontrar: eran 
las zonas que presentaban mejores condiciones para el asentamiento de la 
población. A lo largo de los siglos siguientes, en estas zonas se irá confor­
mando un conjunto importante de centros poblados, algunos de los cua­
les, los principales, se van a convertir en las capitales de los países centro­
americanos (Cuervo 1987). Desde esos años, uno de los rasgos principa­
les de estos sistemas urbanos es el alto nivel de primacía, señalado antes, 
que tienen las ciudades capitales.

La excepción la constituye Honduras, donde, desde los años cincuen­
ta, encontramos una situación de bipolaridad. La segunda ciudad, San 
Pedro Sula, crece más rápido que la capital del país y se ubica en la zona 
costera caribeña. Sin embargo, aun Tegucigalpa, al igual que las otras capi­
tales de la región, tiene un crecimiento sostenido con relación al conjun­
to de la población del país.

Cuando se observa el desarrollo actual de las principales ciudades cen­
troamericanas, en términos de la articulación entre las condiciones de 
vida y la productividad urbana, se encuentran situaciones desiguales, de­
pendiendo del nivel de reestructuración de las economías nacionales y las 
opciones de política económica dominantes; de los procesos de reforma 
del Estado, donde la descentralización pretende asumir un papel relevan­
te; y del grado de democratización alcanzado. Sintetizaremos, a continua­
ción, los rasgos más destacados para cada ciudad.

En San Salvador, la profundidad de la reestructuración de la econo­
mía del país y la opción de implantar una economía basada en la maqui­
la y en los servicios comerciales y financieros —que pretende asignar a la 
ciudad un rol a nivel del espacio económico centroamericano y no 
nacional (Barba 1997)- no hubiera podido plantearse sin el Acuerdo de 
Paz que puso fin a la guerra civil de los años ochenta, y que sentó las bases 
para el establecimiento de amplios consensos en varios aspectos del desa­
rrollo social y político del país. Sin embargo, este proyecto se enfrenta a 
la existencia de una infraestructura social y económica realmente obsole­
ta, a un sensible retardo en el proceso de reforma del Estado, donde la42
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descentralización ocupa un lugar subordinado, y especialmente a un alto 
nivel de pobreza urbana, sin que existan programas importantes para su 
reducción (Lungo 1997a y Umaña 1997).

En San José se presencia el agotamiento de un Estado que impulsó, 
durante las décadas pasadas, novedosos esquemas de política social (Pérez 
1998) y jugó un papel clave en la dotación de infraestructura social y eco­
nómica. Paradójicamente, el alto nivel de desarrollo del sistema democrá­
tico ha sido un freno, a diferencia de lo que ha ocurrido en otros países, 
para avanzar en la reestructuración de la economía, mientras el Estado 
parece inmovilizado, corriéndose el riesgo de desaprovechar el desarrollo 
social acumulado durante las décadas anteriores, mientras el papel futuro 
de la ciudad no es sujeto de discusión ni en la agenda política guberna­
mental ni entre la sociedad civil.

Guatemala presenta, a la vez, por un lado, una de las situaciones más 
críticas respecto a la pobreza y la desigualdad urbanas, y una importante 
base material para elevar la productividad de la economía urbana por el 
otro, cuestión que se explica, en parte, por el alto nivel de concentración 
del poder económico y político en la ciudad (Rodas y Velásquez 1997), y 
la fortaleza del gobierno municipal. Las dudas más fuertes surgen alrede­
dor de las condiciones políticas del país, cuyo proceso de pacificación, 
luego de treinta años de conflicto armado, aún no es muy claro. En este 
contexto, la discusión sobre el papel de la ciudad se ha limitado a algunas 
propuestas para renovar el área central de la ciudad (Municipalidad de 
Guatemala 1995).

Panamá también presenta importantes ventajas, derivadas de los 
menores niveles de pobreza prevalecientes en el país, y de la importan­
te cantidad de tierra urbanizada e infraestructura que le está siendo ce­
dida por el retiro norteamericano de la zona del canal (Uribe y Lun­
go s/f). Este proceso, que finalizará en 1999, junto al histórico papel 
jugado por la ciudad como plataforma de servicios financieros, dan a 
Panamá características peculiares, que la diferencian sustancialmente de 
las otras capitales del istmo centroamericano, aunque los niveles de 
pobreza y exclusión social sean importantes, y la situación política sea 
poco predecible.



A mérica Latina, países pequeños de grandes ciudades

Managua es, quizá, la ciudad que presenta la peor situación respecto a 
las condiciones de vida de la población, y mayores índices de pobreza, 
situación generada por la profunda crisis del país que apenas, y con mu­
chas dificultades, comienza a revertirse. También es una de las ciudades 
centroamericanas con una infraestructura física de base y servicios de 
menor calidad (Aviles 1998), situación arrastrada desde el terremoto de 
1972, la posterior guerra de liberación, las dificultades y errores enfrenta­
dos por el gobierno sandinista durante los años ochenta, y la irresuelta 
crisis de hegemonía política que aún persiste, a pesar de contar con una 
importante trayectoria en términos de planificación urbana (Reyes 1998).

También Tegucigalpa es una de las ciudades con más altos índices de 
pobreza, a lo que se suma el hecho de que los escasos recursos del Estado 
para infraestructura social y económica tengan que ser compartidos con 
la segunda ciudad del país, San Pedro Sula, que presenta, a diferencia de 
la capital, un notable dinamismo económico (por ejemplo, las zonas fran­
cas se ubican en su área de influencia, así como los principales polos turís­
ticos, constituyendo ambos la base del modelo de crecimiento económi­
co que se está impulsando). Tegucigalpa, por otra parte, tampoco cuenta 
con una base económica alternativa y, a diferencia de San Pedro Sula, pre­
senta un mayor número de conflictos urbanos y no está planteada una dis­
cusión amplia sobre la forma de gestión de su desarrollo, tal como suce­
de en San Pedro Sula.

En síntesis, en las principales ciudades centroamericanas las desigual­
dades y las insuficiencias, tanto en las condiciones de vida como en las 
bases para elevar la productividad de sus economías urbanas, son eviden­
tes. Pero la nueva lectura de la urbanización que se ha intentado exige ir 
más allá de la constatación de los efectos de los procesos descritos y tra­
tar de ver sus vinculaciones entre el deterioro de las condiciones de vida, 
la productividad urbana y las relaciones de gobernabilidad existentes.
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G ráfico  N o . 1

Relaciones de gobernabilidad

Condiciones 
de vida

empleo Productividad
urbana

Las relaciones de gobernabilidad
en las principales ciudades centroamericanas

Es difícil hacer una caracterización general y única de las relaciones de go­
bernabilidad en las principales ciudades centroamericanas en la década de 
los noventa. Aunque los procesos de urbanización en la región muestran 
algunos rasgos y problemas similares, la manera particular en que los dis­
tintos actores públicos y privados construyen la ciudad y establecen o no 
consensos y acuerdos que permiten solucionar problemas y hacer una ciu­
dad más gobernable está relacionada con la forma en que en cada país se 
combinan las características de sus sistemas políticos, los cuales contribu­
yen a crear las condiciones para esquemas de concertación y negociación 
en los distintos campos; el papel particular jugado por los gobiernos loca­
les y la evolución de las políticas de descentralización; y la constitución y 
desarrollo de las expresiones organizadas de la sociedad civil capaces de 
producir cambios en sus relaciones con el Estado. 45
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La ausencia de estudios actualizados y detallados sobre el estado de la 
gestión de las ciudades principales centroamericanas durante los años no­
venta dificulta trascender la afirmación general, compartida por investiga­
dores urbanos de la región, de que la gestión urbana actual en sus países 
se caracteriza por el choque de competencias entre gobierno central y 
municipalidades, la atomización y la falta de mecanismos de participación 
democrática.

A través de entrevistas con actores claves en las ciudades de San Sal­
vador y San José, y con base en información secundaria en las ciudades 
de Guatemala, Tegucigalpa, San Pedro Sula, Managua y Panamá, en la in­
vestigación se detectaron los problemas urbanos de mayor importancia, 
calificándolos con relación a la gobernabilidad. Los problemas más com­
partidos son cuatro: el desfase en la gestión del ordenamiento territorial 
y la regulación de los usos del suelo, la gestión del agua, el transporte pú­
blico y la degradación del medio ambiente.

El desfase en la gestión está relacionado, en muchas ciudades, a la 
expansión territorial del área urbana. Aunque esta tendencia es generali­
zada en todas las ciudades analizadas, solo en Guatemala y San Salvador 
se discute la conveniencia o no de crear un gobierno metropolitano (Bar­
ba 1997). El caso de la última ciudad es interesante, por integrar el Area 
Metropolitana 13 municipios, y existir un organismo de coordinación ya 
funcionando (el Consejo de Alcaldes del Área Metropolitana de San Sal­
vador), además de un marco legal y regulatorio específico. En el extremo 
opuesto encontramos el caso de Managua, integrada prácticamente por 
un solo municipio.

En este proceso de expansión territorial es fácilmente observable que 
la falta de poder de los gobiernos locales remite, en la mayoría de casos, 
a la ausencia de recursos económicos, y en otros, a la debilidad de la figu­
ra política del alcalde de la ciudad. Nuevamente, San Salvador es el mejor 
ejemplo de la primera situación, mientras San José lo es para la segunda, 
al no contar con alcalde electo directamente. El gobierno municipal de la 
ciudad de Guatemala aparece, por el contrario, completamente distinto, al 
contar con importantes recursos económicos, y su alcalde constituir la 
segunda figura política a nivel nacional.46
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La cuestión de la propiedad y la tenencia de la tierra urbana y subur­
bana, tema crucial en el proceso de expansión territorial, emerge como un 
problema generador de conflictos urbanos de gran fuerza solo en el caso 
de Managua, lo que se explica por las políticas del gobierno sandinista 
durante los años ochenta, revertidas luego de su derrota electoral en 1990.

A partir de los problemas señalados y la lectura que hiciéramos sobre 
el proceso de urbanización en Ceritroamérica, se ha elaborado el siguien­
te cuadro, que sintetiza la situación del Estado, la sociedad civil, sus arti­
culaciones y los grados de conflictividad urbana existentes.

C uadro N o  1. A cto res  y  re lacion es d e  go b ern ab ilid ad  
e n  las pr in c ip a les c iu d a d es cen troam erican as
C iu d ad Estructura

estatal
S o c ied a d

civ il
V in cu la c io n es  
E sta d o /so c ie d  

ad c iv il

G rado d e  
con flic tiv id a d  
p rop iam en te  

urbana (a)
San
Salvador

Centralizada, 
sectorial, gob. 
m unicipal 
fuerte solo  
políticam ente

D éb il, frag­
m entada, no  
existen orga­
nizaciones 
urbanas 
fuertes

N o  hay espa­
cios ni m eca­
nismos, gob. 
municipal 
impulsa parti­
cipación y  
responsabilidad

D éb il y
esporádica
hasta
recientem ente

San José Centralizada, 
sectorial, gob. 
m unicipal 
débil

R elativam ente  
fuerte, frag­
m entada, 
existe tradi­
c ión  de orga­
nización  
com unal

Existen  
m ecanism os 
pero bajo la 
tutela del 
gobierno  
central

Frecuente, 
aunque está 
dism inuyendo

Guatemala Centralizada, 
sectorial, gob. 
m unicipal 
fuerte

R elativam en­
te fuerte, frag­
m entada, débil 
organización  
barrial

N o  hay 
espacios ni 
m ecanism os 
específicos

Baja por la 
represión
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M anagua Centralizada, 
sectorial, gob. 
m unicipal 
relati vam ente 
fuerte

Fuerte en  
algunos secta -  
toras, fragm en­
tada, fuerte  
organización  
barrial

Elim inados los  
m ecanism os  
de eocertaeión  
creados ante­
riorm ente

Alta

Tegucigalpa Centralizada, 
sectorial, gob. 
m unicipal con  
pod er relativo

D éb il, frag­
mentada, tradi­
c ión  de orga­
nización barrial

N o  existen  
espacios ni 
m ecanism os  
específicos

Interm edia

San Pedro 
Sula

Centralizada, 
sectorial, gob, 
municipal con  
poder relativo

Fuerte a nivel 
empresarial, 
hay organi­
zación sindical

Hay espacios y  
m ecanism os a 
nivel m u nici­
pal

Baja

Panamá Centralizada, 
sectorial, gob. 
m unicipal con  
poder relativo

D éb il, frag­
m entada, larga 
tradición de 
organización  
barrial

H ay p ocos  
espacios y  
m ecanism os  
de c o n -  
certación

Alta pero  
esporádica en  
los últim os  
años
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En términos generales, puede observarse la presencia de relaciones de 
gobernabilidad poco democráticas que no favorecen la participación 
social. La responsabilidad del desarrollo urbano recae en el gobierno cen­
tral y en el gobierno municipal. La participación de la sociedad civil se 
concibe, aún, alrededor de los problemas específicos de cada grupo social: 
el acceso a la tierra urbana o a la vivienda para los sectores de menores 
ingresos; la prestación adecuada de servicios para estos y los sectores 
medios; la infraestructura para los empresarios privados. La seguridad ciu­
dadana es, quizá, el único problema que aglutina a los distintos sectores 
sociales urbanos, aunque tiende a resolverse particularmente por cada 
uno de ellos.

No obstante, hay un problema capaz de suscitar consensos cada vez 
más amplios: la degradación del medio ambiente urbano, que es visuali­
zada como un problema de interés general, y a través del cual es posible 
construir nuevas relaciones de gobernabilidad urbanas de carácter demo-
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orático y que contribuyan al desarrollo sostenible de los países centroame­
ricanos. Los acuerdos para prevenir y revertir los procesos de degradación 
del medio ambiente urbano pueden iniciarse a partir de problemas am­
bientales específicos como la contaminación del agua o el manejo de los 
desechos sólidos. Experiencias recientes en el caso de San Salvador 
(PRISMA 1997), así lo demuestran.

De las ciudades principales de Centroamérica, quizá San Pedro Sula 
sea donde se encuentran algunas de las relaciones de gobernabilidad urba­
na más novedosas en años recientes, surgidas alrededor del plan de desa­
rrollo de la ciudad. Factores particulares, especialmente su tamaño pobla- 
cional y el hecho de no ser la capital del país, unidos a la voluntad políti­
ca del gobierno municipal anterior explican este surgimiento.

Los planes de desarrollo como instrumento
para construir nuevas relaciones de gobernabilidad urbana.
El caso de San Salvador

Partimos de la premisa de que los planes de desarrollo urbano pueden ser 
un instrumento útil para la construcción de nuevas relaciones de gobernabi­
lidad urbana de carácter democrático y participativo.

En efecto, si los planes de desarrollo urbano son concebidos no desde 
la visión de la “ciudad ideal” que se busca lograr a través de la aplicación 
de un plan realizado por un grupo de expertos, y que deben ser imple- 
mentados por el Estado (que ha sido la visión tradicionalmente dominan­
te), sino como un espacio/instrumento para establecer acuerdos entre los 
distintos actores en torno al desarrollo de la ciudad, donde el Estado cum­
pla una doble función: facilitar el establecimiento de estos acuerdos e 
implementar el marco regulatorio y los incentivos para que estos se lleven 
a la práctica, los planes pueden constituir un instrumento clave para la 
construcción de relaciones de gobernabilidad urbana de un nuevo tipo.

Hasta los años setenta, presenciamos planes caracterizados por una 
visión prefijada, rigidez, extrema normatividad y ausencia de participación 
social, tanto en su elaboración como en su ejecución, lo que condujo a 49
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que se les calificara como tecnocráticos. Esta concepción entró en crisis 
y desde inicios de los años ochenta comenzó a ser sustituida, en varios 
países, por nuevos enfoques de planificación. Destaquemos dos de ellos: 
el primero es conocido como planificación estratégica; el segundo estaría 
caracterizado por que estructura el plan como un espacio de concertación. 
Entre ambos podemos encontrar más afinidades que diferencias.

El caso de la ciudad de Barcelona constituye uno de los mejores ejem­
plos del primero de estos nuevos enfoques (Boga 1995). Su característica 
central es la participación activa de los principales actores urbanos en la 
elaboración y definición de estrategias, en el compromiso, en la ejecución 
y en el financiamiento de las acciones a impulsar. En el caso de Barcelona 
estos agentes fueron el gobierno municipal, los sindicatos, los patronos, la 
cámara de comercio y las universidades, y su éxito descansó en aprove­
char una coyuntura de auge económico y la realización de los juegos 
olímpicos de 1992.

La elaboración del plan se basó en una amplia participación, ya que si 
se quiere que el plan sea compartido y asumido por toda la ciudad, pre­
cisa incorporar el trabajo organizado del máximo número de personas, 
especialmente las que tienen capacidad de crear opinión. Se han expresa­
do varias críticas por el hecho de que la concertación se hizo, casi exclu­
sivamente, entre el gobierno de la ciudad y los grandes inversionistas pri­
vados (Martínez Aher 1991).

El plan como espacio de concertación puede ser ejemplificado con 
los casos de varias ciudades brasileñas gobernadas por el Partido de los 
Trabajadores. Ellos van desde la experiencia de los presupuestos partici- 
pativos, cuyo mayor exponente es Porto Alegre, hasta el manejo del suelo 
urbano, en Sao Paulo (Bittar 1992).

El enfoque utilizado en las ciudades brasileñas contrapone, a la visión 
tecnocrática, una concepción del Plan Director como reglas del juego esta­
blecidas para la producción cotidiana de la ciudad por parte de los princi­
pales actores, partiendo de la ciudad real y no de un modelo ideal, sin pre­
tender eliminar las diferencias ni eludir los conflictos, sino regirse por 
reglas más justas. Así, el plan presupone un debate abierto y explícito 
sobre el futuro de la ciudad (Rolnik 1993,1997).50
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El M ETRO PLAN de los años sesenta, el vacío de la participación local

El primer esfuerzo por elaborar un plan de desarrollo para el Area Metro­
politana de San Salvador (AMSS), conocido como METROPLAN 80, se 
realizó hacia fines de los años sesenta (CONAPLAN 1969), en el marco 
del modelo de desarrollo económico basado en la sustitución de impor­
taciones y el intento por construir un Estado de bienestar en el país, pre­
cedido por un conjunto de leyes y planes sectoriales que se implementa- 
ron solo parcialmente (Lungo 1995).

En concordancia con las opciones prevalecientes por esa época en 
torno al desarrollo urbano, y respondiendo a la modernización del apara­
to estatal que se iniciara en 1950, METROPLAN 80 fue producto de un 
conjunto de técnicos guiados por una concepción urbanística basada en 
la idea de la construcción de una “ciudad ideal”. El plan regularía los usos 
del suelo y permitiría la organización del espacio, haciendo caso omiso de 
las contradicciones sociales generadas por el choque de intereses entre los 
distintos actores urbanos.

El intento de aplicar este plan mostraría sus Emites diez años más tarde, 
cuando el crecimiento acelerado del Area Metropolitana de San Salvador 
continuaría dentro de una aparente anarquía, respondiendo, en realidad, a 
las diferentes lógicas que conviven en la ciudad y que son la manifestación 
de los intereses de los diferentes grupos sociales que la habitan.

Otro factor adicional del contexto en que se elaboró METROPLAN 80 
era el carácter del sistema político salvadoreño, basado en regímenes mili­
tares de corte represivo desde la década de los años treinta. El Estado cen- 
tralizador y represivo reforzó la visión tecnocrática en el intento de imple- 
mentación del plan, haciéndolo todavía más inviable.

La participación ciudadana estaba delimitada a dos ámbitos: el de la 
elaboración del plan y el de la ejecución de proyectos específicos. En el 
ámbito de la elaboración, la participación social podía hacerse efectiva 
indirectamente, a través del proceso político, o directamente, a través de 
representantes de la comunidad en calidad de asesores. Algunos mecanis­
mos propuestos para consultar a los actores eran los siguientes: reuniones 
con alcaldes, una encuesta a ochenta instituciones para evaluar los proble­ 51
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mas del Área Metropolitana de San Salvador y cómo estos afectan a esas 
agencias, y una encuesta muestral a varios sectores de la comunidad para 
determinar las metas del desarrollo de la región metropolitana. En el ám­
bito de la ejecución, solo uno de los 14 programas incluía mecanismos de 
participación.

METROPLAN 80 planteó un concepto de participación social con­
fuso, restringido y excluyente. Confuso porque a pesar de que hablaba de 
participación comunitaria no diferenciaba a los actores gubernamentales 
y a los no gubernamentales; restringido y excluyente porque no propuso 
mecanismos de participación ciudadana. Por otra parte, el plan no fue 
conocido por la mayoría de la población.

El PLAMADUR de los años noventa,
un tímido intento por incorporar la participación de los actores locales

Casi tres décadas se sucedieron entre la elaboración de METROPLAN 80 
y el Plan Maestro de Desarrollo Urbano del Área Metropolitana de San 
Salvador, conocido como PLAMADUR, presentado públicamente en 
agosto de 1997. La elaboración de este plan presentaba algunos cambios 
importantes que permitían visualizar un plan de desarrollo más acorde 
con la situación de entonces del Área Metropolitana de San Salvador.

La elaboración del PLAMADUR se presentaba, entonces, como un 
reto en la búsqueda de construir una ciudad socialmente más justa y una 
gestión urbana democrática, debido, además, a que se produjo en un con­
texto sociopolítico radicalmente diferente al de los anteriores planes. 
Luego del conflicto armado que se iniciara en 1981 y finalizara en 1992 
con la firma del Acuerdo de Paz, se abrió un período de transición demo­
crática en el cual se logró una modificación sustancial del sistema políti­
co, que planteaba la posibilidad de construir espacios de participación y 
acción más democráticos en las distintas esferas de la acción pública.

A diferencia de METROPLAN 80, PLAMADUR considera que no 
basta aceptar la participación sino que es necesario estimularla alrededor 
de las decisiones esenciales. En este sentido, la búsqueda de las más efi­52
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cientes formas para el consenso y la participación de la colectividad, de los 
empresarios, de los ciudadanos comunes y de los administradores públicos 
es un componente esencial para la metodología de la planificación, a cada 
nivel (PLAMADUR 1997).

Algunas condiciones planteadas para la construcción del consenso y la 
participación fueron las siguientes:

a) La búsqueda de un modelo de referencia o imagen del Area Metro­
politana de San Salvador diferente al existente. En oposición al mode­
lo de área metropolitana monocéntrica, se propone un modelo poli- 
céntrico que disminuya la primacía de San Salvador con respecto al 
resto de municipios del Area Metropolitana de San Salvador.

b) La utilidad del plan para la sociedad en su conjunto, en términos de 
desarrollo económico y calidad de vida.

c) La formulación de objetivos estratégicos precisos y fáciles de entender, 
tanto para la preparación como para la elaboración del plan, exponien­
do c la r a m en te  las h ip ó te s is  a lternativas.

d) La demostración de la factibilidad de las predicciones dentro de los 
períodos de tiempo previstos.

e) La participación y responsabilidad compartida de los ciudadanos, esta­
bleciendo reglas claras e iguales para todos, y la transparencia de las 
decisiones tomadas.

f) La comunicación amplia y permanente.

Es indudable que PLAMADUR proponía una participación ciudadana y 
la búsqueda con más fuerza que METROPLAN 80. Sin embargo, su desa­
rrollo muestra cuán limitadamente fue incorporada la participación ciu­
dadana en la fase de elaboración del plan.

En primer lugar, este no fue suficientemente difundido. En segundo 
lugar, la propuesta careció de mecanismos concretos para la búsqueda del 
consenso, y los que se propusieron para la recepción de opiniones y retro- 
alimentación resultaron un fracaso. Se llevaron a cabo varios talleres de pre­
sentación del plan, que incluyeron a diferentes sectores, y se instaló, en la 
Oficina de Planificación del Area Metropolitana (OPAMSS), una ventani- 53
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lia del Plan de Desarrollo del Area Metropolitana de San Salvador, destinada a 
recibir las opiniones del público.

Los talleres de presentación del plan fueron eventos fundamentalmen­
te informativos y, aunque necesarios, limitados. La mayoría de los asisten­
tes eran técnicos del gobierno central que no participaron permanente­
mente en el proceso y no ocupaban puestos de decisión política. La ven­
tanilla para recibir opiniones fracasó, al ser un mecanismo poco publici- 
tado y no experimentado anteriormente en el país. La mesa de concertaron, 
planteada en algunos momentos de la elaboración del plan, no fructificó.

Si bien podría argumentarse que el marco institucional existente no 
contribuyó a que la participación ciudadana y el consenso se produjeran, 
lo cierto es que el plan no concretó este punto desde su diseño original. 
Esto, junto a otros factores como la excesiva orientación físico-espacial y 
la falta de claridad sobre distintos aspectos del plan mismo, permiten con­
cluir que PLAMADUR ha sido, hasta ahora, un intento fallido de rom­
per con la concepción de planificación urbana tecnocrática.

Ampliando la participación local en el PLAMADUR: 
el papel de los gobiernos municipales

La elaboración del PLAMADUR solo constituyó un tímido intento de 
participación social en la elaboración del plan. Su presentación abrió, no 
obstante, la posibilidad de iniciar un proceso de concertación entre el 
Estado y la sociedad civil sobre el futuro de la ciudad y de construcción 
de nuevas relaciones de gobernabilidad urbana, donde los gobiernos munici­
pales tienen que jugar un papel protagónico. Este proceso ya se ha inicia­
do. Antes, sin embargo, es necesario señalar algunos hechos que enmarca­
ron y limitaron la participación de los gobiernos municipales en la elabo­
ración del PLAMADUR:

- Primero, el plan surge desde el gobierno central (Viceministerio de 
Vivienda y Desarrollo Urbano), y es posible gracias a un préstamo 
otorgado por el Banco Interamericano de Desarrollo. Al no constituir 
una iniciativa de los gobiernos locales del Area Metropolitana de San
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Salvador, el plan nace sin el apoyo de las instituciones a las que corres­
ponde llevarlo a la práctica. Por otra parte, la principal figura política 
del Area Metropolitana de San Salvador, el alcalde de San Salvador, 
tenía otras prioridades en su plan de trabajo y no se apoderó del pro­
yecto, lo que le dio una enorme debilidad política.

- Segundo, el diseño del plan privilegiaba la discusión con los técnicos 
de distintas instituciones del gobierno central que tienen responsabi­
lidades sectoriales en el desarrollo de la ciudad pero no poder de deci­
sión estratégica, y no con las organizaciones de la sociedad civil.

- Tercero, explicable por la historia reciente del país, la cuestión del 
desarrollo urbano no ocupa, aún, una posición de importancia en la 
agenda nacional, a lo que se sumó la ausencia de un programa de difu­
sión de los análisis y propuestas planteadas.

El proceso de discusión del PLAMADUR tomó fuerza solo a mediados 
de este año, y obedece a dos hechos: por un lado, el triunfo de los parti­
dos de izquierda en la mayoría de municipios del Area M etropolitana de 
San Salvador en las elecciones de marzo de 1997, a partir de una platafor­
ma política que priorizaba la participación ciudadana en la solución de los 
problemas y el desarrollo futuro de la ciudad; por otro lado, el debate pú­
blico provocado por la decisión del Consejo de Alcaldes de suspender la 
construcción de varios proyectos de urbanización basándose en el im­
pacto ambiental negativo que estos provocarían.

La discusión ha girado alrededor del tema del uso de la tierra urbana 
y suburbana del Area Metropolitana de San Salvador, y ha permitido 
aproximar posiciones antes irreconciliables entre actores de la ciudad que 
hasta este momento no se habían sentado en la misma mesa. Algunos 
ejemplos son los siguientes:

- Por primera vez se han efectuado reuniones entre los directivos de la 
Cámara de la Construcción y el Consejo de Alcaldes del Area Metro­
politana de San Salvador, lográndose establecer acuerdos preliminares 
en torno al uso del suelo. 55
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- Se ha conformado una comisión, integrada por los actores anteriores, 
a los que se ha sumado el viceministerio de Vivienda y Desarrollo Ur­
bano, para analizar la problemática del uso del suelo en el marco de la 
aplicación del PLAMADUR.

- Se ha iniciado una serie de talleres de discusión, al nivel de cada muni­
cipio del Area Metropolitana de San Salvador, por iniciativa de los 
gobiernos municipales, y con la participación de todos los actores lo­
cales (organizaciones de base, industrias localizadas en la zona, ONG), 
para discutir los planteamientos del PLAMADUR y elaborar los linc­
amientos para los planes de desarrollo territorial local.

Estas últimas acciones muestran el importante papel que, en el caso salva­
doreño, pueden jugar los gobiernos municipales como promotores de 
procesos de concertación a nivel local. Consideramos que estos son los 
actores que pueden hacerlo, dada la enorme dispersión existente en las 
distintas expresiones de la sociedad civil, lo que guarda relación con el 
peso del centralismo aún imperante en el país y el corto período transcu­
rrido desde que se inició el proceso de democratización.
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3 Planificación urbana 
y economía en las ciudades 
centroamericanas*

Introducción

Alo largo de la historia de la planificación urbana en las ciudades 
de nuestros países, la dimensión económica ha ocupado distintas 
posiciones. Prácticamente ausente en el trazado de las ciudades 
coloniales fundadas por los españoles, donde la función simbólica tenía 
un papel predominante, a pesar de que la cuestión de la ubicación de 

estas ciudades en el territorio se hizo también —y en algunos casos esen­
cialmente— pensando en sus funciones económicas. Solo hasta bien en­
trado el siglo XX, como consecuencia del tardío proceso de industriali­
zación de los países del istmo centroamericano, y la modernización del 
Estado que lo acompaña, se vuelve imperativa la formulación de planes 
de desarrollo para las principales ciudades de Centroamérica, que incor­
poran los aspectos económicos del crecimiento urbano como uno de sus 
componentes principales.

Es así que se pueden observar, en los primeros planes de desarrollo 
urbano, elaborados por expertos extranjeros para ciudades como San Sal­
vador o San José, las primeras proposiciones, aunque aún incipientes, sobre 
los problemas y las funciones económicas de estas ciudades.

★ Trabajo publicado en Revista Realidades N ° 60. San Salvador: UCA, 1997. 57
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Tendría que esperarse hasta la década siguiente —con el auge de la 
urbanización que experimentan nuestros países al calor de la puesta en 
marcha del modelo de crecimiento basado en la industrialización susti- 
tutiva de importaciones y la creación del Mercado Común Centroame­
ricano— para encontrar planes de mayor complejidad que contenían pro­
puestas económicas de mayor profundidad; por razones que no podemos 
explicar detalladamente en este artículo, pero que se pueden sintetizar en 
el hecho de que fueron formulados en el momento preciso en que este 
modelo de crecimiento económico -donde el rol del Estado como agen­
te interventor era crucial- mostraba sus límites. De este modo, dichos 
planes no fueron puestos en práctica, y los supuestos analíticos y la facti­
bilidad de sus propuestas económicas no pudieron ser sujeto de compro­
bación.

El Plan de Desarrollo de la Región Metropolitana de San Salvador elabora­
do en 1969, conocido como METROPLAN 80 (CONAPLAN 1969), 
que constituye el ejemplo más elaborado de estos planes, permite obser­
var cómo las funciones económicas de este ámbito territorial se conci­
ben, en relación al espacio económico centroamericano, en una visión 
premonitoria que anticipaba lo que ocurriría al final del presente siglo. Su 
análisis señalaba, entre otrás cosas, que el Area Metropolitana de San Sal­
vador —configurada en torno a la ciudad de San Salvador— tenía la mayor 
dotación de infraestructura y servicios urbanos entre las capitales centro­
americanas, que al finalizar los años sesenta su producción industrial era 
de 132 millones de pesos centroamericanos, contra 67 millones del 
departamento de Guatemala (asiento de la ciudad más poblada de Cen- 
troamérica),y que al medirse el potencial del mercado y del empleo (con 
base en la unidad tiempo/distancia), el 27% de la población del país se 
encontraba en el radio de influencia de San Salvador, ante el 25% de 
Guatemala y el 12% de Tegucigalpa. A partir de un anáfisis económico de 
este tipo, las propuestas de infraestructura física tenían también una orien­
tación que desbordaba el ámbito territorial de la ciudad y su región.

La crisis económica de mediados de los años setenta, y especialmente 
la quebrantada situación política vivida durante la década de los años 
ochenta, a lo que se suman las políticas de ajuste estructural de las eco-58
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normas y el inicio de un nuevo ciclo de reforma del Estado, donde la pri­
vatización era la característica emblemática, todo ello hará desaparecer 
prácticamente cualquier intento de planificación, lo que produce la estan­
cación de las capacidades adquiridas en esta área.

Paradójicamente, la misma reestructuración económica y política de 
carácter liberal y desregulador, y la necesidad de modernización acelerada 
para poder insertarse en el actual proceso de globalización han revivido 
los intentos de planificar el desarrollo de las principales ciudades centroa­
mericanas, habiéndose elaborado, durante los años recientes al menos, dos 
planes de desarrollo urbano de carácter metropolitano para las ciudades de 
San Salvador (PLAMADUR 1997) y Panamá-Colón (Ministerio de Vi­
vienda 1997), un plan parcial para la ciudad de Guatemala, conocido co­
mo GUATEMALA 2010 (Castillo 1997), y varios planes de desarrollo 
para ciudades secundarias, entre los que se destaca el de la ciudad de San 
Pedro Sula, en el norte de Honduras.

La formulación de estos planes de desarrollo, que ha contado con el 
apoyo del Banco Interamericano de Desarrollo para la mayoría de ellos, 
constituye una excelente oportunidad para analizar cuál es la concepción 
de los procesos económicos y la limitación subyacente en los mismos. 
Hacer una revisión crítica de estos supuestos y propuestas en los casos de 
San Salvador y Panamá-Colón, para discutir el papel de la planificación 
urbana en el desarrollo económico de nuestros países, es el objetivo de 
este artículo.

Este papel debe, evidentemente, verse a la luz de las tendencias eco­
nómicas mundiales y regionales actuales, por un lado, y de los cambios en 
la estructura y funciones internas de la economía de las ciudades, por otro 
(UNCHS 1996). Respecto a los últimos, aunque compartimos la obser­
vación de que las investigaciones sobre economía urbana en Centroamé- 
rica y el Caribe han privilegiado el análisis de las condiciones económi­
cas de la reproducción de los sectores sociales de menores ingresos y se 
han ocupado secundariamente del estudio de los procesos productivos ur­
banos formales y su base infraestructural (Polése 1998), consideramos que 
no debe prior izarse solamente el análisis de los últimos, sino que también 
debe hacerse énfasis en la articulación de las dos dimensiones. Los efectos 59
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de las transformaciones recientes en los procesos productivos, como sería 
el caso de los nuevos patrones de localización industrial, son tan impor­
tantes para la cuestión de la productividad urbana como las negativas con­
secuencias económicas —no solo sociales— de las nuevas formas que asume 
la segregación socio espacial en nuestras ciudades (Sabatini 1997).

Así, una investigación realizada en Sao Paulo a finales de los años 
ochenta, que constituyó una nueva lectura de la ciudad, apocándose en el 
análisis de los procesos reales que configuran la ciudad (los instrumentos 
urbanísticos de control del uso del suelo, los instrumentos tributarios, el 
potencial constructivo y su relación con la infraestructura, el derecho 
urbanístico vigente, la organización del espacio intra e interurbano, la 
dinámica de la economía), a lo que se sumó el anáfisis de la organización 
social de la ciudad que se había estudiado en profundidad en los años an­
te r io r es , m o s tr ó  las n u e v a s características de la segregación urbana (Rol- 
nik et al. 1990), y sus vinculaciones con los cambios en la economía de 
la ciudad. Este trabajo generó nuevas ideas, que se plasmaron en el Plan 
Director de Sao Paulo puesto en marcha durante la gestión del Partido de 
los Trabajadores, entre 1988 y 1992.

Por otra parte, la fuerza del proceso de globafización actual comienza 
a incidir en la comprensión del papel económico de las ciudades de nues­
tros países, el cual ha sido reconocido en otros lugares desde hace mucho 
tiempo (Jacobs 1975 y Bairoch 1985). Los importantes trabajos sobre las 
llamadas ciudades globales han señalado cuatro procesos principales que 
influyen en su formación: la dispersión geográfica del sector industrial, el 
crecimiento del sector financiero, las transformaciones de las relaciones 
entre las ciudades, y el nuevo reafineamiento de las clases sociales urbanas 
(Sassen 1991).

Evitando cualquier extrapolación mecánica de las tendencias detecta­
das en ciudades como Nueva York o Londres, es evidente que en las ciu­
dades centroamericanas se puede observar la implantación de la mayoría 
de establecimientos de maquila fuera de sus áreas urbanas más consolida­
das, aunque cercanas a ellas, además del crecimiento del sector financie­
ro, y los cambios en las redes urbanas nacionales. En efecto, siguen sien­
do ciudades caracterizadas por la informafización de la economía, la60
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pobreza, la precariedad de su infraestructura y el carácter obsoleto de la 
gestión urbana.

En un estudio hecho sobre cinco ciudades de Centroamérica y el 
Caribe (Portes y Lungo 1992a, 1992b), se encontró que la evolución de 
la primacía urbana no sigue una tendencia uniforme, y, más bien, va 
acompañada de procesos contradictorios a nivel de las redes urbanas, de 
un crecimiento del sector informal de las economías, las zonas francas y la 
maquila, y del surgimiento de nuevas formas de segregación socioespacial. 
No obstante, hay que recordar que los procesos de urbanización, por su 
larga temporalidad y por la complejidad de su dinámica interna, están cru­
zados por condicionalidades extraeconómicas, por lo que la globalización 
de la economía no se traduce directamente en una globalización de los 
procesos de urbanización (Lungo 1993b).

A partir de esta investigación se han planteado las siguientes hipótesis: 
primera, que el cambio hacia un modelo productivo orientado hacia las 
exportaciones puede conducir a un crecimiento de las ciudades secunda­
rias; segunda, que el incremento de la pobreza y la desigualdad producido 
por los programas de ajuste estructural ha dado lugar a la reducción de la 
polarización espacial; y tercera, que el sector informal de la economía solo 
cumple parcialmente una función anticíclica (Portes et al. 1997).

Aunque son discutibles, estas hipótesis sugieren que las condiciones en 
que se desenvuelven las economías urbanas se están transformando drás­
ticamente, y que los efectos económicos de procesos urbanos fundamen­
tales cada vez más complejos, como el funcionamiento de los mercados de 
tierra, exigen un estudio a profundidad (Smolka 1997 y Lungo 1997b).

La fuerza de la globalización económica obliga también a examinar 
el impacto a nivel de las redes urbanas nacionales (Hiernaux 1993 y 
Cuervo 1992). Hay que analizar, por ejemplo, cómo las distintas formas 
de terciarización de las economías y el desarrollo de la información 
desarticulan las tradicionales estructuras de localización productiva en 
los distintos países (Hall 1996), modificando los requerimientos y el ca­
rácter de la infraestructura y los servicios urbanos (Rakesh 1995 y 
Cuervo et al. 1988).
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Por qué la planificación urbana tradicional 
no capta la dinámica de la economía de las ciudades

Al revisar los planes de desarrollo urbano de mayor profundidad elabora­
dos recientemente en Centroamérica (PLAMADUR para el Area Me­
tropolitana Ampliada de San Salvador, y el Plan de Desarrollo Urbano 
para las Áreas Metropolitanas del Pacífico y el Atlántico, y las ciudades de 
Panamá y Colón) es visible que, metodológicamente, aún prevalece la 
búsqueda de la “ciudad ideal”, que se lograría construir a través de patro­
nes “adecuados” y “aceptables” de organización del espacio físico, a través 
de una serie de acciones públicas y una legislación concordante sobre el 
uso del suelo (Rolnik 1993,1997).

Esta planificación, en la dimensión económica que nos ocupa, se basa 
en diagnósticos que, aunque analizan las tendencias generales de la eco­
nomía que inciden en las funciones urbanas, no logran captar plenamen­
te todos los procesos económicos que estructuran internamente a las ciu­
dades, debido al grado de generalidad en que se ubican. Por ejemplo, en 
términos poblacionales o de empleo urbano, estos diagnósticos económi­
cos son elaborados a partir de proyecciones abstractas de datos generales 
-n o  necesariamente urbanos-, por lo que los planes terminan formulan­
do propuestas de desarrollo urbano considerando escenarios que rápida­
mente muestran ser poco factibles.

Es importante señalar, no obstante, que los planes de desarrollo ur­
bano revisados presentan, en otras dimensiones no económicas, enfo­
ques muy flexibles y modernos. En el aspecto económico, en el caso 
de PLAMADUR, lo que más se acerca a una perspectiva realista es la 
propuesta de una cartera de proyectos a través de los cuales el plan di­
señado podría llevarse a la práctica. Por esto, es conveniente examinar 
con mayor detalle la fundamentación de los análisis económicos en que 
se apoyan los planes de desarrollo urbano elaborados en El Salvador y 
Panamá.

PLAMADUR hace una evaluación sobre la evolución socioeconómi­
ca del Área Metropolitana de San Salvador partiendo de datos nacionales 
sobre oferta y demanda globales, y el empleo, pero todo de un carácter62
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muy general. A partir de estos se proyecta cuál sería la evolución econó­
mica nacional a mediano (2005) y largo plazo (2020), proponiéndose 
hipótesis como las siguientes:

- Una inversión interna bruta como proporción del PIB de 22% en 
1997, a 40% en el año 2020.

- Exportación de bienes y servicios como proporción del PIB de 27% 
en 1997, a 50% en 2020.

- Consumo público y privado como proporción del PIB de 100% en 
1997, a 56% en 2020.

- Reducción de la relación entre la importación de bienes de capital y 
la formación de capital fijo.

Lo anterior implica una visión positiva, a la que se contrapone una segun­
da visión que se caracterizaría por un crecimiento muy lento de la eco­
nomía nacional.

Respecto al Area Metropolitana, se constata el nivel de concentración 
económica que representa en relación al país y la estructura del empleo. 
Lo anterior se complementa con dos hipótesis sobre la evolución demo­
gráfica para el año 2025 (una denominada tendencial y otra moderada) y 
dos hipótesis sobre la fuerza laboral (una denominada tendencial y otra 
programada), a partir de las cuales se estiman el número de ocupados y la 
estructura del empleo.

Obviamente, el anáfisis sobre la economía elaborado en el marco de 
PLAMADUR ejemplifica el tipo de estudios que estamos criticando en 
este artículo.

Pero la consecuencia más grave de este tipo de anáfisis es que, con base 
en sus cálculos, se proyectan las demandas de vivienda, equipamientos, in­
fraestructura y espacios productivos, en un ejercicio poco apegado a la 
dinámica socioeconómica real de la unidad territorial de planificación en 
cuestión.

PLAMADUR propone, por otra parte, un Plan de Inversiones Estra­
tégicas que contiene una cartera de proyectos, formulados a partir de las 
inversiones en marcha y el perfil de la ciudad que prefigura el plan. De 63
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algún modo, esta cartera se acerca relativamente, al menos respecto a lo que 
está ocurriendo o lo proyectado a corto plazo, a la realidad urbana, pero a 
la vez se apoya en las proyecciones derivadas del análisis criticado. Esta mez­
cla de procesos reales y proyecciones económico-demográficas sin una base 
sólida de sustentación impide establecer una priorización para la cartera de 
proyectos establecida. Por la razón anterior, la vinculación de los proyectos 
propuestos con la función económica a nivel nacional e internacional que 
el actual proceso de globalización demanda no aparece, y se quedan al nivel 
interno del Área Metropolitana y, lo que es más grave, al nivel estricto de 
proyectos de infraestructura física, vivienda y equipamientos.

El Plan de Desarrollo de las Áreas Metropolitanas de Panamá y Colón, a 
partir de un documento que analiza las tendencias de crecimiento, reco­
noce la particularidad de la economía panameña con relación a las otras 
de la región centroamericana y caribeña —por su rol financiero y de 
transporte debido a la existencia del Canal de Panamá- y sugiere el ago­
tamiento de este modelo como resultado de los cambios en la economía 
mundial.

La situación del transporte, donde prevalecen un sistema multimodal 
poco desarrollado, el impacto de los proyectos en curso (autopista y nue­
vos aeropuertos) y la ampliación del canal mismo; la reconversión de la 
banca de un centro bancario tradicional a un centro financiero que pri­
vilegia las inversiones; la ampliación y el carácter de la oferta turística, que 
se orientara hacia niveles más altos de la demanda; la modernización tec­
nológica de la importante Zona Libre de Comercio de Colón (la segun­
da en importancia después de Hong Kong); la posibilidad que presentan 
estos cambios; y la ubicación de zonas procesadoras de exportación en las 
Áreas Revertidas (pertenecientes a la antigua Zona del Canal) son consi­
deradas en el diagnóstico económico del plan.

Sin embargo, y sin un análisis en profundidad de la dinámica econó­
mica interna de las ciudades de Panamá y Colón, se proyecta el impacto 
de estas tendencias en la estructura de empleo e ingreso, a nivel de corre­
gimientos (unidades poHtico-administrativas), llegando a afirmarse que en 
algunos de ellos los niveles de ingreso se situarán a nivel de los países del 
sudeste asiático.
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Además, se proyecta territorialmente la ubicación espacial de los nue­
vos empleos, describiendo su impacto en una serie de denominados nodos 
(sectores de las áreas metropolitanas sujetos de intervención del plan), con 
el apoyo en proyectos en curso, públicos y privados.

El plan parte del supuesto de que los niveles educativos se modifica­
rán de acuerdo a lo anterior. Es importante señalar esto porque conduce 
a una detallada proyección de la distribución de establecimientos educa­
tivos de distinto tipo. Lo mismo ocurre con las áreas residenciales propues­
tas, donde el análisis de la asequibilidad a la vivienda -tomando como base 
el crecimiento económico y el incremento de los ingresos proyectados en 
el plan, las políticas gubernamentales para estimular a la banca en el otor­
gamiento de intereses preferenciales, una mayor flexibilidad de las hipote­
cas, y una respuesta favorable del sector privado- sugiere una disminución 
sensible del sector informal.

Este tipo de análisis económico, basado en la extrapolación de datos 
generales y no en el conocimiento de la dinámica real de la economía urba­
na, ha demostrado ampliamente su poca utilidad en América Latina, aunque 
lamentablemente se siguen realizando y constituyen la base de planes de 
desarrollo que no pueden llevarse a la práctica por no partir de bases reales.

Es notable la ausencia, por ejemplo, del estudio del funcionamiento 
actual de los mercados de tierra urbana, elemento fundamental para cono­
cer la dinámica real de la localización de las actividades productivas y la 
reproducción de la sociedad, y sin cuyo conocimiento cualquier plan está 
condenado al fracaso. Tampoco se presenta un anáfisis del grado y las for­
mas que asumen la economía informal y sus articulaciones con el sector 
formal de la economía urbana.

Este plan es la evidencia irrefutable de un camino analítico muy poco 
útil, y de que partiendo de las tendencias generales de la economía (aun­
que se haga énfasis a nivel de la zona del país donde se ubican las ciuda­
des de Panamá y Colón, y el canal transoceánico), sin estudiar los proce­
sos económicos internos y sus características, se extrapolan tendencias, 
especialmente de poblamiento y empleo, a partir de los cuales se estable­
cen las necesidades de servicios, equipamiento y vivienda, en un ejercicio 
imaginario basado en la “ciudad o el desarrollo urbano que deberían ser”. 65
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Por esta razón, el Plan de Inversiones, trazado como el instrumento 
para la implementación del plan, consiste en un programa de inversiones 
públicas y privadas para infraestructura y servicios, de tres fases corres­
pondientes a los períodos 1995-2000, 2001-2005 y 2006-2020, antici­
pando que entre los años 2000 y 2005 el Plan Metropolitano ya será ple­
namente funcional y que todas las decisiones clave en relación al desa­
rrollo de estas áreas metropolitanas se adoptarán según los lincamientos 
trazados. Esto es característico de un modelo de planificación urbana vo- 
luntarista e irreal.

Ambos planes, el de San Salvador y el de Panamá-Colón, muestran 
los diferentes enfoques en los estudios económicos aplicados a la plani­
ficación urbana. En los años cincuenta y sesenta, el énfasis en la planifi­
cación física hace casi innecesarios los análisis económicos. El giro en los 
años setenta, cuando se pasa a pensar la planificación urbana en términos 
de los componentes socioeconómicos, consiste en que también estos 
análisis se vuelven indispensables y comienzan a realizarse con cierta 
profundidad. Por esta razón, la fundamentación económica del 
M ETRO PLAN 80, elaborado para el caso de la Región Metropolitana 
de San Salvador, es de gran calidad. En el momento actual, cuando se 
combinan propuestas territoriales -destacándose el componente am­
biental como factor clave— con políticas económicas orientadas por la 
desregulación y la privatización, los estudios económicos tienen que ser 
de nuevo tipo, pues los ensayos proyectivos a partir de las tendencias 
actuales, como los que hemos descrito en los casos de San Salvador y 
Panamá-Colón, resultan poco útiles.

Se impone, entonces, la necesidad de hacer una nueva lectura de la 
estructura y la dinámica económicas de nuestras ciudades, y articularla a 
los procesos políticos, sociales y culturales, para poder fundamentar las 
transformaciones urbanas en curso, así como las modificaciones que se 
pretendan impulsar a través del diseño y la ejecución de planes de desa­
rrollo urbano.
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Tendencias actuales de la economía 
en las ciudades centroamericanas

Como resultado de los procesos de reestructuración económica, reforma 
del Estado y democratización política, la economía de las ciudades cen­
troamericanas ha experimentado, durante los años noventa, importantes 
transformaciones en su estructura y dinámica. En las principales ciudades 
del istmo, a pesar de sus particularidades, se pueden observar tendencias 
similares. No obstante las limitaciones de toda generalización, es posible 
visualizar los siguientes cambios:

- Terciarización creciente de la economía con un claro predominio del 
sector financiero.

- Aumento del sector informal y complejización de sus vinculaciones 
con el sector formal de la economía.

- Incremento de la desigualdad en la distribución de los ingresos, aun­
que la p o b r e z a  u rbana disminuya levemente.

- Nuevos patrones de localización de las actividades manufactureras, 
comerciales y de servicios.

- Cambios en las relaciones con las otras ciudades de la red urbana nacio­
nal y con las principales ciudades de los otros países centroamericanos.

- Surgimiento de nuevos actores económicos urbanos.

Lo anterior ha llevado a que se pueda plantear la hipótesis de la transfor­
mación del carácter de ciudades de producción y consumo, prevaleciente 
en las décadas anteriores, por otro de ciudades predominantemente de 
consumo, el cual es cada vez más segregado y diferenciado.

Para poder ver con mayor detalle estos fenómenos, analizaremos las 
transformaciones recientes en el caso de la ciudad de San Salvador y su 
contexto regional. En una investigación al respecto (Cuervo et al. 1997), 
se analizó el peso de la economía metropolitana dentro de la economía 
nacional, la estructura económica interna y sus tendencias de cambio re­
ciente, el tipo de inserción económica internacional de la ciudad, las con­
diciones de vida e ingreso, y la distribución espacial de las actividades. 67
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Respecto al peso económico de la Región Metropolitana de San Sal­
vador, es visible la creciente importancia del PIB metropolitano, que paso 
el 49,07%, en 1985, al 53,19% diez años más tarde. Otros indicadores, 
como la recaudación presupuestaria medida territorialmente, confirman 
este peso, al corresponderle a la Región Metropolitana de San Salvador 
el 50,99% del total nacional, en el año de 1992.

La distribución sectorial de la actividad económica metropolitana, vis­
ta a través del empleo, muestra la preeminencia -com o era de esperarse- 
de los servicios, el comercio y la industria, pero una observación detalla­
da de las tasas de crecimiento real sectorial del PIB para el período 1992- 
1995 evidencia un ritmo mayor en la Región Metropolitana de San 
Salvador. Por ejemplo, el sector financiero y de servicios crece el 17,68%, 
frente al 13,44% del resto del país.

La progresiva inserción internacional de la economía metropolitana 
puede ser apreciada, indirectamente, a través del número de empresas y la 
cantidad de empleos de las zonas francas y los recintos fiscales radicados 
en este sector del país. Para febrero de 1996, las empresas ubicadas en el 
territorio metropolitano, en relación al total nacional, representaban el 
79,25%, y el empleo en maquilas -en  el ámbito metropolitano- signifi­
caba el 81,48% del total del país. En sentido contrario a la exportación, 
también el peso de la Región Metropolitana de San Salvador es predo­
minante, captando el 25,77% de las remesas enviadas por los migrantes 
radicados, sobre todo, en Estados Unidos.

Sin embargo, el crecimiento económico que indican los datos ante­
riores no ha ido acompañado de una mayor equidad en su distribución. 
Aunque los indicadores de desempleo muestran una tasa baja para 1992 
(5,08%), no hay que olvidar el importante peso del sector informal y la 
precariedad de las condiciones laborales y sociales que lo acompañan. 
La distribución del ingreso, al contrario, muestra que a excepción del 
20% más rico de la población, el resto ha disminuido su participación 
en el ingreso.

A pesar de lo anterior, y de la también creciente desigual asequibi- 
lidad a los servicios, la situación económica y social de los habitantes de 
la Región Metropolitana de San Salvador sigue siendo sensiblemente68
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mejor que la del resto del país, como lo señalan los indicadores sobre el 
desarrollo humano.

La distribución espacial de las actividades ha experimentado impor­
tantes cambios. Aunque el sector manufacturero tradicional se ha man­
tenido relativamente estable, cuatro de las cinco zonas francas existen­
tes, aunque se ubican en el ámbito metropolitano, se han establecido en 
los alrededores de la zona urbanizada consolidada sobre las principales 
vías de comunicación, mientras la mayor parte de las empresas clasifica­
das como recintos fiscales dedicadas a la maquila se encuentra dispersa 
dentro de la ciudad.

Un estudio como el citado en los párrafos anteriores, a pesar de sus 
limitaciones, arroja más luz sobre la dinámica de la economía urbana que 
la extrapolación de datos generales que subyace en los planes de desarro­
llo de las áreas metropolitanas de San Salvador y Panamá-Colón, analiza­
dos antes. Completado con el anáfisis del funcionamiento de los merca­
dos de tierra, del sector informal de la economía (Pérez Sáinz y Menjívar 
1991), de las tendencias de localización habitacional, del costo de los ser­
vicios urbanos dada la situación de la infraestructura, de los costos impues­
tos por la degradación y las restricciones ambientales, e incluyendo los 
efectos de los cambios en la red urbana nacional (Lungo et al. 1996) y 
centroamericana, y la posición de la ciudad en estas, y ante todo identifi­
cando a los nuevos actores económicos y sus relaciones, este constituye el 
tipo de estudio sobre la economía urbana que puede, realmente, funda­
mentar un plan de desarrollo urbano.

Cuestiones como la productividad o la competitividad urbanas, im­
portantes tanto para el modelo neoliberal como para un modelo alterna­
tivo, exigen anáfisis de la economía de las ciudades de este tipo, donde el 
factor territorial deje de ser, como en los estudios económicos tradicio­
nales, una abstracción, aunque pretendan fundamentar políticas de desa­
rrollo territorial como las urbanas o metropolitanas.

Pero tanto la productividad como la competitividad urbanas requieren 
de una precisión conceptual. La competitividad de una ciudad o una re­
gión no puede abordarse de la misma forma que la de una empresa o sec­
tor. Mientras en este último caso hay un mercado relativamente definido, 69
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en el cual la empresa participa, hay competidores claramente identifica­
dos y ventajas y desventajas competitivas más o menos precisas; en el caso 
de las ciudades estas condiciones no se cumplen.

La ciudad es un tejido abigarrado de bienes y servicios que participan 
de mercados muy diversos, en condiciones también muy diversas en ma­
teria de escala de competencia, estructura, ventajas competitivas y grado 
de movilidad de los factores determinantes de estas ventajas (Cuervo et 
al. 1997). Por lo anterior, es necesario desarrollar los conceptos de pro­
ductividad y competitividad urbanas para poder aplicarlos en situaciones 
cuya diversidad va más allá de las similitudes formales y que se explican 
por sus particulares historias.

También, y debido a la exigencia de no desvincular lo económico de 
lo social y lo político, en la problemática anterior deben incluirse los aná­
lisis de fenómenos recientemente redescubiertos por los estudiosos socia­
les, como la formación de capital social y los factores que posibilitan su 
articulación a las políticas de desarrollo, en este caso, urbanas.

Lo esencial es que debe hacerse un anáfisis territoriafizado de estas 
tendencias económicas, lo que exige ir más allá de las tradicionales teorí­
as de la localización económica, que responden a modelos de crecimien­
to fundamentalmente nacionales, que se desdibujan cada vez más por el 
proceso de globafización de la economía, las transformaciones tecnológi­
cas y el acelerado cambio en las comunicaciones que ha llevado a hablar 
de la ciudad informacional (Castells 1992).

Este anáfisis territoriafizado de nuevo tipo es uno de los mayores desa­
fíos que enfrenta la investigación urbana y regional, y aunque se ha gene­
rado un importante conocimiento a través de los trabajos que estudian la 
relación entre el proceso de globafización y las ciudades, y los efectos de 
los cambios tecnológicos e informáticos, es necesario avanzar en el aná­
fisis de esta problemática a niveles territoriales menores y estudiar las dife­
rencias de las consecuencias de las actuales tendencias económicas en la 
organización territorial de los diferentes países y regiones, según las dis­
tintas características de su desarrollo, para evitar que, una vez más, se apli­
quen o intenten aplicar políticas que pueden tener efectos contraprodu­
centes para nuestras ciudades.
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El papel de la planificación urbana: 
partir de los procesos económicos reales 
para incidir sobre ellos

Como resultado de la revisión hecha, surge la necesidad de observar cómo 
se ha tratado de incidir en los procesos económicos reales en dos casos de 
planificación paradigmáticos en los últimos años: la gestión del Partido de 
los Trabajadores en Sao Paulo, durante el período 1988-1992, y la gestión 
de la municipalidad socialista de Barcelona, en los años previos a la reali­
zación de los Juegos Olímpicos de 1992.

En el caso de Sao Paulo se partió del hecho de que la ciudad real es 
producto de la acción contradictoria de una multiplicidad de agentes públi­
cos y privados, y que el crecimiento de la misma depende fundamental­
mente de las relaciones que se establecen entre estos agentes. La ciudad 
sigue, por lo tanto, una lógica de producción que es calificada general­
mente como caótica, pero que es necesario conocer y aceptar como un 
hecho real. U no de los elementos esenciales de esta lógica, considerados 
en el Plan Director formulado, era el proceso de valorización inmobilia­
ria ausente en los análisis económicos de los planes elaborados para San 
Salvador y Panamá-Colón.

Además, en el campo específico de las actividades económicas se plan­
teó la necesidad de conocer los perfiles económicos de la ciudad, entre 
ellos el sector informal (tamaño, vinculaciones con el sector formal, for­
mas de espacialización).

Con este enfoque, las acciones que el plan proponía se impulsaron en 
el marco de un intenso proceso de debates y discusiones con los agentes 
interesados -más que a partir de una aprobación del gobierno de la ciu­
dad-, convirtiendo el plan en una mesa permanente de concertación, 
donde se establecían las reglas del juego (Rolnik 1993). Obviamente, y pa­
ra lograr que estas decisiones de consenso contribuyeran a orientar el 
desarrollo de la ciudad hacia un modelo más justo y eficiente, deberían 
enmarcarse en los lincamientos estratégicos establecidos, para lo cual es 
indispensable un sólido conocimiento de los procesos económicos reales 
que se desenvuelven en la ciudad. 71
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La experiencia anterior permite revisar otra que, como decíamos 
antes, se ha vuelto paradigmática para la planificación urbana en Amé­
rica Latina: el esquema impulsado en la ciudad de Barcelona, particular­
mente en lo que respecta a la definición de inversiones estratégicas para 
el futuro de la ciudad y la asociación de agentes públicos y privados en 
su formulación y ejecución. En esta ciudad catalana se partió del cam­
bio operado en la escala de la ciudad (que se ha convertido en una ciu­
dad-región), y en la reconversión de la economía de la ciudad, que ha 
pasado de ser una base industrial antigua estructurada desde el siglo 
pasado, a constituirse en una plataforma industrial, servicios avanzados 
para las empresas y turismo internacional, que supone un uso más in­
tensivo de la ciudad metropolitana, de gran atractivo para la inversión 
extranjera (Borja 1995).

C on el reconocim iento de estos cambios, se elaboró un Plan Estraté­
gico que constituyó la expresión más acabada de la cooperación público- 
privada, que sirvió de marco para los grandes proyectos previos a los 
Juegos Olímpicos de 1992 y para las acciones posteriores de este evento, 
hasta el año 2000. Este Plan Estratégico, más una norma legal, es un con­
trato político y social adoptado por los distintos agentes urbanos.

De hecho, la realización de los Juegos Olímpicos fue un factor mo- 
vilizador de gran peso, pero la virtud del Plan Estratégico está en ir más 
allá de estos en términos temporales. Se trató de realizar las distintas 
operaciones de urbanismo ejecutadas (ampliación vial y aeroportuaria, 
modernización de las telecomunicaciones, renovación de zonas urbanas 
degradadas, ampliación de la oferta hotelera y de servicios de punta a 
empresas) en función del esquema de desarrollo urbano previamente 
acordado.

La experiencia de Barcelona muestra que es posible superar las visio­
nes de la planificación urbana, tanto las tradicionales -que continúan 
orientándose por modelos ideales de ciudad, a través de una planificación 
y una normatividad rígidas, que se traducen en prácticas inoperantes y 
tienen efectos perversos (Boga 1995)- como las neoliberales, que han sig­
nificado el abandono de zonas enteras de la ciudad y el incremento de la 
exclusión social, apoyándose en una concertación estratégica entre los ac­72
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tores públicos y privados a partir de la definición de un proyecto global 
de la ciudad, y en términos económicos, insertando la ciudad en la diná­
mica internacional.

Sin embargo, también ha ocurrido, en algunos casos, una aplicación 
parcial del esquema de desarrollo urbano de Barcelona. El Plan de De­
sarrollo de la ciudad de Guatemala (Castillo 1997) es un ejemplo de las 
limitaciones que se manifiestan al plantear una serie de proyectos -aun­
que se logre una participación conjunta de los sectores público y priva­
do- sin haber hecho un anáfisis adecuado y profundo de la dinámica eco­
nómica de la ciudad y su región de influencia; no obstante que se haya 
formulado y acordado, conjuntamente, un plan estratégico de desarrollo 
de mediano y largo plazo.

La planificación urbana, para poder contribuir a la construcción de 
ciudades más justas, eficientes y democráticas debe tanto superar las visio­
nes de los grandes esquemas de la planificación, criticados hace ya muchos 
años (Lee 1973), como evitar caer en las opciones fragmentarias ausentes 
de un marco estratégico global, que expresa una de las modalidades de lo 
que algunos llaman urbanismo postmodernista (Ellin 1996), opción que, 
lamentable aunque involuntariamente, sustenta la promoción e intento de 
aplicación acrítica de las llamadas “buenas prácticas”, que han estado pro­
moviendo algunos organismos de cooperación internacional.

La dimensión económica urbana aún es, a pesar de los avances realiza­
dos, una de las áreas en que es necesario invertir mayores esfuerzos, para 
consolidar los nuevos enfoques respecto a la planificación urbana en los 
países centroamericanos.
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una mirada desde Centroamérica 
y el Caribe*

Consideraciones generales

E ste trabajo constituye una exploración inicial del impacto de los 
procesos de ajuste estructural y globalización de la economía sobre 
las ciudades, a partir de la experiencia de algunos países de Centro­
américa y el Caribe, en los que, por su común contexto geopolítico y la 
pequeña dimensión de sus sociedades y economías, este impacto puede 

presentar características diferentes a las que comienzan a observarse en 
otros países latinoamericanos de medianas y grandes dimensiones y suje­
tos a diferentes condicionalidades políticas.

Abordar la relación entre desarrollo urbano, globalización de la eco­
nomía y políticas macroeconómicas exige una precisión previa que, aun­
que pudiera parecer obvia, es necesario explicitar, y que se refiere a la dife­
rente temporalidad de los procesos a analizar.

La razón es la siguiente: la temporalidad del proceso de urbanización 
excede el mediano plazo, por lo que debe verse a la luz del proceso de re­
estructuración global de la economía y no de la implementación de po­
líticas económicas de corto plazo, aunque estas tengan alguna incidencia 
en el primero. Por otra parte, las características acumuladas históricamen-
★ Trabajo presentado en la V reunión del Grupo Latinoamericano de Investigación 

Urbana y en el I Congreso de Investigadores Urbanos y Regionales de Colombia, 
Santa Fe de Bogotá, 23-27 de agosto, 1993. 75
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te, y vinculadas a los modelos de desarrollo económico preexistentes, 
introducen condicionantes a los procesos de globalización, imponién­
doles limitaciones de distinto signo en cada caso concreto.

Basta recordar que el proceso de industrialización sustitutivo de im­
portaciones es posterior a la urbanización en la mayoría de los países del 
continente, y que el nuevo patrón de industrialización que se busca esta­
blecer, al obedecer a una lógica global de nuevo tipo, hace que las eco­
nomías de aglomeración actualmente existentes no sean necesariamente 
lo más útil y conveniente.

En el documento donde se plantea la política urbana del Banco 
Mundial para los años noventa se sostiene que las acciones de esta deben 
ser ubicadas en el contexto más amplio del desarrollo y las políticas 
macroeconómicas, ya que estas últimas establecen el marco para las acti­
vidades económicas urbanas, al incidir en las tasas de interés, en los im­
puestos directos e indirectos, en los incentivos a la industria y el comer­
cio, en los precios de insumos claves como la energía y el agua, etc.

Se sostiene, adicionalmente, que las políticas nacionales de educación 
y salud tienen consecuencias directas sobre la fuerza de trabajo urbana, y 
que el objetivo central de política urbana del Banco Mundial —el mejo­
ramiento de la productividad de la economía urbana- depende ampliamente 
del balance entre esta y las políticas macroeconómicas, ya que también la 
economía urbana afecta los logros macroeconómicos, a través de tres vín­
culos: el financiero, el fiscal y el inmobiliario (Banco Mundial 1991a).

Más adelante volveremos sobre esta cuestión de la productividad 
urbana, pero pensamos, sin embargo, que las políticas macroeconómicas 
que implica el ajuste estructural deben ser enmarcadas, cuando son medi­
das de estabilización de corto plazo, dentro de las políticas que tienden a 
promover cambios estructurales en la economía, y que son, por lo mismo, 
una de las bases del actual proceso de globalización de la misma, si que­
remos trascender el análisis coyuntural y ubicar exactamente las relacio­
nes entre desarrollo urbano y desarrollo económico.

Dentro de esta visión de mediano y largo plazo, los efectos del últi­
mo proceso deben verse a la luz de las diferentes concepciones del desa­
rrollo de las ciudades, para entender las distintas valoraciones sobre los76
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mismos, ya que no existe una concepción única de desarrollo urbano, sino 
múltiples y contradictorias en muchos aspectos.

Esto es de crucial importancia porque la base de los análisis tecnomá­
ticos de la política y la planificación urbana está en la universalización de 
intereses particulares, en la no consideración de la multiplicidad de los 
mismos que existen en las ciudades. Los planes de desarrollo urbano, al 
ignorar esta complejidad, son irrealizables desde su inicio, como lo de­
muestra abundantemente su historia en América Latina durante los últi­
mos cincuenta años. Existe entonces, además de una diferente temporali­
dad entre urbanización y desarrollo económico, una diferente temporali­
dad entre estos procesos y la normatividad del crecimiento urbano que 
han impuesto, así sea parcialmente, la política y la planificación urbana, 
tejiendo una densa red de contradicciones.

También es necesario considerar que el anáfisis de fenómenos como 
la primacía urbana o las características de las redes urbanas nacionales 
deben verse a la luz del innegable rompimiento de las fronteras naciona­
les provocado por el cambiante carácter de los flujos migratorios (donde 
las corrientes internacionales y sus consecuencias para los países emisores, 
principalmente, son fundamentales) y la nueva integración y globalización 
económica, entre otros procesos, recordando que esta última es consustan­
cial al desarrollo del capitalismo desde sus orígenes, y que lo que debe es­
tudiarse es su naturaleza actual.

Por último, hay que precisar que el anáfisis de relaciones como la que 
nos ocupa debe enfatizar no solo en las rupturas sino también en las con­
tinuidades, en razón de la diferente temporalidad que hemos mencionado 
y por el peso que implica la estructura física existente de cada ciudad.

A partir de estas consideraciones generales trataremos de analizar las 
relaciones que son el objeto de este trabajo, considerando previamente las 
conclusiones derivadas del estudio de otros casos.
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Observando lo que sucede en los países centrales

La diferente temporalidad entre el proceso de urbanización y los cambios 
en la economía explica que solo hasta finales de los años ochenta se co­
miencen a observar con claridad los efectos urbanos de la reestructura­
ción de las economías de los países capitalistas centrales que se inició en 
los años setenta, y que ha provocado que algunas ciudades de estos países 
lleven el calificativo de “ciudades globales” (Sassen 1991).

El desmantelamiento de centros industriales en Estados Unidos, Euro­
pa y actualmente en Japón (Hataya 1993), la acelerada industrialización 
en algunos países del llamado tercer mundo, y la internacionalización del 
sector financiero en los años ochenta crearon una organización especial­
mente dispersa pero globalmente integrada de la economía, posibilitada 
por el avance de la tecnología de la información.

Dentro de esta organización espacial mundial, se sostiene que algunas 
grandes ciudades como Nueva York, Londres o Tokio cumplen un papel 
estratégico, al concentrar el control de los procesos económicos a nivel 
mundial, al crearse nuevas formas de centralización de gestión y control 
de una red de centros de producción y mercados financieros, donde los 
procesos de innovación, localizados en estas “ciudades globales”, juegan 
un papel fundamental.

Las enormes densidades de los distritos comerciales, financieros y de 
servicios de estas ciudades contradicen la idea generalmente aceptada de 
que la aglomeración resulta obsoleta por el avance de las comunicaciones, 
y podría decirse que se trata de una nueva lógica de aglomeración, muy 
distinta a la generada por la producción industrial a partir del siglo pasado.

Este proceso de descentralización de actividades y centralización de 
puntos de poder y decisión no se ha traducido en una descentralización 
de la propiedad y los beneficios, en la medida en que pudiera imaginarse 
o desearse, aunque se ha incrementado la contratación de empresas me­
nores y su crecimiento en algunos países. En última instancia, esta forma 
de crecimiento es parte de una cadena en la que un limitado número de 
empresas se apropian de la mayor parte de las ganancias de este proceso 
de globaiización económica (Sassen 1991).78
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Es interesante, también, ver el impacto de este proceso de globaliza­
ción económica en la estructura social de estas ciudades.

Si la industrialización permitió un incremento de los empleos y los 
salarios y una reducción de la desigualdad, y contribuyó a la formación de 
una amplia clase media urbana, el actual crecimiento del sector financie­
ro y de la prestación de servicios especializados no solo genera puestos 
técnicos y administrativos de alto nivel sino también puestos no califica­
dos de baja remuneración, acentuando la polarización social, que se puede 
observar rápidamente en el aumento de hoteles, restaurantes, centros co­
merciales y viviendas de lujo, junto al deterioro de muchos barrios popu­
lares de estas ciudades.

El impacto es muy claro en los mercados de trabajo. Mientras dismi­
nuyen el número de empleos y la sindicalización, y se deterioran los sala­
rios en el sector industrial, proliferan las empresas de régimen salarial irre­
gular y el trabajo a domicilio, lo que expresa la nueva relación capital/tra­
bajo que se está configurando.

Estos cambios provocan, a su vez, una mayor asimetría en las econo­
mías a nivel nacional e internacional, proceso cuyo estudio debe ser pro­
fundizado.

Esta asimetría creciente ha conducido a algunos investigadores a pen­
sar que el proceso de urbanización en los países en desarrollo en estos 
momentos enfrenta su mayor crisis, porque el crecimiento de las econo­
mías urbanas, que acompañó la acelerada urbanización entre 1940 y 1970, 
ya no tiene el mismo ritmo, mientras la pobreza urbana se incrementa 
cada día más y los condicionamientos políticos de la ayuda financiera 
internacional Emitan severamente la intervención estatal en la solución de 
los problemas urbanos (Roberts 1990).

Roberts recuerda cómo en el período de sustitución de importacio­
nes, el Estado, debido a la debilidad del capital local, se convirtió en un 
agente activo del desarrollo urbano, al asumir un papel importante en la 
creación de infraestructura económica y social en las ciudades. En el mo­
mento actual están ocurriendo importantes cambios, tanto a nivel de las 
redes urbanas nacionales como al interior de las principales ciudades, des­
tacándose, en las primeras, el desarrollo de importantes ciudades secunda­ 79
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rías en varios países de América Latina, lo que ha transformado el paisa­
je regional y a lo que se suma el cambiante carácter de los flujos migra­
torios, de los mercados laborales, de la estructura de clases y la organiza­
ción social urbanas, etc.

Señala, sin embargo, la fragilidad de muchas de estas nuevas economías 
urbanas, por el carácter de su vinculación al mercado mundial y la cre­
ciente disparidad social en el ámbito urbano.

Cambios recientes
en algunos países latinoamericanos

En el caso de los países latinoamericanos de tamaño medio o grande, los 
efectos de la globalización comienzan a manifestarse diferencialmente, 
dependiendo de su inserción en la actual división internacional del trabajo.

Por ejemplo, el reordenamiento territorial productivo en México, que 
está siendo objeto de múltiples análisis, guarda relación con la estrecha 
vinculación de la economía mexicana con la de Estados Unidos, y rápi­
damente está generando nuevas y agudas desigualdades, Para las ciudades 
y las regiones de la frontera norte, donde se ubica la mayoría de plantas 
maquiladoras, se ha dado, evidentemente, un proceso de industrialización 
que ha modificado su estructura económica y social y ha incrementado 
su peso político; pero a nivel nacional, su participación en el empleo, que 
es el logro más publi citado, y los efectos sobre el desarrollo global de 
México son modestos, comparados con el costo pagado en términos de 
las condiciones de vida de los trabajadores de la maquila y el tipo de desa­
rrollo urbano que se puede observar en las ciudades fronterizas (Pradilla 
1993).

Otros investigadores sostienen que los cambios en las estructuras ur­
bano-regionales deben ser explicados por la combinación de las transfor­
maciones en la economía mundial con las deseconomías de aglomeración 
generadas por la existencia de grandes ciudades como México o Sao 
Paulo, y que los resultados no conducirán necesariamente a la desconcen­
tración urbana (Cuervo 1992).80
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Analizando el caso colombiano, se señala que, en los años ochenta, el 
país logró diversificar sus exportaciones, pero a través de nuevos produc­
tos del sector primario, especialmente petróleo y otros minerales, mien­
tras las exportaciones manufactureras no se incrementaron de forma tal 
que sirvieran de contrapeso a la declinación del modelo sustitutivo de 
importaciones.

Respecto a la red urbana, se observa que la población de la capital ha 
crecido, comenzando a romper el equilibrio del sistema urbano colombia­
no, pero que las actividades manufactureras en Bogotá han logrado soste­
nerse a pesar de los cambios operados en la economía del país.

El caso chileno muestra, dentro de las características de una economía 
volcada fundamentalmente hacia el exterior, las contradicciones que se 
generan, por la diferente temporalidad a que nos hemos referido, entre el 
proceso de urbanización y los cambios en la economía. Con el sugestivo 
título de “Santiago estatal, Chile liberar’, se sostiene la tesis de que la R e­
gión Metropolitana de Santiago, cuya economía representa aproximada­
mente el 40% de la nacional, no es funcional al modelo de apertura y al 
fomento de exportaciones, por su carácter cerrado y por el peso del sec­
tor estatal (Daher 1993).

Santiago creció económicamente menos que el país en las últimas dos 
décadas, y aunque aún cuenta con la mayor dotación de capital fijo, se afir­
ma que la ciudad dejó de ser signo de modernidad, y su industria, sinóni­
mo de desarrollo.

Actualmente, los sectores económicos de punta se encuentran en otras 
regiones, en un proceso de transformación que no tiene nada que ver con 
la planificación ni con las políticas de descentralización, y tampoco con 
una opción política tomada por el gobierno, sino que es el resultado de 
las políticas macroeconómicas impulsadas.

Se mencionan, entre otras, la desgravación arancelaria que terminó 
con el proteccionismo a una industria sustitutiva eminentemente metro­
politana, bajando el subsidio del consumo urbano; la reducción del Esta­
do y la disminución del déficit fiscal, que afectó principalmente a la 
capital; y la política cambiaria que favoreció a las economías regionales 
orientadas a la exportación. En este país se generó, así, un proceso de 81
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reasignación sectorial y geográfico de los recursos, el que podría ser ca­
lificado como una especie de ajuste territorial.

Y aunque se afirma que el mercado y la libre empresa aparecen como 
los principales protagonistas de este proceso, el Estado intervino promo­
viéndolo, subsidiándolo y protegiéndolo, lo que se observa en la disminu­
ción de la inversión estatal en la Región Metropolitana de Santiago.

A pesar de discrepar con algunas conclusiones, porque deja de lado los 
efectos negativos del “milagro” económico chileno (Schneider 1993), el 
impresionante crecimiento de la pobreza en ese país y sus consecuencias 
sobre la estructura social (Díaz 1992), su interés radica en que vincula el 
desarrollo urbano con las políticas macroeconómicas y permite plantear 
dos interrogantes claves: ¿qué pasa y cuál es el papel de las pequeñas y mi- 
croempresas urbanas? ¿Es esta desconcentración de las actividades econó­
micas sinónimo de una real descentralización de poder y base para un 
desarrollo urbano más equitativo?

Otras investigaciones muestran otras facetas de los efectos urbanos de 
los cambios en la economía. Entre ellas, destaquemos una realizada sobre 
las ciudades de Bogotá, Santiago y Montevideo, donde se mostró la dis­
minución de la primacía urbana; una menor polarización de las clases 
sociales en los espacios urbanos, produciéndose incluso una tendencia 
inversa como consecuencia de las estrategias de sobrevivencia de los sec­
tores pobres y las clases medias; un aumento del desempleo urbano, que 
cuestiona las opiniones que otorgan un papel contracíclico a la economía 
informal y sugiere, más bien, que este es esencialmente procíclico con el 
sector moderno de la economía, etc. (Portes 1989a).

Lo que está sucediendo en Centroamérica 
y el Caribe

82

Un estudio hecho sobre cinco ciudades del Caribe y Centroamérica: 
Kingston, Port-au-Prince, Santo Domingo, Guatemala y San José, y en 
cuyos resultados basamos nuestras reflexiones sobre esta región (Portes y 
Lungo 1992b), muestra que la evolución de la primacía urbana en estos
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países no sigue una tendencia uniforme, pues disminuye en unos países 
pero no en otros: en Santo Domingo creció moderadamente, de 2,7 en 
1960 a 2,9 en 1984; en Guatemala se redujo ligeramente, de 6,04 en 1973 
a 6,09 en 1984, pero la población de la capital mantuvo su proporción res­
pecto a la población urbana total; mientras Kingston es el caso de reduc­
ción más notable, de 7,18 en 1960 a 2,61 en 1982.

Esta revolución va acompañada también de procesos contradictorios a 
nivel de la red urbana. Se observa un fuerte crecimiento de ciudades secun­
darias en Jamaica y República Dominicana, asociado, en el primer caso, al 
desarrollo turístico en la costa norte y a la creación de importantes zonas 
francas en ciudades como Santiago de los Caballeros y La Romana, en el 
segundo, en un proceso de diversificación regional del crecimiento urba­
no. Por otro lado, en el caso de Costa Rica, las nuevas actividades econó­
micas urbanas aún se concentran en el Area Metropolitana de San José.

En todas las ciudades se encuentra, durante los años ochenta, las mis­
mas tendencias básicas en los mercados de trabajo: el crecimiento del de­
sempleo abierto y del sector informal de la economía, una disminución 
general del ingreso y el incremento de la pobreza en las ciudades. En 
Kingston, por ejemplo, en 1983 la tasa de desempleo abierto masculina 
llegó a ser del 21% y la femenina, 35%; en San José alcanzó el 9,9% en 
1982. El sector informal en Guatemala subió del 30% al 33% durante la 
década, mientras en Kingston este incremento superó los diez puntos en 
el mismo período, pasando de un 21% a un 31%, aproximadamente.

En el marco de la crisis y los programas de ajuste se observa, tam­
bién, el crecimiento de las zonas francas y la maquila. El caso más nota­
ble es el de República Dominicana, donde los empleos en las primeras 
pasaron de 36 mil en 1987 a 134 mil cuatro años más tarde; respecto al 
empleo en la maquila en Costa Rica, este aumentó de 12 mil en 1984 
a 40 mil al finalizar la década, en un país donde la participación laboral 
femenina creció del 32% al 36%. En el caso de Guatemala, otro estudio 
reciente indica que la maquila de confección es una de las pocas activi­
dades económicas que ha tenido un crecimiento acelerado, y que entre 
1986 y 1991 el número de empresas había aumentado cinco veces, el to­
tal de trabajadores se multiplicó por diez y las exportaciones fueron 83
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quince veces más. Para este último año esta actividad ocupaba el cuar­
to lugar dentro de los rubros de captación de divisas y había generado 
55 mil puestos de trabajo, ubicados (el 93%) en la región metropolitana 
(PANORAMA 1993).

Los datos sobre los mercados de trabajo indican que, en algunos paí­
ses, el alto nivel de desempleo y los bajos salarios son características casi 
permanentes, mientras en otros ha ocurrido un ajuste más flexible, que 
combina un desempleo urbano relativamente bajo con el incremento de 
formas de empleo poco protegidas.

Con respecto a la polarización espacial, se encontraron evidencias que 
muestran una reversión de esta de las clases sociales durante la crisis de los 
años ochenta, pero con significativas variaciones y excepciones. Si Puerto 
Príncipe puede ser caracterizado como una ciudad constituida por “bol­
sones” de modernidad rodeados de un mar de pobreza, en Guatemala el 
crecimiento de la ciudad nunca ha estado marcado por un patrón de 
segregación claramente definido, en San José están surgiendo “bolsones” 
de pobreza antes inexistentes y cada día más visibles e importantes, mien­
tras, sin embargo, se asiste a la permanencia de los principales estableci­
mientos financieros y de servicios de alto nivel en el área central de la ciu­
dad, donde se encuentra el 90% de los empleados del sector financiero y 
funcionan el 80% del comercio y el 75% de los servicios de la zona 
metropolitana (PANORAMA 1993).

Estas transformaciones se dan en un marco en que el sector industrial 
muestra un agudo estancamiento, producto de las dificultades que enfren­
ta su reconversión frente a las nuevas condiciones de la economía. En 
Costa Rica, su participación en el PIB se ha mantenido alrededor del 22% 
durante toda la década; en Guatemala entró en una fuerte recesión en 
1982, declinando durante el resto de la década, a pesar de la recuperación 
parcial de 1987.

Otra cuestión que hay que resaltar es el papel del Estado en estos pro­
cesos, donde las diferencias evidentes entre los distintos casos explican en 
parte su trayectoria.

El caso de Costa Rica, donde el papel inversor y regulador en la 
economía y el desarrollo urbano es el más fuerte, conduce a plantear84
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una hipótesis articulada alrededor de la siguiente idea: los cambios en la 
red urbana y la estructura interna de las principales ciudades, como con­
secuencia de la reestructuración económica en curso, solo cobrarán fuer­
za a mediano plazo, dado el peso de la intervención estatal en las mis­
mas, situación que no puede ser modificada sin erosionar gravemente las 
bases de la democracia de este país. La dificultad para aprobar el tercer 
programa de ajuste estructural, que afecta el empleo en el sector públi­
co, que a su vez constituye el 35% del empleo en el Área Metropolitana 
de San José, y la negativa a incorporarse al proceso de integración eco­
nómica centroamericana, actualmente en un dinámico proceso de cons­
titución, evidencian lo anterior.

Haití, por el contrario, constituye el polo opuesto, donde un Estado 
que puede ser calificado de “depredador” por las políticas que impulsa 
(Evans 1991) ha tenido una mínima incidencia en el desarrollo de las ciu­
dades durante los años de crisis.

Aunque los resultados de esta investigación se refieren, ante todo, a los 
resultados en las ciudades estudiadas de la crisis de finales de los años se­
tenta e inicios de los ochenta, y de los programas de ajuste estructural que 
se comenzaron a implementar en esta última década, permiten observar 
las características de las estructuras urbanas al finalizar el siglo, que se en­
frentarán al proceso de globalización de las economías de Centroamérica 
y el Caribe que hoy se impulsa.

En otra investigación en curso sobre el Área MetropoHtana de San Sal­
vador (Lungo 1993a) se muestra que el índice de primacía demográfica 
pasa de 2,21 en 1950 a 3,11 en 1990, y que la década de mayor crecimien­
to de esta es la de los años setenta, siendo casi nulo durante los años 
ochenta, lo que indicaría que, a pesar del crecimiento poblacional de la 
capital, hay ciudades secundarias que lo están haciendo a un ritmo mayor, 
una de las cuales se encuentra en una zona de alta conflictividad durante 
la guerra de la década anterior.

Lamentablemente no existe información sobre el carácter de los flu­
jos migratorios internos ocurridos durante los últimos veinte años.

Tampoco hay estudios sobre la transformación de la economía de la 
ciudad, aunque es posible plantear, con la información disponible, que no 85
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se ha operado aún una sustancial transformación de su economía urbana 
en lo que respecta al tipo de bienes y servicios producidos, aunque se ob­
serva una creciente informalización del mercado de trabajo desde finales 
de los años setenta (Briones 1991), y una expansión de la maquila desde 
finales de los años ochenta (Arrióla 1993).

Tampoco se ha constituido un núcleo importante de producción de bie­
nes y servicios destinados a mercados exteriores a los países centroamericanos. 
Existe, desde 1972, una zona franca en el Area Metropolitana de San Sal­
vador que genera, actualmente, 6.500 empleos, y a partir de esta década 
se ha iniciado un vigoroso programa de creación de zonas francas con la 
característica que la mayoría se piensa crear en el interior del país (actual­
mente solo se han construido dos en el AMSS). La ejecución de este pro­
grama podría introducir importantes cambios en la red urbana salvado­
reña.

Respecto a la estructura del empleo en el AMSS, se observa un fuer­
te crecimiento de la PEA (población económicamente activa), mientras 
los niveles de desempleo abierto son relativamente semejantes al compa­
rar las cifras de 1980 y 1990. Durante este período, los patronos y asala­
riados aumentan en mayor proporción que los trabajadores por cuenta 
propia, mientras los familiares no remunerados no parecen ser la fuente de 
absorción de la nueva población o de la que llega a la edad de trabajar.

Los estudios sobre el sector informal indican que difícilmente se lo 
puede calificar como un sector de crecimiento económico, que, por el 
contrario, es fundamentalmente un sector de subsistencia (Briones 1991), 
y que uno de cada tres trabajadores del AMSS se encontraba en este en 
1988. La tendencia a la informalización se ve reforzada por las políticas 
de desregulación y privatización actualmente predominantes, mientras la 
pobreza extrema había pasado de 10% en 1976 a 15,2% en 1990 (OIT- 
PREALC 1988); se estima que actualmente alcanzaría el 18%.

Estas tendencias no permiten aún extraer conclusiones definitivas 
sobre el impacto de la crisis y de las políticas de ajuste en los procesos de 
urbanización, pero son útiles para orientar la investigación de las relacio­
nes entre desarrollo urbano y políticas macroeconómicas que nos ocupa, 
especialmente cuando, como consecuencia de la actual giobalización de86
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la economía mundial, resurge el proceso de integración económica en 
Centroamérica, hoy con nuevas características como proceso regional.

En un trabajo reciente, Guerra Borges (1993), analizando las posibles 
contradicciones entre globalización y regionalización, plantea el hecho de 
que todavía no hay consenso sobre si ambos procesos coexistirán o uno 
prevalecerá sobre el otro, pero que hay aspectos del desarrollo de la eco­
nomía a nivel mundial que podrían favorecer el proceso de globalización 
a partir de la regionalización.

Señala como uno de los más importantes a la expansión transfronteri- 
za de las empresas, en un movimiento de integración a través de la pro­
ducción o las inversiones cuyas características son muy diferentes al pro­
ceso de integración impulsado por los gobiernos, que es lo que se cono­
ce cotidianamente a través de los medios de comunicación, y cuyo obje­
tivo central es la creación de zonas de libre comercio entre países que no 
tienen una fuerte tradición de intercambio y mucho menos de inversión 
transfronteriza.

Siendo más profunda la primera, y reconociendo que en el caso de los 
países centroamericanos el intercambio de bienes y servicios, no tanto de 
capital y de fuerza de trabajo, ha sido amplio desde los años sesenta, a pesar 
de los conflictos vividos por varios países de la región, señala que los efec­
tos de la globalización y la regionalización pueden ser más negativos que 
positivos si no se hacen cambios fundamentales en las economías cen­
troamericanas, para incrementar su capacidad de inserción internacional, 
más allá de los beneficios logrados a través de la Iniciativa de la Cuenca 
del Caribe y del Sistema Generalizado de Preferencias, que han permiti­
do su acceso al mercado norteamericano.

Estos cambios implican pasar de las políticas “pasivas” (por ejemplo, la 
reducción de los aranceles aduaneros), a políticas “activas”, como la asig­
nación de recursos y la toma de medidas para realizar, en los sistemas pro­
ductivos y de distribución, los cambios que la globalización exige.

Hay que recordar, por último, que los procesos de urbanización, ade­
más de su particular temporalidad, son de una extrema complejidad y 
están cruzados por condicionalidades extraeconómicas, por lo que no es 
correcto plantear que la globalización de la economía se traduce directa­ 87
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mente en la globalización de los procesos de urbanización, ya que aun en 
el caso de la primera, los mercados están insertos en relaciones sociales y 
políticas específicas que hacen que la globalización de la economía no sea 
simple y uniforme (Logan y Swanstrom 1991).

El papel de la cooperación internacional 
al desarrollo urbano en estos cambios

Realicemos una rápida revisión de las políticas de desarrollo urbano 
impulsadas por las agencias internacionales para ver su relación con el 
proceso de globalización actual. A inicios de los años setenta, el Banco 
Mundial emprendió esfuerzos por unificar su acción sectorial (vivienda, 
desarrollo territorial, transporte, agua potable, servicios comunitarios y 
apoyo institucional), en proyectos urbanos unificados. Esto requería la 
coordinación de inversiones en los distintos sectores y pretendía traspasar 
el peso financiero del desarrollo urbano desde el sector público hacia el 
sector privado y la población urbana, a diferencia de lo sucedido durante 
los años cincuenta y sesenta, buscando mejorar la eficiencia de los secto­
res urbanos y disminuir la pobreza (Hewitt 1989).

Estos proyectos se concentraron especialmente en las ciudades capita­
les, y atendían las necesidades básicas de los sectores pobres, con acciones 
mínimas que incluían vivienda, agua, alcantarillado y capacitación, tratan­
do de reducir los costos, sin afectar los niveles de eficiencia. Posterior­
mente, estas acciones se ampliaron al transporte, el comercio y las inver­
siones productivas que llegaban a todos los sectores de la ciudad, exigien­
do un nivel de cooperación interinstitucional casi nunca logrado.

A partir de 1980 surgió un nuevo tipo de proyectos: de administra­
ción e ingeniería urbanas, orientados a incrementar la eficiencia y la pro­
ductividad de los sistemas urbanos, donde se destaca el desarrollo muni­
cipal, principalmente en el área de las finanzas.

La cartera de proyectos urbanos del Banco Mundial muestra, en las 
décadas de los sesenta y los setenta, el predominio de los proyectos habi- 
tacionales, que pasaron, sin embargo, de los “sitios y servicios” a otros que
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incluyen acciones de incidencia sobre los mercados habitacionales, pro­
moviendo las acciones del sector privado, la reducción de subsidios y el 
apoyo a intermediarios financieros habitacionales reductores de costos.

No obstante, la asistencia del Banco Mundial al desarrollo urbano para 
este período ha sido modesta, pues suma solo 2% de las asignaciones glo­
bales para el período 1980-1983. En el momento actual se han incorpo­
rado acciones en el ámbito de las actividades microeconómicas urbanas 
para contrarrestar la creciente pobreza en las ciudades.

Este carácter marginal de la cartera de proyectos urbanos del Banco 
Mundial podría explicar su apoyo en esta área a instituciones y programas 
que no corresponden completamente a la orientación de sus políticas en 
los sectores claves de su trabajo: financieros, industriales, de reestructuración 
estatal, etc.

Encontramos, por ejemplo, la creación de agencias semipúblicas, cuyo 
objetivo es distribuir fondos para ejecución de proyectos por parte de pe­
queñas empresas privadas, dada la inoperancia de algunas instituciones 
gub er namentales.

En otros casos, a pesar de la orientación antiestatal de sus políticas, 
acepta que el Estado juegue el papel ejecutor de proyectos, al conside­
rar que es la opción más segura. Para el Banco Mundial, en muchos 
casos, y dado el carácter marginal de los fondos destinados a los progra­
mas de desarrollo urbano, el apoyo a acciones como las descritas no con­
tradice la gestión urbana de carácter neoliberal que está promoviendo 
(Tribillon 1993).

Durante los últimos años de la década anterior se comienza a operar 
un cambio en la política de desarrollo urbano del Banco Mundial, la cual 
gira ahora alrededor de la idea central de incrementar la “productividad 
urbana”, abandonando las operaciones focalizadas en las barriadas habi­
tadas por los sectores de menores ingresos de los años sesenta y setenta y, 
parcialmente, el apoyo al desarrollo municipal y a las finanzas habitacio­
nales de los años ochenta, al constatar que su impacto en el desarrollo 
urbano ha sido mínimo y que el ritmo del crecimiento urbano y sus pro­
blemas excede ampliamente la escala de sus programas. Hoy se prioriza 
la reforma urbana, el desarrollo institucional y las inversiones de alta 89
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prioridad, en el contexto del desarrollo económico y de las políticas 
macroeconómicas en ejecución (Banco Mundial 1991a).

Este giro se orienta a diseñar políticas de apoyo al desarrollo urba­
no acordes al proceso de reestructuración y globalización de la econo­
mía, cuyo objetivo central es el mejoramiento de los niveles de produc­
tividad de la economía urbana, para lo cual, como el Banco Mundial 
sostiene, un manejo macroeconómico adecuado es necesario pero no 
suficiente. Obstáculos claves como una infraestructura deficiente, una 
obsoleta regulación, gobiernos municipales débiles o el inadecuado 
financiamiento del desarrollo urbano reducen las economías de escala y 
aglomeración generadas por la concentración de población y activida­
des económicas, disminuyen la participación de las economías urbanas 
en el producto nacional, y deben ser superados para lograr un incre­
mento de la productividad urbana.

Lo anterior requiere, según el Banco Mundial, una reforma urbana 
sustancial y el cambio institucional que transforme el rol del Estado, de 
proveedor directo de servicios e infraestructura urbana a “facilitador”, a 
través de un marco regulador y financiero en que el sector privado, las 
comunidades y las familias jueguen un rol creciente en la solución de sus 
necesidades urbanas.

El mejoramiento de la productividad urbana, junto a la lucha por 
disminuir la pobreza en las ciudades y el deterioro del medio ambiente 
en las mismas, constituyen, con el apoyo a la investigación urbana, los 
elementos centrales de la agenda urbana del Banco Mundial para los 
años noventa.

Se trata, en otros términos, de hacer cumplir el papel que les corres­
ponde a las ciudades en el desarrollo económico (Harris 1991).

Los programas del Banco Interamericano de Desarrollo se iniciaron 
en 1961, al calor de la Alianza para el Progreso. Estos se destinaban a 
mejorar el uso de la tierra, proveer vivienda a grupos de bajos ingresos 
y construir sistemas de agua y alcantarillado. De los 92 proyectos eje­
cutados por el BID entre 1960 y 1984, 66 fueron desarrollados duran­
te los años sesenta, siendo fundamentalmente proyectos habitacionales 
de bajo costo.90
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Los préstamos para proyectos de suministro de agua y alcantarillado 
tuvieron una tendencia similar. Entre 1961 y 1966 las asignaciones para el 
desarrollo urbano correspondían al 19% de la cartera total de préstamos 
del BID, y declinaron a menos del 8% entre 1967 y 1976. En la actuali­
dad representan menos del 4%.

Al igual que el Banco Mundial, en los años noventa, el BID está prio- 
rizando sus préstamos al fortalecimiento de la micro y pequeña empresas 
urbanas y comienza a actuar en torno al problema del medio ambiente y 
en el apoyo a los programas de alivio a la pobreza.

A pesar de la importancia económica de las áreas urbanas, cuyo apor­
te al PIB supera su participación porcentual en la población total —de 
entre 55% y 80% en los países en desarrollo (Hewitt 1989)— el flujo actual 
de ayuda a los programas de desarrollo urbano no corresponde a las nece­
sidades, a lo que se une el poco peso de los gobiernos nacionales en la for­
mulación de políticas y prioridades de desarrollo de nuestras ciudades, 
tarea que no puede ser asumida por el sector privado.

Otros análisis señalan que las condiciones restrictivas del financiamien- 
to público del desarrollo urbano y la limitada participación del sector pri­
vado amenazan con perpetuarse en los años noventa (Rojas 1989), espe­
cialmente porque los recursos financieros públicos estarán comprometidos 
fuertemente hacia actividades productivas orientadas a los mercados ex­
ternos o a sustituir importaciones, mientras los bajos niveles de ingreso no 
estimularán la participación de capitales privados en el financiamiento de 
programas de desarrollo urbano.

La tendencia anterior hace necesario proponer reformas en los meca­
nismos de financiamiento existentes: mejorar el rendimiento de las fuen­
tes tradicionales, incrementar la eficacia redistributiva del gasto público, 
identificar nuevas fuentes de financiamiento, etc.

Alrededor de ellas se plantean algunas propuestas (Rojas 1989), que 
están hoy ya muy generalizadas en América Latina. Entre ellas, para au­
mentar los recursos disponibles, se propone la movilización de recursos 
privados, orientándolos a pagar por todos o parte de los bienes y servicios 
urbanos que se reciben, es decir, limitando los subsidios a los grupos que 
realmente los necesitan y haciendo pagar los costos reales de los anterio- 91
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res al resto de la sociedad. Aquí, no obstante, se olvida el carácter indivi­
sible de los bienes y servicios de consumo colectivo urbanos, que hace 
muy difícil que no ocurran transferencias no deseadas de los costos de los 
mismos. Para recuperar las inversiones en infraestructura se postula la uti­
lización de una variedad de instrumentos tributarios y no tributarios.

Se señala también la importancia de la descentralización y el reforza­
miento de los gobiernos locales, y se afirma que el incremento de la par­
ticipación del sector privado y de la tributación en programas de desa­
rrollo urbano solo es factible si se dinamizan las economías de nuestras 
ciudades.

En general podría discutirse si el nivel de formulación de los progra­
mas de apoyo al desarrollo urbano que se implementaron durante el perí­
odo de sustitución de importaciones se ha alcanzado dentro de esta nueva 
visión, en la que predomina una orientación desreguladora y privatizado- 
ra del desarrollo urbano, lo cual se observa en la ambigüedad de la noción 
de “productividad urbana” y en las contradicciones implícitas en el apoyo 
a la descentralización.

Estrechamente subordinados a las políticas macroeconómicas de esta­
bilización, a pesar de las voluntades contrarias con los procesos de ajuste, 
enfrentando serios obstáculos en muchos países de América Latina, estos 
nuevos programas de apoyo al desarrollo urbano parecen estar todavía 
rezagados de los procesos de globalización y regionalización en curso y 
de sus posibles efectos en el desarrollo urbano, pero plantean desde ya un 
enorme reto para quienes postulan un desarrollo en general, y urbano en 
particular, alternativo a las tendencias por hoy dominantes.
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Grandes proyectos urbanos: 
una visión general*

Introducción

E n este trabajo se discute el papel de los llamados grandes proyectos 
urbanos (GPCI) en el desarrollo reciente de las ciudades latinoa­
mericanas, su papel en la planificación urbana tradicional y en la 
planificación estratégica, la gestión de la tierra en estos proyectos, los acto­
res y la participación social, el financiamiento, y, finalmente, sus principa­

les impactos.
El debate sobre esta temática no es nuevo, se encuentra presente en 

Estados Unidos alrededor de la construcción de megaproyectos -ejecuta­
dos, sobretodo, entre 1950 y finales de los años setenta— y ha predomina­
do en el urbanismo europeo desde la década de los ochenta. En América 
Latina, pese a que han existido grandes proyectos o grandes operaciones 
urbanas desde hace mucho tiempo, esta temática se ha estudiado poco y 
solamente desde hace algunos años. El objetivo de este trabajo es, enton­
ces, contribuir a la discusión de este tópico, al abordar sus distintos aspec­
tos, entre los cuales interesa destacar la gestión de la tierra.

Hay una cuestión previa que es necesario señalar: estamos ante una 
noción ambigua y contradictoria, y, por esta razón, elusiva. En este traba-

*  Trabajo publicado en Grandes proyectos urbanos, de Mario Lungo (Comp.), editado por 
Lincoln Institute o f Land Policy y UCA Editores, 2004. 93



A mérica Latina, países pequeños de grandes ciudades

jo  no se pretende elaborar un concepto definitivo, sino abrir la discusión 
acerca de lo que se entiende, desde diferentes visiones, por grandes pro­
yectos urbanos. Evidentemente se debe avanzar en su conceptualización 
para evitar que usos diversos conduzcan a equívocos o a debates estériles, 
tal como ha ocurrido con otros temas, como la gobernabilidad o la sos- 
tenibilidad urbanas.

El trabajo se basa en una revisión bibliográfica, difícil de acotar por la 
ambigüedad misma de esta noción, sobre el análisis de varios proyectos de 
este tipo ejecutados en América Latina, los cuales se han comparado con 
otros realizados en Estados Unidos y Europa, y las discusiones con inves­
tigadores invitados o asociados al Lincoln Institute of Land Policy, insti­
tución que ha promovido diversas actividades sobre este tema1.

Por las anteriores razones y la gran cantidad de proyectos ejecutados 
o formulados en las ciudades latinoamericanas (es difícil encontrar una 
gran ciudad en la que no existan intervenciones urbanas de gran enver­
gadura), muchos proyectos, de los cuales se podrían obtener importantes 
lecciones, no se han analizado; en consecuencia, ha quedado una tarea 
pendiente para la investigación urbana.

Grandes proyectos urbanos, una noción elusiva y contradictoria

En este trabajo, se entiende por grandes proyectos urbanos no solo las 
grandes obras emblemáticas, sino también grandes operaciones urbanas 
que asumen, en muchos casos, la forma de programas de intervención a 
través de un conjunto de acciones urbanas de nivel intermedio, que por 
su integración tienen un profundo impacto en el desarrollo de una ciu­
dad. La importancia del estudio de los grandes proyectos u operaciones 
urbanas en el momento actual deriva de la profunda transformación que 
está generando el proceso de globalización, que redefine las funciones de 
las ciudades y coloca la cuestión de la competitividad de las mismas, con

1 Entre ellas, el curso latinoamericano anual sobre grandes proyectos urbanos que reali­
za el Programa Latinoamericano del Lincoln Institute o f  Land Policy.94
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todo lo problemático y discutible de la aplicación de este concepto eco­
nómico para el desarrollo urbano, en un primer plano en la planificación 
del desarrollo de las ciudades.

Aunque a lo largo de las últimas décadas en las ciudades latinoameri­
canas encontramos, como decíamos antes, numerosos proyectos u opera­
ciones de gran envergadura, no se ha elaborado, ni en los estudios urba­
nos ni en planificación urbana tradicional, una conceptualización especí­
fica sobre estos. Recientemente, en los últimos años, con la introducción 
del enfoque de la planificación estratégica, estos han pasado a ocupar una 
posición privilegiada como acciones claves para impulsar el desarrollo de 
las ciudades, y se ha comenzado a elaborar su conceptualización y a siste­
matizar ideas sobre diferentes aspectos relacionados con esta temática. No 
obstante, existe un obstáculo que debe considerarse en estos esfuerzos: la 
gran diversidad de este tipo de proyectos, lo cual plantea un importante 
desafío analítico.

Efectivamente, cuando nos referimos a grandes proyectos urbanos, ¿de 
qué tipo de intervenciones estamos hablando exactamente? Estos proyec­
tos pueden ser la recuperación de centros históricos; la construcción de 
sistemas de transporte público masivos; la reutilización de antiguas zonas 
industriales, militares, ferroviarias, portuarias, aeroportuarias, etc.; la reha­
bilitación de grandes áreas de vivienda degradada; la construcción de nue­
vas zonas turísticas o recreativas; entre otros. A esta diversidad se agregan 
los problemas de la definición de la escala y la multiplicidad de actores 
presentes que caracterizan a este tipo de proyectos urbanos. Aquí encon­
tramos una diferencia en el contenido de esta temática en América Latina, 
en relación con Estados Unidos y Europa. En la primera se incluyen inter­
venciones urbanas de distinto tipo y con diferentes objetivos, como los 
mencionados antes; mientras que en Estados Unidos prevalecen las gran­
des construcciones de infraestructura urbana y en Europa la discusión se 
orienta a los grandes proyectos de corte emblemático. Lo anterior intro­
duce matices en la valoración de los efectos de las grandes intervenciones 
sobre la ciudad.

En esta diversidad encontramos factores determinantes y lógicos de 
actuación muy distintos, que obedecen a la compleja heterogeneidad de 95



A mérica Latina, países pequeños de grandes ciudades

los intereses presentes que dificultan la conceptualización de los llamados 
genéricamente grandes proyectos urbanos. Este es uno de los puntos que 
es urgente debatir. Para ejemplificar esta diversidad presentamos, en el 
anexo al final de este capítulo, una muestra de grandes proyectos urbanos 
realizados en algunas ciudades latinoamericanas, presentados en las activi­
dades realizadas que se mencionaron en la introducción.

La noción de proyecto urbano surge en Europa, en los años setenta, 
asociada a las contradicciones existentes entre los proyectos arquitectóni­
cos de gran dimensión y los planes urbanos, que no se limitaban a los as­
pectos espaciales. Más adelante, el proyecto urbano se entiende como una 
actuación pública sobre un segmento de la ciudad, pero articulada a una 
visión global de la misma y a los problemas económicos y sociales. Con 
este cambio, la noción de proyecto urbano compite con la de plan urba­
no, al ser más atractiva para los inversionistas privados por precisar las pro­
puestas espaciales e incluir, además de aspectos económicos claves, obje­
tivos sociales, culturales y ambientales, y exigir el acuerdo de múltiples 
actores, entre ellos, los privados, aunque estuvieran conducidos por el 
poder público. A partir de este cambio en la noción de proyecto urbano, 
este se impone en el urbanismo europeo, desde los años ochenta, y gene­
ra propuestas analíticas como la siguiente, en función de los distintos 
niveles de intervención (Ingallina 2001)2.

96 2 El Cuadro No. 1 presenta una adaptación del autor de este artículo de la propuesta 
hecha en el libro citado.
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Cuadro No. 1
Noción de proyecto urbano, desde distintos niveles de intervención
Planificación
estratégica
metropolitana

Proyecto 
urbano global ii

Aglomeración 
1 metropolitana

Plan de desarrollo 
urbano

Proyecto 
de ciudad

Ciudad

Planificación 
operado nal

Gran proyecto 
urbano

Zona o barrio 
(en algunos casos 
ciudad)

Programas
específicos

Proyecto ' 
arquitectónico

f Lote o terreno
específicos

Un ejemplo de cómo un gran proyecto urbano se convierte en un pro­
yecto urbano global, expuesto por la autora mencionada, es Eurolille, que 
tiene por objetivo contrarrestar la declinación económica de la región 
noreste de Francia; un gran proyecto urbano se convierte así en una ac­
ción global y negociada para crear una transformación sustancial en un 
ámbito metropolitano. Subyace aquí la cuestión de la escala que definiría 
un proyecto de este tipo: ¿geográfica?, ¿financiera? Consideramos que la 
clave está en la complejidad económica y social y no solo en la escala, aun­
que esta sea una condición necesaria, lo cual introduce mayores proble­
mas a un intento por construir una tipología de grandes proyectos urba­
nos o de definir indicadores específicos para su análisis.

El gran proyecto urbano es una noción polisémica, pero se puede 
entender como el hecho de articular una estrategia fuerte alrededor de 
apuestas urbanas y socioeconómicas de gran dimensión y larga duración 
que inciden en el desarrollo de una ciudad. No debe, sin embargo, limi­
tarse a una acción urbana específica, como un proyecto arquitectónico de
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gran dimensión, ni confundirse con el proyecto de ciudad. Como ha 
planteado una planificadora, una intervención urbana de este tipo debe, 
entre otras cuestiones: a) preparar a la ciudad para su vocación futura, b) 
ser factible, pasar de la oferta a la demanda y guiarla, c) tener un carácter 
estratégico, d) apoyarse en las características del lugar, y e) contar con una 
conducción fuerte durante toda su ejecución.

Figura No. 1
Ciudad de Saber, Panamá

En síntesis, debe ser un programa motor, una palanca para el desarrollo de 
la ciudad (Masboungi 2001). Estamos aquí ante una concepción favora­
ble a estas intervenciones, claramente elaborada.

Los grandes proyectos urbanos constituyen uno de los rasgos claves 
del urbanismo europeo de finales del siglo XX, como se sostenía antes, 
aunque la intervención sobre partes enteras de una ciudad no es un hecho 
nuevo. Lo novedoso es que los grandes proyectos urbanos de última gene­
ración son pensados como elementos mediadores entre las exigencias 
espaciales de las inversiones económicas en las grandes metrópolis y su98
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propia transformación urbana, lo cual cuestiona la planificación tradicio­
nal por las siguientes razones (Ezquiaga 2001): se realiza en una tempora­
lidad prologada, es una obra pública, aunque exista inversión privada, tiene 
orígenes diversos, pero están guiados por una voluntad e idea compartida 
por los principales actores urbanos.

Este autor hace una clasificación de los grandes proyectos urbanos:

Los de la primera generación se caracterizan por:

- tener por objeto la construcción de infraestructuras o servicios urba­
nos, donde se recupera y amplía el concepto de “obra pública”;

- (por la razón anterior) estar basados en el protagonismo público y la 
intervención directa del gobierno central o municipal;

- estar concebidos como motores de la transformación urbana y la recu­
peración del medio ambiente;

- brindar atención prioritaria al espacio público.

Los de la segunda generación se diferencian por:

- diversificar sus objetos de intervención (conformación de nuevas cen- 
tralidades, mejoramiento de zonas pobres, etc);

- romper los límites geográficos de las intervenciones urbanísticas tradi­
cionales y llegar incluso a la periferia;

- introducir criterios de rentabilidad económica a través de la incorpo­
ración del sector privado en la gestión.

Los de la tercera generación, muchos de ellos grandes proyectos metropo­
litanos, se singularizan por:

- ser concebidos como motores de desarrollo del espacio metropolitano;
- promover la recuperación integral de los centros históricos, no solo del 

patrimonio histórico;
- contribuir a la transformación de la periferia interna y crear nuevas 

centralidades.
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En esta clasificación se encuentra una cercanía con la visión latinoameri­
cana actual, que incluye, entre los grandes proyectos urbanos, intervencio­
nes de diferentes tipos.

La trayectoria de los grandes proyectos urbanos en Estados Unidos 
muestra sensibles diferencias con la seguida en Europa. Las ciudades nor­
teamericanas han sido extraordinariamente independientes de los gobier­
nos estatales y federal, pero muy subordinadas a las decisiones de inver­
sión del sector privado. De manera simultánea, han hecho énfasis en la 
competencia entre ellas, para captar inversiones privadas. Los instrumen­
tos que tienen las ciudades para conseguir estos objetivos son de dos tipos: 
incentivos (cambios en la regulación, disminución de impuestos e intere­
ses, etc.) o la construcción de grandes infraestructuras, de alto costo, lle­
vadas a cabo por el sector público, especialmente por el gobierno federal. 
Aquí se ubican los llamados megaproyectos mencionados al inicio 
(Altshuler y LuberofF 2003).

En Estados Unidos se pueden distinguir tres etapas: antes de 1950, 
cuando hubo poca inversión estatal y federal; entre 1950 y finales de los 
años setenta, la era de los megaproyectos financiados por los gobiernos 
estatales y federal; y entre estos últimos años y el 2000, período en que 
disminuyó la inversión de estos niveles gubernamentales en megaproyec­
tos, y estos cambiaron de tipo: sistemas ferroviarios de transporte, instala­
ciones deportivas, centros de convención, etc., en lugar de las grandes 
autopistas o aeropuertos construidos en las décadas precedentes.
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Figura No. 2
Plan Fénix, Montevideo

En el último período surge una oposición social organizada, apoyada en 
cuestiones ambientales, que se opone a los megaproyectos de la época ante­
rior. Pero esta era no ha finalizado, lo que ha cambiado es el tipo, el origen 
de su financiamiento y el peso de la opinión pública en torno a ellos.

La cuestión de la participación social nos conduce de nuevo a la con­
cepción de los grandes proyectos urbanos prevaleciente en Europa. Uno 
de los ejemplos paradigmáticos de los mismos son las diferentes interven­
ciones realizadas en la ciudad de Barcelona, especialmente durante los 
años noventa. Al respecto se ha sostenido (Borja 1995) que no se deben 
hacer planteamientos aislados o sectoriales, ya que estas intervenciones 
tienen un carácter polivalente y estratégico. El efecto global no viene da­
do por la suma de un conjunto de actuaciones sectoriales, sino por la 
combinación de programación y gestión, que comienza con la participa­
ción ciudadana, continúa con la polivalencia de las actuaciones y progre­
sa cuando estimula las intervenciones públicas y privadas, pasando del pro­
yecto urbano al proyecto de ciudad.

Se insiste en que no debe pensarse que cada proyecto o intervención 
va a resolver un solo problema, sino que cada uno debe resolver varios 101
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inconvenientes, a distintas escalas y con varias funciones (Boga 2001). En 
varias ciudades latinoamericanas podemos encontrar grandes proyectos 
urbanos que cumplen con esta característica, entre ellos, el Transmilenio 
construido en Bogotá.

Figura No. 3
Desarrollo turístico de base naval Ushuaia, Argentina
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Un gran proyecto urbano, o una gran operación urbana, no es necesaria­
mente una intervención única en la ciudad de gran dimensión, sino que 
también, como decíamos antes, puede estar integrado por un conjunto de 
pequeñas y medianas intervenciones que siguen una misma lógica y, en 
algunos casos, corresponde a una sola pieza urbana (Garay 2004).

Sin embargo, los grandes proyectos urbanos han sido fuertemente 
criticados, debido a que muchos de ellos han contribuido a una mayor 
segregación socioespacial en las ciudades y al desplazamiento de la pobla­
ción pobre (procesos de elitización), han provocado impactos ambienta­
les negativos, han canalizado el uso de recursos públicos a intervenciones 
privadas y, sobre todo, han creado condiciones para la apropiación indivi­
dual de la valorización de la tierra urbana.

Así, los grandes proyectos urbanos han sido, ante todo para varios ana­
listas críticos, construcciones monumentales impulsadas, en la mayoría de
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los casos, por la iniciativa gubernamental, destinados a canalizar hacia la 
empresa privada los beneficios de la recuperación del entorno urbano 
donde se construyen estos proyectos, una especie de show cases con una 
gran función mediática para facilitar el consenso de los actores. Estaríamos 
en el punto límite en que se sostiene que estos proyectos constituyen un 
instrumento que contribuiría a crear un pensamiento único sobre las ciu­
dades en que se articulan los intereses económicos con la cultura, para 
competir por el financiamiento internacional (Arantes 2000), en que las 
estrategias culturales sirven al crecimiento económico y al control social 
(Zukin 1997).

Incorporados en los planes estratégicos con el objetivo de incremen­
tar la competitividad de las ciudades, estos proyectos tienden a generar 
procesos de elitización social, valorización de los capitales privados y espe­
culación de la tierra. Proyectos emblemáticos, en una especie de “shoppi- 
nización” de la ciudad, pretenden ser una nueva manera de hacer urbe y 
construir ciudadanía (Vainer y Sánchez 2002). En realidad, es una forma 
de q u e  el s e c to r  público comparta los r ie sg o s  de la iniciativa privada, tal 
como se ha señalado en una investigación sobre varios proyectos en 
Europa, que desmitifica los pretendidos efectos multiplicadores en la eco­
nomía de los grandes proyectos urbanos y que ha concluido que: prime­
ro, estos proyectos han servido para obviar las orientaciones y normas de 
planificación existentes; segundo, los mecanismos de participación son, a 
menudo, formales; tercero, los proyectos están, en su mayoría, pobremen­
te integrados al desarrollo de la ciudad; cuarto, acentúan la polarización 
socioeconómica; y quinto, están asociados a modificaciones en la forma de 
gobernabilidad urbana (Swyngedouw et al. 2002).

Respecto a América Latina, el estudio sobre los proyectos de Faria Li­
ma y Agua Espraiada, en Sao Paulo (Fix 2001), es un interesante análisis 
crítico sobre esta temática. En el trabajo, apoyándose en el título de un ar­
tículo periodístico, de 1977, en el cual se describía el nacimiento de una 
nueva ciudad a partir de la transformación de una zona marginal, se ponen 
al descubierto las relaciones de las grandes intervenciones urbanas con 
procesos que muchas veces permanecen en un segundo plano, tales como 
la reestructuración del sector de la construcción en momentos de crisis, 103
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la llegada de empresas extranjeras ligadas al sector inmobiliario, la utiliza­
ción de nuevos tipos de financiamiento, a partir de los fondos de pensio­
nes, y otros, que configuran una nueva forma globalizada de construir 
ciudad, y en la que las asociaciones público-privadas sirven para cubrir los 
riesgos del capital privado invertido en estos proyectos.

Más allá de estas críticas, muchas de innegable validez, es necesario 
constatar que los grandes proyectos u operaciones urbanas se van incor­
porando a una estrategia de gestión de las aglomeraciones urbanas que, 
inevitablemente, van a conformar el panorama espacial del continente en 
los años futuros, cuando la creación o recreación de nuevas centralidades 
constituirá un elemento fundamental.

Uno de los mayores desafíos es convertir la concepción de estos gran­
des proyectos u operaciones en un hecho participativo permanente, que 
construya una visión de desarrollo de la ciudad compartido, en una parte 
integrante de los imaginarios urbanos colectivos construidos por actores 
múltiples. El hecho de que estén marcados por la incertidumbre y el largo 
plazo para su ejecución debe, por el contrario, ser aprovechado en senti­
do positivo, y discutirse si en lugar de la dicotomía entre partir del pro­
yecto urbano para construir ciudad o a la inversa, no es mejor plantear 
que se trata de utilizar los dos caminos de manera simultánea. Cuestiones 
más específicas, como la relación entre estos proyectos y la planificación 
urbana a escala intermedia o como alternativa al zonning, entre otras, tam­
bién merecen una discusión más profunda.
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Figura No. 4
Metrovivienda, un modelo de gestión 
de ciudad. Bogotá, Colombia

Por otra parte, los grandes proyectos urbanos actuales se deben analizar en 
el marco del presente proceso de globalización y cambios en la economía, 
la sociedad y el Estado, considerando las profundas mutaciones que están 
ocurriendo en las principales ciudades y las transformaciones en la cultu­
ra urbana, la arquitectura y el diseño urbano, donde las visiones posmo­
dernistas promueven la construcción de “artefactos urbanos”, en oposi­
ción a los planes impulsados por el pensamiento modernista (Harvey 
1989), cuestión que no es ajena a la problemática que nos ocupa, y que 
incide en la práctica profesional de las personas dedicadas al desarrollo 
urbano.

Estamos, entonces, frente a una noción elusiva que exige analizar, a 
profundidad, las actuales transformaciones que experimentan las ciudades, 
y repensar el rol de la planificación y los instrumentos para un desarrollo 
urbano socialmente sostenible (Polése 2000).
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El contexto:
profundas mutaciones urbanas

Los grandes proyectos urbanos, en el período actual, se desarrollan en un 
contexto de profundas mutaciones. La metropolización y la giobalización 
producen un doble efecto: homogenización y diferenciación; la primera 
tiende a generar procesos y actores económicos y políticos comunes para 
todos los países y ciudades, y respecto a la segunda, estos actores son más 
exitosos si son capaces de adaptarse a las circunstancias particulares del 
lugar y el momento. Por esta última razón, la giobalización estimula tam­
bién, paradójicamente, el desarrollo local.

El contexto marcado por la metropolización y la giobalización es difí­
cil de captar en sus rasgos esenciales, debido a la velocidad de las transfor­
maciones y el retraso de las explicaciones. Sin embargo, se intentará hacer 
una síntesis de estas mutaciones urbanas. Su estructuración gira alrededor 
de siete pares de contradicciones.

- La primera contradicción se encuentra entre la tendencia a que se 
configuren grandes ciudades y regiones metropolitanas, frente a las 
propuestas de revitalización de las ciudades intermedias.

- La segunda, entre la tendencia a crearse urbanizaciones discontinuas y 
multipolares versus las propuestas de priorizar la construcción de ciu­
dades compactas (alrededor de este punto y el anterior, el tema del 
medio ambiente desempeña un rol crucial).

- La tercera, entre el predominio en la economía urbana de funciones 
terciarias superiores modernas (derivadas de la giobalización) y el 
enorme peso de la economía informal y las pequeñas y medianas em­
presas.

- La cuarta, en la existencia de islotes de modernidad que conviven con 
grandes zonas subequipadas y degradadas en las ciudades contempo­
ráneas.

- La quinta, entre la creciente segregación socioespacial y exclusión 
social, y los intentos de recuperar la integración urbana (donde los 
espacios públicos desempeñan un papel fundamental).106
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- La sexta, entre las nuevas formas de gestión urbana con fuertes tenden­
cias privatizadoras (donde nuevamente la globalización es uno de los 
factores explicativos), en oposición al fortalecimiento de la gestión 
pública local del desarrollo que impulsa la descentralización.

- La séptima, entre la pérdida de las identidades urbanas previamente 
existentes, que tenían una estrecha relación con la identidad nacional, 
y las tendencias actualmente predominantes a privilegiar la identidad 
de la ciudad sobre la identidad de la nación (lo cual está vinculado a 
las transformaciones en el papel del Estado-nación).

Alrededor de estas siete contradicciones podemos analizar los grandes 
proyectos u operaciones urbanos, que cuestionan el ordenamiento terri­
torial, la planificación urbana, las funciones económicas y sociales de la 
ciudad, su gobernabilidad, la participación ciudadana y la identidad cultu­
ral de sus habitantes.

Entre las innumerables reflexiones sobre estas transformaciones urba­
nas, destacamos una que señala la evolución reciente de las ciudades y de 
la vida urbana, en torno a cuatro rasgos importantes relacionados con los 
grandes proyectos urbanos (Ascher 2001):

- El desarrollo de los medios de transporte y comunicación.
- La metropolización.
- La autonomía creciente de los individuos, pero dentro de sistemas cada 

vez más socializados y complejos.
- El desarrollo de una sociedad reflexiva, marcada por la omnipresencia 

de la noción de riesgo.

Los dos primeros remiten a cuestiones directamente relacionadas con la 
planificación territorial de las ciudades. Las últimas introducen nuevas 
variables vinculadas, específicamente, con las formas de vida y sus nuevas 
condicionantes. Esto permite señalar que la solidaridad en las sociedades 
urbanas actuales es diferente a la existente en las ciudades previas. Esta ya 
no depende de la coexistencia en una misma comunidad territorial, sino 
de los intereses colectivos de los habitantes de una misma aglomeración 107
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urbana, ya que la mayoría de la población tiende a vivir no en aglomera­
ciones densas y continuas, sino en “metápoles”, es decir, en territorios 
urbanos discontinuos, heterogéneos y multipolares (Ascher 1995). Las 
transformaciones en las formas de vida también constituyen aspectos cla­
ves que deben considerarse en este trabajo; entre ellas, la consideración de 
que vivimos en una sociedad en riesgo.

Hay que enfatizar los aspectos económicos y las dimensiones polí­
tica y cultural cuando se analizan los grandes proyectos urbanos, en es­
pecial cuando la productividad y competitividad de las ciudades han 
pasado a ocupar un lugar privilegiado en las agendas urbanas, y cuan­
do el marketing sustituye a la participación social en las decisiones sobre 
el futuro de las ciudades. Para otro autor, el urbanismo del siglo XXI 
recuerda a las ciudades del capitalismo industrial temprano europeo, 
donde la autoridad económica del Estado-nación sobre las ciudades era 
débil (Smith 2000), y, citando al geógrafo inglés Taylor, plantea que es­
tas últimas están sustituyendo a los Estados en la construcción de las 
identidades sociales.

También es indispensable abordar a profundidad la localización, 
aspecto esencial en este tipo de proyectos. El “lugar” resulta central para 
la circulación del capital que demanda la globalización. La centralidad de 
los espacios globalizados conlleva la pérdida de importancia de la econo­
mía nacional. Pero la globalización es un proceso que genera espacios 
contradictorios, diferenciaciones internas y continuos desbordamientos 
de límites (Sassen 1998), lo cual causa distintos tipos de reivindicaciones 
espaciales urbanas.

La metropolización y la globalización aparecen, así, como los ejes cen­
trales de las profundas mutaciones urbanas en curso, alrededor de los cua­
les deben analizarse los grandes proyectos u operaciones urbanas en sus 
múltiples aspectos, y discutirse el papel que se les pretende atribuir c o m o  
motores del desarrollo de ciudades y regiones al margen del desarrollo de 
los países, además de la difundida idea de que constituyen, por sí mismos, 
nuevos espacios de participación y construcción de ciudadanía, en espe­
cial en el caso de las ciudades donde predomina la pobreza. Aunque en 
las distintas posiciones favorables a este tipo de proyectos hay elementos108
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de verdad, estas intervenciones urbanas deben ser estudiadas con una 
mirada crítica, para que su realización no contribuya a crear ciudades más 
injustas y desiguales. Por esta razón, es discutible asignarles el lugar prin­
cipal en las agendas de desarrollo urbano.

La gestión de la tierra 
y los grandes proyectos urbanos

Las transformaciones espaciales recientes, que van configurando territo­
rios urbanos discontinuos, heterogéneos y multipolares, y que desdibujan 
los límites de las naciones han cuestionado la planificación urbana tradi­
cional y obligan a repensar el papel de la tierra urbana y su gestión.

Durante la segunda mitad del siglo XX, se impulsó la conformación 
de importantes bancos de tierra urbana y suburbana, al predominar, en el 
enfoque de la planificación tradicional, la propiedad de la tierra por el sec­
tor público como uno de los principales instrumentos de gestión de la tie­
rra. En muchos casos, por esta vía se pretendía garantizar el acceso a la tie­
rra a los proyectos de vivienda de interés social.

A lo anterior hay que agregar la existencia, en muchas ciudades lati­
noamericanas, de importantes extensiones de tierra de propiedad del 
Estado, hecho derivado de diferentes procesos históricos, como la expro­
piación de tierras pertenecientes a comunidades indígenas y religiosas, el 
abandono de zonas portuarias o aeroportuarias de propiedad pública, la 
desafectación de áreas militares, etc.

Con base en esta propiedad se formularon y ejecutaron proyectos 
urbanos en los que el papel del Estado ha sido fundamental, en la medida 
en que poseía el control de la tierra. No obstante, por la debilidad de la 
intervención del sector público en el desarrollo general de las ciudades y 
la concepción de la tierra como un bien privado que permite su utiliza­
ción a discreción por sus propietarios, plasmada en la mayor parte de las 
legislaciones de los países de América Latina, no es posible encontrar mu­
chos ejemplos innovadores en la gestión de la tierra en proyectos de en­
vergadura llevados a cabo. 109
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Esta es una de las razones por las cuales la planificación urbana tradi­
cional no ha desarrollado mecanismos e instrumentos para este fin, no se 
ha desarrollado una cultura institucional, en el sector público, que impul­
se la búsqueda de nuevas formas de participación y /o  asociación con el 
sector privado, ni este último ha modificado su concepción de la tierra 
como un bien intocable.

Podemos plantear la hipótesis de que ha existido, hasta el momento, 
un doble obstáculo para pensar nuevas formas para la gestión de la tierra 
en grandes proyectos urbanos:

- El primero, y más importante, es el acentuado sentido de propiedad 
privada de este bien, interiorizado en casi todos los grupos sociales, 
sin distinción de su nivel de ingresos.
El segundo, que ha comenzado a perder peso en los años recientes, es 
la alta proporción de la tierra urbana en manos del Estado, en muchos 
países.

En este contexto irrumpe la planificación estratégica, modificando la 
situación prevaleciente hacía varias décadas. Este giro, sin embargo, no so­
lo ha tenido connotaciones positivas en la gestión de la tierra en grandes 
proyectos urbanos. La razón se explica por las contradictorias consecuen­
cias de algunos planteamientos de la planificación estratégica, que han 
sido llevados a posiciones extremas; entre ellos, el rol de este tipo de pro­
yectos en el desarrollo de las ciudades.

Efectivamente, algunos de los principales instrumentos de la plani­
ficación estratégica de la ciudad son la identificación, el diseño y la eje­
cución de operaciones de gran envergadura, alrededor de los cuales se 
van construyendo consensos y acuerdos entre los principales actores. 
Los grandes proyectos urbanos ocupan una posición privilegiada en 
este nuevo enfoque de planificación del desarrollo de la ciudad, al ser 
pensados como detonadores de cambios positivos. Pero al prevalecer el 
proceso de privatización, con diferentes grados y modalidades, en la 
construcción de infraestructura y en la prestación de servicios urbanos, 
se han promovido experiencias de gestión de tierra urbana asociadano
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entre el sector público y el sector privado, en grandes proyectos urba­
nos, con resultados de distinto signo.

Obviamente, encontramos una gran gama de situaciones sobre el ma­
nejo de la tierra en estas grandes operaciones, desde la propiedad exclusiva 
del Estado hasta la presencia de un solo dueño privado, pasando por la exis­
tencia de múltiples y diversos propietarios que configuran escenarios de 
dominio complejos, susceptibles de generar conflictos de difícil solución.

Lo que interesa destacar aquí es uno de los puntos críticos de la pla­
nificación estratégica en torno a esta problemática: en la medida en que 
los grandes proyectos urbanos no se articulen a una estrategia para el con­
junto de la ciudad, se pueden generar consecuencias negativas de distinta 
índole, e introducir mayores distorsiones en el siempre contradictorio 
funcionamiento del mercado de tierra urbana a nivel general. Esta es una 
de las observaciones más fuertes que puede hacerse al papel que se asigna 
a los grandes proyectos urbanos en la planificación estratégica.

Aquí podemos introducir algunos puntos de debate, vinculados a la 
existencia de una estrategia de ciudad para pensar su relación con la ges­
tión de la tierra en estos proyectos:

- La opción de la “ciudad compacta” versus la ciudad extendida.
- Los “corredores urbanos de desarrollo” como ejes de articulación 

espacial.
- La incorporación de la ciudad informal a la ciudad formal (a través de 

programas de regularización de tierra urbana).

En términos generales, puede afirmarse que, a pesar de los cuestionamien- 
tos hechos, los grandes proyectos urbanos han llegado a ocupar un papel 
importante en la planificación actual del desarrollo de las ciudades, y han 
generado nuevas contradicciones en torno a la gestión de la tierra.

Algunas investigaciones plantean otros aspectos, a partir de estudios 
realizados en grandes intervenciones urbanas (Carmona y Burgess 2001), 
e indican que, en los años noventa, la regulación metropolitana se mueve 
entre la búsqueda de la competitividad, la integración social y la sosteni- 
bilidad de las intervenciones públicas. Sin embargo, hay tres cuestiones
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que se contraponen a estas intenciones. Primero, la creencia de que debe 
establecerse un balance entre la forma urbana y el consumo de energía. 
Segundo, la necesidad de mantener un centro metropolitano económica­
mente vivo y socialmente variado. Tercero, la necesidad de establecer una 
mejor relación entre el uso de la tierra y la accesibilidad. En la base de la 
argumentación está la conocida teoría de la “ciudad compacta”, que tiene 
estrecha relación con el uso de la tierra urbana y los grandes proyectos.

En este cuestionamiento de la planificación urbana y las formas de 
gestión de la tierra, otro trabajo, que intenta reposicionar la visión de los 
arquitectos, identifica cuatro tipos de proyectos de lo que llama arquitec­
tura urbana, ninguno de América Latina (Poweil 2000): intervenciones de 
saneamiento urbano (puerto de Genova, barrio de Chiado, en Lisboa), 
ampliaciones de la ciudad (Saigón Sur, Kop van Zuid, en Rotterdam), 
tra n sp o rte  (Abando, e n  B ilb a o , b a r r io  de la estación, en Sttutgart), e ins­
talaciones culturales (margen izquierdo del río Sena, en París, barrio del 
Raval, en Barcelona).

En estos grandes proyectos, y en los que se han ejecutado o proyecta­
do en América Latina, la gestión de la tierra está condicionada por dos 
factores: la escala y la complejidad, tanto del proyecto en sí mismo como 
de la ciudad en que se inserta; un ejemplo es el proyecto de eje de 
Tamanduatehy, impulsado por la municipalidad de Santo André, en el 
Estado de Sao Paulo. Este plan muestra las múltiples determinaciones y 
actores que entran en juego cuando se trata de intervenir en una exten­
sión territorial de gran dimensión (Municipalidad de Santo André 1999).

Pero hay casos en que una gran operación se realiza no sobre un espa­
cio vacío o en desuso, como es el caso de muchos de los grandes proyec­
tos urbanos, sino sobre un tejido urbano densamente edificado y pobla­
do, lo cual introduce restricciones adicionales, que han llevado a hablar de 
construir sobre la ciudad (de Gracia 2001). Ahora bien, ampliando más la 
dimensión territorial, se ha propuesto una idea interesante: que el espacio 
metropolitano, que es un ejemplo de la complejidad de las transformacio­
nes de la ciudad actual, es un espacio de geometría variable (Boga 2001), 
característica asociada a la dimensión y complejidad de los grandes pro­
yectos urbanos en los ámbitos metropolitanos.
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Por eso no es correcto analizar la gestión de la tierra en intervencio­
nes de gran envergadura al margen de una visión de ciudad. El caso de 
México, D.E en los años ochenta e inicios de los noventa es claro al res­
pecto: era posible identificar grandes intervenciones que enfatizaban los 
aspectos ambientales (Xochimilco, la Sierra de Guadalupe), la revitaliza- 
ción de zonas patrimoniales (Centro Histórico), la generación de emple­
os y servicios (Santa Fe, el Parque de Servicios Tecnológicos), el reorde­
namiento de los usos del suelo (Polanco) o el hábitat popular (Chalco), 
etc., (Ramírez y Stolarsky 1993), pero aisladas cada una, sin configurar ni 
inscribirse en un proyecto de ciudad, ni mucho menos incorporar en los 
anáfisis los impactos sobre los mercados de la tierra.

Figura No. 5
Battery Park, Manhattan, Nueva York

Hay casos en que podría sostenerse que un conjunto de intervenciones de 
pequeñas dimensiones, como las que han creado innumerables espacios 
públicos en Nueva York, podría ser calificado como un gran proyecto 
urbano, en términos de un programa de intervención urbana de gran 
impacto, inscrito dentro de una visión por recuperar el espacio público en 
Manhattan (Kayden 2000). En este tipo de intervenciones urbanas, los 
impactos sobre el mercado de la tierra adquieren otras connotaciones, que 
sería interesante investigar. 113
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Los grandes proyectos urbanos constituyen un espacio privilegiado 
para reflexionar sobre la escala y la complejidad mencionadas. Es claro 
que el crecimiento de la población urbana y su diferenciación social exi­
gen planes de escala amplia para la construcción de nuevas comunidades, 
y no solo de edificaciones o conjuntos aislados de gran dimensión, por 
ejemplo, en Estados Unidos, recordando la antigua crítica a la planifica­
ción en gran escala hecha en ese país (Lee 1973).

Un ejemplo de gestión de la tierra a escala intermedia, que confi­
gura un gran proyecto, es Metrovivienda, en Bogotá. Sus acciones com­
prenden la selección de la ciudad donde intervenir, a partir del plan de 
ordenamiento territorial, declarando la tierra rústica de utilidad pública; 
la compra de predios periféricos, expropiaciones y englobe de terrenos 
individuales; el diseño urbano, el trámite de licencias y permisos; la 
construcción de vías y redes; y dotación del espacio público. El resulta­
do final son macrolotes urbanizados que se venden a constructores pri­
vados, que evitan los costos de los tiempos de la tramitología, el lucro 
cesante y reducen los riesgos. Para el año 2002 se habían seleccionado 
21 zonas de intervención, entre ellas, Usme (Alcaldía Mayor de Bogotá 
2002).

El aumento de la escala de los programas habitacionales populares es 
un elemento clave de la estrategia urbana actual del Banco Mundial 
(Banco Mundial 2000) y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID). 
Esta tendencia produce un nuevo tipo de grandes proyectos urbanos, co­
mo el mejoramiento de barrios (entre cuyos ejemplos más destacados 
están los programas de saneamiento de Guarapiranga, en Sao Paulo, y Fa- 
vela Bairro, en Rio de Janeiro), en los que se aumenta la escala de los pro­
yectos para los servicios destinados a los pobres. Otro ejemplo lo constitu­
ye el proyecto para la zona de El Mezquital, en la ciudad de Guatemala.

El Programa de Saneamiento Ambiental de Guarapiranga, en Sao 
Paulo, apoyado por el BID, implicó, por sus dimensiones, el estableci­
miento de un innovador acuerdo interinstitucional para el manejo de 
cinco subprogramas, que incluían un total de cincuenta componentes. 
Aquí participaron la Compañía de Saneamiento Básico de Sao Paulo, la 
Prefectura de este municipio, la Compañía de Desarrollo Habitacional y14
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urbano, y la Secretaría de Medio Ambiente del Estado, con un total de 322 
millones de dólares (Prefectura de Sao Paulo 2000).

Creado en 1994, el Programa Favela-Bairro atiende a las favelas de tama­
ño medio (de 500 a 2.500 viviendas),las cuales representan cerca de una ter­
cera parte del total de Rio de Janeiro y el 60% de la población que vive en 
ellas. Incluye otros programas como el Proyecto Escuela y el Proyecto De­
porte Comunitario y, además, generó otras actuaciones, como el Proyecto 
Barrinho, destinado a las pequeñas favelas no incluidas en el primero; el Pro­
grama de Grandes Favelas (de más de 2.500 viviendas), con poblaciones de 
entre 12 mil y 60 mil personas, que atiende verdaderas ciudades dentro de 
la ciudad; el programa Morar sem Risco; y la regularización de lotificacio- 
nes irregulares y clandestinas (Prefectura de Rio de Janeiro 1999). El BID 
financió el 60% del valor del Programa Favela-Bairro (300 millones de dóla­
res) y el resto se obtuvo a través de la contrapartida municipal.

En los casos anteriores estamos, también, ante intervenciones urbanas 
de gran envergadura, pero que operan sobre condiciones de tierra muy 
particulares, que difieren de los g ran d es p r o y e cto s  urbanos emblemáticos, 
aunque también producen procesos de valorización del suelo que no pue­
den ignorarse. En todas las grandes intervenciones urbanas, la tierra apa­
rece como una variable clave, en la medida en que a través de ella se pro­
ducen rentas adicionales, que pueden tener diferentes destinatarios.

La regulación de la tierra urbana 
y los grandes proyectos

En el esquema de planificación tradicional de la ciudad, los grandes pro­
yectos urbanos se ejecutaron siguiendo casi siempre las normas que esta­
blecen los marcos regulatorios prevalecientes, sin desarrollarse esquemas 
de regulación innovadores para este tipo de intervenciones.

La mayor parte de estos marcos regulatorios se caracterizan por dos 
rasgos fundamentales. Primero, por un alto grado de generalidad que no 
corresponde a la diversidad del desarrollo que caracteriza a toda la ciudad. 
Segundo, por una normativa excesivamente detallada y rígida sobre el uso 115
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del suelo, que no permite adaptarse a las dinámicas de cambio urbanas. 
Lo anterior explica la continua transgresión de las normativas urbanas 
vigentes en la mayoría de ciudades y es una de las fuentes reconocidas de 
corrupción en la gestión urbana. También contribuye a crear muchas difi­
cultades, cuando se trata de plantear formas de gestión de la tierra flexi­
bles y adecuadas a objetivos específicos. Los grandes proyectos urbanos se 
enfrentan, así, a regulaciones de gran generalidad y rigidez, que se con­
vierten, muchas veces, en obstáculos insalvables que impiden el cumpli­
miento de los objetivos trazados.

Para solucionar este problema se han ideado varias alternativas: crear 
regímenes regulatorios especiales, eliminar requisitos vigentes en el marco 
normativo general, autorizar usos de suelo no permitidos, etc. Estas accio­
nes, sin embargo, al adoptarse exclusivamente para estos proyectos, pocas 
veces se articulan a la regulación vigente para el resto  de la ciudad, p o r  
ende, acentúan las desigualdades urbanas existentes y generan nuevas. Este 
es uno de los mayores desafíos que enfrenta la gestión de estos proyectos, 
especialmente si en su ejecución existen diferentes dominios sobre la tie­
rra urbana en que participan distintos actores públicos y privados. La pla­
nificación estratégica aún no ha podido dar una respuesta coherente y 
sostenible a este problema, en especial porque opera en un contexto don­
de se tienden a desregularizar los procesos urbanos y a privatizar la ges­
tión del desarrollo de la ciudad.

Así, por ejemplo, los beneficios buscados en la ejecución de un gran 
proyecto urbano pueden reducirse o anularse por la privatización de los 
servicios urbanos, lo cual podría modificar las condiciones de cobertura 
o elevar los costos, por el abandono del mantenimiento o la construcción 
de infraestructura que antes estuvo a cargo de entidades públicas, o por la 
generación de nuevas instituciones responsables de regulaciones sectoria­
les sin vinculación entre ellas. La descentralización, además, con todos los 
beneficios que conlleva y sea necesario impulsar, puede dar origen a mar­
cos de regulación territorial fragmentados, que probablemente afecten los 
objetivos que se fijan al momento de diseñar una operación urbana de 
gran envergadura. Hay que recordar que toda descentralización exige el 
reforzamiento cualitativo de las instituciones centrales.16
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La planificación estratégica no ha logrado dar respuesta a los desafíos 
de crear un nuevo marco regulatorio que apoye el desarrollo urbano inte­
gral e incorpore los grandes proyectos urbanos al mismo. Al observar los 
casos más exitosos en que se ha utilizado este enfoque, es posible identi­
ficar dos condiciones que lo han permitido:

- La existencia de un marco regulatorio moderno, flexible, con una 
vocación integral que trascienda los límites territoriales de la ciudad.

- La inversión pública con componentes estratégicos para estos proyectos.

El éxito de estos casos, debido a la existencia de condiciones particulares 
favorables, sin embargo, no siempre se ha traducido en tendencias de 
cambio positivas para impulsar una nueva regulación para el conjunto de 
la ciudad.

En esta situación influyen también el hecho de que los procesos de 
reforma del Estado han priorizado la privatización sobre la descentraliza­
ción; las dificultades de esta debido a su aplicación general sobre una múl­
tiple variedad de condiciones particulares; y el impulso a una desregula­
ción a ultranza, sin explorar la posibilidad y necesidad de crear nuevos 
modelos de regulación para el desarrollo territorial y urbano.

Todo lo anterior, sumado a las exigencias que impone el proceso de 
globalización actual, requiere de una renovación de los marcos legales y 
de los instrumentos normativos de la planificación urbana, en general, y 
de los grandes proyectos urbanos, en particular. Obviar esta cuestión fun­
damental solo conduce a fomentar los hábitos de transgresión de la ley y 
la corrupción, tan frecuente en América Latina.

Aquí se abre un importante debate que debe incorporar las nuevas 
regulaciones transnacionales que está produciendo la integración y libera- 
lización creciente de los procesos económicos y también político-admi­
nistrativos. Se trata de pasar de la simple sociedad administrativa nacional 
a sociedades de derecho con fuertes implicaciones transnacionales, donde 
el enfoque de la negociación tenga un papel central.

Se ha sostenido que existen importantes instrumentos, como los “con­
tratos”, que pueden ser de particular utilidad para la gestión de los gran­ 117
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des proyectos urbanos, ya que pueden corregir las indeterminaciones de 
las reglas, garantizar la eficiencia de la acción pública y ser de gran utili­
dad para la concertación de acuerdos (Auby 2001). Es evidente que el 
marco jurídico de cada país marca los límites y las posibilidades de este ti­
po de instrumentos jurídicos.

El sistema jurídico, en la mayoría de los países latinoamericanos, es 
contrario a la flexibilidad que requieren los grandes proyectos urbanos, 
pero la diferencia entre el interés general y el particular, y la dificultad por 
arreglar las diferencias no siempre pueden solucionarse con “contratos” 
que corrijan la indeterminación de las reglas, a pesar de que un plan o 
proyecto urbano podría ser acordado más fácilmente por la vía de las 
negociaciones que por la aplicación de los reglamentos urbanos.

Es evidente que los factores de escala y complejidad exigen una mayor 
y más moderna, pero también más decisiva, intervención del Estado, lo que 
contradice a quienes sostienen que el papel de este último debe limitarse 
a “facilitar” el desarrollo urbano. Las grandes intervenciones urbanas son, 
en esencia, públicas, y requieren siempre de la inversión del Estado, lo cual 
marca los límites de acción de las asociaciones público-privadas.

Recordemos que la planificación tradicional de las ciudades se articu­
la alrededor de tres niveles:

- La planificación urbana, que brinda las grandes orientaciones (planes
directores, esquemas, etc.).

- Las normas urbanísticas.
- El urbanismo operacional (instrumentos).

Este modelo se ha revelado incapaz de orientar el desarrollo de la ciudad, 
lo cual da lugar a continuas modificaciones y excepciones a la regulación 
urbana establecida. Por esta razón, algunos investigadores han sostenido 
que la noción de proyecto urbano permite la articulación entre las dife­
rentes escalas de tiempo y espacio, para enfrentar la incertidumbre, mane­
jar la complejidad creciente y buscar formas de asociación más complejas 
que caracterizan a los grandes proyectos urbanos, más allá de la simple 
asociación público-privada (Ascher 2001).118
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Poco se ha avanzado, sin embargo, al pensar nuevos instrumentos de 
regulación de la tierra en las grandes intervenciones urbanas, que permi­
tan la captura de las plusvalías generadas por el desarrollo del proyecto y 
su utilización, para reducir los impactos negativos del mismo, o para com­
pensar las desigualdades existentes en la ciudad. Habría que pensar en una 
economía política de la tierra urbana, que posibilite identificar y valorar 
los trade-offs que generan los grandes proyectos urbanos que impHcan la 
presencia de múltiples actores.

Es clara, entonces, la necesidad de crear nuevos instrumentos para 
la gestión de la tierra urbana, que faciliten manejar proyectos de gran 
envergadura y evitar la proliferación de marcos normativos específicos, 
que tienden a acentuar las desigualdades existentes y a repartir de for­
ma desigual los beneficios y los impactos negativos que este tipo de 
proyectos provocan.

Un análisis especial exige la cuestión de la tributación en este tipo de 
intervenciones urbanas, donde muchas veces las exenciones constituyen 
un mecanismo para atraer inversiones. Sin descartarse, es claro que d e b e n  
ser otorgadas para fines específicos y no tener un carácter permanente, 
pues se constituyen en una fuente de apropiación privada de recursos 
púbHcos y de las plusvalías generadas.

Actores, participación y grandes proyectos urbanos

El marco de las negociaciones, en torno a los grandes proyectos urbanos, 
es esta compleja dinámica donde participan actores multinacionales, na­
cionales y locales; es un contexto de grandes dificultades, pero a la vez de 
potenciafidades para coordinar los intereses y las formas de actuación de 
un conjunto complejo de actores.

En el enfoque de la planificación tradicional, el papel del sector públi­
co es predominante y ocupa un rol rector en la formulación y ejecución 
de los proyectos urbanos; no obstante, esta posición tiende a cambiar en la 
planificación estratégica. En esta, la intervención púbHca se desplaza de 
ente ejecutor a facilitador de la gestión de los proyectos. 119
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Por el enfoque de la primera, las grandes operaciones ejecutadas no 
generaron mecanismos de participación ciudadana y el establecimiento 
de consensos y acuerdos entre los actores involucrados en estas, ya que el 
Estado asumía el papel de conductor y, además, tenía la última palabra (al 
menos formalmente). Con ello se notó la ausencia de instrumentos nove­
dosos para la solución de los conflictos provocados por la discrepancia de 
opiniones e intereses. Este centralismo ignoró, con perversos efectos, las 
diferencias entre el gobierno central y los gobiernos locales, entre el Esta­
do y la sociedad civil, en particular de las organizaciones que representa­
ban los intereses de los grupos sociales más pobres, excluidos desde el 
punto de vista social y políticamente más débiles.

Las corrientes descentralizadoras, promovidas durante las dos últimas 
décadas, la democratización política, iniciada en numerosos países, la pri­
vatización de muchas esferas de la función pública, y la globalización ter­
minarán por agotar el modelo tradicional de gestión urbana y su concep­
ción de las grandes operaciones urbanas. Pero la emergente planificación 
estratégica no logra cubrir el vacío que se crea a pesar de sus aportes.

Así, en varios países, el predominio del gobierno central ha cedido 
el puesto al incremento del poder de las colectividades locales y a las 
organizaciones de ciudadanos. La descentralización aumenta la comple­
jidad de esta situación al introducir nuevos actores y reglas, lo cual ge­
nera desafíos, como la multiplicación de actores e intereses, la atomiza­
ción de los poderes, la incertidumbre en la gestión urbana por la larga 
duración de algunos proyectos y la inadaptación de los mecanismos fi­
nancieros y económicos tradicionales a las nuevas condiciones que pro­
ducen la desregulación y la privatización.

Enfrentado a esta situación, el diseño de un gran proyecto urbano 
debe anunciar un resultado deseado, apoyado en una presentación 
clara que facilite un debate democrático de sus aspectos positivos y 
negativos. Sin la participación ciudadana, los conflictos surgen inm e­
diatamente y se sabe que la presentación de recursos legales contra un 
proyecto puede causar largos bloqueos, cuyos costos financieros impi­
den su realización (Masboungi 2001).
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Por otra parte, los grandes proyectos urbanos deben superar un obstá­
culo real, derivado del desarrollo inequitativo, segregado y excluyente de 
las ciudades latinoamericanas, que ha prevalecido durante las últimas déca­
das, el predominio de lo que algunos autores llaman la planificación 
“defensiva”, donde las reivindicaciones comunitarias se anteponen a una 
visión y a un discurso globales sobre el desarrollo de la ciudad. Esto es 
incluso visible en el caso de los grandes proyectos de mejoramiento de 
barrios, en la medida en que la pobreza está extendida por toda la ciudad 
y las reivindicaciones urbanas pueden estar espacialmente atomizadas. El 
desafío es que la ejecución de grandes intervenciones urbanas contribuya 
a la lucha contra la injusticia.

No basta, entonces, con una intervención creativa, flexible e innova­
dora en proyectos parciales, aunque estos sean de gran dimensión, sin ins­
cribir estas acciones en una visión integral del desarrollo de la ciudad. 
Aquí surge otra cuestión, pasar de un enfoque puramente normativo a la 
selección de intervenciones urbanas con participación de la ciudadanía. 
Resulta evidente el nuevo papel de las instituciones públicas en la crea­
ción de espacios y mecanismos para el establecimiento de consensos y 
acuerdos, pero hacerlo por proyectos o programas aislados se ha revelado, 
rápidamente, insuficiente.

Existen otros puntos, que es indispensable reiterar, alrededor de los 
grandes proyectos urbanos y la participación social, además de la necesi­
dad de tener una visión integral de la ciudad, varias veces mencionada.

Primero, para evitar contribuir a la tendencia hacia la fragmentación 
de la gestión urbana imperante estos días (reforzada por la globalización), 
se deben impulsar procesos de establecimiento de consensos y acuerdos 
en torno al desarrollo de la ciudad en su conjunto, y no solo al nivel de 
proyectos aislados.

Segundo, este papel de promotor debe asumirse por el gobierno cen­
tral, el gobierno estatal y los gobiernos locales, de manera articulada. Debe 
evitarse un efecto perverso, no buscado, de la descentralización: la atomi­
zación de las responsabilidades públicas.

Tercero, las organizaciones de la sociedad civil y, en particular, los gre­
mios empresariales no deben sustituir al sector público en la conducción 121
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de la gestión urbana. Hay que evitar la privatización de la misma, ya que 
el mercado no puede cumplir esta función. El manejo de la tierra, base 
clave de los grandes proyectos urbanos, no puede estar bajo su responsa­
bilidad sin provocar efectos desastrosos.

Cuarto, la gestión urbana, además de la conducción pública, requiere 
de la recuperación de la inversión de este sector, así sea en componentes 
estratégicos para poder orientar su desarrollo.

Al discutir el papel de los actores en los grandes proyectos urbanos 
aparecen otras cuestiones íntimamente asociadas: una de ellas es la posi­
bilidad de aprovechar la competencia alrededor del proyecto entre estos 
actores, para generar sinergias positivas; la otra, estrechamente relacionada 
con la anterior, es la forma de su gerenciamiento.

Esta última cuestión, alrededor de la cual podemos encontrar una 
variedad de ejemplos, como la Corporación para e l Desarrollo d e  San­
tiago, entre otros, no debe hacernos olvidar que hay que evitar la frag­
mentación de la gestión de la ciudad en su conjunto. Una forma de 
gerenciamiento de un gran proyecto urbano solo tiene validez plena si 
está articulada a la gestión integral de la ciudad. La privatización de esta, 
estimulada por el manejo aislado de operaciones urbanas de gran enver­
gadura, aunque sea en sí mismo un ejemplo de asociación público-priva- 
da, es una tendencia negativa que hay que combatir.

Es útil describir aquí la prolongada discrepancia sobre un gran proyec­
to urbano, Retiro, el más grande emprendimiento de rehabilitación urba­
na de la ciudad de Buenos Aires. Este megaproyecto se propone reestruc­
turar las estaciones terminales de transporte ferroviario, lo cual permitirá 
la liberalización de 130 hectáreas que serían destinadas a un moderno cen­
tro de transporte público, edificios comerciales, áreas residenciales de alto 
estándar, centros de convenciones y culturales, hoteles de nivel internacio­
nal y extensas área verdes. El proyecto es un buen ejemplo del nuevo para­
digma de desarrollo urbano en la era de la globalización y los conflictos 
entre los múltiples actores que intervienen en estos casos.

El proyecto surgió por iniciativa del gobierno nacional, con un 
objetivo esencialmente económico-financiero: la necesidad de obtener 
recursos para el pago de subsidios a los concesionarios de los servicios122
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ferroviarios de pasajeros del área metropolitana de Buenos Aires, com­
promiso adquirido a raíz de la privatización de este servicio (Cuenya 
2001). A partir de allí ocurrieron una serie de acciones, donde es posi­
ble observar los problemas que se generan debido a la falta de partici­
pación de la ciudadanía y otras instancias gubernamentales en este tipo 
de proyectos.

Al principio, en 1991, el gobierno argentino encargó a una consulto­
ra canadiense un estudio preliminar sobre la factibilidad de reutilización 
de los terrenos del ferrocarril. A partir de este se emitió un decreto, que 
transfirió a la Comisión deVenta de Inmuebles Estatales el derecho de 
venta de tierras y explotación de inmuebles, potestad, hasta ese momen­
to, del Ministerio de Economía, junto con la Municipalidad. Posterior­
mente, con apoyo del Banco Mundial y el Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD), se hizo un concurso para realizar con- 
sultorías, cuyo resultado fue un primer proyecto que se presentó a la opi­
nión pública en 1993.

El proyecto recibió críticas de diferentes actores: los medios de pren­
sa, la Sociedad Central de Arquitectos y el Consejo Legislativo de la Mu­
nicipalidad de la ciudad, y se generó un conflicto que llevó a la emisión 
de otro decreto, en 1994, en el que el presidente del país decidió la reur­
banización de las tierras. Ello desencadenó protestas de otros sectores so­
ciales, entre ellos, los habitantes de la Villa 31, cuando se planteó la erra­
dicación forzosa de una parte de ella. Después, y hasta 1999, hubo una 
serie de propuestas, contrapropuestas y debates en el marco de la autono­
mía que adquirió el gobierno de la ciudad, cuyo jefe fue nombrado por 
el presidente del país. Por último, el proyecto evolucionó de una lógica 
predominantemente inmobiliaria, deficiente desde el punto de vista urba­
nístico y excluyente a partir de un enfoque social, a una propuesta que 
pretende dar una respuesta concertada.

Este caso revela dos lecciones (Cuenya 2001): a) el peso de la opi­
nión de sectores de la sociedad civil, en torno a estos proyectos y su 
movilización, y b) la importancia de la autonomía del gobierno local, 
lo cual le permite asumir el liderazgo en el diseño y la ejecución de 
los grandes proyectos urbanos. 123
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Con mayor concentración en el tiempo, otra gran intervención urba­
na, el Rescate del Centro Histórico de Lima, constituyó un ejemplo en 
el que no se logró obtener el acuerdo total de un importante sector invo­
lucrado, los vendedores de la calle, en torno a la intervención propuesta 
por el municipio, a pesar de su indudable validez para el desarrollo de la 
ciudad (Ruiz de Somocurcio 1999).

Es interesante, para fines comparativos, ver las grandes diferencias en 
los enfoques, para analizar el papel de los actores en torno a esta temáti­
ca. Según algunos autores (Altshuler y Luberoff 2003), en los análisis polí­
ticos norteamericanos se pueden identificar cinco teorías, que pueden 
explicar la relación entre los grandes proyectos urbanos y los actores:

- Elite-reputacional, donde dominan las élites corporativas.
- Pluralista, donde la influencia política está ampliamente distribuida.
- Selección pública, que se basa en la selección racional.
- Elite-estructural, basada en las estructuras dominantes.
- Histórico-institucional, basada en arreglos institucionales.

A pesar de estar frente a un enfoque analítico diferente al que predomina 
en América Latina, la propuesta es interesante, ya que trata de identificar las 
teorías que permitirían explicar las complejas relaciones y conflictos que se 
generan entre los distintos intereses involucrados en la temática de las 
intervenciones urbanas de gran magnitud. Evidentemente, este es un tra­
bajo que solo puede avanzar con el estudio exhaustivo de casos concretos.

La metropolización, como la globalización, provoca un doble proce­
so: homogenización y diferenciación de los actores sociales, pues tiende a 
formar el mismo tipo de actores económicos en todas las ciudades y paí­
ses; al mismo tiempo, no todos estos actores son capaces de adaptarse a las 
circunstancias del lugar y el momento. Esta doble dinámica constituye el 
marco de la planificación negociada para las transacciones entre los acto­
res multinacionales y locales (Ascher 2001), presentes en muchos de los 
grandes proyectos urbanos; algunas veces son actores privados, y otras, 
públicos, como en el caso de los organismos multilaterales de coopera­
ción económica, como el Banco Interamericano de Desarrollo.124
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Fmanciamiento de los grandes proyectos urbanos

¿Cómo ha planteado el financiamiento de los grandes proyectos urbanos 
la planificación tradicional y la planificación estratégica?

Para la primera es evidente que el mayor peso de la inversión en este 
tipo de proyectos, por su escala, recae en el sector público, ya sea a través del 
aporte de la tierra, o a través de este más la inversión en construcción/rea- 
decuación de la infraestructura y los equipamientos urbanos. Esta última 
opción ha prevalecido, por ejemplo, en Estados Unidos. En América Latina, 
la solicitud de préstamos a los organismos financieros multilaterales (Banco 
Mundial, BID), para realizar grandes intervenciones urbanas, contribuyó, en 
gran medida, al endeudamiento externo de muchos países.

Agotada, en muchos casos, esta posibilidad, o se cesó de promover este 
tipo de proyectos o se comenzó a buscar la inversión privada, nacional o 
extranjera. Hay que señalar, además, que para muchas ciudades, los mon­
tos de las inversiones económicas para invertir en estos proyectos excedí­
an sus capacidades financieras. A esto hay que sumar la debilidad de cap­
tación tributaria de los gobiernos locales en muchos países.

Lo anterior configuró, paulatinamente, una creciente incapacidad de 
gestión de proyectos de gran dimensión en muchas ciudades latinoameri­
canas, en particular en las décadas de los años ochenta y noventa, por lo que 
se redujo la función pública al control, cada vez más ineficiente, del desa­
rrollo de las ciudades, al mantenimiento sin mayores inversiones ni moder­
nización de los servicios públicos, y a la ejecución de proyectos puntuales.

Existen evidencias de que en muchos países latinoamericanos ya se 
alcanzó un límite tributario, a través de impuestos, tasas o contribuciones. 
La razón principal es que, en la mayor parte de estos países, la llamada cri­
sis de la deuda externa, a mediados de los ochenta, llevó a una tensión de 
las finanzas públicas, en la cual una parte creciente de los tributos fue des­
tinada al servicio de las deudas (externa e interna) de estos países, y no al 
mantenimiento de los servicios existentes o a la creación de nuevos, a tra­
vés de inversiones. Esta situación ha llevado a muchos gobiernos a crear 
y /o  utilizar formas de recaudación que no signifiquen una extracción del 
ingreso de la población (en un juego de suma cero, donde lo que uno 125
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gana lo pierde el otro), sino un juego de suma mayor que cero, en el cual 
todos ganan, en función de un incremento en el valor de los inmuebles 
y de creación de plusvalías urbanas (Sandroni 2004).

Así se desdibujó el poder de incidencia económica de los gobiernos 
locales en el desarrollo de las ciudades, a pesar de los intentos de actuali­
zación y cambio de los regímenes tributarios municipales, y de la crea­
ción de algunos mecanismos innovadores, como el Fideicomiso del Cen­
tro Histórico de la ciudad de México. La función pública mostró, duran­
te esos años, sus más acentuados rasgos de obsolescencia e ineficiencia res­
pecto a la gestión urbana, y su incapacidad de promover intervenciones 
urbanas de gran envergadura.

La introducción, en los años noventa, de la planificación estratégica en 
la gestión de muchas ciudades latinoamericanas trajo nuevas opciones en 
torno al papel del sector público y la inversión en grandes proyectos urba­
nos. Emblemáticamente, lo hecho en la ciudad de Barcelona comenzó a 
difundirse como un modelo a seguir.

Es claro que la planificación estratégica, a pesar de las críticas de validez 
que se han formulado, introdujo acciones que estimularon la inversión pri­
vada, a través de novedosos mecanismos de concertación, y la creación de 
incentivos económicos de distinto tipo. No obstante, también debe decirse 
que la existencia de una visión de ciudad (o al menos la presencia de una 
actitud socialmente compartida por construirla), el desarrollo de un con­
junto de “eventos” que se desarrollan en estos grandes proyectos o son esti­
mulados por su presencia, y una importante inversión pública son condi­
ciones necesarias para que la inversión privada tenga lugar.

Aquí es importante señalar que la noción de “déficit de la operación” 
debe incorporar los beneficios y costos no financieros. Esta cuestión está 
estrechamente vinculada al anáfisis de los impactos de este tipo de pro­
yectos, que examinaremos más adelante. La ausencia de estas y otras con­
diciones más ha limitado los resultados de algunos grandes proyectos 
urbanos, surgidos al calor del creciente peso que tiene la planificación 
estratégica en las ciudades latinoamericanas. Hay que reiterar que el aban­
dono de las inversiones públicas potencia los efectos negativos del mer­
cado en este tipo de proyectos.126
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Es necesario destacar siempre, por su importancia, el papel de la tierra 
como recurso económico y soporte material indispensable para las inter­
venciones urbanas de grandes dimensiones, y las formas de gestión utili­
zadas para la participación de este bien, así como los instrumentos cons­
truidos y sus limitaciones. Por esta razón, aspectos como la captación y uti­
lización de plusvalías, y la medición y tributación de las valorizaciones de 
la tierra generadas por la ejecución de estos proyectos deben ser estudia­
dos a profundidad, así como el establecimiento de seguros contra los ries­
gos financieros, pues son temas de crucial importancia para el análisis espe­
cífico de los mismos y para la regulación de la tierra urbana, en general.

Hay que repensar la noción de déficit de la operación en los grandes 
proyectos urbanos. La colectividad que desea la valorización de un sector 
de su territorio debe asumir las inversiones claves (adelanto de las plusva­
lías inmobiliarias que se generarán). La contribución de la colectividad no 
debe ser entendida como una subvención a un desequilibrio, sino como 
una inversión de interés general. La función de los gobiernos de la ciudad 
es garantizar la perecuación d e  lo s  beneficios. Por e so  m ism o , esto no debe 
quedar e n  manos privadas. La securización de los grandes proyectos urba­
nos implica compartir los riesgos.

Surgen así las asociaciones público-privadas para impulsar grandes 
proyectos urbanos. Existe una amplia gama de asociaciones de este tipo. 
En un extremo se ubican las que están ampliamente dominadas por el 
sector público, que aporta el financiamiento, toma las decisiones y asume 
todos los riesgos. En el otro extremo de la gama están las formas de aso­
ciación en las que la participación del sector público se reduce a pro­
porcionar subsidios, que permiten a los socios privados obtener utilida­
des que les hagan atractivo el negocio. De este modo, el sector público 
logra sus objetivos a través de la acción del sector privado, pero asumien­
do el costo de los subsidios. Existe una gama de situaciones intermedias 
en las que los sectores público y privado se involucran con más profun­
didad en la sociedad y contribuyen con financiamiento y capacidad de 
gestión y coordinación con otras entidades públicas. En este tipo de 
sociedades, los aportes de recursos privados están en riesgo, ya que no 
están garantizados ni asegurados por el sector público. Entre esas socie­ 127
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dades figuran empresas de capital mixto, fideicomisos y corporaciones 
para el desarrollo urbano (Rojas 2004).

Las asociaciones público-privadas para la ejecución de proyectos ur­
banos han sido impulsadas, generalmente, por los gobiernos centrales, 
para incentivar al sector privado a conducir procesos de renovación ur­
bana, usando fondos públicos, incentivos fiscales y financieros, y modifi­
caciones en los marcos regulatorios urbanísticos (Sandroni 2004). Esta 
modalidad de financiamiento encuentra sus mejores ejemplos en los 
grandes proyectos urbanos y constituye un instrumento clave desde la 
década efe los ochenta, en Estados Unidos y Europa. Mostrados, por lo 
general, como ejemplo de intervención del mercado, en la mayor parte 
de los casos implican la necesidad de una fuerte inversión pública en las 
primeras etapas, para estimular las inversiones privadas y el funciona­
miento del mercado del suelo, y hacer que las ciudades que atraviesan 
crisis y procesos de reestructuración espacial y económica puedan modi­
ficar su imagen, con miras a atraer el capital internacional. Hay, sin 
embargo, muestras crecientes de que estas intervenciones acentúan las 
desigualdades sociales y espaciales.

El caso de la corporación para el desarrollo de Bilbao Metropolitano 
(RIA 2000) es un ejemplo de resultados contradictorios, a pesar de su 
innegable éxito. Creada como una firma privada por iniciativa del gobier­
no central, en la práctica opera como una agencia cuasi pública, cuyo 
objetivo es manejar una serie de operaciones de renovación urbana en el 
área metropolitana de Bilbao. Cuenta con un considerable poder para 
manejar tierras y fondos públicos, que se arriesgan para impulsar proyec­
tos que propician una mayor valorización de las tierras y el capital priva­
do. Durante los años en que ha estado funcionando, RIA 2000 ha impul­
sado tres grandes operaciones: Abandoibarra, un proyecto ribereño con 
que se han construido edificios emblemáticos, como el museo Guggen­
heim; Amézola, reconversión de una antigua estación de ferrocarriles para 
usos residenciales y zonas verdes; y la transferencia de la línea férrea 
metropolitana.

No obstante su potencial como agencia ejecutiva y de coordinación 
entre diferentes actores, su estatus como empresa privada ha generado crí­128
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ticas por su papel en la privatización de la planificación urbana, la falta de 
responsabilidad política, su énfasis en el desarrollo de sitios de elevado 
potencial comercial y alto retorno financiero, así como la forma de prio- 
rizar los aspectos físicos de la renovación urbana (Rodríguez 1995).

El recorte temporal de los ciclos financieros y la presión inducida so­
bre los tiempos en la toma de decisiones dificultan la inserción de los 
grandes proyectos en las ciudades. Para contrarrestar estos obstáculos hay 
que insistir en dos cuestiones: la valorización de estas inversiones en el fu­
turo y el apoyo en la creación de “eventos” que contribuyan a crear una 
atmósfera en la cual se asocien los diferentes actores (Noisette 2002).

En el caso de la ciudad de México, es interesante destacar el modelo 
del Fideicomiso del Centro Histórico. Su labor consiste en brindar aseso­
ría técnica a los proyectos de rehabilitación, gestionar los trámites de Ucen­
cias y permisos para ejecutar las obras, y otorgar incentivos fiscales y faci- 
Udades administrativas. El fideicomiso recibe aportaciones de los propie­
tarios que inscriben sus inmuebles en sus programas (Fideicomiso del 
Centro Histórico de la ciudad de México 1994).

La ciudad de Quito presenta otro modelo que es útil observar. En 
1987, a raíz del terremoto que asoló la ciudad, el Congreso Nacional creó 
el Fondo de Salvamento del Patrimonio Cultural, cuyo manejo fue encar­
gado a la municipaUdad. Para finales de 1996, el fondo había ejecutado 
alrededor de 300 proyectos por un monto de 24 millones de dólares. La 
estrategia consistió, en un principio, en ejecutar proyectos de forma para­
lela al Plan Maestro de Recuperación de áreas históricas; posteriormente, 
se dio el desarrollo de proyectos de este plan, con un préstamo de 41 
millones de dólares, otorgado por el Banco Interamericano de Desarrollo. 
Estos proyectos se han abordado de forma “nucleada”, en general, y con­
centrada en barrios con altos índices de deterioro económico-social y 
físico-ambiental, y para los fondos prestados por el BID, la rehabüitación 
de uno de los ejes principales del Centro Histórico, lo que permitirá la 
recuperación de la inversión (Woolfson 1998).

El éxito de las inversiones en el patrimonio cultural, como es el caso 
de grandes proyectos en los centros históricos, exige la cooperación para 
el financiamiento de múltiples actores, públicos y privados; internaciona­ 129
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les, nacionales y locales; formales e informales (Rojas 1999 y Serageldin 
et al. 2001).

La forma de gestión y financiamiento que se encuentra con mayor 
frecuencia en los programas de recuperación urbana son las empresas de 
capital mixto. Este modelo de asociación responde bien a las necesidades 
de la recuperación de áreas urbanas centrales, dado que combina eficaz­
mente capacidades tanto del sector público como del sector privado, para 
emprender tareas tan variadas como consolidar suelo por medio de com­
pras e intercambios de parcelas; captar, para fines públicos, los aumentos 
del valor del suelo, resultantes de las acciones de recuperación; construir 
o rehabilitar espacio para usos residenciales, de servicios, comerciales y 
productivos, y luego comercializarlo y administrarlo; y asegurar la parti­
cipación de la comunidad en las decisiones y los beneficios de los proce­
sos de recuperación (Rojas 2004).

Un ejemplo interesante lo muestran los resultados del Programa de 
Repoblamiento del Centro de Santiago, en Chile, conducido por la Cor­
poración para el Desarrollo de Santiago. Uno de los indicadores es la varia­
ción del precio del suelo en el área central, y el Barrio Poniente en parti­
cular. En 1990, cuando se inició el Programa de Repoblamiento y se dis­
puso del subsidio de remodelación, los precios de la tierra en las zonas más 
favorables para usos residenciales fluctuaban entre 90 y 150 dólares por 
metro cuadrado. En 1997, el precio de terrenos comparables había subido 
a 360 dólares por metro cuadrado. En ningún momento se constató esca­
sez de suelo para desarrollar proyectos y, de hecho, al aumentar los precios, 
aumentó la oferta (Corporación para el Desarrollo de Santiago 1996).

Por último, debemos destacar otro punto de singular importancia en 
la discusión sobre el desarrollo urbano actual: la ejecución de grandes 
proyectos urbanos implica visualizarlo, en muchos casos, como un ele­
mento clave para incrementar la competitividad de las ciudades. Más allá 
de los casos en que esta responde, ante todo, a programas de marketing 
urbano, esto es posible si se amplía la concepción de la competitividad 
urbana, más allá de la limitada dimensión económica de la misma, tema 
que cada día cobra más relevancia.
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Impactos de los grandes proyectos urbanos

Tanto la planificación tradicional como la planificación estratégica han 
analizado los impactos sociales, económicos, ambientales, culturales y ur­
banísticos de los grandes proyectos de manera aislada, sin explorar las rela­
ciones y concatenaciones entre ellos, sus consecuencias en el desarrollo de 
la ciudad y de la región en que se realizan, y sin pensarlos en el largo 
plazo.

Tampoco se ha reflexionado sobre el impacto de los grandes proyec­
tos en la práctica y la teoría de la planificación urbana, ni, particularmen­
te, sobre su papel en la conceptualización de la gestión de la tierra urba­
na, sus efectos en el funcionamiento de los mercados de tierra, la genera­
ción de plusvalías, etc.

Sin embargo, los impactos de los grandes proyectos urbanos no son un 
problema exclusivamente urbanístico, más bien, sus efectos territoriales 
tienen un carácter multifacético (Ferran 2001), sobre:

- el sistema urbano, al provocar integración o aislamiento espacial;
- las condiciones económico-sociales, al acentuar la concentración de la 

riqueza o estimular una mejor distribución de la misma;
- el papel de la ciudad y su nivel de competitividad;
- la forma de gobierno, ya que puede incidir en distintos sentidos sobre 

la democracia, la participación ciudadana y la descentralización;
- la planificación urbana, ya que las regulaciones específicas pueden 

debilitarla o potenciarla;
- el medio ambiente, al deteriorarlo o contribuir a su desarrollo;
- las identidades y valores culturales, al estimular la emergencia de nue­

vos valores;
- y especialmente en la gestión de la tierra urbana, al generar nuevas 

condicionantes para el funcionamiento de los mercados de tierra e 
incrementar sus precios.

En el Cuadro No. 2 se presenta la síntesis sobre los impactos de los gran­
des proyectos urbanos, favorables y desfavorables, en cinco aspectos: el 131
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desarrollo de la ciudad, la planificación urbana, los mercados de tierra, la 
estructura social urbana y el medio ambiente urbano.

Otros impactos quedan al margen y, aunque tienen importancia, no 
aparecen en el cuadro, como las consecuencias en la práctica profesional 
de los arquitectos, los planificadores urbanos y otras profesiones vincula­
das al desarrollo de las ciudades; el surgimiento de nuevos promotores 
inmobiliarios, muchos de ellos de carácter transnacional; las transforma­
ciones en la legislación urbanística, los mecanismos de financiamiento del 
desarrollo urbano (en la medida en que muchas de las grandes inversio­
nes que implican estos proyectos escapan incluso al control de los gobier­
nos nacionales); el papel de los gobiernos locales en el desarrollo de las 
ciudades (en tanto algunas de estas grandes intervenciones urbanas rivali­
zan con proyectos locales), etc. Estos puntos, además, llevan a una interro­
gante esencial: ¿en qué medida están preparadas las ciudades para asimilar 
la presencia de grandes proyectos urbanos? Para responder es necesario 
profundizar en el anáfisis de estos impactos, con el apoyo en el estudio de 
casos concretos.
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Cuadro No. 2
Consecuencias de los grandes p royectos urbanos

Favorables D esfavorab les

En el 
desarrollo 
general de 
la ciudad

Estos proyectos desencadenan  
dinámicas positivas al 
estimular grandes inversiones 
públicas y  privadas, potenciar  
la im agen positiva de la 
ciudad e increm entar su 
com petitividad.

A centúan la fragm entación  
(“dualización”) de la ciudad, 
y  producen islotes de gran 
calidad y  m odernidad  
urbana frente a amplias 
zonas desfavorecidas por no  
recibir inversiones; se pierde 
la “visión  de ciudad” .

En la
p lan ificac ión

urbana

Los proyectos provocan 
cam bios innovadores y una 
nueva dinám ica en el 
enfoque tradicional de la 
planificación urbana, 
estim ulando, además, nuevas 
formas de participación y 
transform aciones en  las 
norm as urbanísticas vigentes.

Por su carácter parcial, 
estos proyectos contribuyen  
a la desregulación del 
desarrollo urbano y  generan  
privilegios en  el cam po  
de la norm ativa urbana; 
adicionalm ente, favorecen la 
participación de los actores 
c o n  m ayor poder y la privati­
zación de la gestión urbana.

En el 
mercado 

de la 
tierra

Los proyectos perm iten  
im plem entar nuevas y  
flexibles m odalidades de 
m anejo de la tierra entre el 
sector público y  el sector 
privado, sobre la base de 
norm as especiales para el 
uso de la tierra.

Se increm entan los precios 
de la tierra, lo  que aum enta  
la desigualdad urbana; 
las plusvalías generadas son, 
en  m uchos casos, captadas 
individualm ente, sin beneficiar  
el desarrollo de la ciudad  
en su conjunto.

(Continúa...)
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E n la  
estructura  

soc ia l 
urbana

Los grandes proyectos 
m ejoran la calidad de la 
infraestructura y  los servicios 
urbanos que ofrecen; 
contribuyen a elevar, 
en  general, el n ivel de las 
cond iciones de vida de 
m uchos sectores sociales.

T ien d en  a desplazar a los 
antiguos habitantes, provocan  
procesos de elitización, 
refuerzan los patrones de 
segregación socioespacial 
existentes en  la ciudad  
y  m odifican las identidades 
urbanas.

E n el 
m e d io  

am b ien te  
urbano

Los proyectos, en  m uchos  
casos, producen procesos de 
saneam iento de áreas 
am bientalm ente degradadas.

A l constituir in tervenciones  
urbanísticas aisladas tienden  a 
producir, en  algunos casos, 
efectos perversos en  térm inos 
del m ed io  am biente, al m o d i­
ficar positivam ente una 
zona en perjuicio de otras o  
del conjunto de la ciudad.

Parece cierto que, por su complejidad, su dimensión territorial rebasa los 
límites administrativos y, por su carácter singular y esporádico, son difíci­
les de armonizar con los planes de ordenamiento territorial tradicionales. 
La integración de los grandes proyectos urbanos a la realidad preexisten­
te genera verdaderos rompecabezas (Ferran 2001). Esto es especialmente 
difícil en ciudades densas y en zonas con valor histórico.

Sin embargo, este tipo de intervenciones tiende a proliferar en países con 
niveles de desarrollo muy diferentes y se plantea lo que un autor, al referir­
se a los efectos de la globalización, llama la paradoja urbana: aunque las con­
diciones objetivas entre las ciudades del mundo avanzado y el mundo en 
desarrollo tienden a ser similares, sus significados suelen ser más locales y 
subjetivos (Cohén 1996). Además, el mercadeo de este tipo de intervencio­
nes lleva a una equivocada y peligrosa idea: la formación de un club de ciu­
dades poseedoras de grandes proyectos urbanos emblemáticos.

Pero, quizá uno de los mayores desafíos de los grandes proyectos urba­
nos es hacer realidad lo que, en general, los discursos les atribuyen, esto es, 
que pueden constituirse en un espacio de “oportunidades urbanas” para134
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todos, cuando en muchos casos ocurre lo contrario. Por ejemplo, en una de 
estas grandes intervenciones urbanas emblemáticas de Estados Unidos, 
Battery Park, en Manhattan, se planeaba tener una tercera parte de los 14 mil 
apartamentos proyectados, subsidiados para los pobres, y otra tercera parte 
para familias con ingresos medios. La revisión del proyecto condujo a desti­
nar los subsidios para los edificios de oficinas (bajo la forma de disminución 
de impuestos) y se construyeron 14 mil apartamentos de lujo (Frieden y 
Sagalyn 1994). Lo mismo ocurre en muchos proyectos que se caracterizan 
por lo que se ha llamado el urbanismo posmodernista (Ellin 1996), que se 
encuentran tanto en las comunidades cerradas como en las que se han pea- 
tonalizado, cuyas dimensiones tienen importantes impactos en las ciudades.

Conclusiones

Las ideas expuestas en las páginas anteriores permiten plantear las siguien­
tes interrogantes en torno a la gestión de la tierra en las grandes interven­
ciones urbanas.

¿El mantenimiento de la gestión pública de los procesos de creación 
de los grandes proyectos urbanos es un requisito indispensable para garan­
tizar su integración al desarrollo de la ciudad en su conjunto?

¿Cuál debe ser el papel de las asociaciones público-privadas, y cuáles 
sus formas de participación y su peso en la gestión de la tierra en los gran­
des proyectos, para lograr articularlos con una visión integrada de ciudad?

¿Es posible diseñar modalidades específicas de regulación de la tierra 
urbana para los grandes proyectos, con el objetivo de lograr una distribu­
ción más equitativa de las plusvalías generadas y reducir los impactos ne­
gativos por el cambio en los precios?

¿Qué importancia debe tener la reducción de la segregación socio- 
espacial y el control de los impactos ambientales negativos, al momento 
de evaluarse la factibilidad de ejecución de grandes proyectos urbanos?

¿Las plusvalías generadas por los grandes proyectos deben destinarse 
exclusivamente para ser reinvertidas en los mismos, o deben dedicarse a 
proyectos en otras áreas deficitarias de la ciudad? 135
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Las respuestas a estas interrogantes solo se pueden tener a partir de un 
estudio exhaustivo de un conjunto representativo de grandes proyectos 
urbanos, ejecutados o en proceso de realización en ciudades latinoameri­
canas, como se ha propuesto antes. Estas interrogantes conforman un 
conjunto de desafíos que enmarcan la gestión de la tierra. Los principa­
les se han tratado de sintetizar en el Cuadro No. 3.

Cuadro No. 3 Desafíos de la gestión de la tierra
A sp ecto s D e sa fío s

1. Papel en  el desarrollo urbano Integración del proyecto en  la ciudad.
2. R elac ió n  co n  la planificación  

de la ciudad
C on tribución  al proceso de planifica 
c ión  de la ciudad.

3 .V incu lación  co n  la norm ativa  
urbana v igen te

Evitar la creación de norm as que  
concedan privilegios exclusivos al 
proyecto.

4, Participación de los actores Incorporación de todos los actores 
involucrados directa e indirectam ente.

5. G estión  de los proyectos Im pedir la fragm entación institucional 
y  la privatización de la gestión  urbana.

ó. F inanciam iento P rom oció n  de m odalidades de capta­
ción  y  distribución equitativa de las 
plusvalías.

7. Im pactos soc io eco n ó m ico s y  
urbanísticos

R e d u cc ió n  de los efectos negativos de  
distinto tipo.

Finalmente, queremos concluir este trabajo con una afirmación: la con­
cepción que mira a los grandes proyectos urbanos conducidos por el sec­
tor privado, así sea a través de asociaciones público-privadas, como el ele­
mento motor del desarrollo de las ciudades es la expresión más clara de 
la visión neoliberal de la gestión urbana, en la cual el papel de la institu- 
eionalidad pública y el interés general tienden a desvanecerse, en función 
de los intereses privados, bajo el manto de la necesidad de incrementar la136
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competitividad de las ciudades exigida por la globalización. Lo anterior 
no invalida la necesidad de pensar, dada la creciente complejidad de los 
fenómenos urbanos, en impulsar intervenciones urbanas de gran dimen­
sión y de distinto tipo, pero que efectivamente generen ciudades más jus­
tas y equitativas. Este es uno de los principales desafíos para la gestión 
urbana de América Latina en los años futuros.
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Anexo
A m ér ic a  Latina
M u estra  de grandes p ro y ecto s  u rb an os e n  c iu d ad es se lecc ion a d as

País o  c iudad P royectos

M éx ico , D.F. -  N u e v o  aeropuerto internacional
-  Z on a Santa Fe
-  C entro H istórico
-  Proyecto Ferretera

B uenos Aires -  Puerto M adero (recuperación frente costero)
-  Proyecto R etiro
-  Area de transbordo Saénz-Pom peya

C órdoba -  T elepuerto
R osa rio -  Plan de M ejoram iento de Barrios
B ogotá -  Transm ilenio (transporte urbano)

-  Proyecto habitacional El R ecreo
-  Proyecto U sm e

La Habana - R ehab ilitación  C entro H istórico  La Habana Vieja
-  R ecu p era ción  de la zona portuaria

Panamá -  Plan del área de Panamá Este
Lima - C entro H istórico  de Lima
Caracas -  E xpansión de la U niversidad Central de V enezuela
Santiago de C hile -  R e  utilización del antiguo aeropuerto de C errillos

-  Programa habitacional Santiago C entro
-  A nillo  Interior de Santiago

C on cep ció n -  Plan B io  B io
M on tev id eo -  Plan Fénix

-  C entro C om ercial Punta Carreta
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6 El poder local y su papel en las 
estrategias territoriales en la 
América Central actual*

Alrededor de esta temática

D eslumbrados por algunos procesos de democratización, frágiles 
unos y consolidados otros, que se han desplegado desde Europa 
hasta América Latina, pasando por Asia, el tema de los gobiernos 
locales y su papel en una mayor participación popular en el poder políti­
co y en el mejoramiento de las críticas condiciones de vida de las masas 

trabajadoras ha vuelto a irrumpir con fuerza, suscitando no pocas expec­
tativas en algunos de nuestros países.

Aunque el énfasis se ha colocado en el papel democratizador de los 
gobiernos locales, en su incidencia en el sistema y las prácticas políticas, al 
asociarse el desarrollo de estos al mejoramiento de las condiciones de 
vida, llegamos, en algún momento, a la relación entre gobiernos locales y 
la planificación del desarrollo de soluciones habitacionales para la pobla­
ción de menores ingresos en los países en que hay una real y efectiva cons­
trucción de estas formas descentralizadas del poder estatal.

Las siguientes páginas tratan sobre esta relación, y su objetivo es des­
tacar algunos puntos polémicos, particularmente en torno a los gobiernos

★ Ponencia presentada en el seminario internacional “Soluciones habitacionales desarro­
lladas por la población de bajos ingresos en el tercer mundo”, Facultad de Arquitectura 
y Urbanismo, Universidad Central de Venezuela, abril 6-10,1987. 141
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locales, al poder local y a la organización de los sectores sociales urbanos 
de menores ingresos para la construcción de sus viviendas; se intenta, al 
final, plasmar algunas reflexiones sobre esta temática en el caso nicara­
güense.

Gobiernos locales
y planificación de la vivienda popular urbana

El centro de nuestra preocupación es la relación entre los gobiernos loca­
les y la vivienda popular urbana, siendo conscientes de la debilidad polí­
tica y económica de los primeros, y de la amplitud del problema y el 
abordaje nacional de la segunda.

Pensamos, entonces, que si ambos son de importancia para el desarro­
llo actual y futuro de nuestros países, de sus ciudades y, principalmente, de 
sus habitantes, esta relación constituye una problemática cuya relevancia 
justifica la reflexión en torno a ella.

Ya hace algún tiempo el desarrollo histórico, las limitaciones y la po­
tencial contribución a procesos de cambio social de los gobiernos locales 
ha sido objeto de análisis y estudios por parte de diferentes disciplinas 
científicas y a partir de varios enfoques. Hoy, en los momentos en que se 
desarrollan, en distintos países de América Latina, procesos políticos de­
nominados genéricamente de “democratización”, la cuestión de los go­
biernos locales, y con más precisión del poder local, que va más allá de 
los gobiernos locales, pasa a ocupar una importante posición en la refle­
xión sobre los cambios que nuestras sociedades necesitan1.

Alrededor de los gobiernos locales, sean regionales o municipales, han 
girado algunas cuestiones cruciales que, sin pretender agotar, señalamos a 
continuación.

1 Aunque no es el sujeto de nuestro trabajo, creemos necesario señalar que el uso indi- 
ferenciado del término “democratización” conduce a serios errores, al homologar pro­
cesos políticos tan diferentes cualitativamente como el argentino o el salvadoreño, 
entre otros.
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- La relación entre gobierno central, gobiernos locales y comunidades u 
organizaciones de base, que remite al problema de la descentralización 
y su papel en el desarrollo económico-social y en la democratización 
del poder político.

- El problema de la autonomía política real y posible de las administra­
ciones locales, de las formas de su elección y su legitimidad.

- El problema de su capacidad y autonomía económica, y la incidencia 
de la actual crisis y las políticas de reajuste estructural en ellas.

- La heterogeneidad creciente de los ámbitos de acción social y territo­
rial de los gobiernos locales y los intentos de reforzar su papel median­
te la creación de federaciones de los mismos y el fortalecimiento ins­
titucional a través de la preparación técnica y política de sus cuadros 
de dirección.

- Las tendencias actuales que, al asignar la ejecución de programas de las 
políticas sociales a los gobiernos locales, y basarse en la ineficiencia y 
la necesidad de reducir el peso del aparato central del Estado, hacen 
recaer, en la práctica, los costos de las actuales p o lít ic a s  de reajuste eco­
nómico en los sectores populares.

Un buen ejemplo del tratamiento de estas cuestiones aparece en los tra­
bajos dejordi Boga (1984), los cuales revelan con transparencia la opción 
de democratización en que se basan buena parte de los análisis actuales en 
torno al papel de los gobiernos locales.

El autor, partiendo de que la descentralización que enmarca el desa­
rrollo de los gobiernos locales es consustancial a la democracia y al pro­
ceso de democratización del Estado, y reconociendo que el proceso de 
construcción de la forma democrática de este en Europa se da en el marco 
del Estado-nación, y no en ámbitos locales o regionales, se apoya en auto­
res como Tocqueville para plantear que la forma del Estado democrático 
es la articulación de poderes locales, y señala, posteriormente, las tenden­
cias actuales de la descentralización, analizándola como un proceso políti­
co-administrativo.

De este rico, pero muy discutible enfoque, que se basa en la experien­
cia europea, conviene señalar dos puntos críticos: el primero, una simula­ 143
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ción entre gobierno local y poder local, es decir, restringe este último al 
primero, aunque sea involuntariamente, reduciendo así el valor de las 
diversas formas que puede asumir el poder local en procesos de transfor­
mación y revolución social; el segundo muestra su concepción política 
subyacente con gran claridad. Citaremos algunos párrafos del ensayo 
mencionado:

Una forma específica y hoy muy importante de participación es la 
que puede darse en el ámbito de la cooperación o economía sodaP 
(cooperativas, mutuales, asociaciones, trabajo voluntario o benévo­
lo, etc.). Una de las posibilidades de la descentralización es la de 
contribuir a desarrollar la economía social y la de encontrar fór­
mulas nuevas de colaboración entre las empresas o grupos de este 
sector y la administración publica descentralizada en todos los 
campos de la actuación (vivienda, tercera edad, equipamientos y 
actividades culturales o deportivas, nuevas empresas de tipo coo­
perativo, etc.) [...]

La descentralización no es únicamente un proceso político- 
administrativo de democratización del Estado: tal como se plan­
tea hoy, por lo menos esta es nuestra posición, significa abrir cau­
ces para el desarrollo de la iniciativa y la organización de la socie­
dad civil, para facilitar la actividad autónoma de nuevos actores 
económicos y sociales y para hacer avanzar un nuevo tipo de eco­
nomía (social) y de derecho (contractual) que se sitúan entre lo 
público y lo privado. [...]

Por todo lo dicho consideramos la descentralización, desde una 
perspectiva global, como una de las respuestas mediante las cuales 
se intenta superar viejas antinomias que corresponden cada vez 
menos a nuestra época: liberalismo-socialismo, Estado-sociedad 
civil, representación mediante partidos o articulación de institu­
ciones territoriales, crecimiento económico-igualdad social y 
territorial, universalismo-localismo, etc [...] (Borja 1984).

144 2 Subrayado en el ensayo citado.
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Discrepando definitivamente de esta concepción política y del papel asig­
nado a los gobiernos locales, solo nos limitaremos aquí a señalar el serio 
peligro que representa su traslado sin mediaciones a las condiciones actua­
les de muchos países en América Latina. Si la existencia de posiciones y 
enfoques como el expresado por Jordi Boga tienen un asidero en la par­
ticular realidad de la Europa occidental de la posguerra, el análisis de la 
historia de nuestros países, incluso en aquellos donde se dibuja un proce­
so de democratización del sistema político, obliga a pensar en el papel de 
los gobiernos locales, y del poder local en sentido amplio, de una forma 
muy diferente, tanto a nivel de los procesos políticos globales (democrati­
zación, revolución, etc.), como al nivel de las relaciones específicas, como 
la que existe entre gobiernos locales y problemas urbanos, y que nos 
ocupa en este trabajo.

Lo anteriormente esbozado nos conduce así al problema de las políti­
cas urbanas y su concretización en los niveles locales, y al papel de la pla­
nificación urbana en general y de la planificación de la vivienda popular
urbana e n  p articu lar.

Y es que la vivienda de los sectores populares urbanos es un problema 
que, aunque exacerbado en las principales ciudades de nuestros países, 
especialmente en las capitales de los mismos, no deja de tener una impor­
tante presencia en las ciudades llamadas intermedias o pequeñas, ligándo­
se así al papel de los gobiernos locales.

Tal es el marco de nuestra reflexión, sobre el que queremos, como 
antecedente, indicar que al estudiar algunos casos centroamericanos se 
pueden extraer interesantes conclusiones a partir de sus particularidades.

En el caso de Costa Rica vamos a encontrar una clara debilidad de los 
gobiernos locales municipales y, prácticamente, la inexistencia de gobier­
nos locales regionales. Los intentos que se han hecho por fortalecer su 
ámbito de acción no han trascendido más allá de la creación del Instituto 
de Fomento y Asesoría Municipal (IFAM), dedicado a la formación de 
dirigentes municipales. Es difícil encontrar en las reivindicaciones popu­
lares la exigencia de mayor participación en los gobiernos locales, de 
mayor cuota de poder de estos, o el desarrollo de formas alternativas de 
poder local. Hay, es cierto, una cierta corriente “municipalista” dentro del 145



A mérica Latina, países pequeños de grandes ciudades

partido que ha hegemonizado el gobierno costarricense durante los últi­
mos 36 años (el social-demócrata Partido de Liberación Nacional), pero 
su peso al interior del mismo es mínimo, y el tema de la descentralización 
está poco presente en los discursos oficiales (Arauz 1978 e IFAM 1980), 
aunque en el gobierno actual se esté observando un importante giro en 
sentido contrario3.

Una muestra palpable de la situación anterior es la inexistencia de 
alcaldes electos directamente por voto popular, siendo los consejos de 
munícipes un cuerpo deliberativo, mientras que la administración del 
municipio recae en un Ejecutivo nombrado directamente por este últi­
mo, al margen de sus miembros. Obviamente, la planificación de la 
vivienda popular urbana está fuera de las ocupaciones del débil gobierno 
local, y este problema, que ha asumido una dimensión creciente en los 
últimos años, ha sido abordado en instituciones autónomas centrales, hasta 
el presente gobierno, en que se ha creado un ministerio dedicado espe­
cialmente a este campo.

El caso de Nicaragua es radicalmente diferente. A partir del triunfo de 
la Revolución Popular Sandinista, frente a la necesidad crucial de cons­
truir una nueva sociedad donde la participación popular friera efectiva y 
real, y ante los enormes problemas que presentaba la reconstrucción de 
las principales ciudades del país, se inició un proceso de estructuración de 
gobiernos locales con características diferentes a las existentes durante la 
dictadura anterior; sin embargo, es a nivel de los gobiernos regionales, 
establecidos cuatro años después del triunfo sandinista, que vamos a 
encontrar la búsqueda de un nuevo tipo de gobiernos locales, a pesar de 
los enormes esfuerzos desplegados por las llamadas juntas de reconstruc­
ción de Managua y otras ciudades intermedias, en los años inmediata­
mente posteriores al triunfo revolucionario de 1979.

3 Hay, actualmente, un proyecto legislativo que pretende otorgar el 10% del presupues­
to nacional a las municipalidades del país, lo que ha generado opiniones encontradas. 
Ver el periódico La Nación, del 16 de abril de 1987 (San José, Costa Rica) y cómo el 
desarrollo posterior del debate produjo cierres de calles y carreteras por parte de 
Concejos Municipales, para presionar la aprobación del proyecto.146
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En el caso de Guatemala, al contrario, vamos a encontrar una muni­
cipalidad en la capital que tiene una enorme importancia política, y que, 
por esto, podría tener un peso sustancial en la planificación de los pro­
gramas de vivienda popular. Sin embargo, eso no ha ocurrido y sería 
interesante analizar las razones de ello. Habría que explorar, posiblemen­
te, el desfase entre el peso político de la municipalidad y la capacidad 
económica de la misma, así como sus limitaciones en lo que respecta a la 
gestión urbana.

Los tres casos mencionados rápidamente en las líneas anteriores so­
lo pretenden señalar la diversidad de manifestaciones, así como la per­
tinencia de la problemática, que no ha sido abordada en los países cen­
troamericanos.

La relación, compleja y diferente, entre el desarrollo de las municipa­
lidades, las diversas manifestaciones del poder local y la planificación de la 
vivienda popular urbana se revela, así, de extraordinaria importancia.

Pudiera plantearse que, siguiendo los antecedentes esbozados, no exis­
te una relación directa entre los gobiernos locales, caracterizados por su 
debilidad de poder, y la planificación de la vivienda popular urbana (cuan­
do ella existe), generada y conducida por el gobierno central.

Hay, sin embargo, y esta es la hipótesis que subyace en nuestro 
planteamiento, una intensa relación indirecta, en la medida en que los 
programas y acciones que impulsan los gobiernos locales, por mínimos 
que sean en términos cuantitativos, tienen una incidencia sobre los pro­
gramas de vivienda popular que impulsa el gobierno central; a la vez que 
el impacto de estos últimos sobre los programas y acciones de los gobier­
nos locales es, muchas veces, decisivo.

Pensemos, solamente, en el papel, restrictivo en la mayoría de ocasio­
nes, de la aplicación rígida de normas y reglamentos por parte de gobier­
nos municipales, o la incidencia sobre tareas de estos últimos (como la re­
colección de desechos sólidos), que se incrementan cuando se desarrollan 
vastos conjuntos de viviendas populares por una decisión tomada única­
mente al nivel del gobierno central.
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Veamos, a continuación, las premisas que guían estas reflexiones:

- Estamos ante una relación de carácter eminentemente político y no 
técnico-administrativo. El marco global que la determina es el sistema 
político existente en cada uno de los países y la forma en que se estruc­
tura el aparato estatal. Solo a partir de estas determinaciones esenciales 
podemos hacer el análisis de la dimensión técnico-administrativa.

- El carácter político básico de esta relación hace que el núcleo de de­
terminaciones gire alrededor del poder, y la cuota del mismo (políti­
ca y económica), concretizado en los gobiernos locales. Esto hace de 
ella un dato no inmutable, sino fuertemente sujeto a las correlaciones 
de fuerzas dentro del aparato estatal y fuera de él, en los distintos 
períodos y coyunturas políticas.

- Por esta razón, un problema como el de la vivienda popular urbana es 
campo de acción de todas las formas que asume el poder local, sien­
do los gobiernos locales solo una manifestación de este. Aquí es donde 
entran a jugar su papel las organizaciones y los movimientos locales 
que reivindican la vivienda popular urbana. Aquí es donde puede ubi­
carse, también, el rol que en esta problemática puede cumplir la ase­
soría técnica.

- El otro componente de la relación, la planificación de la vivienda po­
pular, debe ser visto con las limitaciones intrínsecas que tiene todo 
tipo de planificación económica o social dentro de la lógica de cada 
sistema político. No es, de ninguna manera, un proceso que es posi­
ble abstraer de sus condicionantes. Por otra parte, nos encontramos, 
generalmente, con las expresiones locales de políticas y programas de 
vivienda popular definidos centralmente a nivel nacional en sus com­
ponentes básicos.

Se trata, pues, de enmarcar la relación gobiernos locales-planificación de 
vivienda popular urbana en su contexto político y económico global.
El análisis de esta temática debe, entonces, en primer lugar, dedicar espe­
cial atención a los programas de construcción de vivienda popular urba­
na (cuando existen) impulsados por los gobiernos locales, a los programas
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de mejoramiento de este tipo de viviendas, y a las acciones (declaracio­
nes o medidas) con las que estos gobiernos locales reaccionan ante el 
impacto de programas definidos y /o  ejecutados centralmente sobre su 
área administrativa, o ante tomas de terrenos, construcciones espontáneas 
o ilegales de barrios, u otras acciones reivindicativas hechas por sectores 
populares.

En segundo lugar, se debe observar cómo se dan la planificación de la 
vivienda popular por parte de los organismos centrales del Estado y la par­
ticipación o no de los gobiernos locales en ella.

Por esto, hay que combinar un trabajo de anáfisis documental con tra­
bajos de campo. Los datos del contexto que hemos mencionado antes son 
un referente a la hora de analizar la información reconstruida.

¿Es posible la planificación de la vivienda popular urbana?
El poder local no se limita al gobierno local

Habiendo hecho el breve recorrido anterior, vuelve a surgir una duda: ¿es 
posible la planificación del desarrollo de la vivienda popular urbana?

Si nos movemos al nivel de la utopía tecnocrática o voluntarista hay 
poca credibilidad en la ejecución de esfuerzos de este tipo en América 
Latina, y es obvio que la respuesta es negativa. Así como la planificación 
del desarrollo urbano en general se ha revelado imposible dentro de la 
lógica capitalista, y aún muy difícil en una lógica poscapitafista, no se 
puede hablar de planificación del desarrollo de la vivienda popular urba­
na en general.Tenemos, lamentablemente, que ubicarnos al nivel de la pla­
nificación de conjuntos específicos enmarcados, a lo sumo, en lincamien­
tos de crecimiento urbano, la mayoría de ellos de carácter indicativo.

Ahora bien, esta planificación de conjuntos de vivienda popular urba­
na específicos es, a la vez, terriblemente conflictiva y de una enorme 
riqueza potencial. Aquí es donde juegan su papel (positivo o negativo) los 
gobiernos locales y, más ampliamente, el poder (o los poderes) local.

A este punto, ya mencionado antes, queríamos llegar. En nuestra opi­
nión, los gobiernos locales son solo una manifestación del poder local, pues este 149
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puede, en cada contexto histórico, asumir distintas formas, que van desde 
el poder estatal (por ejemplo, un gobierno municipal o regional), pasan­
do por las organizaciones sociales y políticas de la llamada sociedad civil, 
hasta conductas colectivas que no asumen formas orgánicas (pensamos, 
por ejemplo, en elementos de la historia de una comunidad que la cohe­
sionan ideológicamente4).

Creemos que la gama existente de manifestaciones del poder local es 
una de las bases en que debe apoyarse cualquier intento de planificación 
del desarrollo de la vivienda popular urbana, aunque esto parezca extra­
ordinariamente complejo e intangible a primera vista.

Reflexiones sobre un caso concreto: Nicaragua

Habíamos mencionado algunos datos sobre el proceso de creación de los 
gobiernos regionales en 1982 en Nicaragua. Avanzaremos ahora algunas 
reflexiones sobre la relación de estas nuevas estructuras de gobierno local 
con el proceso específico de planificación de la vivienda popular.

El Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos (MINVAH), al 
igual que la mayoría de las instituciones del Estado, se estructuró en dele­
gaciones regionales correspondientes a cada una de las regiones en que se 
dividió el país en 1982. Lo importante de esta estructuración es que cada 
delegación regional implicó no solo la creación de oficinas y la asigna­
ción de personal para cada una de ellas, además de los recursos financie­
ros posibles, sino que contaron con un margen de autonomía relativamente 
importante para decidir sus propios programas habitacionales.

Esta autonomía se enmarcaba dentro de las políticas nacionales de 
desarrollo, y en este caso particular, en la medida en que estas privilegia­
ban el desarrollo de las áreas rurales sobre las áreas urbanas, vamos a encon­
trar que los principales esfuerzos en el campo de la vivienda para los sec­
tores sociales de menores ingresos se han dado en el campo, y allí, en deter-

150 4 Hemos tratado parcialmente este problema, en su dimensión ideológica, en el artículo 
“Condiciones de vida y organización social en los asentamientos populares urbanos”.
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minadas regiones priorizadas por el énfasis puesto en la producción agro­
pecuaria y en la defensa del país de los ataques de la contrarrevolución.

Veamos un ejemplo: en la Región V (que comprende los departa­
mentos de Boaco, Chontales y parte de Zelaya Sur, ubicados en el cen­
tro del país) se planeó construir, durante el año 1987, 2.178 viviendas, 
dirigidas a beneficiar a los campesinos de la zona seca de esta región, 
—quienes estaban siendo reubicados en las zonas húmeda y semihúmeda— 
a los desplazados por la guerra y a los cooperativistas organizados por la 
reforma agraria.

Estas viviendas, que se construyeron agrupadas en asentamientos con 
un nivel mínimo de equipamientos, y no individualmente, implicaron un 
nivel de organización social, económica y política que trasciende a pro­
gramas similares en algunos otros países, porque, y esto es importante, se 
desarrollaron en una zona en guerra, sometida a constantes ataques por 
parte de las fuerzas contrarrevolucionarias, y se inscriben en un plan de 
desarrollo de nivel nacional precisado regionalmente. No es gratuita, 
entonces, la denominación de “puertos de montaña”, con que la delega­
ción regional del MINVAH d e  laV Región llamó a e sto s  asentamientos 
rurales en desarrollo (Ramírez et al. 1988).

Es, sin embargo, la ciudad de Managua donde el problema de la vi­
vienda popular es dramáticamente grave, y donde es interesante examinar 
la relación que nos ocupa. La capital, que vive una extraordinaria tasa de 
crecimiento (calculada extraoficialmente en alrededor del 8%), alberga ya 
un poco más de la tercera parte de la población del país, sin contar con las 
mínimas condiciones para ello. Recordemos la destrucción del terremoto 
de 1972 y de las insurrecciones urbanas de 1978 y 1979, a lo que se debe 
sumar la actual imposibilidad de inversión.

Las acciones y programas del MINVAH han evolucionado, del inicial 
esfuerzo por edificar conjuntos habitacionales en la capital en los años inicia­
les de la revolución (de 1979 a 1982), en los que hubo un extraordinario 
apoyo en el gobierno local (la municipalidad, llamada entonces Junta de 
Reconstrucción de Managua) y sobre todo en los grupos urbanos de base 
(agrupados en los Comités de Defensa Sandinistas), pasando por importantes 
esfuerzos de reubicación de población desprovista de viviendas en las llama­ 151
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das “urbanizaciones progresivas” a partir de 1982, hasta un virtual congela­
miento de sus acciones a finales de 1985, año en que los escasos recursos del 
país se dirigieron prioritariamente al campo y a la defensa. Podemos notar, 
sin embargo, que ya desde 1981/1982 la participación de los gobiernos loca­
les en la planificación de la vivienda popular disminuyó sensiblemente.

El programa de “urbanizaciones progresivas” de Managua, desarrolla­
do por el MINVAH a partir de esa época, constituye un buen ejemplo de 
los problemas encontrados en la línea de promover la autoconstrucción 
organizada sin una mayor participación del gobierno local, hecho agrava­
do por la superposición de responsabilidades sobre los problemas de la 
capital que, existente desde los inicios de la revolución sandinista, se acen­
tuó en 1983, cuando al crearse la III Región, que incluía a Managua, en­
contramos tres personas con rango de ministros de Estado a cargo del 
desarrollo de diferentes aspectos de la ciudad (Lungo et al. 1988).

El programa partió con la asignación de lotes a cada familia, pero sin 
otorgárselos en propiedad, y brindando un inicial apoyo en materiales de 
construcción, para que cada familia construyera su vivienda (también se 
edificaron, hasta donde se pudo por las limitaciones financieras, los llama­
dos “módulos básicos”: espacios de 6 x 6 metros, techados y cubiertos 
lateralmente, a partir de los cuales las familias irían mejorando y amplian­
do sus viviendas). Muy pronto fue imposible, no solo dar los materiales, 
sino garantizar su existencia a precios controlados en el gobierno, gene­
rándose un importante mercado negro de los mismos.

Nos interesa destacar tres cuestiones de la evolución de este progra­
ma que ha sido sujeto de varias evaluaciones5. La primera se refiere a la 
formación de un peculiar mercado de viviendas. Algunas familias, ante la 
grave crisis económica, se vieron obligadas a vender sus viviendas, pero, al 
no ser jurídicamente propietarios de los lotes, procedían a vender lo que 
ellos consideraban las “mejoras” hechas por sus esfuerzos de construcción, 
provocando un fenómeno bastante común en América Latina y numero­

5 Una de ellas fue realizada por la Technische Universität de Hamburg-Harburg, bajo la 
coordinación de Hans Harms y Ulrike Zschaebitz.
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sos problemas que fueron abordados por el MINVAH a través de la con- 
cientización y organización de los habitantes de estos asentamientos6.

Esto nos conduce a la segunda cuestión: en el caso de Managua, el 
problema de la tierra urbana asume formas particulares en razón de la 
existencia de importantes áreas baldías, muchas de ellas controladas por el 
Estado por diversas razones. El peso del precio de la tierra en la solución 
de los problemas habitacionales es, entonces, sustancialmente diferente al 
de otras ciudades latinoamericanas, y el mercado de tierras urbanas, que 
no parece florecer a primera vista, ha de tener rasgos específicos dignos de 
estudio. El que la mayoría de estas “urbanizaciones progresivas” estuviera 
ubicada en áreas dotadas de las facilidades antes mencionadas hizo de sus 
lotes un bien muy atractivo para su venta o intercambio.

La tercera cuestión es el papel de la organización barrial en la cons­
trucción de las viviendas de estas “urbanizaciones progresivas” . No hay 
manifestaciones de que los altos niveles de organización social y políti­
ca encontrados en muchos de estos asentamientos se tradujeran en es­
fuerzos colectivos para la edificación de las viviendas, que en su mayo­
ría eran producidas por esfuerzo familiar individual (solo en la construc­
ción de los servicios y equipamientos públicos se encuentran trabajos 
colectivos). Esto último abre interrogantes que solo pueden responder­
se al insertar este problema particular en el contexto revolucionario, sus 
potencialidades y sus límites.

Es así que en el desarrollo de estas “urbanizaciones progresivas” vamos 
a encontrar un gran ausente: el gobierno local, vuelto a llamar Alcaldía de 
Managua desde 1983,1o que generó no pocos conflictos con el MINVAH, 
(responsable de este programa) los cuales no se pudieron resolver. En 
1988, con la desaparición del MINVAH y el nombramiento del ministro 
delegado de la Presidencia de la República para la Región III como alcal­
de de Managua, se comenzó a superar la superposición existente y se 
abrieron perspectivas de participación del gobierno local de la ciudad en

6 Debemos señalar que muchas de estas “urbanizaciones progresivas” están ubicadas en 
áreas muy cercanas al centro de la ciudad y cuentan, por ello, con una relativamente 
importante dotación de infraestructura urbana.



A mérica Latina, países pequeños de grandes gudades

la planificación de la vivienda popular, a pesar de que entonces surgió la 
duda sobre cuál sería la institución responsable de la coordinación de los 
programas de vivienda a nivel nacional. A este panorama, promisorio y 
contradictorio, se sumó la reestructuración de otra forma de poder local 
urbano, los antiguos Comités de Defensa Sandinistas, que volvieron a ser 
concebidos como organismos de desarrollo comunal urbano de base, 
también a partir de este año.

Muchas dudas quedan entonces a raíz de la situación que hemos des­
crito rápidamente en las líneas anteriores, especialmente porque el corto 
período vivido desde el triunfo revolucionario en 1979 no ha posibilita­
do una mayor integración de los diferentes componentes del aparato esta­
tal, y el desarrollo contradictorio de los gobiernos locales entre 1982 y 
1988, que si bien dio origen a los gobiernos regionales, en nuestra opi­
nión una forma de gobierno local de gran validez, también descuidó otros 
niveles de este, como los gobiernos municipales, que vuelven a cobrar 
importancia con la nueva Ley Municipal, actualmente en discusión en 
Nicaragua. Permanecen, así, muchas contradicciones, en torno a la plani­
ficación de la vivienda popular en la capital y el papel del gobierno local, 
en particular, y el poder local, en términos más amplios, generadas por la 
rica experiencia revolucionaria nicaragüense. Esto abre un importante 
campo de reflexión en torno a la problemática que hemos esbozado.
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■ Migración internacional 
y desarrollo: 
una cambiante relación 
multidimensional

Poema de amor

Los que ampliaron el Canal de Panamá
(y fueron clasificados co m o  “silver roll” y  n o  co m o  “gold  roll” ,) 
los que repararon la flota del Pacífico  
en  las bases de California,
los que se pudrieron en las cárceles de Guatemala,
M éx ico , H onduras, N icaragua,
por ladrones, por contrabandistas, por estafadores,
por ham brientos,
los siempre sospechosos de todo
(“m e p erm ito  rem itirle al interfecto
por esquinera sospechoso
y  co n  el agravante de ser salvadoreño”),
las que llenaron los bares y  los burdeles
de todos los puertos y  las capitales de la zona
(“La gruta azul” , “El calzoncito” , “H appyland”),
los sembradores de m aíz en  plena selva extranjera,
los reyes de la página roja,
los que nunca sabe nadie de dónde son,
los m ejores artesanos del m undo,
los que fueron cosidos a balazos al cruzar la frontera, 155
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los que m urieron de paludism o
de las picadas del escorp ión  o  la barba amarilla
en el in fierno de las bananeras,
los que lloraron borrachos por el h im n o nacional
bajo el c ic lón  del Pacífico o  la n ieve del norte,
los arrimados, los m endigos, los m arihuaneros,
los guanacos hijos de la gran puta,
los que apenitas pudieron regresar,
los que tuvieron un  p o c o  más de suerte,
los eternos indocum entados,
los hácelo todo, los vén d e lo  todo, los có m elo  todo,
los prim eros en sacar el cuchillo ,
los tristes más tristes del m undo,
mis compatriotas,
m is herm anos.

R o q u e  D alton

La resonancia de las imágenes con que pinta el poema de Roque 
Dalton, hace más de tres décadas, a los salvadoreños que han aban­
donado su país en búsqueda de mejores condiciones de vida, o 
perseguidos por la injusticia, no puede ser más premonitoria para los años 
finales de este siglo, en que la emigración ha pasado a constituir uno de 

los rasgos fundamentales de la nacionalidad y de la cultura salvadoreñas.
El fenómeno no es nuevo. Es visible ya en la migración de inicios del 

siglo que recoge el poema de Roque, que continúa, con altibajos, hasta 
los años setenta, cuando se acelera conformando un torrente que no pier­
de fuerza a pesar de la finalización de la guerra, y que cada día adquiere 
características inéditas.

Pero aun más. Debemos retroceder a mediados del siglo pasado para 
darnos cuenta de que la migración no se limita a los pobres o afectados 
por la injusticia; para ver que tiene también otra faceta que marcará la for­
mación del Estado, la sociedad y la nacionalidad salvadoreños. Efecti­
vamente, se observa la llegada, desde la segunda mitad del siglo pasado156
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hasta las primeras décadas del presente, de varios grupos, de distintas 
nacionalidades, que se insertarán rápidamente en la provinciana sociedad 
salvadoreña de esa época, y que a lo largo de pocas décadas llegarán, no 
pocos de ellos, a constituir parte de los grupos social y económicamente 
dominantes del país.

La revisión de importantes trabajos académicos que contribuyen a ilu­
minar la formación del Estado-nación y las clases sociales a finales del 
siglo XIX e inicios del siglo XX (Martin 1985, Browning 1975 y Lindo 
1990), la lectura de la prensa, las crónicas literarias, etc. constituyen una 
fuente aún no explotada para hacer un estudio que la historia del país 
exige, para comprender cómo se formó la nacionalidad salvadoreña y el 
papel de los migrantes que llegaron de distintas partes del mundo.

Esta otra cara, que antecede a la migración de los pobres que recorre 
todo este siglo y se desborda en las décadas finales, es una pieza indispen­
sable para comprender las transformaciones que nuestra nacionalidad está 
experimentando, y su papel para un desarrollo socialmente sostenible del 
país. Propongamos solamente la siguiente hipótesis: tanto la form ación de 
las élites dominantes, donde el peso de la débil aristocracia colonial salva­
doreña quedó subordinado al de los grupos de migrantes que llegaron a 
finales del siglo XIX y principios del XX, como las tempranas olas migra­
torias de los sectores sociales populares constituyen la base para que el fe­
nómeno del transnacionalismo sea mucho más fuerte que en otros países 
centroamericanos.

Lo anterior, lo advertimos, no resta valor a la nacionalidad salvadoreña, 
pero, en su constitución, la migración internacional es un elemento clave 
que debe ser incorporado, especialmente en momentos en que el sentido 
nacional está sometido a profundas transformaciones por los contradicto­
rios procesos de globalización, integración y auge de los nacionalismos1.

Debe darse especial atención a la incorporación de nuevos valores, 
gustos, hábitos y comportamientos, además de los bienes materiales, que 
el proceso de retorno, en este caso de tipo predominantemente estacional,

1 Nos referimos al auge le los nacionalismos que recorren tanto países desarrollados 
(España, Bélgica, Italia), como países del antiguo bloque socialista (ex Unión Soviética 
y ex Yugoslavia), y  países periféricos (Africa).
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provoca, y a cómo estos se mezclan con la tradicional “salvadoreñidad”, 
modificándola, aunque en este caso su temporalidad no sea muy larga.

a) Las migraciones internacionales experimentadas por los países centro­
americanos durante los últimos años han introducido nuevos factores 
condicionantes para un desarrollo socialmente sostenible a nivel local, 
nacional y regional. Estos procesos migratorios tienen impactos posi­
tivos y negativos, por lo que es necesario formular políticas y progra­
mas para que las migraciones contribuyan al desarrollo sostenible y -a 
la integración social en Centroamérica.

158

En Centroamérica, antes de los años setenta, además de los importan­
tes flujos migratorios internos (CSUCA 1978a y 1978b), el patrón de 
migración internacional estaba caracterizado por desplazamientos 
hacia los países vecinos de la región, los que respondían a la demanda 
de fuerza de trabajo de las actividades agroexportadoras; por ejemplo,
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los trabajadores salvadoreños que se desplazaron a la costa norte de 
Honduras, a las plantaciones bananeras, o los nicaragüenses que cruza­
ban, y aún lo hacen, la frontera de su país con Costa Rica, para traba­
jar en la cosecha cañera o bananera en este país.
Este patrón migratorio cambió drásticamente a partir de esos años, 
modificándose no solo los lugares de destino sino también las causas 
de los desplazamientos y las características de la población migrante. 
Esta ya no pertenece solamente a los flujos de fuerza de trabajo que 
habían prevalecido tradicionalmente. Desde ese momento, a los ante­
riores se sumaron los refugiados de distintas categorías (Castillo y 
Palma 1994), y, sobre todo, el lugar principal de destino está fuera de 
la región centroamericana: es Estados Unidos.

Cuadro No. 1 Centroamericanos residiendo en Estados Unidos 
según los censos de este país

País 1980 1990 % de
crecim ientoPoblación % Población %

El Salvador 9 4 .4 4 7 2 ,2 46 5 .4 3 0 5,5 15,9
Guatemala 6 3 .0 7 3 1,4 22 5 .739 : 2 ,7 12,8
Nicaragua 4 4 .1 6 6 1,0 168 .659 2 ,0 13 ,4
Honduras 3 9  154 0 ,9 108 .659 1,3 10,2
C osta R ica 2 9 .6 3 9 0 ,7 43 .5 30 0 ,4 3 ,8
Fuente: CEPAL/FNUP/CELADE (tomado de Castillo y Palma 1994).

Los datos anteriores, aunque no incluyen toda la población que ha 
ingresado ilegalmente a Estados Unidos (que en el caso salvadoreño se 
estima en más de 500 mil personas) y no incorporan a Panamá y Be- 
lice, permiten apreciar el giro ocurrido a partir de los años ochenta. 
En el conjunto de Centroamérica podemos encontrar tres casos des­
tacados y diferentes. El primero de ellos es El Salvador, por el extraor­
dinario número de personas que han migrado al exterior -fundamen­
talmente hacia Estados Unidos- y la incidencia de las remesas mone­
tarias que envían a su país. El segundo es Belice, por las características 159
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de doble vía del proceso migratorio internacional, al constituir un país 
receptor de un número importante de migrantes centroamericanos, 
provenientes principalmente de El Salvador, Honduras y Guatemala; 
mientras es, al mismo tiempo, un país emisor de migrantes hacia Esta­
dos Unidos, en un número creciente, lo que está provocando un cam­
bio en la composición étnica de la población beliceña. El tercero es 
Costa Rica, tradicional país receptor, al albergar un alto número de 
población migrante, especialmente nicaragüense.

En el caso de Belice, para 1993, de una población total de alrede­
dor de 220 mil habitantes, un estudio estimó la presencia de 30.834 
personas, entre inmigrantes y refugiados (Blomberg 1993). En Costa 
Rica, diferentes estimaciones coinciden en que casi el 14% de los actua­
les habitantes del país son migrantes, la mayoría en situación ilegal.

Aunque los estudios sobre los procesos migratorios han experimen­
tado, durante las últimas décadas, un sensible estancamiento y no se 
cuenta con información válida y actualizada (Lungo y Castillo 1996), 
es indudable que los flujos migratorios de centroamericanos en los 
años noventa son mayores y más complejos, y sus consecuencias para 
el desarrollo de estos países, más profundas.

Una de estas, la más discutida por su impacto en las economías cen­
troamericanas, es el efecto, tanto a nivel macroeconómico como mi- 
croeconómico, de las remesas monetarias enviadas por los migrantes. 
El cálculo de los montos difiere según las fuentes, pero todas recono­
cen su importancia para el desarrollo futuro de Centroamérica.

Las cifras del Cuadro No. 2 son reveladoras sobre la importancia de 
las remesas, especialmente para la economía salvadoreña. Este fenóme­
no no es nuevo. Es conocida la migración al interior de Europa (los 
portugueses en Francia), y de países africanos y asiáticos a distintos 
países europeos (ciudadanos de Mali en Francia, de Zaire en Bélgica, 
de Cabo Verde en Holanda, etc.), la que ha generado numerosos estu­
dios sobre su incidencia en el desarrollo económico de los países emi­
sores debido a las remesas enviadas por sus respectivos migrantes 
(Libercier y Schneider 1996).
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C uadro N o . 2 El Salvador, G uatem ala y  Nicaragua: rem esas d e  los  
m igrantes. V alores to ta les y  re lacion es c o n  otros in d icad ores e c o n ó m ic o s  
(m illo n es  U S $  y  % (a))

Años Remesas PIB Exportaciones (b)
ES G N ES : G N ES G N

1980 73 ,8 107,6 1,0 2,3 1,4 0,5 6,1 6 ,2 2 ,2
1985 231,5 171,6 27 ,4 9,2 2,7 1,2 25 ,6 15,9 7 ,8
1988 79 5 ,3 2 3 0 ,2 51 ,7 15,2 2 ,9 2,1 89 ,6 16,3 18,8
1989 75 9 ,4 248,1 59  8 15,0 2 ,9 2,4 96 ,7 16,4 17,4
Notas: (a) Los porcentajes son las proporciones de las remesas en relación al PIB y a 
(b) Incluye bienes y servicios.
Fuente: CEPAL 1991 (Tomado de Castillo y Palma 1994).

las exportaciones.

b) En El Salvador, a nivel general, podemos señalar cinco dimensiones de 
la compleja dinámica migratoria actual, más allá de los conocidos cam­
bios ocurridos a nivel demográfico.

- La dimensión económica: a nivel macro, al constituir las remesas 
enviadas por los migrantes internacionales de los países emisores 
un componente clave para la estabilidad económica de El Salvador, 
pero también de otras regiones, o jugar los migrantes un papel im­
portante en la estructuración y funcionamiento de los mercados 
laborales en los países receptores; y a nivel micro, al modificar las 
remesas las condiciones de reproducción social a nivel familiar, y 
crear la posibilidad de establecer pequeñas empresas y microem- 
presas, que se ubican, muchas de ellas, en el sector informal y que 
tienen, algunas, un carácter transnacional, al basarse en relaciones 
económicas en dos o más países2.

2 En El Salvador es posible distinguir áreas geográficas y sectores económicos de con­
centración de estos negocios. 161
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- La dimensión territorial: por ejemplo al nivel del desarrollo local 
en las zonas fronterizas o en zonas internas afectadas fuertemente 
por la migración de su población hacia el exterior; en las prime­
ras, al verse obstaculizado su desarrollo por la existencia de los 
límites fronterizos formales, a pesar de la presencia de fluidas rela­
ciones transnacionales de diferente tipo; en las segundas, al modi­
ficarse la estructura de ingresos y las relaciones de poder en las 
comunidades afectadas (son conocidos los ejemplos de pequeñas 
ciudades que han sufrido importantes transformaciones en sus 
actividades económicas y en las relaciones sociales locales).

- La dimensión social: donde coexisten fenómenos de desintegra­
ción de las relaciones familiares tradicionales, y se generan nuevos 
roles para sus distintos miembros, especialmente en el caso de las 
mujeres y las personas de la tercera edad, con la conformación de 
nuevos grupos sociales a nivel de la comunidad.

- La dimensión cultural: al emerger nuevas percepciones, valores y 
aspiraciones resultantes de la migración internacional, siendo los 
niños y jóvenes el sector social más impactado, lo que ha genera­
do nuevos patrones de conducta que llevan, muchas veces, a la 
delincuencia.

- Finalmente, la dimensión política: donde presenciamos innovado­
ras prácticas a nivel local, y cambios en la relación del gobierno 
frente a los nacionales que han emigrado al exterior, lo que da ori­
gen a nuevas políticas migratorias3.

Estos ejemplos permiten observar que estamos en presencia de una 
trama de múltiples dimensiones extremadamente compleja, de pro­
funda incidencia en la sostenibilidad del desarrollo del país. Es útil, no 
obstante, ampliar algunas ideas.

3

162
Actualmente se realiza una investigación en El Salvador, República Dominicana y 
Colombia, dirigida por Alejandro Portes y Luis Guarnizo, en la que los cambios en las 
políticas migratorias de estos países, constituyen los aspectos centrales.
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El elevado volumen de las remesas en relación a la producción nacio­
nal ha contribuido sustancialmente a lograr una estabilidad cuya sosteni- 
bilidad es, en el mejor de los casos, de mediano plazo. La dependencia de 
las economías nacionales de esta fuente de financiamiento externo, tanto 
a nivel macro como a nivel de las economías locales y familiares, genera 
nuevas relaciones de tipo político con los principales países receptores de 
migrantes (por ejemplo, entre El Salvador y Estados Unidos).

En el marco de los conocidos efectos en términos de reducción de 
empleo e ingresos que han provocado los programas de ajuste estruc­
tural, las remesas han sido un factor de compensación debido a que los 
fondos que reciben regularmente las familias de los migrantes confi­
guran una especie de “programa de autocompensación social” llevado 
a cabo por la población migrante.

El envío de remesas está provocando, por otra parte, y aunque de 
forma incipiente, el surgimiento de nuevas éhtes económicas y políti­
cas locales basadas en la capacidad económica generada por las reme­
sas recibidas cuando existe capacidad de inversión de las mismas.

No obstante lo anterior, los acelerados flujos migratorios interna­
cionales han provocado un agudo proceso de desintegración de las 
unidades y las relaciones familiares tradicionales (Jelin 1994), y han 
dado origen a modificaciones en los roles de sus distintos miembros, 
especialmente en el caso de las mujeres.

La cultura política está sufriendo profundas transformaciones y 
generando inéditas manifestaciones, lo que es inmediatamente percep­
tible en fenómenos como los hábitos de consumo, el lenguaje, el com­
portamiento de los jóvenes, etc. La vivencia, directa o indirecta, de otro 
tipo de sistema político, fundamentalmente el norteamericano, con sus 
valores particulares sobre los derechos ciudadanos individuales o el pa­
pel de las fuerzas armadas, entre otros, tiene una incidencia en la con­
figuración de esta nueva cultura política. Este fenómeno no es exclusivo 
de la población de escasos recursos, que constituye, indudablemente, la 
mayoría de los migrantes, sino que también es perceptible en las éhtes 
políticas y empresariales que tienen intereses económicos o han reali­
zado sus estudios en Estados Unidos. 163
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La creación de redes y organizaciones comunitarias entre los mi­
grantes y las familias de las comunidades de origen configuran nuevas 
relaciones sociales de singular importancia para el desarrollo a nivel 
local y nacional (Montes 1987). Lo anterior, unido al surgimiento de 
pequeñas empresas que tienen vínculos permanentes en los países 
donde se han radicado los migrantes, forma verdaderas redes, empresas 
y comunidades transnacionales. Hay que considerar que estas contribu­
yen a alentar la migración, convirtiéndose en un mecanismo autore- 
productor de la misma.

Los procesos de transnacionalización modifican las relaciones políti­
cas a nivel local y entre las comunidades locales y el gobierno central, 
al estar afectadas por relaciones e intereses que desbordan las fronteras 
nacionales. Mencionemos, por ejemplo, las numerosas gestiones para 
realizar obras de desarrollo a nivel de las comunidades (construcción 
de infraestructuras, dotación de equipamientos, apoyo a grupos socia­
les vulnerables, etc.), que se hacen ante comités de apoyo de migran­
tes de las distintas localidades en ciudades de Estados Unidos, sin que 
medie la participación del gobierno local o el gobierno central,

c) La década de los años noventa marca la profundización o el inicio 
de tres importantes procesos que incidirán en la migración interna­
cional y el desarrollo, dinamizando aun más su cambiante relación: 
primero, la implementación de profundas transformaciones en las 
economías; segundo, la finalización del conflicto político-militar in­
terno y el inicio de la construcción democrática; y tercero, la refor­
ma del Estado.
Emergen, entonces, una serie de interrogantes vinculadas al desarro­
llo futuro del país:

¿Cuál es la relación de la migración internacional con los procesos 
de reestructuración de la economía y los procesos de pacificación y 
democratización?

¿Cuál es la incidencia de los procesos de reforma del Estado en los 
movimientos migratorios?

¿Cuál es el impacto de la migración internacional en el desarrollo 
socialmente sostenible a nivel local y nacional?164
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¿Presenciamos nuevas manifestaciones del proceso de transnacionaliza­
ción en el país?
Para responder a estas interrogantes es necesario hacer una breve revi­
sión del debate teórico, desarrollado en otros lugares, alrededor de esta 
problemática.

d) La migración internacional se complejiza cada día más, asumiendo la 
forma de un proceso de transnacionalización de múltiples dimensio­
nes cuya explicación exige ir más allá de los factores estructurales e 
históricos generales. En este camino se han analizado, por ejemplo, las 
formas de constitución de circuitos migratorios específicos y sus con­
secuencias en la transnacionalización de comunidades en los países de 
origen (Goldring 1992).

Pero esta tendencia es más profunda. Como sostienen algunos inves­
tigadores (Basch et al. 1994), la transnacionalización implica la existen­
cia de múltiples relaciones sociales que vinculan la comunidad de ori­
gen con los lugares de recepción de los migrantes, superando los lími­
tes geográficos, culturales y políticos, y expresándose de múltiples for­
mas (Grasmuck y Pessar 1991 y Georges 1990).

La transnacionalización va, entonces, más allá de la formación de re­
des, empresas y comunidades transnacionales, e incluye relaciones eco­
nómicas, sociales, políticas y culturales que desbordan ámbitos geográ­
ficos y sociales limitados, lo que ha llevado a plantear el surgimiento 
de verdaderas formaciones sociales transnacionales (Guarnizo 1996). Aun­
que este planteamiento aún no está completamente desarrollado y sus­
cita algunas dudas por el resurgimiento de los nacionalismos, abre un 
debate que estará en el centro de la discusión sobre la migración inter­
nacional y el transnacionalismo en los años futuros.

El fenómeno de constitución de redes transnacionales ha sido un 
tema privilegiado en las investigaciones de los mexicanos que han 
migrado hacia Estados Unidos (Massey et al. 1987 y otros). El estu­
dio de la migración de República Dominicana hacia este país y el 
retorno de muchos migrantes ha dado origen a importantes trabajos 
que exploran la configuración de empresas transnacionales (Guar­
nizo 1992). 165
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Más recientemente, se han realizado trabajos que vinculan la forma­
ción de comunidades transnacionales al sistema mundial, proponiendo 
la hipótesis de que las comunidades transnacionales pueden, parcial­
mente, neutralizar las estrategias de acumulación de capital basadas en 
las diferencias salariales, la información desigual y las enormes desigual­
dades de poder existentes entre el capital y el trabajo, no al surgir en 
oposición a las tendencias globalizantes del capitalismo, sino al estar 
vinculadas a este movimiento en una relación de múltiples contradic­
ciones (Portes 1995).

Estamos, aquí, en el centro de la relación entre migración y desa­
rrollo económico, cuestión de singular importancia en el contexto 
de acuerdos como el Tratado de Libre Comercio en América del 
Norte (NAFTA, por sus siglas en inglés), y los intentos de crear 
áreas de libre comercio en países netamente emisores de migrantes 
como los centroamericanos y caribeños. Y aunque Centroamérica, 
a diferencia de México, no forma parte de NAFTA, y su economía 
no está directamente afectada por este tratado, surge la interrogan­
te de si NAFTA no constituirá una invitación a la migración de 
centroamericanos hacia los países del norte (Hemispheric Migra­
tion Project 1995).

Queremos, a pesar de la importancia de la dimensión económica 
en esta problemática, llamar la atención sobre otra dimensión a 
menudo dejada en un segundo plano, y que es, en nuestra opinión, 
clave para entender las contradicciones que se generan entre la glo- 
balización y el resurgimiento de nacionalismos de distinto tipo: la 
dimensión cultural. Aunque existen estudios importantes sobre la 
migración latinoamericana (Basch et al. 1994), sería extremadamen­
te útil revisar la amplia literatura existente al respecto sobre la migra­
ción africana y asiática hacia Europa. Basta recordar las luchas de los 
chicanos desde mediados de los años sesenta, y las recientes de dis­
tintos grupos latinoamericanos, que han llevado a hablar de un pro­
ceso de “relatinización” de ciudades como Los Angeles (Zilberg 
1997), cuestión que ha impactado, así sea indirectamente, los debates 
realizados en la serie de cumbres iberoamericanas que se han desa­166
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rrollado en España y en América Latina (Calvo Buezas 1994), y que 
comienza a tener una presencia cada vez mayor en las investigacio­
nes sobre la migración internacional4.

El transnacionalismo, en sus diferentes expresiones, no es posible sin 
el fenómeno del retorno de los migrantes, a pesar de las facilidades de 
comunicación existentes en esta época y la globalización de las rela­
ciones económicas y sociales.

Aunque el fenómeno del retorno de migrantes a sus países de ori­
gen no es nuevo y ha suscitado importantes estudios (Wyman 1993), 
estamos en presencia de una ruptura con la tradicional visión que 
separa los migrantes en dos grupos: los que llegan a un país pensando 
permanecer solo un tiempo y retornar a su lugar de origen después, y 
los que se desplazan hacia otro país de forma definitiva. La situación 
mundial a finales del siglo XX es radicalmente diferente a la del siglo 
pasado e inicios de este, al facilitarse enormemente los desplazamien­
tos y las comunicaciones, y al globalizarse los procesos económicos y 
políticos. En esta época han surgido y cobran cada vez más importan­
cia los migrantes que se sitúan en el espacio intermedio entre la 
migración definitiva y la migración temporal; los procesos migratorios 
que los sustentan asumen una forma pendular, que constituye una base 
importante del creciente transnacionalismo que se observa.

Más precisamente, se sostiene que las vinculaciones entre los flujos 
migratorios internacionales y el desarrollo nacional son diversas, ya 
que dependen de los contextos y de las relaciones que se establezcan 
tanto en el país emisor como en el receptor, lo que hizo que se plan­
teara, ya hace algunos años, al estudiar a los migrantes dominicanos en 
Estados Unidos, que la migración sirve como “válvula de escape”, 
“estrategia de sobrevivencia” o “máquina empresarial” (Portes y Guar- 
nizo 1991).

La aceptación de que el fenómeno de la migración internacional y 
la transnacionalización se complejiza y acrecienta cada día más, amplía

4 Al respecto, ver los trabajos que está comenzando a impulsar un grupo de académicos 
de University o f Southern California (Hamilton y Chinchilla 1995). 167



A mérica Latina, países pequeños de grandes ciudades

el campo de la reflexión sobre estas temáticas. Cuestiones como el 
nuevo carácter de las políticas migratorias o la ciudadanía de los 
migrantes, entre otras, comienzan a ser analizadas.

Respecto a las primeras se sostiene que el proceso de globalización 
de la economía y otros procesos de transnacionalización, al incidir sus­
tantivamente en la forma y las funciones de los Estados, están trans­
formando las políticas migratorias (Sassen 1996). La contradictoria 
combinación de espacios de libre comercio, como el que ha genera­
do el Tratado de Libre Comercio entre Canadá, Estados Unidos y 
México, con renovados intentos y mecanismos para impedir el paso 
de migrantes ilegales, especialmente hacia los dos primeros países, y la 
existencia de complejas redes económicas, sociales y étnicas transna­
cionales ha obligado a repensar las políticas y programas migratorios. 
Por otra parte, alrededor de estos, el número y tipo de los actores 
involucrados también ha aumentado, destacándose las organizaciones 
que defienden los derechos de los inmigrantes y las que se oponen a 
estos, lo que teje una densa red de intereses donde se expresa, por un 
lado, un nacionalismo chauvinista y, por otro, el transnacionalismo 
surgido del intenso proceso migratorio internacional ocurrido duran­
te las últimas décadas.

Cuestiones como el atentado contra la concepción tradicional de 
soberanía nacional, y los derechos humanos de los migrantes comien­
zan a preocupar a académicos y líderes políticos5.
Esto conduce a la cuestión de la ciudadanía de la población que ha 
migrado a otro país. Partiendo de la crítica a las políticas migratorias 
basadas en los criterios de “seguridad nacional”, que prevalecieron en 
numerosos países durante el período de la Guerra Fría, se propone un 
nuevo concepto de ciudadanía que no estaría estrictamente definido 
o limitado por el estatus legal tradicionalmente asignado por los

5 Por ejemplo, en la reunión de los partidos y movimientos políticos de izquierda, cono­
cida como “Foro de Sao Paulo”, realizada en San Salvador a mediados de 1996, uno de 
los temas centrales de discusión fue el derecho de los migrantes, aunque el énfasis se 
colocó en los derechos de los trabajadores asalariados.168
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Estados-nación a las personas que han nacido o adquirido la naciona­
lidad de un país específico, sino, que permita que las personas que ha­
bitan en más de un país tengan garantizados sus derechos en estos 
(Joñas 1996). Podría, entonces, hablarse de una ampliación de la “ciu­
dadanía social”6, referida al proceso de migración internacional y 
transnacionalización.

Este planteamiento, provocador y sugerente, se basa en trabajos que 
han postulado la emergencia de una sociedad civil global7, y se sostie­
ne que los acuerdos de libre comercio pueden estimular procesos 
migratorios racionales que contribuyan al bienestar de la población en 
general de los países concernidos por estos acuerdos, además de con­
tribuir a solucionar, tanto los problemas que genera la migración inter­
nacional en los países emisores, como los problemas de asimilación de 
los migrantes en los países receptores.

En el caso centroamericano la investigación de esta problemática 
apenas se ha iniciado (Castillo y Palma 1994, Lungo y Castillo 1996), 
por lo que es conveniente recordar la advertencia metodológica hecha 
a partir de una exhaustiva revisión de la literatura existente sobre 
México por investigadores expertos en esta área (Durand y Massey 
1992), quienes indican que hay que evitar establecer generalizaciones 
a partir de estudios de caso aislados, porque algunas variables estructu­
rales ejercen más su influencia entre comunidades que al interior de 
las mismas, lo que sugiere la necesidad de estudios comparativos entre 
distintas comunidades. Lo anterior refuerza la propuesta de analizar el 
fenómeno de las migraciones internacionales en Centroamérica tanto 
a nivel nacional como a nivel regional.

6 Tal como ha sido aplicado este concepto de Marshall a la cuestión de los derechos 
humanos (Jelin y Hershberg 1996).

7 Susanne Joñas cita en su ensayo el sugerente párrafo de Richard Falk: “La ciudadanía 
expresa, en general, la pertenencia y participación en una comunidad política. Su con­
dición puede ser especificada legalmente, pero en realidad es sujeto de las políticas y  las 
prácticas. La ciudadanía puede ser entendida tanto formalmente como un estatus real, 
y, más adecuada y esencialmente, como un cambiante conjunto de actitudes, relaciones 
y expectativas que no tienen, necesariamente, una delimitación territorial”. 169
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Como Joñas afirma (1996), la migración internacional exige no solo 
un enfoque multidisciplinario, sino una aproximación de carácter 
regional, para poder captar la cambiante multidimensionalidad de su 
relación con el desarrollo.

e) Volvamos a las interrogantes planteadas anteriormente. Los procesos 
de migración internacional ya no pueden ser analizados a la luz de las 
condiciones internas. La reestructuración de las economías está estre­
chamente asociada al proceso de globalización, integración de bloques 
comerciales y liberalización de la circulación de bienes y capitales. 
Esto genera condiciones contradictorias: por un lado estimula la mi­
gración, mientras que por otro la restringe. En el centro de esta pro­
blemática se encuentran dos límites —lo que constituye una falla es­
tructural del modelo de crecimiento económico- que se imponen, 
necesariamente, a la libre movilidad de la fuerza de trabajo.
Esto se asocia al fenómeno, de orden político-cultural, del resurgi­
miento de los nacionalismos, que asumen diferente signo en los dis­
tintos países, dependiendo de su historia, nivel de desarrollo y carác­
ter receptor o emisor de migrantes.

Globalización y auge de los nacionalismos se mezclan, en algunos 
casos, con procesos de democratización, configurando una densa red 
de relaciones entre migración internacional y democracia.
Por esta razón vamos a encontrar que la reforma del Estado, también 
otro fenómeno mundial a constituirse en requisito para la reestructu­
ración económica, obliga a repensar la legislación, la institucionalidad 
y los marcos régulatorios referidos a la migración internacional. 
Surgen así nuevas políticas migratorias que, también, tienen distinto 
signo, dependiendo del carácter receptor o emisor de migrantes de los 
distintos países.

Los impactos de los procesos de migración internacional se vuel­
ven, entonces, multifacéticos, ante los cuales cualquier receta carece de 
sentido, lo que exige, como se señalaba antes, la realización de estu­
dios comparativos, más que la generalización de tendencias a partir de 
casos aislados. El espacio regional centroamericano se constituye, así, 
en una sugerente unidad territorial de análisis.170
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Finalmente, se puede afirmar que la globalización, la profunda transforma­
ción de los Estados, y la recomposición de las naciones a la que asistimos 
al final de este siglo están generando inéditas formas de transnacionalis­
mo. El desafío de los investigadores es localizarlas, analizarlas en profundi­
dad e incorporarlas en políticas que contribuyan a un desarrollo social­
mente sostenible de nuestros países.
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8 Centroamérica: la construcción 
de ciudadanía social ante 
la migración internacional*

Si observamos las agendas políticas de los países centroamericanos en 
los años noventa, encontraremos, entre sus múltiples puntos, dos de 
indiscutible presencia: los procesos de construcción de ciudadanía 
política, y la discusión sobre la política social. Tienen su origen, el prime­
ro, en el tardío establecimiento de sistemas políticos democráticos en la 

mayoría de países de la región, algunos de los cuales emergen de agudas 
guerras internas. La base del segundo es la necesidad de paliar los efectos de 
los procesos de reestructuración de las economías y de reforma del Estado 
en el istmo, que agravan seculares desigualdades y persistentes exclusiones, 
indudables obstáculos para el desarrollo futuro de Centroamérica.

Si la política social está presente, la construcción de ciudadanía social, 
cuestión que nos ocupa en estos trabajos, como en casi toda América La­
tina, está aún ausente (Jelin y Hershberg 1996). Este ensayo procura refle­
xionar sobre la relación entre un proceso que ha cobrado fuerza en Cen­
troamérica en las dos últimas décadas -la migración internacional- y la 
construcción de la primera a partir del siguiente punto de partida: en el 
caso de la población que ha emigrado hacia otros países, la construcción 
de ciudadanía social es una tarea a realizar en los distintos puntos del cir­
cuito migratorio, especialmente los de origen y destino.

* Trabajo publicado en Ciudadanía y política social Volumen 3: Centroamérica en reestructura­
ción, de Bryan R . Roberts (Ed.), editado por FLACSO, en 1998. 173
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Este punto de partida es, en nuestra opinión, clave, y está íntimamen­
te relacionado con la emergencia de varias manifestaciones de transnacio­
nalismo\ lo que imprime un sello particular a los flujos migratorios en la 
región centroamericana en la época actual.

La construcción de ciudadanía social debe, entonces, tomar en consi­
deración la situación particular de una importante cantidad de centroa­
mericanos, que se han desplazado de su país de origen (en El Salvador 
más del 15% de sus habitantes ha emigrado al exterior, principalmente 
hacia Estados Unidos; en Costa Rica, cerca del 10% de extranjeros que 
residen en el país es nicaragüense, etc.).

Tendencias recientes
de la migración internacional en Centroamérica

Una mirada a los flujos migratorios internacionales en la región centro­
americana durante las últimas décadas (Lungo y Castillo 1996) contribu­
ye a explicar algunas de las profundas transformaciones demográficas ocu­
rridas, y que están configurando un nuevo mapa poblacional en el istmo. 
Estas van desde la impresionante proporción de salvadoreños que han 
emigrado hacia el exterior, principalmente hacia Estados Unidos, consti­
tuyendo El Salvador un claro ejemplo de país emisor; pasan por el cam­
bio en la composición racial de Belice por la creciente migración de la 
población negra; y llegan hasta el gran número de nicaragüenses que vive 
en Costa Rica, país claramente receptor de migración internacional. El 
siguiente esquema sintetiza las principales tendencias. 1

174 1 N o  podemos, en el marco de este ensayo, discutir a profundidad el concepto de trans­
nacionalización.
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Gráfico No. 1 Centroamérica:
principales flujos de migración internacional
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Algunos países centroamericanos, durante los últimos años, han introdu­
cido nuevos factores condicionantes para un desarrollo socialmente sos- 
tenible a nivel local, nacional y regional, y tienen una estrecha relación 
con cuestiones como la ciudadanía social y la política social.

En Centroamérica, antes de los años setenta, además de los importan­
tes flujos migratorios internos (CSUCA 1978a, 1978b), el patrón de mi­
gración internacional estaba caracterizado por desplazamientos hacia los 
países vecinos de la región, que respondían a la demanda de fuerza de tra­
bajo de las actividades agroexportadoras. Tal era el caso de los trabajado­
res salvadoreños que se desplazaron a la costa norte de Honduras, a las 
plantaciones bananeras, o de los nicaragüenses que cruzaban, y aún lo ha­
cen, la frontera de su país con Costa Rica, para trabajar en la cosecha ca­
ñera o bananera en este país.

Este patrón migratorio cambió drásticamente a partir de la década 
siguiente, modificándose no solo los lugares de destino, sino también las 
causas de los desplazamientos y las características de la población migran­
te. Esta ya no pertenece solo a los flujos de fuerza de trabajo que habían 
prevalecido tradicionalmente. Desde ese momento, a los anteriores se su­
man los refugiados de distintas categorías (Castillo y Palma 1994), y, sobre 
todo, el lugar principal de destino está fuera de la región centroamerica­
na: Estados Unidos.

Cuadro No. 1 Centroamericanos que residen en Estados Unidos, 
según los censos de este país

País
1980 1990 % de

incrementoHabitantes %
del país

Habitantes %
del país

El Salvador 94.447 2.2 465.430 5,5 15,9
Guatemala 63.073 1,4 225.739 2,7 12,8
Nicaragua 44.166 1,0 168.659 2,0 13,4
Honduras 39.154 0,9 108.923 1,3 10,20
Costa Rica 29.639 0,7 43.530 0,5 3,8
Fuente: CEPAL/FNUAP/CELADE (tomado de Castillo y Palma 1994).
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Como indicábamos antes, en Centroamérica podemos encontrar tres 
casos destacados y diferentes. El primero de ellos es El Salvador, por el ex­
traordinario número de personas que han migrado al exterior, y la inci­
dencia de las remesas monetarias que envían al país. El segundo es Belice, 
por las características de doble vía del proceso migratorio internacional, al 
constituir un país receptor de un número importante de migrantes cen­
troamericanos, provenientes principalmente de El Salvador, Honduras y 
Guatemala, mientras es, al mismo tiempo, un país emisor de migrantes ha­
cia Estados Unidos en un número creciente; esto provoca un cambio en 
la composición étnica de la población beliceña, al disminuir la población 
de origen africano a menos del 50% del total de habitantes. El tercero es 
Costa Rica, tradicional país receptor, que alberga un alto número de 
población migrante, especialmente nicaragüense.

En el caso de Belice, para 1993, de una población total de alrededor de 
220 mil habitantes, un estudio estimó la presencia de 30.834 personas, entre 
inmigrantes y refugiados (Blomberg 1993). En Costa Rica, diferentes esti­
maciones coinciden en que casi el 14% de los actuales habitantes del país 
son migrantes, la mayoría en situación ilegal y de origen nicaragüense.

Aunque los estudios sobre los procesos migratorios en la región han 
experimentado, durante las últimas décadas, un sensible estancamiento, y 
no se cuenta con información válida y actualizada, es indudable que los 
flujos migratorios de centroamericanos en los años noventa son mayores 
y más complejos, y sus consecuencias para cuestiones como la ciudadanía 
y política social, más profundas.

Una de estas, la más discutida por su inmediato impacto, es la conse­
cuencia, tanto a nivel económico como social, de las remesas monetarias 
enviadas por los migrantes. Ya desde los años ochenta, su importancia es 
visible, especialmente en el caso de El Salvador, donde este proceso se acen­
túa en la década siguiente. Así, en 1991 las remesas en este país sumaron 470 
millones de dólares y representaron el 79,9% del total de las exportaciones 
nacionales, y en 1994 se incrementaron a 823 millones, equivalentes al 
112% de las exportaciones (Funkhouser 1997). En menor medida, en otros 
países centroamericanos ocurre un fenómeno semejante desde la década 
anterior, tal como se puede observar en los datos del cuadro siguiente. 177
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Cuadro No. 2 El Salvador, Guatemala y Nicaragua: remesas de los 
migrantes, valores totales y relaciones con otros indicadores económicos 
(millones US$ y %(a))

Años Remesas PIB L /Exportaciones D/
ES G N ES G N ES G N

1980 73,8 107,6 1,0 2,3 1,4 0,5 6,1 6,2 2,2
1985 231,5 171,6 27,4 9,2 2,7 1.2 25,6 15,9 7,8
1988 195,3 230,2 51,7 15,2 2,9 2,1 89,6 16,3 18,8
1989 759,4 248,1 59,8 15,0 2,9 2,4 96,7 16,4 17,4
Notas: (a) Los porcentajes son las proporciones de las remesas estimadas en relación con el PIB y con
las exportaciones.
(b) Incluye bienes y  servicios.
Fuente: CEPAL 1991 (tomado de Castillo y Palma 1994).

A nivel general podemos señalar cinco dimensiones de la compleja diná­
mica migratoria internacional actual, más allá de los conocidos cambios 
ocurridos a nivel demográfico, que inciden en la problemática que nos 
ocupa.

- La dimensión económica, a nivel macro, al constituir las remesas en­
viadas por los migrantes internacionales de los países emisores un 
componente clave para la estabilidad económica de nuestros países, o 
jugar los migrantes un papel importante en la estructuración y fun­
cionamiento de los mercados laborales en los países receptores de 
migrantes; a nivel micro, al modificar las remesas las condiciones de 
reproducción social a nivel familiar, y crear la posibilidad de estable­
cer pequeñas microempresas, que se ubican, muchas de ellas, en el sec­
tor informal, y que tienen, algunas, un carácter transnacional, al basar­
se en el establecimiento de redes económicas y sociales en dos o más 
países (Lungo y Eekhoff 1997).

- La dimensión territorial, por ejemplo, al nivel del desarrollo local en 
las zonas fronterizas o en zonas internas afectadas fuertemente por la 
migración de su población hacia el exterior. En las primeras, al verse178
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obstaculizado su desarrollo por la existencia de los límites fronterizos 
formales, a pesar de la presencia de fluidas relaciones transnacionales de 
diferente tipo; en las segundas, al modificarse la estructura de ingresos 
y las relaciones de poder económico en las comunidades afectadas (son 
conocidos los casos de pequeñas ciudades que han sufrido importan­
tes transformaciones en sus actividades económicas por las remesas).

- La dimensión social, donde coexisten fenómenos de desintegración de 
las relaciones familiares tradicionales existentes en Centroamérica 
(Fauné 1994), generándose nuevos roles para sus distintos miembros, 
especialmente en el caso de las mujeres y las personas de la tercera edad, 
y la conformación de nuevos grupos sociales a nivel de la comunidad.

- La dimensión cultural, al emerger nuevas percepciones, valores y aspi­
raciones resultantes de la migración internacional, siendo los niños y 
jóvenes el sector social más impactado, lo que ha generado nuevos 
patrones de conducta que conducen, en ocasiones, a comportamien­
tos delincuenciales.
Finalmente, la dimensión política, donde presenciamos innovadoras 
prácticas políticas a nivel local, y cambios en la relación del Gobierno 
frente a los nacionales que han emigrado al exterior, originándose 
nuevas políticas migratorias2.

Construcción de la ciudadanía social 
y migración internacional

La ciudadanía social incluye, en la visión de Marshall (Roberts s/f), no solo 
los derechos al bienestar económico y a la seguridad social, sino también 
el derecho a una vida acorde con los niveles alcanzados por la sociedad y 
con su herencia social. En este sentido, la “ciudadanía social” se diferencia

2 Actualmente se realizan dos investigaciones en El Salvador. En la primera, en este país, 
República Dominicana y Colombia, dirigida por Alejandro Portes y Luis Guarnizo, 
uno de los aspectos centrales lo constituyen los cambios en las políticas migratorias de 
estos países. La otra, coordinada por University o f Southern California, que cubre El 
Salvador y Guatemala, enfatiza en el análisis de los aspectos culturales.
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de la “ciudadanía civil” y de la “ciudadanía política” en que los derechos y 
deberes asociados a la primera son menos individuales y más colectivos.

La ciudadanía social constituye, entonces, un medio necesario y pode­
roso para luchar por la integración y contra la exclusión social, al entender­
se los derechos sociales como habilitaciones para su ejercicio, como desa­
rrollo de capacidades y, por lo tanto, estar abiertos a la posibilidad de su con­
quista (Minujin y Bustelo 1997), sin limitarse a concebirlos como un palia­
tivo de las desigualdades generadas por el funcionamiento del mercado.

No obstante, el desarrollo de la ciudadanía social puede afectar a la 
ciudadanía civil y a la ciudadanía política, al intervenir en la vida privada 
y generar relaciones de clientelismo. Su desarrollo es contradictorio, tam­
bién, con el Ubre funcionamiento del mercado, que en el modelo liberal 
debe ser el principal proveedor de bienes y servicios.

Marshall destaca la contradicción entre la igualdad social, implícita en 
la comunidad y el desarrollo de la ciudadanía social, y las desigualdades 
generadas por el mercado, potenciadas por la ciudadanía civil, que privi­
legia los derechos individuales a la propiedad y al trabajo. Un claro ejem­
plo, a pesar de la validez de sus luchas, lo constituyen las reivindicaciones 
de los derechos de los consumidores, promovidos tanto desde el sector 
estatal como desde la sociedad civil.

El análisis de las múltiples dimensiones del fenómeno migratorio 
internacional en la Centroamérica actual muestra la diversidad de relacio­
nes existentes entre este y la construcción de ciudadanía social.

Analizaremos, en este trabajo, los tres aspectos siguientes: primero, lo 
colectivo en las percepciones y en la organización de los migrantes; se­
gundo, el papel de las políticas sociales en la construcción de la ciudada­
nía social de la población migrante; y tercero, las políticas migratorias 
actuales y los desafíos que enfrentan.

Para abordar el primer aspecto, consideramos útil examinar la cues­
tión de la construcción de comunidad, que está estrechamente vinculada 
a la formación de asociaciones transnacionales de migrantes. Dadas las 
ambigüedades en torno al concepto de comunidad es útil hacer una breve 
revisión de este.
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Lo colectivo y la comunidad

Frecuentemente se habla de la existencia de comunidad, de la pertenen­
cia a una comunidad, y se olvida que no todo grupo social, no toda reu­
nión de individuos y familias constituye, en sentido estricto, una comuni­
dad de valores y aspiraciones estructuralmente compartidos, más allá de la 
existencia de intereses alrededor de problemas de carácter coyuntural.

La relación entre individuo y comunidad está mediada por la familia 
(en el sentido amplio y no restringido y tradicional de este concepto), por 
la agrupación de otros tipos de intereses, como las clases sociales, y por 
instituciones del Estado y la sociedad civil. Esto ha conducido a plantear 
que la relación entre individuo y comunidad contiene tres dimensiones 
(Heller 1985): la relación entre “individuo y sociedad”; la relación entre 
“individuo y grupo”; y la relación entre “individuo y masa”.

La primera relación, en el caso de las complejas sociedades actuales, asume 
la forma de una estructura social articulada en comunidades orgánicas, ya que 
solo cuando el nivel de diferenciación social era elemental, una comunidad 
pudo identificarse plenamente con una sociedad. Posteriormente, las comu­
nidades corresponden a las clases fundamentales de la sociedad, pero con el 
desarrollo del capitalismo esta correspondencia tiende a diluirse.

La relación individuo/comunidad no es asimilable a la relación indi- 
viduo/grupo porque esta última se basa en factores coyunturales, por lo 
que no todo grupo puede constituirse en comunidad, ocurriendo esto so­
lo cuando los factores causales adquieren un carácter estructural y cons­
cientemente adquirido.

La tercera relación, entre individuo y masa, se caracteriza por que esta 
última no está estructurada, aunque en algunos casos las comunidades asu­
men comportamiento de masas.

La comunidad es concebida, entonces, como una unidad estructurada, orgá­
nica, de grupos sociales con una jerarquía homogénea de valores al cual perte­
necen necesariamente los individuos al haber nacido o ser proyectados en ella, 
o al hacer una elección relativamente autónoma por parte de los individuos ya 
desarrollados. No obstante, la pertenencia a una comunidad no es obligatoria en 
la sociedad capitalista, ya que el individuo no nace en una comunidad. 181
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Hemos intentado sintetizar las tres dimensiones anteriores y estable­
cer su vinculación con los procesos de migración internacional, lo que se 
muestra en el cuadro siguiente.

Cuadro No. 3 Dimensiones de la relación individuo/comunidad y su 
vinculación con los procesos de migración internacional

Dim ensiones Características Tendencias
Vinculaciones con  

migración 
internacional

N o  estructurada
Individuo/masa Relación

heterogénea
En algunos casos, las 
comunidades actúan 
como masas.

La actuación de las 
comunidades de 
migrantes como 
masas ocurre solo en 
momentos de algu­
nos conflictos entre 
países receptores y 
emisores, asumiendo 
rasgos nacionalistas.

Estructurada
Individuo/grupo Integración basada 

en la casualidad
El grupo puede 
convertirse en 
comunidad al desa­
parecer los factores 
casuales.

Las asociaciones de 
migrantes
creadas alrededor de 
factores casuales 
coyun tunales se pue­
den convertir en 
comunidades al 
desarrollarse alrede­
dor de proyectos de 
carácter estructural 
y permanente.

Individuo/com uni-
dad

Integración dentro 
de la diferenciación

Estructura social 
crecientemente 
compleja articulada 
en comunidades 
orgánicas

Las comunidades de 
migrantes de carác~ 
ter transnational 
pueden ser conside­
radas como un 
ejemplo altamente 
articulador de 
comunidades más 
complejas.
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La construcción de comunidades implica, además, la existencia y la 
reconstitución de identidades sociales. Esto es de singular importancia en 
el caso de los grupos étnicos que constituyen la mayoría de la población 
en Guatemala, e importantes minorías (donde el peso demográfico a esca­
la nacional no es lo esencial), como los miskitos o los garífunas que habi­
tan la costa caribeña centroamericana, entre otros.

En el caso de los migrantes internacionales estamos frente a una com­
plejidad de origen que no ha sido objeto de suficiente atención. Encon­
tramos una población, mayoritariamente mestiza, de salvadoreños que han 
emigrado hacia los países del norte, y cuyo sentido de comunidad e iden­
tidad social lo encontramos en la pertenencia a las ciudades y áreas rura­
les de origen, posiblemente más intenso en la medida en que estas últimas 
sean más pequeñas y estén más alejadas de las ciudades principales del país. 
Existe una importante población migrante nicaragüense en Costa Rica, 
también en su mayoría mestiza, cuto sentido de comunidad, empero, se 
ancla en la nacionalidad misma. En el caso de Guatemala, la base de iden­
tidad comunitaria de buena parte de los migrantes que se han desplazado 
hacia México o Estados Unidos descansa en la pertenencia a determina­
da etnia indígena. En el caso de Belice, la mayoría de la creciente migra­
ción hacia Estados Unidos está constituida por población negra, modifi­
cándose así, como indicáramos antes, las proporciones raciales en este país.

Estamos, entonces, frente a un mundo de extrema heterogeneidad que 
hace más difusa y compleja la relación entre ciudadanía social y proceso 
de migración internacional en el ámbito sociocultural, a lo cual hay que 
sumar las diferenciaciones que introducen la pobreza, la “precarización” 
laboral, la vulnerabilidad y la exclusión social. Esto exige explorar otras 
dimensiones socioculturales asociadas a la construcción de ciudadanía, 
entre ellas, la subjetividad.

En un importante ensayo, Sousa (1991) señala que la constelación 
ideológica cultural hegemónica al final de este siglo parece apuntar a un 
predominio de la subjetividad sobre la ciudadanía, y de ambas sobre la 
emancipación. Haciendo una crítica de la teoría política liberal, plantea 
que para este, el principio de subjetividad es más amplio que el de ciu­
dadanía; que esta última se limita a la ciudadanía civil y política y su ejer­
cicio reside exclusivamente en el ejercicio del voto; que el principio de
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comunidad (en el sentido de Rousseau) es marginal; y que la sociedad 
civil se concibe de forma monolítica, donde las asociaciones voluntarias 
representan de igual modo el ejercicio de la libertad, la autonomía de 
los individuos y sus intereses. La sociedad civil se reduce, así, práctica­
mente al dominio de lo privado, debilitándose sensiblemente la esfera de 
lo público.

En opinión de este autor, una adecuada relación entre el principio de 
subjetividad y la ciudadanía exige un marco donde se promueva la eman­
cipación, recordando que un mayor equilibrio entre el Estado y el mer­
cado fue el resultado de la presión del principio de comunidad y las 
luchas sociales, y que las guerras y los procesos migratorios han incidido, 
en muchas ocasiones, en la profundización de la ciudadanía social.

En estos momentos de globalización, las acciones del capital han con­
tribuido a la difusión social de la producción y el aislamiento político del 
trabajo, los que han sido acompañados del resurgimiento del mercado y 
de la subjetividad como articuladores de las prácticas sociales, tratando de 
legitimar el retiro del Estado del ámbito social.

Ante esto, Sousa sugiere que el esfuerzo teórico a realizar debe incluir 
una nueva teoría de la democracia que permita reconstruir el concepto 
de ciudadanía; una nueva teoría de la subjetividad que permita reconstruir 
el concepto de sujeto; y una nueva teoría de la emancipación. Respecto 
a la primera, distingue cuatro espacios políticos de carácter estructural: el 
espacio de ciudadanía, el espacio doméstico, el espacio de la producción 
y el espacio mundial; todos los cuales configuran relaciones de poder.

La ciudadanía social se debe construir, entonces, en su opinión, tanto 
a nivel vertical, entre el Estado y los ciudadanos, como a nivel horizon­
tal, entre estos últimos.

Este marco analítico posibilita pensar en la relación entre la migración 
internacional y la ciudadanía social a través del eje articulador de la trans­
nacionalidad. En efecto, el espacio de ciudadanía, que se desarrolla prin­
cipalmente en el país receptor, hace pensar que el esfuerzo principal radi­
ca en el reconocimiento y habilitación de la ciudadanía social para la 
población migrante, cuestión radicalmente vulnerada por las actuales po­
líticas migratorias en los países capitalistas avanzados. Aquí el papel de los184
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gobiernos de los países emisores debe orientarse en este sentido, y no li­
mitarse a pedir la no expulsión de su población migrante.

Por otra parte, aunque cuestiones como el derecho al voto de la pobla­
ción residente en el extranjero son una reivindicación legítima, este se cir­
cunscribe al ámbito de la ciudadanía política.

Respecto al espacio doméstico, hay que reconocer que los procesos de 
migración internacional no solo han provocado la desintegración de las 
unidades familiares tradicionales, sino que, más importante, han creado, 
como en las estructuras familiares en general, en América Latina, nuevas 
relaciones y vínculos familiares; y que la construcción de ciudadanía social 
debe tomar esto en cuenta. El nuevo rol de las mujeres, tanto en el país 
emisor como en el receptor, y de los jóvenes y las personas de la tercera 
edad, en las localidades emisoras principalmente, son un claro ejemplo de 
las nuevas relaciones familiares que la migración internacional ha ido 
construyendo.

El espacio de la producción y el espacio mundial están, en la problemá­
tica abordada en este trabajo, íntimamente vinculados, y las redes y empresas 
transnacionales constituyen una buena muestra donde el rol del capital social 
es relevante para la construcción de ciudadanía social (Putnam 1993).

Hay que señalar que en Estados Unidos, por ejemplo, la movilidad so­
cial, clave para el acceso a la construcción de los tres tipos de ciudadanía 
de los flujos migratorios anteriores, está siendo vedada para los migrantes 
latinos, por los cambios que se están operando en la política migratoria de 
ese país. En este sentido, podría sostenerse que la organización de los mi­
grantes, especialmente en las formas más desarrolladas de comunidades 
transnacionales, se convierte en una forma de construcción de ciudadanía 
social “desde abajo” (Jelin 1996).

Por último, es necesario llamar la atención sobre otra dimensión, a me­
nudo dejada en un segundo plano y que, en nuestra opinión, es clave para 
entender la relación entre los procesos migratorios y la construcción de 
ciudadanía social: la dimensión cultural. Basta recordar las luchas de los 
chicanos desde mediados de los años sesenta, y las recientes de distintos 
grupos latinoamericanos, que han llevado a hablar de un proceso de “rela­
tinización” de ciudades como Los Angeles (Zilberg s/f). 185
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La cultura política está sufriendo profundas transformaciones y gene­
rando inéditas manifestaciones, lo que es inmediatamente perceptible en 
fenómenos como los hábitos de consumo, el lenguaje, el comportamien­
to de los jóvenes, etc. La vivencia, directa o indirecta, de otro tipo de sis­
tema político, fundamentalmente el norteamericano, con sus valores par­
ticulares sobre los derechos ciudadanos individuales o colectivos, tiene 
una incidencia en la configuración de esta nueva cultura política y sobre 
la construcción de ciudadanía social.

Lo colectivo y la organización de la comunidad, elementos centrales 
para la construcción de la ciudadanía social, revelan, en el caso de la mi­
gración internacional, inéditas facetas que es necesario incorporar en el 
análisis y la formulación de políticas.

La política social

Roberts, retomando a Marshall, afirma que si las políticas sociales impulsadas 
por el Estado han mostrado límites de eficiencia y eficacia, esto debe condu­
cir a una reforma del papel administrador de estas por parte del Estado, pero 
no necesariamente a su sustitución por las comunidades y las ONG.

La política social debe ser, entonces, concebida como un instrumento 
clave de los procesos de modernización de la economía y el Estado, y de 
superación de la desigualdad y la exclusión, y no simplemente como un 
mecanismo para atender a la población afectada por las consecuencias 
negativas de estos procesos.

Roberts cita a Esping-Andersen, quien muestra la existencia de tres 
formas de resolver la contradicción entre la construcción de ciudadanía 
social y el funcionamiento del mercado en los países del capitalismo avan­
zado: la liberal, la corporativa y la social-demócrata. En la primera, el bie­
nestar es proveído por mecanismos de mercado y los programas de com­
pensación social focalizados hacia la población más pobre. En la segunda, 
este es otorgado a través de un sistema estratificado organizado por el Es­
tado, pero manteniendo funciones tradicionales de prestación de bienes y 
servicios a cargo de las familias.186
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En América Latina, por otra parte, la provisión de bienestar por parte 
del Estado ha estado más ligada a la generación de empleo que a la habi­
litación de derechos ciudadanos.

En un ensayo reciente (Minujin y Bustelo 1997), se señalan cinco 
puntos significativos para el análisis de las políticas sociales:

- Se trata de construir mayores niveles de “igualdad social” y no de limi­
tarse a la lucha contra la pobreza.

- La “solidaridad social” tiene que jugar un papel importante en este 
proceso de construcción de mayores niveles de igualdad.

- La inclusión debe vincularse con la economía a través de la genera­
ción de “empleo productivo”.

- Debe prevalecer la idea de responsabilidad de la “esfera pública”.
- Las políticas sociales deben contribuir a la constitución de actores 

sociales titulares de “derechos habilitantes para la expansión de la ciu­
dadanía”.

A partir de los datos aportados por la CEPAL, estos autores muestran que 
en América Latina, durante los últimos años, se observa, primero, un au­
mento de la desigualdad, en términos de la distribución de los ingresos; 
segundo, un aumento significativo de la pobreza, en términos absolutos, 
particularmente la urbana, a pesar de una disminución relativa en los paí­
ses que redujeron drásticamente la inflación; y tercero, la conformación de 
una creciente zona de “vulnerabilidad social y económica”, en términos 
absolutos y relativos, que incluye a los pobres estructurales, a los nuevos 
pobres y a amplios sectores medios.

En síntesis, estamos en presencia de sociedades cada vez más vulnera­
bles, con complejas y heterogéneas situaciones de pobreza y exclusión 
social, ante las cuales es necesario replantear el contenido de las políticas 
sociales actualmente en vigencia.

Establecen así, a nivel económico, tres agrupaciones poblacionales por 
nivel de inclusión: una minoría incluida, vinculada a empresas altamente 
dinámicas y productivas, intensivas en tecnología y cuya producción está 
orientada al mercado externo, principalmente; un segundo grupo, ubica­ 187
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do en la zona de vulnerabilidad, donde operan empresas de productivi­
dad media orientadas, ante todo, al mercado interno; y un tercer grupo 
de excluidos, en su mayoría empleados no calificados y trabajadores por 
cuenta propia del sector informal.

También establecen, a nivel social, estos tres niveles de inclusión, para 
plantear que existen, esencialmente, dos modelos rivales de ciudadanía 
que disputan la orientación de las políticas sociales en América Latina: el 
modelo de “ciudadanía asistida” y el modelo de “ciudadanía emancipa­
da”, los cuales se distinguen a través de las diez dimensiones siguientes: 
igualdad, solidaridad, movilidad, sociedad, inclusión, pobreza, género, de­
rechos humanos, Estado y mercado, y política social y económica.

A partir de lo anterior, y basados en la certeza de que el actual mode­
lo de apertura económica excluye a un gran porcentaje de la población, 
concluyen que las políticas sociales en América Latina demandan una 
seria discusión sobre el carácter público de la educación y la salud; la defi­
nición de marcos regulatorios públicos para la protección de los derechos 
de los usuarios; el control social de las actividades de la empresa privada 
y de los funcionarios públicos; etc., postulando, además, la necesidad de la 
restauración de la esfera pública.

En una investigación comparativa sobre política social y pobreza 
urbana en Centroamérica (Lungo 1997a), encontramos cómo difieren los 
resultados de la primera según las diferentes trayectorias recorridas por el 
Estado. De ese trabajo queremos derivar las relaciones entre las formas 
dominantes de política social que se están implementando en la región y 
la construcción de ciudadanía social. Hemos escogido ocho aspectos para 
el anáfisis de estas relaciones, que se presentan en el Cuadro No 4.

188



VIII. C entroamérica: la construcción de ciudadanía social

Cuadro No. 4 Política social y construcción de ciudadanía social

Aspectos de la política 
social

Razones de la limitada 
incidencia en la cons­
trucción de ciudadanía 
social

Incidencia en la pobla­
ción de los migrantes 
(incluye los retomados)

Beneficiarios Segmentan, al focalizar, 
a los grupos más pobres

Indirecta

Modo de selección Bajos niveles de partici­
pación social

No incorpora el factor 
migración

Temporalidad Coyunturalidad de las 
acciones

No se relaciona directa­
mente

Ubicación en el aparato 
estatal

Centralización No se relaciona directa­
mente

Estructura de ejecución Manejo por aparato 
burocrático

No se relaciona directa­
mente

Financiamiento Bajo nivel de recursos No hay programas espe­
cíficos

Vínculos con otros pro­
gramas

Poca coordinación No existen

Aun en los casos en que se ha promovido la descentralización de la polí­
tica social, que en Centroamérica son pocos, la reducción de sus objetivos 
a la atención de los grupos más pobres, el carácter coyuntural de la mayo­
ría de sus acciones, la limitación de los recursos asignados, y, ante todo, la 
poca apertura a la participación social hacen que la contribución de la 
política social en la construcción de ciudadanía social sea mínima y, en 
muchos casos, obstaculizante.

Procesos de gran importancia, como la migración internacional y sus impac­
tos, están completamente ausentes de toda consideración, como se nota en el 
cuadro anterior; mientras, paradójicamente, y tal como ha ocurrido en numero­
sos casos, la migración internacional ha generado, a través de las remesas que 
envían los residentes en el exterior, la configuración de mecanismos de compen­
sación social, la política social oficial. Incluso las acciones impulsadas por las 
ONG han tomado muy poco en cuenta al proceso de migración internacional.



A mérica Latina, países pequeños de grandes ciudades

Veamos, a partir de las ideas y constataciones anteriores, el papel de las 
políticas sociales en la construcción de ciudadanía social de los migrantes 
internacionales centroamericanos.

Partimos de que la actual movilidad del capital y de la fuerza de tra­
bajo, aun bajo forma ilegal, dificulta pensar en soluciones puramente loca­
les, e incluso nacionales, dado que los Estados ven limitadas sus capacida­
des por los procesos de reestructuración y globalización en curso.

Por parte de la sociedad civil, aunque a primera vista muchas comu­
nidades y ONG habían desarrollado, durante las décadas anteriores, pro­
metedoras acciones a favor de la construcción de ciudadanía social, las 
transformaciones en las relaciones familiares, el debilitamiento de los lazos 
comunitarios y la cooptación de las ONG por parte del Estado, constitu­
yen signos reveladores del agotamiento de este papel.

Aunque los movimientos sociales siempre incluyen una alta dosis de 
solidaridad y responsabilidad hacia el otro, en períodos de transición hacia 
la democracia, tal como los que están viviendo la mayoría de los países 
centroamericanos, una de sus nuevas tareas es reorientar sus acciones ha­
cia la democratización del Estado y la construcción de ciudadanía, y en 
el caso de la población migrante, apoyar sus derechos ciudadanos.

Dado que el aspecto de la participación es decisivo para reorientar la 
política social, nos detendremos un momento en ella. Al respecto, R o- 
berts sugiere una doble diferenciación, según si la política social es defi­
nida como una responsabilidad comunal o privada, por un lado, o si se ba­
sa en los individuos o grupos, por otro.

Para él la ciudadanía social depende mucho más que la ciudadanía 
civil o la ciudadanía política de la participación comunal, y de la calidad 
interpersonal de los servicios y bienes dados y recibidos, que de los dere­
chos formales y responsabilidades. Estamos aquí, de nuevo, frente a la im­
portancia de incorporar el anáfisis y el papel del capital social, que, podrí­
amos plantear, tiene también una expresión transnacional.

Debemos recordar, por otra parte, que los procesos de largo plazo, 
como la urbanización, la migración y las transformaciones en los merca­
dos de trabajo, socavan los tradicionales medios para proveer seguridad 
social a través de la familia y la comunidad, por lo que la participación190
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del Estado y la recreación de la esfera de lo público se revelan como in­
dispensables.

En lo que respecta específicamente a la migración internacional, los 
conocidos efectos en términos de reducción de empleo e ingresos que ha 
provocado la reestructuración de la economía y las reformas del Estado, 
las remesas han sido un factor de compensación debido a que los fondos 
que reciben regularmente las familias de los migrantes configuran una es­
pecie de “programa” de “autocompensación social” llevado a cabo por la 
población migrante, fenómeno que no ha sido incorporado en la formu­
lación de las políticas sociales actuales.

Particularmente importante es la creación de redes y organizaciones 
comunitarias ligadas a la migración internacional que van creando nuevas 
relaciones sociales de singular importancia para el desarrollo a escala local 
y nacional. Lo anterior, unido al surgimiento de pequeñas empresas que 
tienen vínculos permanentes en los países donde se han radicado los 
migrantes, va configurando un conjunto cada vez más complejo de “redes, 
empresas y comunidades transnacionales” (Portes 1995).

Estas acciones, que tienen un carácter transnacional, modifican las rela­
ciones políticas a escala local y entre las comunidades locales y el gobier­
no central, al estar afectadas, a su vez, por relaciones e intereses que des­
bordan las fronteras nacionales. Mencionemos, por ejemplo, las numerosas 
gestiones realizadas por migrantes salvadoreños o guatemaltecos para rea­
lizar obras de desarrollo en sus comunidades (construcción de infraestruc­
turas, dotación de equipamientos, apoyo a grupos sociales vulnerables, 
etc.), que se hacen ante comités de apoyo en distintas localidades de 
Estados Unidos, sin mediar la participación del gobierno local o de los 
gobiernos centrales.

Las políticas sociales actuales, diseñadas en el marco de los espacios 
nacionales, difícilmente pueden incorporar estas nuevas expresiones, mu­
chas de ellas de un alto contenido colectivo, originadas por el proceso de 
migración internacional.
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Las políticas migratorias

La aceptación de que el fenómeno de la migración internacional y la 
transnacionalización se complejiza: cada día más se amplía el campo de la 
reflexión sobre estas temáticas. Cuestiones como el nuevo carácter de las 
políticas migratorias y su relación con la ciudadanía de los migrantes, en­
tre otras, comienzan a ser analizadas con mayor frecuencia.

Los procesos de globalización de la economía y otros procesos de 
transnacionalización, al incidir sustantivamente en la forma y las funcio­
nes de los Estados, están transformando las políticas migratorias (Sassen 
1996). La contradictoria combinación de espacios de libre comercio, co­
mo el que ha generado el Tratado de Libre Comercio entre Canadá, Esta­
dos Unidos y México, los renovados intentos para impedir el paso de 
migrantes ilegales, especialmente hacia los dos primeros países, y la exis­
tencia de complejas redes económicas, sociales y étnicas transnacionales, 
que ha obligado a repensar las políticas y programas migratorios, consti­
tuyen ejemplos de esto.

Por otra parte, alrededor de estos, el número y tipo de los actores 
involucrados también ha aumentado, destacándose las organizaciones que 
defienden los derechos de los inmigrantes y las que se oponen a ello, 
tejiendo una densa red de intereses que expresan, algunos, un nacionalis­
mo chauvinista, y otros, el transnacionalismo surgido del intenso proceso 
migratorio internacional ocurrido durante las últimas décadas. Aspectos 
como el cuestionamiento de la concepción tradicional de soberanía 
nacional, y los derechos humanos de los migrantes comienzan a preocu­
par a académicos y líderes políticos3.

Esto conduce a la cuestión de la ciudadanía de la población que ha 
migrado a otro país. Partiendo de la crítica a las políticas migratorias basa­
das en los criterios de “seguridad nacional”, que prevalecieron en nume­
rosos países durante el período de la Guerra Fría, se propone un nuevo
3 Por ejemplo, en la reunión de los partidos y movimientos políticos de izquierda, cono­

cida como “Foro de Sao Paulo”, realizada en San Salvador a mediados de 1996, uno 
de los temas centrales de discusión fue el derecho de los migrantes, aunque el énfasis 
se colocó en los derechos de los trabajadores asalariados.
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concepto de ciudadanía, que no estaría estrictamente definido o limitado 
por el estatus legal tradicionalmente asignado por los Estados-nación a las 
personas que han nacido o adquirido la nacionalidad de un país específi­
co, sino que permita que las personas que habitan en más de un país, ten­
gan garantizados sus derechos en estos (Joñas 1996). Podría, entonces, 
hablarse de ampliación de la ciudadanía social, referida al proceso de 
migración internacional y transnacionalización, y que comprende, como 
lo señaláramos al inicio, los distintos puntos del circuito migratorio.

Este planteamiento, provocador y sugerente, se basa en trabajos que han 
postulado la emergencia de una sociedad civil global4, y sostiene que los 
acuerdos de libre comercio pueden estimular procesos migratorios racio­
nales que contribuyan al bienestar de la población, en general, de los paí­
ses concernidos por estos acuerdos, y contribuir a solucionar tanto los pro­
blemas que genera la migración internacional en los países emisores, como 
los problemas de asimilación de los migrantes en los países receptores.

Si la idea original de los derechos humanos universales estaba orien­
tada por una visión individualista de los derechos, ahora el eje pasa a las 
comunidades. Hablar de derechos culturales es hablar de grupos y comu­
nidades colectivas: el derecho de sociedades y culturas (autodefinidas 
como tales) a vivir su propio estilo de vida, hablar su propio idioma, usar 
su ropa, perseguir sus objetivos, y su derecho a ser tratadas justamente por 
las leyes del Estado-nación en que les toca vivir, casi siempre como mino­
rías (Jelin y Hershberg 1996).

La lucha por los derechos ciudadanos de los migrantes implica un 
doble desafío. Primero, es una lucha que debe llevarse a cabo en los dis­
tintos puntos del circuito migratorio: la comunidad de origen, el país re­
ceptor y los países de tránsito; y segundo, es una lucha que adquiere una

4 Susanne Joñas cita, en su ensayo, el sugerente párrafo de Richard Falk: “La ciudadanía 
expresa, en general, la pertenencia y participación en una comunidad política. Su con­
dición puede ser especificada legalmente, pero, en realidad, es sujeto de las políticas y 
las prácticas. La ciudadanía puede ser entendida tanto formalmente como un status real 
y, más adecuada y esencialmente, como un cambiante conjunto de actitudes, relaciones 
y expectativas que no tienen necesariamente una delimitación territorial”. 193
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extrema complejidad en términos del conjunto de reivindicaciones a im­
pulsar, de orden económico, político, social y cultural, cruzados por las 
diferencias étnicas, de género y de edad.

Aquí se mezcla la lucha por la ciudadanía civil, política y social, y 
planteamos la tesis de que la última es, en el caso de la población migran­
te internacional, tan importante y urgente como las primeras.

De este lado del circuito, una política social que procure contribuir a 
la construcción de ciudadanía social debe incorporar fenómenos como el 
surgimiento de nuevas relaciones familiares, los cambios en los mercados 
laborales, y la migración internacional que, en muchos casos en Centro- 
américa, es un movimiento pensado y planeado, desde el inicio, como un 
viaje de ida y regreso, a veces de carácter permanente, y que está en la 
base de la formación de redes, empresas y comunidades transnacionales, 
expresión de una transnacionalidad popular que surge dentro de la glo- 
balización en curso, al final de este siglo, en los países del istmo.

Esta tendencia es profunda. Como sostienen algunos investigadores 
(Basch et al. 1994), la transnacionalización implica la existencia de múlti­
ples relaciones sociales que vinculan la comunidad de origen con los 
lugares de recepción de los migrantes, superando los límites geográficos, 
culturales y políticos, y expresándose de múltiples formas. La transnacio­
nalización incluye una compleja y heterogénea red de relaciones econó­
micas, sociales, políticas y culturales que desbordan ámbitos geográficos y 
sociales limitados, lo que ha llevado a plantear el surgimiento de verdade­
ras “formaciones sociales transnacionales” (Guarnizo 1996). Aunque este 
planteamiento aún no está completamente desarrollado, y suscita algunas 
dudas por el resurgimiento de los nacionalismos, abre un debate que esta­
rá en el centro de la discusión sobre la migración internacional y el trans­
nacionalismo en los años futuros.
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La desobediencia social en 
Centroamérica*

“Siempre vieron al pueblo como un montón de espaldas que 
corrían para allá como un campo para caer con odio los garrotes

[...] los policías y los guardias siempre vieron al pueblo de allá para acá 
y las balas sólo caminaban de allá para acá [...]

pero entre tanto que no se muestren sorprendidos, ni mucho m enos  
pongan cara de ofendidos, hoy que ya algunas balas comienzan a llegarles desde 
este lado, donde sigue estando el mismo pueblo de siempre, sólo que a estas 
alturas ya viene de pecho, y trae cada vez más fusiles.

Roque Dalton 
Poemas clandestinos

Es quizás en la literatura donde podemos encontrar la mayor rique­
za en el recuento de las diversas manifestaciones de la desobedien­
cia social en Centroamérica.

Esta afirmación, extraña para unos, discutible para otros, es, sin embar­
go, de enorme validez para nosotros cuando la multidimensionalidad y

* El texto de este artículo corresponde a una conferencia preparada para el simposio inter­
nacional “Desobediencia social en Venezuela y el tercer mundo”, celebrada en Caracas 
del 15 al 17 de junio de 1988, organizada por el Area Sociohistórica del CENDES. 195
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novedad de estas manifestaciones desbordan ampliamente los análisis polí­
ticos y sociales, tan a menudo fijados a esquemas preconcebidos. Oímos 
a un poeta revolucionario que sintetiza magistralmente la desobediencia 
social y los cambios ocurridos en la conciencia del pueblo salvadoreño en 
los últimos años.

Pero no hablaremos de literatura en esta exposición. Intentaremos dar 
una rápida imagen de algunas de las manifestaciones de desobediencia 
social ocurridas en Centroamérica en los últimos años, encontrando 
constantes y dimensiones inéditas, buscando sobreponer el análisis a las 
sorpresas y desconciertos, y tratando de buscar las determinaciones de un 
contexto único en muchos aspectos, que se ha convertido, en los últimos 
años, en un ejemplo para las luchas por la transformación social y en un 
laboratorio para las fuerzas sociales regresivas.

Observando un panorama de extraordinaria riqueza 
en el que la desobediencia social en Centroamérica 
en los últimos años asume una multiplicidad de expresiones

Al recorrer la historia de Centroamérica durante los últimos diez años 
vamos a encontrar una explosión de formas de desobediencia social única 
para un período tan breve. Estas incorporan sectores sociales silenciosos 
desde hacía largo tiempo, como las comunidades étnicas, pasan por otros 
a quienes se les negaba capacidad de protesta, como los llamados “margi­
nales” urbanos, por la configuración de nuevas agrupaciones sociales de 
rebeldes, hasta la desobediencia de antiguos abados de guardar el orden 
establecido, como los religiosos y militares.

Una desobediencia social revolucionaria condensada:
la insurrección de los barrios orientales de Managua y el repliegue hacia Masaya

196 En 1978, en plena guerra de liberación sandinista, los barrios orientales 
de Managua, la capital de Nicaragua, fueron escenario de una de las más
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intensas insurrecciones urbanas ocurridas en Centroamérica. Las agudas 
jornadas de lucha popular allí vividas, que se prolongaron en el repliegue 
de una enorme masa de insurrectos urbanos hacia la vecina ciudad de Ma- 
saya, distante a 30 kilómetros de la capital, en una heroica, audaz e in­
geniosa maniobra para evitar la masacre de los combatientes sometidos en 
estos barrios a un incesante bombardeo, constituyen una condensación de 
la desobediencia social de difícil repetición, que es revivida anualmente en 
una marcha, hoy rodeada por un festivo ambiente revolucionario (Bárrelo 
1980 y Nuñez 1980).

La desobediencia social de las mayorías y minorías étnicas

Largo tiempo silenciadas, habría que remontarse a las frecuentes rebelio­
nes indígenas durante la colonia y las primeras décadas postcoloniales en 
el siglo XIX, tan poco documentadas en la historiografía oficial (Martínez 
s/f), para recordar las manifestaciones de desobediencia social de las mayo­
rías y minorías étnicas de los países centroamericanos.

Esta situación experimentó una radical modificación a partir de la déca­
da de los setenta. Poco a poco, imperceptiblemente para miradas y análisis 
poco agudos o renuentes a aceptar la realidad social y sus cambios, se fue 
produciendo un proceso de toma de conciencia de los arrebatados y pos­
tergados derechos por parte de las comunidades indígenas que constituían 
la mayoría del pueblo guatemalteco. Esta transformación, impulsada por el 
trabajo de las organizaciones revolucionarias que se habían percatado de 
esta ausencia clave en el período de lucha guerrillera en los años sesenta, 
tuvo un efecto en el desarrollo futuro de este país que el reflujo relativo de 
la lucha armada en Guatemala durante los últimos años no puede opacar. 
En los años futuros, los intentos reales por establecer un gobierno demo­
crático y popular debieron considerar la preeminencia de lo indígena en la 
formación social guatemalteca y la toma de conciencia de los distintos gru­
pos étnicos que componen esta mayoría (Payeras 1982 y Burgos 1985).

Pero en Centroamérica existen también minorías étnicas que, por ra­
zones paradójicamente contrarias al cambio social que favorece a los see- 197



A mérica Latina, países pequeños de grandes ciudades

tores más explotados, han desarrollado importantes manifestaciones de 
desobediencia social que llegan, incluso, a la toma de las armas. Tal es el 
caso de la incorporación de amplios contingentes de la población miski- 
ta, la minoría étnica más importante de Nicaragua, asentada en la costa
caribeña de este país.

La razón principal de esta contradictoria actitud tiene su base en la 
historia del país. Fundamentalmente poblada, antes de la ocupación espa­
ñola, por grupos provenientes del México actual, que se ubicaron en las 
tierras de la costa del océano Pacífico, que reunía mucho mejores condi­
ciones de habitabilidad, Nicaragua se desarrolló, durante el período colo­
nial y postcolonial, en esta área geográfica; tendencia que se acentuó con 
el despliegue de las relaciones sociales capitalistas en el presente siglo. 
Siempre marginada entonces, olvidada y relegada intencionalmente, la 
zona caribe de Nicaragua, con su población compuesta por distintos gru­
pos étnicos, tampoco fue un escenario de importancia durante los años 
previos al triunfo de la Revolución Popular Sandinista.

Este hecho tendría graves consecuencias para el proceso de construc­
ción de la nueva sociedad que se abrió en 1979. A la ignorancia generali­
zada de las peculiares características de esta región y sus habitantes, se su­
mó la bien intencionada, pero errónea, concepción del gobierno sandinis­
ta de integrarla al país. Rápidamente, emergieron problemas no captados, 
como la defensa de su lengua y costumbres, que fueron creando un am­
biente propicio para la labor contrarrevolucionaria que, desde el exterior 
y para sus propios intereses, manipuló las legítimas reivindicaciones de las 
minorías étnicas caribeñas. Este ejemplo de desobediencia social, paradó­
jico como decíamos, señala la necesidad de un conocimiento profundo y 
científico de nuestros países para evitar dolorosas sorpresas.
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La desobediencia social a partir del retorno 
a las fuentes populares del cristianismo

Las ideas de la teología de la liberación irrumpieron en Centroamérica y 
fueron ocupando, de manera diferencial en los distintos países, un impor­
tante espacio, cuyas consecuencias sociales y políticas eran poco predeci­
bles allá, a finales de los años sesenta e inicios de los setenta, especialmen­
te en el país en que calaron más hondo.

Décadas de dictadura militar ininterrumpida, pero sin la presencia de 
un dictador a la cabeza del gobierno desde el derrocamiento del general 
Maximiliano Hernández Martínez en 1944; la ausencia de un sistema de 
partidos políticos (no encontramos en la historia salvadoreña partidos 
representativos directos de las clases dominantes hasta 1982); una total 
prohibición de la sindicalización de los trabajadores del campo y de los 
empleados públicos; la inexistencia de un debate ideológico, cuando cual­
quier idea o publicación opuesta al régimen era calificada de comunista; 
entre otros rasgos, pintan el oscuro panorama en que se insertó el trabajo 
eclesial de base de la renovada iglesia católica salvadoreña, a la que siguie­
ron, en menor importancia, pero en la misma línea, varias de las iglesias 
protestantes que operaban en el país.

Este trabajo, centrado fundamentalmente en el campo, a través de la 
organización de las comunidades cristianas de base y cooperativas de pro­
ducción, fue despertando la reprimida conciencia de los trabajadores, coar­
tada por el recuerdo de la masacre de la insurrección popular de 1932.

Y este despertar fue explosivo, desbordante, incontenible incluso por 
las balas de los cuerpos militares represivos, con el asombro de las clases 
dominantes por lo que estaba ocurriendo en El Salvador. Pero aun más: 
esta conciencia renovada se articuló a los proyectos revolucionarios que 
paralelamente se iban gestando en el país, y al finalizar la década de los 
setenta se había incorporado definitivamente a la guerra popular revolu­
cionaria que, en esta época, se desplegaba en el país. Basta señalar el asesi­
nato de numerosos sacerdotes, monjas, pastores protestantes y del mismo 
arzobispo de San Salvador, Monseñor Arnulfo Romero, hoy mudos acto­
res y testigos de la génesis de esta crucial y definitiva desobediencia social. 199
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A pesar de su extraordinaria dimensión, el regreso a las fuentes popu­
lares del cristianismo no es exclusivo de El Salvador o Centroamérica. Su 
relevancia estriba en la vinculación de esta expresión de desobediencia 
social a un proyecto de desobediencia política global (Cabarrús 1983).

La acumulación de pequeños actos de desobediencia social 
enmarcados dentro de un contexto revolucionario

En todos los países, en el momento actual, podemos observar una multi­
tud de pequeños actos de desobediencia social. ¿Qué es lo que les da uno 
u otro significado? ¿Cuál es la razón que les otorga un peso cualitativo 
por el cual contribuyen a procesos de cambio social mayores?

En nuestra opinión, es su inserción en un proyecto alternativo de 
carácter global lo que les da este sentido, y la ausencia de este proyecto de 
cambio (desde reformas políticas profundas como puede ser la vuelta a un 
régimen de gobierno civil desde un período dictatorial militar, o una 
reforma agraria profunda, hasta una transformación revolucionaria del sis­
tema capitalista imperante) hace que los pequeños actos de desobedien­
cia social no puedan adquirir un sentido de trascendencia.

Volvamos a El Salvador. Para un observar atento, en los años finales de 
la década pasada, una de las cuestiones que más impactaba era la impre­
sionante cantidad y forma de actos de desobediencia social que iban 
inundando todo el territorio salvadoreño.

Una toma de una hacienda por reivindicaciones salariales, la toma 
momentánea de un barrio de los alrededores de la capital y la realización 
de un mitin en él por un grupo de jóvenes guerrilleros, la frecuente toma 
de iglesias, la captura como rehén de un gerente de una fabrica para exi­
gir la restitución de un dirigente salarial, el secuestro de un prominente 
miembro de la oligarquía para exigir un rescate o la libertad de un com­
pañero desaparecido, la quema de autobuses, las pintas y mantés que se 
desplegaban rápidamente por toda la ciudad, la toma de ministerios y em­
bajadas, y muchos otros pequeños actos de desobediencia social configu­
raban un ambiente de descomposición social aparente que en realidad200
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reflejaban el quiebre incesante del modelo de dominación social y políti­
ca vigente en ese momento, y que mostraban el sentido de estas expresio­
nes de desobediencia al estar insertos en una estrategia global de carácter 
revolucionario (Lungo 1987,1985).

Hoy, cuando a partir de 1984 se presencia una creciente reactivación 
de la lucha de las masas salvadoreñas, vamos a encontrar viejas y nuevas 
formas de desobediencia social, siempre impulsadas —pero no manipuladas 
por fuerzas externas, como pretenden hacer creer algunos— por la vigen­
cia de un proyecto alternativo al injusto orden actual, a pesar de las modi­
ficaciones que han ocurrido en el espectro político del país en los años 
recientes (Lungo 1986).

La desobediencia social en un país democrático

Las manifestaciones de desobediencia social no son patrimonio exclusivo 
de los regímenes represivos. También en democracias liberales encontra­
mos, y a veces con inusitada frecuencia, actos de desobediencia social. 
Costa Rica ejemplifica un caso de estos. De él vamos a tomar un par de 
ejemplos que se destacan de la multitud de manifestaciones que son parte 
integrante del panorama político de este país. Aquí, por ejemplo, los cie­
rres de las vías de comunicación constituyen una forma de protesta fre­
cuente. Lo que sucede es que estas formas, y otras más que asumen gene­
ralmente un carácter pacífico, son rápidamente cooptadas por un sistema 
político que tiene una extraordinaria capacidad para hacerlo, aun en las 
coyunturas de mayor dificultad y complejidad.

Hay, sin embargo, algunas de estas manifestaciones que, sin responder 
a proyectos alternativos de cambio, tienen una gran riqueza y se proyec­
tan nacionalmente. A continuación nos referiremos a dos de ellas.

La primera asumió la forma de desobediencia social de envergadura 
regional, y ocurrió cuando, en 1979, la población de la ciudad de Limón, 
principal puerto del país en la costa del Caribe, ante la agobiante suma de 
problemas vividos: falta de empleos, déficit de viviendas, insuficiente dota­
ción de servicios, y poca atención por parte del gobierno central a sus 201
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demandas, paralizó la ciudad en un amplio movimiento huelguístico de 
impacto nacional. A la base de esta protesta se encontraban numerosos 
factores, entre ellos, que la ciudad estuviera en la principal zona de pobla- 
miento de la minoría negra del país (Valverde et al. s/f).

Más recientemente, en este año, se asistió a una numerosa marcha 
hacia la capital, de campesinos de varias regiones del país que protestaban 
por el deterioro en sus condiciones de trabajo; permanecieron en San Jo­
sé, en el parque central de la capital, durante varios días, obligando al go­
bierno a dialogar con ellos.

En ambos casos, aunque el orden imperante no fue cuestionado, la 
dimensión de estos actos de desobediencia social impactó decididamente 
a la democracia costarricense.

Cuando los aliados deciden desobedecer los mandatos 
hasta ese momento no discutidos

Cuando el grado de conflictividad llega a niveles muy altos, y cuando lo 
que sucede en un país repercute con mucha fuerza en los países vecinos 
(ambos rasgos caracterizan a la Centroamérica de nuestros días), ocurren 
acciones de desobediencia social no imaginadas, que afectan incluso a los 
encargados de mantener la obediencia debida. Tal nos parece que es lo 
que ha ocurrido en los últimos meses en Panamá, donde, en nuestra opi­
nión y sin valorar las acciones y posiciones de este militar, la inicial deso­
bediencia del general Manuel Antonio Noriega se ha transformado en los 
inicios de una desobediencia social colectiva ante las violaciones a la 
soberanía nacional.

Lo interesante en este hecho es que ha ocurrido, en el caso paname­
ño, una reversión de tendencias. Recordemos que el movimiento contra 
el general Noriega, que tiene bases internas y empujes externos, se plan­
teó a través de una serie de protestas que conformaban una bien conce­
bida desobediencia social, y muestra, como en el caso de la minoría mis- 
kita en Nicaragua y otros más de menor importancia, que la desobedien­
cia social cruza a todas las clases e intereses sociales.202
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Una acción violenta en un escenario no preparado

Si, como hemos sostenido, la extraordinaria relación existente entre los 
países centroamericanos desde la colonia, acentuada hoy día por el des­
pliegue de una estrategia de contrainsurgencia que no se limita a los paí­
ses en que hay enfrentamientos bélicos, contextualiza, directa o indirec­
tamente, y en diferente grado, las diferentes manifestaciones de desobe­
diencia social que ocurren en nuestros países, no podríamos dejar de lado 
lo que sucede en Honduras, particularmente por su papel concientemen- 
te asumido en la estrategia contrainsurgente antes mencionada. No es de 
extrañar, entonces, que el violento ataque contra el consulado norteame­
ricano, ocurrido en días recientes, por sectores populares de la ciudad de 
Tegucigalpa, tuviera razones más allá de la simple protesta por la extradi­
ción inconsulta de un renombrado narcotraficante por la policía de Esta­
dos Unidos. En el fondo de esta drástica acción está una inconformidad 
profunda con el papel que se ha obligado jugar al país, aprovechando su 
debilidad política y económica.

Este último caso reseñado nos permitirá plantear, a continuación, algu­
nas reflexiones sobre la desobediencia social en Centroamérica y las rela­
ciones claves que se tejen en torno a ella. Comencemos con estos últimos.

Planteamos la hipótesis de que el conjunto de países 
centroamericanos vive, desde 1979, una situación con muchos 
rasgos comunes y determinaciones mutuas de distinto grado que 
permiten caracterizar un período político regional

Tenemos claro que cuando hablamos de la existencia de un período polí­
tico, lo hacemos en referencia a una formación social dada, con una forma 
de Estado determinada, y una estructura y un proceso de lucha de clases 
específicos a ella.

Por eso es que parecerá raro hablar de un período político para un 
conjunto de países, por muchos rasgos comunes que tengan entre sí. Que­
remos, sin embargo, hipotéticamente, con fines analíticos, plantear que, 203
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con el triunfo de la Revolución Popular Sandinista, el 19 de julio de 
1979, se abrió un período político regional en Centroamérica que con- 
textualiza mucho de los dramáticos acontecimientos vividos en los países 
de la región, y que esta caracterización se basa en la importancia de los 
factores geopolíticos y en la existencia de una voluntad y acciones con­
trarrevolucionarias visualizadas para Centroamérica en su conjunto.

Esta idea —no podemos desarrollar en esta exposición lo que contex- 
tualiza, como hemos sostenido, las manifestaciones de desobediencia 
social ocurridas en los distintos países de una parte del m undo- pasó de 
ser casi totalmente desconocida, a ser noticia, sujeto de variados análisis y 
objeto de múltiples intervenciones, las más fuertes, lamentablemente, en 
contra de los intereses de los sectores populares.
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10 La ciudad y la nación, 
la organización barrial y el Estado: 
los dilemas de la urbanización en 
Costa Rica a principios de los años 
noventa

Costa Rica:
la urbanización antes y después de la crisis

E n América Latina, Costa Rica se destaca como un país de estabi­
lidad económica y social, a la que se u n e  u n  régimen político 
profundamente democrático; su excepcionalidad descansa en la 
forma como se estructuró la sociedad desde la época colonial y en las 
acciones de un Estado de bienestar cuyo peso ha sido decisivo desde 

mediados del siglo XX.
No es de extrañar, entonces, que cuando la crisis de finales de los 

años setenta e inicios de los ochenta golpeó al país, existía un impor­
tante desarrollo social que le permitió resistir sus efectos de mejor 
forma que al resto de países de la cuenca del Caribe. Paradójicamente, 
este desarrollo acumulado podría ser un obstáculo para la necesaria re­
conversión de la economía costarricense. Hay, no obstante, una clara 
conciencia de ello y el principal desafío que se presenta es efectuar las 
transformaciones en su aparato productivo sin destruir el nivel de equi­
dad social alcanzado y sin afectar la capacidad adquirida por su fuerza 
de trabajo, es decir, sin socavar las bases constitutivas de su democracia, 
dentro de una estrategia de desarrollo sostenible en un territorio cuyos 
recursos naturales han sido sensiblemente deteriorados durante las dos 
últimas décadas.
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Cuando observamos el proceso de urbanización se destaca también su 
extraordinaria continuidad y la gradualidad de los cambios, no encon­
trándose aún a inicios de los años noventa transformaciones drásticas en 
el sistema urbano que se consolidara a principios del siglo, caracterizado 
por la primacía de la capital —San José-; la concentración de la mayoría 
del resto de la población urbana en cinco ciudades situadas en el Valle 
Central (Cuadro No. 1), lo que da un sello particular a la cuestión de la 
primacía urbana; y la similitud de las funciones económicas de estas ciu­
dades intermedias, derivada de su papel en la economía agroexportadora, 
primero, y en la industria sustitutiva de importaciones, después.

Esta continuidad comenzó, sin embargo, a mostrar indicios de agota­
miento, que se expresan en los cambios en el proceso de urbanización a 
partir de los años ochenta.

A nivel poblacional, observamos la rápida expansión del Área Metro­
politana (AMSJ) y el inicio de la configuración de una Región Metro­
politana que incluiría a cuatro de las seis principales ciudades del país 
(Carvajal y Vargas 1988a). Este proceso ocurre mientras disminuye el flujo 
migratorio hacia el Valle Central característico de las décadas cincuenta, 
sesenta y setenta (MIDEPLAN 1986). La primacía urbana de San José, 
aunque disminuye durante la década, mantiene un nivel importante, 
pasando de 6,0 en 1984 a 4,5 en 1990 (Lungo et al. 1992).
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Cuadro No. 1 Población de las principales ciudades (en miles)

1950 1963 1973 1984 1990
AMSJ (a) 190 320 540 720 861
Alajuela (b) 14 20 34 43 65
H eredia (b) 12 19 26 41 56
Cartago (b) 13 18 35 34 61
Puntarenas 14 20 26 28 56
Lim ón 1 11 19 3 0 34 66
(a) AMSJ: Área Metropolitana de San José
(b) Situadas en el Valle Central
Fuente: Dirección General de Estadísticas y Censos.
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La evolución de la economía urbana del AMSJ muestra una doble carac­
terística: por un lado, la recuperación al final de los años ochenta de los 
niveles de producción y empleo existentes antes de la crisis, mientras 
disminuyen los salarios e ingresos y se mantiene estable el sector infor­
mal y el peso del empleo público; por otro, se inicia, a mediados de la 
década, la transformación de la economía de la ciudad, construida sobre 
el modelo de sustitución de importaciones y una fuerte participación 
estatal, hacia una economía orientada a las exportaciones, basada en las 
zonas francas, la maquila y el desarrollo del sector servicios, a los que se 
suma el turismo.

La informalidad se estimaba en 22% del empleo del AMSJ, excluyen­
do el servicio doméstico. Su estructura interna también era muy estable y 
parecería que la lógica dominante era la acumulación y no la subsistencia 
(Trejos 1991). Recordemos que la sociedad y la economía costarricenses 
están altamente reguladas y que es un país donde históricamente la peque­
ña empresa ha sido importante.

El crecimiento poblacional y el inicio de cambios en la economía ur­
bana provocaron una rápida expansión del territorio ocupado por el 
AMSJ. Interesa ver si ella modificó un patrón de asentamiento caracteri­
zado, antes de 1980, por una fuerte imbricación de las distintas clases 
sociales en el espacio urbano metropolitano, lo que hacía difícil hablar de 
la existencia de una segregación espacial notable. Al iniciarse los años 
ochenta, esta integración social en la ciudad comenzó a alterarse. Apare­
ció rápidamente una serie de asentamientos precarios ilegales repartidos 
en toda el AMSJ, acompañados con el desarrollo de un importante movi­
miento reivindicativo urbano (Molina 1990).

Con igual rapidez reaccionó el Estado y a partir de 1986 se impulsó 
un vigoroso programa habitacional que revirtió el proceso anterior. Sin 
embargo, la pobreza urbana creciente, unida a lo anterior, indica que el 
tradicional patrón de ocupación espacial se ha ido modificando y comien­
za a ser visible la segregación, asumiendo la forma de “bolsones” de pobre­
za repartidos por toda el AMSJ.
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Las transform aciones ocurridas durante los años ochen ta están en  la base 
de la configuración de una nueva estructura social urbana, don de el incre­
m en to  de la pobreza, aunque n o  paralelam ente a la inform alidad, es su 
rasgo fundam ental. E n síntesis, estam os ante el in ic io  de una transforma­
c ió n  en  el sistema urbano y  en  la vida de las ciudades costarricenses que  
marca el fin del patrón de urbanización prevaleciente desde hace más de  
40  años, abriéndose profundas interrogantes sobre su incidencia en  el 
desarrollo del país y  planteando retos alrededor del tradicional papel del 
Estado en  la gestión  del AM SJ (Lungo et al. 1992).

La investigación y la encuesta

La fase anterior de este estudio permitió observar una serie de tendencias 
que podrían convertirse en obstáculos difíciles de salvar para construir un 
nuevo patrón de urbanización que mantenga los tradicionales rasgos de 
equidad y democracia que han caracterizado a Costa Rica. Entre ellos se 
encuentran, primero, la continuada concentración de la población, las ac­
tividades económicas y el poder político en el Valle Central; y segundo, 
las dificultades enfrentadas en la promoción de actividades económicas 
urbanas que posibiliten, a la vez, la inserción en el nuevo orden econó­
mico mundial y combatan la creciente pobreza urbana. Estos obstáculos 
contribuyen, además, a acentuar la segregación espacial que se ha inicia­
do en el AMSJ, y a un mayor deterioro del medio ambiente.

La identificación de estos obstáculos en formación orientó la segun­
da fase de esta investigación, cuyos componentes fueron: primero, el estu­
dio del proceso de urbanización de Puntarenas, ciudad portuaria situada 
fuera del Valle Central, para tratar de observar las posibilidades de equili­
brar el sistema urbano ante la concentración en este valle. Especialmente 
interesaba ver la factibilidad del desarrollo de zonas francas fuera de él y 
su papel en la dinamización de áreas urbanas económicamente deprimi­
das, como es el caso de Puntarenas (PREALC 1990a). Se analizaron así 
los principales proyectos de desarrollo impulsados por el Estado, en eje­
cución y programados para los años próximos, y se hicieron una serie de210
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entrevistas en profundidad a dirigentes del sector público y privado, para 
conocer sus opiniones sobre la zona franca recién creada en la ciudad y su 
papel en el desarrollo futuro de la ciudad.

El segundo componente fue el estudio de un conjunto de micro em­
presas situadas en el AMSJ, específicamente en los barrios populares del 
centro de la ciudad de San José, dedicadas a la producción artesanal de 
calzado. Aunque la rama escogida para analizar la evolución de las micro- 
empresas no parecería tener un futuro promisorio por las razones que se 
expondrán más adelante, su análisis permitió observar en detalle algunos 
rasgos comunes del mundo micro y pequeño empresarial urbano de 
Costa Rica.

El tercer componente, el más importante y que consideramos clave 
para el diseño de futuras políticas de desarrollo de la ciudad, trató de cap­
tar cuáles son las percepciones que en torno a los problemas urbanos, su 
solución y el gobierno de la ciudad dejaron los años de crisis de la déca­
da pasada. Cuestión generalmente no abordada, quizás por la dificultad 
que presenta su análisis, ella fue explorada a través de la encuesta a 400 
jefes de hogar en cuatro barrios de la ciudad. Se buscaba aquí detectar 
cuáles elementos subjetivos podrían constituirse en obstáculos para el im­
pulso de políticas y programas de desarrollo, y cuáles de ellos podrían ser 
elementos importantes para potenciarlos. La descripción de la muestra es 
el objetivo del apartado siguiente.

La encuesta estaba estructurada alrededor de cuatro aspectos: la es­
tructura, origen, nivel ocupacional e ingresos del grupo familiar; el estado 
de la vivienda, su equipamiento y los servicios urbanos existentes; la per­
cepción de la situación económica de la familia, de la pobreza y de la se­
gregación socioespacial en la ciudad; y la opinión sobre el papel de las au­
toridades municipales y la participación política y social a nivel barrial.

Dado el alto nivel de información existente sobre el AMSJ, especial­
mente en torno a los dos primeros aspectos, se decidió preseleccionar la 
muestra original, compuesta por 100 casos para cada uno de los tres ba­
rrios escogidos, encuestando a 150 jefes de hogar asalariados y 150 jefes 
de hogar trabajadores por cuenta propia. Los restantes 100 casos, realiza­
dos en un cuarto barrio, fueron escogidos al azar. Esta decisión se basó en 211
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el hecho de que para el AMSJ los niveles de empleo (formal e informal), 
son suficientemente conocidos y que, más que realizar otra medición de 
los mismos, era más útil tener una proporción importante de jefes de 
hogar que fueran trabajadores por cuenta propia, pues queríamos obser­
var con mayor detalle el acceso de ellos a los servicios de seguridad social 
y educación, sobre lo que informaciones recientes señalaban una tenden­
cia al deterioro o al menos a una modificación en el nivel de su cobertu­
ra. Adicionalmente, esto nos permitiría obtener una muestra amplia del 
tipo de actividades a las que se dedican los trabajadores por cuenta pro­
pia en los barrios estudiados. Hay que recordar que la economía urbana 
del AMSJ está altamente formalizada.

Los barrios fueron seleccionados con el criterio de captar la diversi­
dad existente en el mundo popular urbano de la manera más amplia posi­
ble. Así, se consideraron los aspectos siguientes: el origen del barrio, la 
clase social predominante, su antigüedad y ubicación en los diferentes 
momentos de expansión de la trama urbana, la situación física de las 
viviendas y la infraestructura, y el nivel de intervención del Estado. El 
Cuadro No. 2 resume estos aspectos.

En Paso Ancho habitan, ante todo, familias de clase media-baja, pero 
existen muchas familias de ingresos medios y algunas de ingresos medio- 
altos. Se trata de un barrio con varias décadas de existencia, fuerte con­
solidación y buen estado físico, ubicado en una de las primeras zonas de 
expansión de la ciudad en los años cincuenta, en el sector sur. Es una 
urbanización construida por particulares, donde la intervención del Esta­
do se ha limitado a la dotación de infraestructura.

El barrio Cuba está habitado por familias de clase baja, integradas, 
muchas de ellas, por artesanos tradicionales, es un barrio central tradicio­
nal que data de las primeras décadas de este siglo y que está en un claro 
proceso de deterioro físico. Al igual que el anterior, al ser una urbaniza­
ción particular, el Estado se ha limitado también a la construcción de la 
infraestructura.
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C uadro N o . 2 L os barrios y  sus características
B a rr io O rig e n C lase  

soc ia l pre­
d om in a n te

A n tig ü ed a d  
y  u b icación  
e n  la tram a

S itu ac ió n
física

N iv e l  d e  
in terv en ­
c ió n  d e l  
E stado

Paso A ncho
urbaniza­

c ión  parti­
cular

m edia/baja
años 50  

Sur buena m ín im o

Barrio
Cuba

urbaniza­
ción parti­
cular

baja
años 20  

C en tto /S u r deteriorada mínimo

15 de
Septiem bre

urbaniza­
c ión  estatal m edia/baja

años 70  
Su r/O este buena alto

San Pedro 
de Pavas

invasión baja años 80 
Oeste

en mejora medio

Fuente: Trabajo de campo.

La colonia 15 de Septiembre es también un barrio habitado predo­
minantemente por familias de clase baja, pero con un buen porcentaje de 
asalariados formales, muchos de ellos empleados públicos. De edificación 
más reciente, en los años setenta, y por consiguiente en buen estado físi­
co, fue construido totalmente por el Estado y se ubica en otra zona de 
expansión de la ciudad, al suroriente, que alberga la mayor concentración 
de barrios populares de la ciudad.

Finalmente, San Pedro de Pavas, que a diferencia de los tres primeros 
—que se encuentran en la zona sur aledaña al área central de la ciudad— se 
ubica en una zona relativamente alejada de esta en la dirección oeste (ver 
Mapa No. 1), es un barrio de invasión surgido en los años ochenta, con 
viviendas originalmente precarias que han sido sustituidas paulatinamen­
te por viviendas mínimas construidas por el Estado. Su composición social 
es predominantemente de familias de muy bajos ingresos, y puede ser 
catalogado como un barrio en proceso de consolidación y mejora paula­
tina de sus condiciones físicas. 213
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La importancia de este último barrio para la investigación se basa en 
que permite observar, simultáneamente, las formas espontáneas de solu­
ción del problema de la carencia de vivienda y servicios urbanos por parte 
de los sectores populares, y las modalidades de intervención impulsadas 
por el Estado costarricense durante los años de la crisis para combatir la 
pobreza urbana (Valverde 1990).

Situación de los grupos sociales estudiados

214

Como era previsible dada la selección de los barrios, encontramos una 
población semejante en muchos aspectos: un bajo nivel de escolaridad 
que muestra que, en promedio, únicamente se ha cursado la escuela pri­
maria; un número de hijos bastante similar; el predominio de la religión 
católica; las viviendas son habitadas, en la mayoría de los casos, por la
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familia nuclear; etc. Las características de la población estudiada aparecen 
sintetizadas en el Cuadro No. 3.

Cuadro No. 3 Características de la población estudiada
Dimensión Barrio

Cuba
Paso

A n c h o
15 de

Sep tiem b re
San Pedro 
de Pavas

Total

H om bres (%) 69,4 62,9 57,3 73,3 65,5
Edad prom edio de los 
entrevistados

42 44 45 37 42

Casados (%) 61,2 70,5 56,3 61,4 63,0
A ños de educación  
(prom edio)

6 r ' ..7 5 6 5,9

Graduados universitarios 
(%)

1,0 3,8 1,0 0,0 1,5

N ú m ero prom edio de 
hijos

3 3,5 3,9 3,2 3,4

C atólicos (%) 71 ,4 79 ,0 59,4 69,3 70,6
N acid os en  la capital (%) 54 ,6 57 ,3 33 ,0 5 5 ,6 49 ,5
V ivienda en  propiedad(%) 54,1 66,6 82,3 93,1 74,8

P rom edio de habitantes 
de la vivienda además del 
entrevistado

4,3 4,2 4 ,8 4,4

Ingreso familiar prom e­
dio m ensual (en dólares)

198 317 161 158 208
Fuente: Encuesta realizada.

Las características sociodemográficas muestran otros rasgos comunes: 
predominio del sexo masculino entre los jefes de hogar, porcentajes rela­
tivamente semejantes de parejas casadas, y un número promedio casi igual 
de personas habitando en las viviendas.

Hay otras dimensiones donde, sin embargo, se observan diferencias, 
derivadas de las características de cada barrio. 215
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U n dato que resalta rápidamente en el cuadro es la baja proporción 
de los nacidos en la capital que habitan el asentamiento San Pedro de 
Pavas: 33%. La explicación podría estar en que es el único barrio cuyo 
origen es una invasión, y en los procesos migratorios que ocurrieron en 
los años previos a su creación. Sin embargo, no se contó con informa­
ción para intentar una explicación válida. La fase anterior de esta inves­
tigación mostró la insuficiencia de estudios sobre la migración interna a 
este nivel de detalle.

Aunque en los otros tres barrios solo alrededor de la mitad nació en 
la capital, si se agregan los que provienen del Valle Central, la cifra se eleva 
al 72,7%, por lo que menos de la tercera parte está constituida por inmi­
grantes de otras regiones del país. Es interesante destacar que de ellos 
8,3% son extranjeros (principalmente de Nicaragua y El Salvador), lo que 
refleja el carácter de receptor de migrantes del país; esto se refuerza con 
el hecho de que casi dos tercios de los entrevistados no tengan parientes 
viviendo en el extranjero.

Se encuentra poca movilidad espacial al observar la historia domicilia­
ria, lo que guarda relación con la estabilidad generalizada de la sociedad 
costarricense y con la alta proporción de viviendas en propiedad existente: 
74,8%. Se trata, casi en su totalidad, de viviendas unifamiliares que, aunque 
la mayoría es de condición humilde, no se hallan en estado de precariedad 
notable, salvo algunas excepciones. La mayor parte consta de cuatro habita­
ciones, y en los cuatro barrios existe un nivel de equipamiento y prestación 
de servicios urbanos de relativamente buen nivel y cobertura total.

También en San Pedro de Pavas vamos a encontrar el mayor número 
de viviendas en propiedad: 93,1%, debido a la fuerte intervención del Es­
tado para regularizar los tugurios surgidos a finales de los años setenta y 
durante la década siguiente, generalmente a través de invasiones. En este 
aspecto, el asentamiento construido directamente por el gobierno, el lla­
mado 15 de Septiembre, muestra una alta proporción de viviendas en 
propiedad: 82,3%. Mientras el barrio de mayor antigüedad y en visible 
proceso de deterioro, (barrio Cuba), cuya ubicación es la más cercana al 
área central, presenta solo un poco más de la mitad de las viviendas en 
esta situación legal.216
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La ausencia de una intervención directa del Estado en este antiguo 
barrio y el cambio de su población, por el proceso de deterioro, podrían 
explicar el alto porcentaje de viviendas en alquiler: 39,8%, casi el doble del 
porcentaje del conjunto de barrios analizados, que llega al 21%.

Las diferencias en el nivel educativo según los barrios ameritan tam­
bién algunos comentarios. Aunque es una proporción mínima, el número 
de graduados universitarios en Paso Ancho coincide con el nivel de ingre­
so familiar promedio más elevado, lo que se explicaría por ser este un 
barrio habitado por una importante cantidad de familias de ingresos me­
dios. Por el contrario, en San Pedro de Pavas, asentamiento originado por 
una invasión, no se encuentra ningún universitario graduado entre los 
entrevistados y muestra el menor nivel de ingreso familiar promedio. 
Algunos aspectos de las dimensiones educativa y laboral aparecen en el 
Cuadro No. 4.

Cuadro No. 4 Trabajadores por cuenta propia y asalariados formales
por educación, trabajo ocasional y segundo empieo

Educación Trabajo Segundo
ocasional empleo

Primaria Secundaria Secundaria No Sí No Sío más
Cuenta 70 31 - 60 47 98 15
propia 53,4 48,4 - 50,8 49,5 50,8 50,0
Asalariado 61 33 10 58 48 95 15formal 46,6 51,6 100 42,9 50,5 49,2 50,5

Total 131 64 118 9 5 193 3 0
6 3 ,9 31 ,2 4,9 55 ,4 4 4 ,6 86 ,5 13,5

Chi cuadrado p<0,004 p<0,842 p<0,936sig.
V de Cramer 0,22 0,01 0,005

La estabilidad del país, la cobertura de las políticas sociales urbanas (Lungo 
et al. 1992), y los bajos niveles de desempleo explicarían, en buena medi­
da, el hecho de que solo la mitad tiene un segundo empleo o realiza tra­
bajos ocasionales. Los que tienen otros trabajos se dedican a actividades 
muy diversas, y ocurre lo mismo con los que realizan trabajos ocasionales. 217
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Con respecto a lo anterior, y con base en otra investigación, hay una 
cuestión que queremos plantear con carácter de hipótesis: a pesar de la es­
tabilidad encontrada, se comienza a observar un incremento en la preca­
riedad laboral que va más allá del deterioro de los salarios y que se extien­
de a otras dimensiones del trabajo mismo, hecho que debe ser estudiado 
por el obstáculo que podría constituir para el desarrollo de las nuevas mo­
dalidades productivas que se piensa impulsar en el país.

En síntesis, la situación de los grupos sociales estudiados permite acer­
carse a facetas poco conocidas del mundo popular urbano de San José, 
especialmente las limitaciones del nivel educativo, la estabilidad espacial, 
el poco peso del segundo trabajo y el trabajo ocasional, y el debilitamien­
to durante los últimos años de la seguridad social. Estas características 
incidirán en el papel de las políticas sociales, la percepción de sus proble­
mas y los de la ciudad, y las vías para la superación de estos.

La ciudad, la nación
y la percepción popular de la realidad urbana

El análisis de la percepción de los sectores sociales populares del AMSJ 
sobre la crisis de los años ochenta, y las valoraciones que ellos tienen 
sobre el impacto de esta en sus condiciones de vida, en los problemas, 
en las posibles soluciones y en el gobierno de la ciudad, requiere seña­
lar, aunque sea a nivel general, los rasgos principales del sistema político 
costarricense.

Costa Rica es el país más democrático de Centroamérica, pero a la 
vez tiene el Estado más centralizado de la región, proceso acentuado con 
la modernización del aparato gubernamental en 1948; se caracteriza, ade­
más, por el peso de la figura presidencial en todos los aspectos de la vida 
nacional (Trejos y Pérez 1990). En el caso particular del AMSJ, presencia­
mos la combinación de una atomización del gobierno local con un alto 
nivel de centralización estatal.

En efecto, con el acelerado crecimiento poblacional a partir de 1950, 
la ciudad de San José dejó de ser solo el cantón central del mismo nom­218
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bre, y se transformó en un conglomerado de municipios, que actualmen­
te forman el AMSJ. Esta situación no pareció preocupar a las autoridades 
de los gobiernos locales, que fueron gradualmente absorbidos y que se 
limitaban a la prestación de servicios urbanos poco estratégicos, por lo 
que los problemas metropolitanos eran incumbencia del gobierno cen­
tral, a través de distintos ministerios e instituciones autónomas, generán­
dose una disociación entre las autoridades encargadas del gobierno de la 
ciudad y los responsables de la prestación de los principales servicios 
(Moreno Sánchez 1993).

Solo hay dos problemas de escala metropolitana que, en distintos mo­
mentos, han creado fricciones entre los gobiernos municipales y el go­
bierno central, obligando a estos a buscar acuerdos, aunque no se han re­
suelto aún: las inundaciones periódicas de algunas zonas del AMSJ y el 
manejo de los desechos sólidos (Lungo y Pérez 1991a).

Si a lo anterior agregamos el hecho de que no hay elección directa del 
responsable de la ciudad (el alcalde o el prefecto de otros lugares), lo que 
refuerza el centralismo al sobredimensionar la figura presidencial, pode­
mos entender los resultados de la encuesta referidos a los problemas y al 
gobierno de la ciudad.

El análisis de la percepción de los sectores sociales populares sobre la 
realidad urbana del AMSJ se ha agrupado alrededor de cuatro aspectos: 1) 
la valoración sobre la evolución de las condiciones de vida, de la pobreza, 
y sus causas; 2) la percepción sobre los cambios en la segregación de las 
clases sociales en la ciudad; 3) la visión de la relación entre el barrio, la ciu­
dad y el país, y el papel de sus autoridades políticas; y 4) la actitud hacia 
la participación social y política.
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Sobre el primer aspecto, el estudio permite vincular la situación econó­
mica de los entrevistados, y la conformidad o no con ella, con las razones 
explicativas de la pobreza.

La pregunta referida al grado de conformidad con las condiciones de 
vida actuales en la ciudad, ante la cual la respuesta negativa fue ampliamen­
te mayoritaria (75,9%), y la pregunta sobre la razón de por qué los pobres 
son más pobres, donde las respuestas negativa y positiva respecto a las 
oportunidades de trabajo se equilibran (41,8% la primera y 40% la segun­
da) indican que los entrevistados piensan que la oportunidad de obtener 
un trabajo no implica, necesariamente, tener mejores condiciones de vida.

Existe, en general, una fuerte inconformidad con la situación econó­
mica de la familia, en relación a la existente hace diez años, salvo entre los 
patrones, como lo muestra el Cuadro No. 5.

El mayor desacuerdo con las condiciones de vida no parece estar re­
lacionado con la accesibilidad y calidad de los servicios urbanos. En el 
AMSJ, el acceso al servicio domiciliario de energía y agua es práctica­
mente total y el servicio telefónico es uno de los mejores de América La­
tina, mientras el servicio de transporte público es relativamente eficiente 
y, como mostró la encuesta, la mayoría de los entrevistados señaló que 
este servicio está mejor que hace diez años. Unicamente el servicio de 
recolección de basura tiene un nivel menor al resto y ha provocado 
numerosas protestas.

Podría plantearse que esta inconformidad se vincula con el deterioro 
de la capacidad adquisitiva de los sectores populares y con la creciente 
precarízación de las condiciones de trabajo a que nos refiriéramos antes 
(Tardanico y Lungo 1993, Lungo y Gómez 1994), especialmente en cier­
tos sectores del empleo formal privado y del empleo público.

Una razón adicional de la inconformidad, que se reveló en los resul­
tados de la encuesta y es ampliamente debatida a nivel público, es la cre­
ciente inseguridad ciudadana, derivada del desfase entre el crecimiento de 
la ciudad y la cobertura y estructura de las fuerzas de la policía encarga­
das de la vigilancia del territorio metropolitano.220



Cuadro No. 5 Cambios en la situación económica de la familia por ocupación, edad y sexo (%)
Situación
familiar

Ocupación Edad Sexo
Patrón Formal Informal Cuenta

propia
No

trabaja
Menor 
de 40

40-60 Más 
de 60 Mujer Hombre Total

Mejor 56,0 40,0 31,6 36,3 22,1 39,6 33,6 29,5 29,2 39,7 36,3
Igual 20 ,0 16,4 13,2 20 ,4 10,5 17,4 17,8 9,1 17,5 16,0 16,4
Peor 24,0 43,6 55,3 43,4 67,4 43,0 48,6 61,4 53,3 44,3 47,4
Total 50 110 38 110 86 207 146 44 137 262

100 100 100 100 100 100 >-* o o 100 >-»< o o 100
Chi cuadrado: p<0,00037
V de Cramer 0,18 n.s* n.s*
* N o significante

X. La ciudad y la nación
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El detalle de las respuestas sobre las causas de la pobreza muestra que las 
que están asociadas a problemas estructurales de índole económica cons­
tituyen una importante proporción: los bajos salarios, casi 17%; la explo­
tación por los más ricos, casi 15%; la falta de empleo, más de 11%; aun­
que la respuesta mayor atribuye la pobreza a los vicios, más de 27%.

Las razones explicativas de la pobreza, si se analizan según el nivel 
educativo de los entrevistados, indican que, en todos los niveles de esco­
laridad, las causas estructurales tienen un poco menos de peso que las ra­
zones que podrían atribuirse a conductas individuales. La opinión contra­
ria predomina ligeramente entre los de menor edad y entre las mujeres, 
teniendo esto último, quizás, relación con la alta tasa de participación fe­
menina en el mundo del trabajo formal urbano costarricense (Tardanico 
1992 y Lavell et al. 1986). En cuanto a las opiniones por categoría ocu- 
pacional, las causas estructurales tienen mayor importancia entre los asa­
lariados informales y los que no trabajan que entre los patronos y los tra­
bajadores por cuenta propia. Sin embargo, como lo muestra el Cuadro 
No. 6, estas variables no son totalmente significativas.
Los datos sugieren la necesidad de explorar a quiénes pudiera atribuirse 
la culpa de la pobreza, ya que esto puede repercutir en las actitudes hacia 
la participación social y política.
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Cuadro No. 6 Razones de la pobreza por sexo, edad, educación y ocupación (%)
Razones de la pobreza

Sexo Edad E ducación O cu p a ció n
TotalesMujer Hombre -40 40-60 +60 Menosprim. Menossecund. Mássecund. Patrón Formal Informal Cuantapropia N otrabaja

N o  quiere trabajar 36,0 44,8 38,8 44,8 45,5 43,0 39,6 38,5 46,8 39,1 34,2 45,5 39,5 36,3
N o  tiene oportunidad 46,3 36,7 41,3 38,5 38,6 40,2 38,6 38,5 34,0 40,9 44,7 36,6 45,3 16,4
Ninguna  de esas 17,6 18,5 19,9 16,8 15,9 16,7 21,8 23,1 19,1 20,0 21,1 17,9 15,1 47,4
Total 136100 259100 206100 143100 44

100 251
to o

101100 13100 112100 47100 38100 113100 86100 100
Chi cuadrado: V de cramer n.s*0,06 n.s*0,07 p < 0 ,83422 p<0,86647
* N o significante
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Hasta finales de los años setenta predominaba, en el AMSJ, una integra­
ción espacial caracterizada por la existencia de viviendas de familias de 
bajos ingresos en medio de grupos de viviendas de sectores de medios 
y altos ingresos; y en menor medida a la inversa, sin que se constituye­
ran los “bolsones” antes mencionados. Este fenómeno, que comienza a 
desarrollarse con fuerza a partir de la década de los ochenta, especial­
mente por el proceso de toma de tierras, podría explicar las apreciacio­
nes recogidas en la encuesta de que, al finalizar esta década, los pobres 
y los ricos vivían más separados que antes (MIVAH-PNUD y 
CNUAH-FINNIDA 1990).

En general podemos afirmar que la población muestra una percep­
ción acertada de cuáles son los barrios donde viven los sectores sociales 
de mayores ingresos y aquellos donde habitan los pobres; y la mayor parte, 
alrededor del 70%, cree que en la actualidad los ricos y los pobres viven 
más separados que hace diez años, imagen que tiende a reforzarse por el 
surgimiento de “bolsones” de pobreza (Lungo et al. 1992).

Para obtener una percepción diferenciada de la segregación espacial, 
el Cuadro No. 7 recoge las opiniones según la ocupación, el estatus migra­
torio y el tipo de tenencia de la vivienda.

Claramente, la mayoría de los entrevistados, cualquiera sea su ocupa­
ción, estatus migratorio o tipo de tenencia de la vivienda, opinó que las 
distintas clases sociales en San José hoy viven más separadas. Esta opinión 
es especialmente fuerte entre los que nacieron en ciudades de menos de 
cinco mil habitantes, lo que podría estar vinculado a su origen campesi­
no. Nuevamente, las variables no muestran mayor nivel de significación, 
pero lo importante de esta información es que permite captar la percep­
ción de que la histórica igualdad y la poca segregación socioespacial, que 
caracterizaban al país y al AMSJ hasta los años setenta, han comenzado a 
romperse, planteando un serio desafío al desarrollo urbano futuro.

Sin embargo, 72,9% se mostró contento de vivir en su barrio. El im­
portante peso de las viviendas en propiedad y la poca movilidad espacial 
de las familias estudiadas sugiere la existencia de un fuerte sentido de per­224
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tenencia, cuestión que es común a los barrios populares en general en el 
país. Esto parece válido incluso para el barrio menos homogéneo social­
mente, Paso Ancho, donde se encuentra, además, un importante nivel de 
organización barrial.

Cuando se observa la autoidentificación de clase según la ocupación, 
salta a la vista el poco porcentaje que se considera de clase media, el cual 
es mínimo en el caso de los asalariados informales. Esto cuestiona una 
extendida opinión prevaleciente en Costa Rica que afirma que la mayo­
ría de la población se considera de clase media, y que quizás guarda rela­
ción con el empobrecimiento observado a partir de inicios de la década 
de los ochenta. La autoidentificación como clase trabajadora gira alrede­
dor de la mitad, salvo para los patrones, que se ubican allí en clara mayo­
ría. Prácticamente, los asalariados informales se reparten en partes iguales, 
entre los que se identifican como clase trabajadora y clase pobre.

Cuando se relaciona la autoidentificación de clase con el carácter 
migratorio y con el tipo de tenencia de la vivienda, se encuentra una 
tendencia similar a considerarse, la mayoría, como clase trabajadora 
(Cuadro No. 8).

Si se observa la autoidentificación de clase para cada uno de los 
barrios, las opiniones coinciden bastante con las descripciones que se hi­
cieron sobre cada uno de ellos, lo que tiende a validar la selección hecha 
de los mismos como representativos de diversos tipos dentro del universo 
popular, y no como una muestra de barrios al azar (Cuadro No. 9).

¿Cuál es la utilidad que tiene este tipo de información? Si ella se ins­
cribe en el contexto político y en el proceso de urbanización del país, el 
hecho de reconocer un empobrecimiento urbano creciente puede, por el 
peso del Estado costarricense en la formulación y ejecución de las políti­
cas sociales en los últimos cincuenta años, incidir en las políticas de desa­
rrollo urbano futuro. Tal parece ser el caso del programa de las 80 mil 
viviendas lanzado antes de que Oscar Arias asumiera la presidencia en 
1986 (Lungo y Piedra 1991) y que detuvo la proliferación de las invasio­
nes urbanas y la conformación de asentamientos precarios, a la vez que 
impidió una mayor segregación socioespacial, a pesar del surgimiento de 
“bolsones” de pobreza en el AMSJ. 225
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C u ad ro  N o .  7 P o la r iza c ió n  d e  c lase  p o r  v iv ien d a , m igrante , o cu p a c ió n  (%)
Clases sociales 
en la 

dudad

Vivienda Migrante Ocupación
TotalesPropia Alquil. Otra SanJosé 5.00010.000 Menos5.000

Extranjeros Patrón Formal Informal Cuentapropia N otrabaja

Másm ezclados 26,6 21,3 24,5 30,9 21,3 18,8 21,9 25,5 26,6 24,3 28,6 18,8 25,3
Másseparados 73,4 78,8 75,5 69,1 78,8 81.3 78,1 74,5 73,4 75,7 71,4 81,2 74,7
Total 263100 80100 49100 162100 174100 16100 32100 47100 109100 37100 112100 85100 100
Chicuadrado: V de cramer n.s*n.s n.s*n.s n.s*n.s
* N o significante

A
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Cuadro No. 8 Autoidentificación de clase por tipo de vivienda, migrante y ocupación

Autoidenti­
ficación

Vivienda Migrante Ocupación
Propia Alquilada Otra San 5.000 Menos

de Extranjeros Patrón Formal Informal Cuanta N o Totales
José 10.000 5.000 propia trabaja

Clase media 13,3 6,1 4,1 11,7 9,2 17,6 12,1 14,0 12,0 2,7 11,6 9,4 10,7
Clase trabajadora 36,7 61,0 49,0 60,7 53,8 64,7 48,5 72,0 55,6 51,4 56,3 51,8 56,6
Clase pobre 30,0 32,8 46,9 27,6 37,0 17,6 39,4 14,0 32,4 45,9 32,1 38,8 32,7
Total 263 82 49 163 173 17 33 112 50 37 108 85

100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100
Chi cuadrado: V  de cramer p<0,4457 n.s*0,11 p>0,79330,13
* N o significante
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Cuadro No. 9 Autoidentificación de clase por barrio
Paso Barrio 15 de SanPedro

Ancho Cuba Septiembre de Pavas
16 12 8 6Clase media 15,4 12,4 8,3 6,2

Clase trabajadora 62 56 57 48
59 ,6 57 ,7 59 ,4 49 ,5

Clase pobre 26 29 31 43
25,0 29,9 32,3 44,3
104 97 96 97Total 2 6 ,4 2 4 ,6 2 4 ,4 24 ,6

Chi cuadrado sig.: p<0,060
V de cramer: 0,12

3.

La encuesta también recogió opiniones sobre los cambios en la ciudad y 
sus responsables. Aquí volvemos a encontrar el peso del gobierno central 
y especialmente de la figura presidencial; por consiguiente, de fenómenos 
asociados al país en general y no estrictamente a la ciudad.

Así, a la pregunta sobre quién era la máxima autoridad de San José, 
78% dio una respuesta equivocada y 80% contestó erróneamente sobre 
cuál era su cargo. Los resultados van más allá del simple desconocimien­
to y reflejan el peso del presidencialismo a que nos hemos referido antes. 
Más de la mitad de los entrevistados señaló al presidente de la república 
como la máxima autoridad de la ciudad. Otra importante proporción 
mencionó el nombre de ministros que aparecían con frecuencia por esos 
días en los medios de prensa respondiendo a problemas importantes de 
nivel nacional. El resto de respuestas se repartieron en una gama amplia 
de personajes. Nadie mencionó al gobierno municipal, ni siquiera al eje­
cutivo municipal, quien funge como el gerente administrativo de la mu­228
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nicipalidad, es nombrado generalmente en aguda y pública polémica entre 
los dos partidos tradicionales que dominan el Concejo Municipal, tiene 
una importante cuota de decisión y aparece con frecuencia dando decla­
raciones públicas.

Sorprende, sin embargo, que las respuestas a las preguntas sobre el 
comportamiento del gobierno municipal tengan otro sentido. Así, 56,5% 
sostuvo que este tiene el poder y la capacidad para resolver los problemas 
de la ciudad. Creemos que, frente a un gobierno local tan débil como el 
de San José, muchas de las respuestas se asocian más a la capacidad del 
gobierno central. Esto, sin embargo, no pudo ser captado por la encuesta. 
Por otra parte, 39% afirma que este satisface de manera menos eficiente 
las necesidades de la población en relación con la forma en que lo hacía 
diez años antes, mientras que 30% la calificó como más eficiente. ¿A qué 
necesidades se referirán las personas entrevistadas? Esta pregunta no es 
gratuita dado el poco conocimiento de la frontera que separa las atribu­
ciones del gobierno municipal de las del gobierno central.

Sobre la transformación más importante ocurrida en San José duran­
te los últimos diez años, la respuesta predominante fue el cambio de 
gobierno, con 13,6%, y aunque le sigue la política de vivienda, con 12,1 %, 
el premio Nobel de la Paz otorgado al presidente Arias ocupa el tercer 
lugar, con 8,7%. Basta un rápido examen de la historia del país durante los 
años ochenta para darse cuenta de que había dos cuestiones que preocu­
paban a la mayoría de los costarricenses: los conflictos armados en Cen- 
troamérica y el problema de las viviendas precarias, que dio origen a un 
importante movimiento reivindicativo urbano (Molina 1990), impulsado, 
como en muchos otros casos, desde el gobierno mismo. Estos cambios 
fueron valorados positivamente por 62,4% de los entrevistados. Se atribu­
yeron al gobierno central (23,2%), al presidente Arias (15,8%) y, paradóji­
camente, al pueblo en general (16,6%). Estas valoraciones muestran, otra 
vez, el poco papel asignado al municipio en la solución de los problemas 
de la ciudad, lo que marca una sensible diferencia con otros países latino­
americanos.

Los cambios en la ciudad deseados por los entrevistados son también 
de índole general. El 20% habló de mejorar los programas sociales, casi 229
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15% mencionó el cambio de gobierno, más de 11% propugnó por el 
mejoramiento de la seguridad pública, y casi 11% piensa que se deben 
incrementar las fuentes de empleo, observándose de nuevo una difusa 
percepción de lo que significa la ciudad.

Es conveniente señalar que el Estado costarricense siempre ha tenido 
un papel activo en la promoción de las organizaciones de la sociedad ci­
vil, y que esto ha sido interiorizado como un hecho normal por parte de 
la mayoría de la población. Un buen ejemplo lo constituye la cooptación, 
por parte del gobierno, de los movimientos provivienda surgidos en los 
años iniciales de la década pasada.

Cuando se preguntó quién podría impulsar los cambios deseados, las 
respuestas conducen al presidente (74%), al pueblo (14,4%), a diferentes 
ministros (8%) y, en último lugar (4,3%), a la municipalidad.

El panorama es claro. Al peso del centralismo y la debilidad del go­
bierno local corresponde una difusa percepción sobre los encargados de 
dirigir la ciudad y atender sus problemas, los que, por otra parte, quedan 
subordinados a los problemas globales del país. Esta realidad puede estar 
relacionada también con el alto nivel de concentración urbana en el Valle 
Central, donde, como recordamos, están asentadas, formando una aglo­
meración urbana continua, cuatro de las seis principales ciudades del país 
(Carvajal y Vargas 1988a).

Extraña situación donde se diluyen a nivel político los límites entre la 
ciudad y el país, entre lo urbano y lo nacional; donde la percepción de la 
ciudad como un ente autónomo parece extremadamente débil, lo que 
pudiera estar relacionado con el peso de la cultura campesina y el presi­
dencialismo imperante.

4.

Veamos, por último, cuál es la vinculación entre esta percepción y la acti­
tud manifestada frente a la participación política.

Sobre ella, casi los dos tercios (58,9%) sostuvieron que era necesario 
organizarse y participar en política, y solo 37,3% se opondría. Viendo en230
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detalle en qué tipo de participación estaban pensando, se observa que 
62,6% se refiere a los comités de vecinos y solo 7,5% a los partidos polí­
ticos. Sin embargo, y a pesar de que hay un relativamente buen conoci­
miento de las organizaciones barriales existentes y una percepción positi­
va levemente mayoritaria, aunque contradictoria, como se observa en el 
Cuadro No. 10, hay un bajo nivel de participación en las mismas, que 
alcanza a ser solo una cuarta parte de los entrevistados.

C uadro N o . 10 O p in ió n  sobre las o rgan izacion es barriales p o r  r e lig ió n , 
e stad o  c iv il y  s e x o  (%)
Proporción
“ayudan*’

Sexo Estado civil Religión Total
Mujer Hombre Casado Soltero Católico Evangélico Otro

Barrio Cuba 13,3 27,9 28,8 12,5 18,6 30,0 50,0 13,7
Paso Ancho 66,7 51,5 59,0 47,1 61,4 27,3 54,5 35,9
15 de
Septiembre 53,7 40,0 50,8 37,1 49,1 37,2 46,7 26,3

San Pedro 46,4 37,0 40,7 35,0 34,3 45,0 63,6 23,9
Total (n) 65 102 135 32 116 27 24 100

La opinión sobre la utilidad del trabajo de las organizaciones barriales pre­
senta algunas variaciones interesantes. Por ejemplo, en el barrio Cuba, donde 
hay un proceso de deterioro acentuado, tanto los católicos como los evangé­
licos tienen una mayoritaria opinión negativa, lo que llama la atención, pues 
en este barrio existía, en el momento de realizar la encuesta, una aguda con­
frontación entre ambos grupos religiosos. En el resto de barrios la situación 
es un tanto diversa, desde Paso Ancho, donde la opinión de los católicos es 
positiva en su mayoría, hasta San Pedro de Pavas, donde la opinión positiva 
de los evangélicos es importante. Creemos que esto está relacionado con el 
carácter del trabajo de desarrollo comunitario de la Iglesia católica en Costa 
Rica, desigual territorialmente, débil con relación a su trabajo con los pobres 
en muchas otras ciudades de América Latina, y a su estrecha asociación con 
los gobiernos, principalmente los socialdemócratas, desde los años cuarenta.
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El barrio Cuba es, además, el único barrio donde las mujeres que 
piensan que el trabajo de las organizaciones barriales ayuda al desarrollo 
de la comunidad son un número menor al de los hombres que piensan lo 
mismo. Lo anterior se vincula al hecho de que es el barrio más tradicio­
nal y donde hay menos intervención del Estado. Nuevamente en el barrio 
donde hay mayor desarrollo de las organizaciones comunales, Paso Ancho, 
las mujeres tienen una mayor opinión positiva sobre la utilidad del traba­
jo  de estas organizaciones. Lo mismo ocurre cuando los jefes de hogar no 
están acompañados, lo que corresponde, en casi su totalidad, a mujeres.

En Costa Rica, el trabajo de desarrollo comunal urbano de las ONG 
es realmente poco en relación con otros países del continente y, como 
decíamos antes, está estrechamente ligado al apoyo gubernamental brin­
dado a la organización de las comunidades urbanas.

Sobre la participación en las organizaciones barriales se hizo un aná­
lisis multivariado, y como indica el Cuadro No. 11, la única variable sig­
nificativa fue la referida a los ingresos familiares, donde a mayores ingre­
sos es mejor la opinión sobre la participación en organizaciones de desa­
rrollo comunal o afines.

Tres cuartas partes de los entrevistados piensan que el gobierno debe 
dar más apoyo a las organizaciones barriales, por representar verdadera­
mente los intereses de la comunidad. Aquí se presenta un elemento que 
puede ser clave para las políticas de desarrollo y urbanas a impulsar en los 
años futuros. En un país donde el peso del Estado ha sido tan importan­
te en la promoción de las organizaciones comunales en los barrios, impo­
niendo un claro tutelaje político que hace que las acciones de estas orga­
nizaciones barriales se mezclen con las acciones de las instituciones gu­
bernamentales, lograr la independencia del papel de las organizaciones de 
base en el desarrollo económico y social puede constituir un poderoso 
estímulo para la descentralización de determinados programas sociales y 
para promover actividades económicas urbanas de nuevo tipo.

Porque la participación en las organizaciones barriales ha estado vin­
culada a los programas sociales dirigidos a la población pobre urbana, 
existentes desde 1970, canalizados a través del Programa de Asignaciones 
Familiares (Lungo et al. 1992). Sobre ella queremos plantear otra hipóte-232
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sis: los programas sociales se conciben, en general, por los usuarios como 
actividades normales y permanentes del gobierno y no como programas 
especiales de ayuda social para los pobres de la ciudad. Solo a partir de 
1986, con la creación del bono para la vivienda, se comienza a percibir el 
sentido compensatorio de estos.

Cuadro No. 11 Regresión logística: utilidad de la participación en 
organizaciones barriales con base en predictores seleccionados
Variables independientes B Sig. Exp.(B)
Sexo -,2387 0,3574 0,7877
Edad 0,0035 0,7088 1,0035
Educación 0,0032 0,9396 1,0032
Ingresos 0,0012 0,0184 1,0012
Ocupación 0,652

- cuenta propia -,1787 0,6653 0,8364
- patronos -,7691 0,1137 0,4634
- informales -,1756 0,6683 0,8390
- no trabaja 0,4967 0,2706 1,6434

Religión 0,1215 0,7382
- católico -,3036 0,3075 0,7382
-  evangélico 1,3720 0,1081 3,9433
- otro 0,5025 0,1918 1,6529

Constantes -,2732 0,6368
Bondad de ajuste: 362,346 
Casos estimados correctamente: 62,36%

También sobre la participación en los programas sociales se hizo un aná­
lisis multivariado, donde los valores significativos corresponden única­
mente a los desocupados, y parcialmente a la edad (los más jóvenes).

Como se ha observado en un anáfisis comparativo sobre la participa­
ción política en los cinco países estudiados (Portes e Itzigsohn 1994), qui- 233
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zas por el peso del Estado en el caso costarricense, aunque hay una cier­
ta opinión positiva sobre los beneficios que trae la acción de las organi­
zaciones barriales, a la hora de participar se privilegia a los partidos polí­
ticos, no solamente en los momentos electorales, sino a través del cabil­
deo constante con quienes, en Costa Rica, representan con más fuerza los 
intereses locales: los diputados a la Asamblea Legislativa.

En este caso, la peculiar forma de promover la participación en las 
organizaciones barriales no es, como sucede en regímenes autoritarios, a tra­
vés de la apertura de espacios políticos, sino a través de la promoción direc­
ta, por parte del gobierno central, de estas organizaciones, lo que les da, a la 
vez, una mayor permanencia y una mayor debilidad por su poca autonomía.

Si la ciudad se diluye en la nación, la organización barrial se mezcla 
con las instituciones estatales, creando un nudo de percepciones conflic­
tivas que es necesario romper para impulsar nuevas formas de participa­
ción ciudadana en el desarrollo de la ciudad.

La microempresa del calzado: 
el difícil camino hacia el desarrollo

Para una mejor comprensión de la situación de las microempresas de cal­
zado estudiadas, es necesario recordar el alto nivel de regulación de la 
economía en Costa P ica y el bajo nivel de desempleo abierto que carac­
teriza al mercado de trabajo (Tardanico y Lungo 1993).

La encuesta mostró que solo 5,5% de los entrevistados estaba desem­
pleado, tasa muy cercana al nivel existente en la ciudad al momento de su 
realización.

Es útil, además, detenerse en algunas características de los trabajadores 
por cuenta propia que se desprenden de la encuesta hecha. Sus estableci­
mientos producen principalmente calzado (19,4%), ropa (15,9%) y mue­
bles (8,3%). Otros (11,8%) son comercios minoristas. Casi todos estos 
establecimientos venden directamente al público: 70,2%. Aunque la 
encuesta no posibilita saber a qué tipo de empresas se vendía en los casos 
restantes, ni los niveles de contratación previa, no parece haber un proce-234
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so de subcontratación de ellos por parte de empresas grandes, salvo en los 
pocos casos de maquila textil domiciliaria.

El tiempo de trabajo semanal de los trabajadores por cuenta propia, 
patronos de microempresas en su mayoría, muestra una enorme disper­
sión, que está asociada con el poco desarrollo de la división del trabajo y 
especialización de funciones. El 41,4% tiene algún tipo de trabajadores a 
su cargo; en la mayoría de los casos se trata de un familiar sin sueldo, otro 
a sueldo y uno o dos asalariados no familiares. Casi nadie está cubierto 
por algún tipo de seguro, información que cuestiona el mito sobre la co­
bertura universal del sistema de seguridad social costarricense; a pesar de 
existir la opción del seguro individual voluntario. En los casos de los tra­
bajadores a sueldo que no están cubiertos por la seguridad social, y que 
constituyen aproximadamente un tercio, ellos deben corresponder a tra­
bajos asalariados no regulados, como las personas que trabajan en peque­
ños talleres artesanales.

Siendo hombres las dos terceras partes de los jefes de hogar entre­
vistados, el cónyuge resultó ser, en su mayoría, amas de casa. Los datos, 
por la ambigüedad sobre su estatus laboral, no permiten concluir más 
que la mayoría de ellas se dedica a la atención del hogar; se destacan, 
entre las que trabajan fuera de estas actividades, las costureras y los 
comerciantes minoristas.

En Costa Rica existe una larga tradición asociativa en torno a las acti­
vidades económicas entre las que sobresalen las cooperativas. Es, además, 
un país donde el peso de los pequeños propietarios y la pequeña empre­
sa en general es singularmente importante, teniendo estas últimas un 
grado de formalización sumamente elevado.

Por las razones anteriores, seleccionamos un conjunto de microempre- 
sas de una rama donde el trabajo informal es importante, el calzado, con el 
objetivo de analizar las posibilidades de su transformación, de “actividades 
de subsistencia” a “actividades de crecimiento” (Portes 1989b, Portes y 
Schauffer 1993). Para ello escogimos diez microempresas con distinto grado 
de desarrollo, desde el más bajo hasta uno que puede considerarse en situa­
ción de despegue, ubicadas en los barrios populares centrales del AMSJ, que 
incluían entre ellos a uno donde se realizó la encuesta, el barrio Cuba. 235
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Veamos algunos datos sobre los microempresarios y sus establecimien­
tos antes de analizar cuáles son los principales obstáculos que enfrentan para 
elevar su nivel tecnológico, poder articularse a empresas formales, partici­
par en programas de exportación y competir en el mercado internacional.

La mitad de los microempresarios tiene baja escolaridad, ya que no 
finalizaron la escuela primaria y uno no asistió nunca. Del resto, tres no 
terminaron la secundaria y tres asistieron a la universidad, aunque no ter­
minaron sus estudios. Unicamente dos, integrantes del último grupo, han 
recibido cursos de adiestramiento técnico. La experiencia laboral en el 
sector del calzado es amplia en todos los casos, y salvo uno, todos han tra­
bajado la mayor parte de su vida en esta actividad.

Cinco establecimientos están ubicados en la misma vivienda de los 
propietarios, tres en una casa donde viven familiares directos, y única­
mente dos están en locales dedicados exclusivamente a las actividades 
productivas.

El origen de la mayoría de los establecimientos fue la búsqueda de 
independencia económica o el mejoramiento de los ingresos. Tres de los 
casos estudiados recibieron los establecimientos ya creados como heren­
cia de sus padres, y en el resto, su creación se apoyó en relaciones con ex 
patrones, proveedores y vendedores. Nos encontramos, pues, frente a una 
densa e importante red de relaciones sociales que ha incidido decisiva­
mente en la creación y el funcionamiento de estas microempresas. La 
existencia de esta red puede ser interpretada como capital social, especial­
mente en sus formas de “introyección de valores” o de “reciprocidad de 
intercambios” (Portes y Sensenbrenner 1993). Esto es, sin embargo, con­
tradictorio, como expondremos más adelante.

En todos los casos, la inversión inicial fue mínima, limitándose a una 
máquina, herramientas y moldes. Sin embargo, los que heredaron los estable­
cimientos partieron con capital de trabajo, a diferencia del resto. Actualmente, 
en todos los casos, el capital inicial se ha incrementado, pero esto no se tra­
duce necesariamente en la superación del carácter de actividad de “subsisten­
cia”. El capital actual se distribuye entre las máquinas tradicionales, las herra­
mientas, el pago de salarios, los productos terminados y los productos en pro­
ceso, notándose una casi nula inversión en la compra de equipo moderno.236
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Sin embargo, el número de empleados ha aumentado, triplicándose 
al menos la mayoría de establecimientos, pero prevaleciendo la contra­
tación de parientes, lo que mantiene el rasgo original predominante de 
empresas familiares.

El crecimiento de la producción, medido semanalmente, es relativa­
mente importante, salvo en dos casos, donde es nulo. Este se ha incremen­
tado hasta 16 veces, en el caso más exitoso, y promedia tres en el resto. No 
hay, sin embargo, una relación siempre directa entre el número de traba­
jadores y el volumen de la producción.

Así, por ejemplo, el establecimiento X, que tiene el mayor volumen de 
producción, cuenta con 12 empleados (cuatro alistadores, seis montadores, 
un diseñador y un supervisor de producción). El establecimiento VIII, que 
cuenta con 11 empleados (de ellos cuatro son alistadores y cinco monta­
dores), no logra producir ni 75% del establecimiento anterior, contando 
ambos con una máquina troqueladora. La situación sugiere que la diferen­
cia en la productividad se explica por la distinta forma de organización del 
trabajo en el interior de cada establecimiento, donde la presencia de dos 
puestos específicos, el diseñador-troquelador y el supervisor, puede ser la 
clave. Los establecimientos IV y IX, que cuentan cada uno con seis traba­
jadores, muestran, sin embargo, una notable diferencia en su productivi­
dad (Cuadro No. 12).

La división del trabajo refleja un esquema altamente artesanal vincu­
lado al atrasado nivel de desarrollo tecnológico de los establecimientos. El 
proceso se separa en dos fases: alistado y montado; y solo un estableci­
miento incluye una tercera fase: el terminado. Los propietarios en pocas 
ocasiones asumen el trabajo de producción, dedicándose principalmente a 
la administración y, más que todo, a la comercialización del calzado, acti­
vidades en las que generalmente son apoyados por sus esposas.

Respecto al uso de créditos, se encontró que de los cinco casos que han 
obtenido créditos bancarios, solo dos lo han utilizado para la compra de 
maquinaria. El resto lo ha destinado a comprar o mejorar la vivienda o para 
gastos personales (Cuadro No. 13). En general obtienen crédito de corto 
plazo por parte de los almacenes proveedores de materias primas y, salvo esta 
modalidad, no existe un uso del crédito de forma regulada y sistemática. 237
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Cuadro No. 12 Evolución del número de empleados y de la producción
Establecimiento Empleados

iniciales
Empleados

actuales
Producción

inicial*
Producción

actual
I 1 4 16 50
II 1 8 20 2 5 0
III 4 9 60 1 2 0
IV 1 6 13 89
V 1 2 11 1 2
V I 1 2 0 23 375
VII 1 3 2 0 40
VIII 4 12 50 300
IX 2 6 50 180
X 2 12 90 500
(*) Núm ero de pares semanales. 
Fuente: Entrevistas hechas.

Es claro que estas disparidades están relacionadas tanto con el bajo nivel 
de desarrollo tecnológico, como con la forma artesanal de la división del 
trabajo, imperante entre las microempresas de calzado de Costa Rica. Es­
tos obstáculos no han sido superados a pesar de haberse desarrollado dos 
experiencias asociativas entre ellas.

En efecto, desde 1981 hasta 1990 existió una cooperativa autogestáo- 
naria llamada COOPENASA, que llegó a reunir a más de 500 microem- 
presarios del calzado. Su creación file, sin embargo, inducida por el 
gobierno, para responder a las demandas de los sindicatos de zapateros, lo 
que la convirtió en una organización de carácter paternalista financiada 
por el Estado. Esta cuestión quedó clara cuando se planteó, entre sus obje­
tivos, desarrollar “mercados cautivos” entre distintas asociaciones de tra­
bajadores y se limitó a la obtención de menores precios para los insumos.

La otra experiencia asociativa, la Asociación Siglo XXI, formada en 
1986 e integrada mayoritariamente por zapateros nicaragüenses, es extre­
madamente débil, aunque nace del seno de los zapateros mismos, mués-238
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tra las mismas limitaciones, y expresa, aun con mayor transparencia, el 
carácter gremial y artesanal subyacente entre la mentalidad de los asocia- 
dos, que aunque llena de solidaridad, carece de una visión empresarial 
moderna que les permita desarrollarse (lo que podría calificarse como un 
efecto perverso del capital social).

¿Cuáles son, en este panorama, los factores que han posibilitado a algu­
nas de las microempresas estudiadas un mayor crecimiento respecto a otras?

Cuadro No. 13 Acceso y uso de crédito
Establecimiento Institución

crediticia
Uso del crédito Pagos

(en dólares)
I Banco Compra de vivienda 42,00 (mensual)

Almacén Compra de materia prima 190,00 (semanal)
II Instituciónpromotora Compra de materia prima 128,00 (mensual)
III Banco Compra de maquinaria 80,00 (mensual)

Almacén Compra de materia prima 80,00 (mensual)
IV — - -
V Almacén Compra de materia prima 320,00 (semanal)
VI Almacén Compra de materia prima 160,00 (semanal)
VII Banco Compra de maquinaria 46,00 (mensual)
Vili - -

IX Banco Compra de casa 76,00 (mensual)
X Banco Gastos personales 80,00 (mensual)

Fuente: Entrevistas hechas.

La primera cuestión que salta a la vista es que los cuatro establecimientos 
que han logrado incrementar su volumen de producción son aquellos que 
mantienen algún tipo de relación con la industria formal, lo que puede 
haberles permitido mejorar la gestión de sus microempresas. Esto es claro 
en los dos casos en que los propietarios habían trabajado previamente en 
una fabrica industrial de calzado. Obviamente, se encuentran entre aque­
llas que se iniciaron con un capital mayor, proveniente de herencias o aho­
rros previos. 239
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También es importante el hecho de mantener relaciones con talleres 
de mayor escala, con proveedores de gran envergadura y el estar insertas 
en un sistema de comercialización formal también de dimensiones im­
portantes. Hay todo un bagaje de información sobre nuevos métodos de 
trabajo, posibilidades de crédito, equipo innovador y las tendencias de la 
moda que se capta a través de estas relaciones. Lo anterior puede ser tipi­
ficado como la existencia de capital social que actúa en sentido positivo 
y puede contribuir al desarrollo de las microempresas estudiadas en los 
casos en que exista y tenga un peso importante.

¿Qué mecanismos plantean estos microempresarios para lograr un 
mayor desarrollo de sus establecimientos?

Aquí las respuestas muestran las limitaciones típicas de la mentalidad 
de los artesanos. Se insiste en asociarse pero solo para buscar mejores pre­
cios a los insumos utilizados; se habla de comprar tal o cual máquina tra­
dicional y explorar subcontratación por los problemas existentes con los 
trabajadores; y es extendida la opinión de que sería útil tener sus propios 
locales de venta directa al público. Nos encontramos, pues, ante el clásico 
mundo artesanal, encerrado en sí mismo y profundamente apegado a sus 
tradiciones, donde incluso el conocimiento del sector industrial produc­
tor del calzado, sus problemas y potencialidades, son desconocidos en 
buena medida.

Podríamos plantear que estamos en presencia de capital social que ac­
túa en sentido negativo. En efecto, el mundo artesanal de los zapateros 
contiene comportamientos sociales que afectan los objetivos económicos 
de sus miembros, entre ellos: el orgullo por la forma artesanal de fabricar 
los zapatos, el apego a ciertos diseños tradicionales, los rituales en torno 
al calendario de trabajo (no laboran los días lunes), etc., y que indudable­
mente constituyen obstáculos que impiden lograr una acumulación sos­
tenida a estas microempresas.

Observemos brevemente las políticas estatales hacia esta rama de pro­
ducción. Según análisis oficiales, las debilidades competitivas más impor­
tantes de la industria del calzado en Costa Rica radican en su organización 
interna, las características de las materias primas y el rezago tecnológico, 
que se traducen en una baja productividad; a estos factores internos nega­240
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tivos se suma la dificultad de acceso a mercados internacionales y la ausen­
cia de creatividad en el diseño, por la falta de mano de obra especializada. 
Entre los factores positivos se destacan las facilidades de acceso al mercado 
estadounidense, el clima político-laboral prevaleciente en el país y la pro­
ducción local de la principal materia prima, el cuero (ONUDI 1993).

Al predominar los factores negativos, la producción industrial de cal­
zado permaneció estancada durante los años ochenta. Para 1988, el valor 
agregado por esta rama era igual al generado veinte años atrás, mientras 
que para la industria en general este había crecido cuatro veces durante el 
mismo período. En términos del valor de las exportaciones industriales 
totales, para 1989 solo representó 1%, situación sensiblemente diferente a 
lo que ocurre con los textiles y las prendas de vestir.

En 1990 existían 136 empresas productoras inscritas, dentro de las cua­
les se destacan las grandes y medianas (Cuadro No. 14).

Según ONUDI, los mercados meta del país son, dada la situación y la 
tendencia mundial en la fabricación del calzado, el mercado centroameri­
cano y el de Estados Unidos, además del nacional. Las posibilidades de 
éxito en ventas fuera de los mismos se consideran mínimas. Se sostiene 
que, aunque las empresas grandes exporten, es poco su nivel de competi- 
dvidad internacional, debido al rezago tecnológico y la baja productividad.

Adicionalmente, la producción destinada al mercado interno enfren­
tará cada día una mayor competencia por parte de empresas extranjeras 
que tienen más desarrollo tecnológico, mayor eficiencia y una larga tradi­
ción. Las empresas medianas enfrentarán las mismas desventajas, agravadas 
por la ausencia de economías de escala significativas. La sobrevivencia de 
las pequeñas empresas será difícil y dependerá de su capacidad de integrar 
su producción con las empresas mayores y de la realización de acciones 
especializadas en determinados componentes.
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Cuadro No. 14 Producción de calzado: estructura de las empresas en 1990
Tipo de empresa N° % Empleo (%) Producción (%)
Grandes 7 5,15 57,3 79,6
Medianas 20 8,82 15,7 12,6
Pequeñas o artesanales 109 86,03 17,0 7,8
Empresas grandes: más de 100 empleados 
Empresas medianas: más de 10 empleados 
Empresas pequeñas o  artesanales: 3 trabajadores 
Fuente: Ministerio de Economía.

Al estar agotadas las políticas que favorecerían la sustitución de importa­
ciones y ponerse en marcha los programas de estabilización y ajuste, los 
industriales del calzado afirman que su rama ha sido una de las más afec­
tadas y han comenzado a impulsar su modernización, la importación de 
insumos de mejor calidad y la búsqueda de nuevos mercados. Al nivel de 
las microempresas, no existen programas específicos para los productores 
de calzado. En síntesis, las políticas estatales hacia esta rama se preocupan, 
ante todo, de las grandes empresas.

Parecería que el futuro de las microempresas del calzado depende de 
radicales cambios en las formas de su funcionamiento y en el destino de 
su producción. Si los programas de crédito, asesorías y capacitación no se 
orientan en este sentido, serán poco útiles. La duda que permanece es la 
que gira alrededor de las posibilidades de su articulación a industrias 
mayores, capaces de competir en los mercados internacionales, o su posi­
ble asociación para posibilitar su inserción directamente, que es, en gene­
ral, uno de los retos que enfrenta el sector informal de la economía en 
muchos países, como lo muestran los estudios realizados (Portes 1994).
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Conclusiones

El presente estudio reafirma, desde la perspectiva del proceso de urbani­
zación, la percepción creciente de que Costa Rica está transitando hacia 
un nuevo modelo de desarrollo en el que el papel del Estado será sustan­
cialmente diferente al que jugó hasta la década de los ochenta, cuando 
promovió la creación de una industria sustitutiva de importaciones y creó 
programas sociales de amplia cobertura que fueron claves para la consoli­
dación de una sociedad altamente equitativa y democrática. Agotadas las 
condiciones que posibilitaron este modelo, se abre un período de expec­
tativas divergentes para el país.

Para unos sectores están creadas las condiciones para que, a través de 
la reestructuración de la economía y el Estado, Costa Rica se convierta, 
en el siglo XXI, en un país desarrollado. A esta visión optimista se contra­
pone la de quienes ven en la instrumentación de los programas de ajuste 
económico y el desmantelamiento del Estado un peligro para el nivel de 
desarrollo social y la paz alcanzada.

La economía se está orientando principalmente hacia la exportación, 
pero dentro de una tendencia en que la agricultura y el turismo tienen el 
papel fundamental. A nivel urbano, el rol principal lo tendrán la creación 
de zonas francas y la maquila, donde la producción de servicios de alto 
contenido tecnológico sería un componente esencial, basándose más en 
una fuerza de trabajo capacitada, las comunicaciones modernas y la infor­
mática, que en el bajo nivel salarial, cuestión en la que el país difícilmen­
te podría competir con sus vecinos centroamericanos y de la cuenca del 
Caribe, a pesar de la precarización creciente de su fuerza de trabajo. 
Dentro de esta reorientación no parece que el sector informal urbano 
tradicional tenga un papel importante que jugar, sino que el reto sería la 
formación de microempresas de alto nivel tecnológico, para realizar acti­
vidades especializadas para la exportación, articuladas a unidades de pro­
ducción mayores desde el inicio, y no la promoción indiscriminada de 
microempresas de producción artesanal.

Aquí emerge, como un obstáculo para el futuro desarrollo del país, el 
hecho de que esta transformación económica puede tender a crear una 243
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segmentación en la fuerza de trabajo entre un pequeño sector altamente 
capacitado y otro cada vez menos adiestrado, con ingresos y posibilidades 
de acceso a programas sociales permanentes cada vez menores, quebrán­
dose una de las bases fundamentales de la democracia que ha caracteriza­
do a la sociedad costarricense.

Esta transformación constituye, sin embargo, la única alternativa via­
ble en el horizonte para el desarrollo del país. El desafío es cómo reali­
zarla sin acrecentar la desigualdad social y la pobreza, y evitar el deterio­
ro y desaparición de la clase media (PREALC 1990a). Esto conduce a la 
cuestión de la reforma del Estado. Si es cierto que este debe ser transfor­
mado, debe mantenerse un alto nivel de regulación, y esta tiene que ser 
de nuevo tipo, donde la descentralización conduzca a una real y activa 
promoción del papel de los gobiernos locales y de las organizaciones co­
munitarias de base para la definición y formulación de las políticas de 
desarrollo urbanas, y no solo para su ejecución.

La parte medular del estudio, las encuestas referidas a las valoraciones 
y percepciones de los habitantes de los barrios analizados, enseña que 
existen las condiciones para apoyar, desde este sector de la sociedad civil, 
el nuevo papel que debería jugar el Estado, a pesar del centralismo y del 
presidencialismo dominantes, pero que urge una reforma que otorgue un 
poder real a los gobiernos municipales, ya que su simple modernización 
administrativa es claramente insuficiente. Crear una estrecha vinculación 
entre los gobiernos locales, las comunidades urbanas de base y las ONG 
se revela como una tarea a realizar para construir instancias de apoyo para 
las nuevas políticas urbanas que Costa Rica requiere.

De la investigación se desprende una cuestión no abordada pero nece­
saria para pensar el desarrollo urbano futuro: la forma de gobierno que 
debería tener el AMSJ y su relación con la reforma del Estado y la des­
centralización (Lungo y Pérez 1991a). Así, en el tránsito hacia un nuevo 
modelo de desarrollo, el papel del AMSJ y del sistema urbano aparecen 
en toda su importancia. La tendencia a seguir concentrando la población 
y las actividades económicas en el Valle Central, como el estudio de la 
ciudad de Puntarenas mostró, y lo que está llevando a la constitución de 
una región metropolitana, expresa más una continuidad que una ruptura,244
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y puede ser un elemento dinamizador del cambio, siempre que la calidad 
de vida, la calificación de su fuerza de trabajo y la integración socioespa- 
cial alcanzadas hasta el momento actual estén garantizadas.

Quienes piensan en la creación de una plataforma exportadora de ser­
vicios con un alto nivel tecnológico también piensan en la principal aglo­
meración urbana del país, por lo que no se visualiza un cambio sustancial 
en el sistema urbano costarricense. Pero también, si las tendencias descri­
tas en las páginas anteriores continúan, es obvio que la pobreza y la segre­
gación socioespacial en el AMSJ se acentuarán, generándose contradiccio­
nes antes inexistentes, entre las cuales ya se comienza a percibir una: el 
deterioro del medio ambiente urbano.

Lograr las transformaciones esbozadas sin destruir, y más bien fortale­
cer, el desarrollo social y político alcanzado es el desafío que enfrenta el 
país. El desarrollo urbano puede ser una palanca o un freno en este cami­
no, por lo que se impone la tarea de vencer los obstáculos que el estudio 
hecho ha revelado1.

1 Este trabajo fue realizado con la colaboración de Gabriela Calderón y Mariam Pérez, 
en el procesamiento de la encuesta, y de Roxana Gómez, en el estudio de los micro- 
empresarios. En el análisis de los datos se contó con el valioso apoyo de José Itzigsohn. 245



11 Pobreza y gobernabilidad: 
desafíos para la democratización 
de la gestión urbana en El Salvador 
en los años noventa*

Introducción: pobreza y gobernabilidad en la agenda urbana actual

E n los años noventa, dos conceptos impregnan los discursos políti­
cos, los académicos y la formulación de los programas ligados a la 
problemática del desarrollo en general y, por extensión, a la del 
mundo urbano: pobreza y gobernabilidad.

El primero se explica por el acentuado deterioro de los ingresos y de 
las condiciones de vida de amplios sectores de la población, especialmen­
te los que habitan en los centros urbanos, luego de varios años de estabi- 
¿Lización y ajuste económico, que han llevado al límite tolerable por el sis­
tema los niveles de pobreza existentes. El segundo, porque asistimos a los 
procesos de construcción de regímenes democráticos en muchos países 
del continente, así como a las explosiones sociales derivadas del empobre­
cimiento antes mencionado.

Pareciera, entonces, que su posición en los discursos y programas está 
justificada y que la tarea/que tiene la investigación es contribuir al cono­
cimiento de los factores determinantes de la pobreza y la gobernabilidad 
urbanas para contribuir a la superación de la primera y a la construcción 
de la segunda. Sin embargo, aunque en la realidad ambas están estrecha-

★ Trabajo publicado en Realidad, Revista de Ciencias Sociales y Humanidades N ° 46, de 
julio-agosto 1995, editado por UCA Editores. 247
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mente vinculadas, es indispensable avanzar más en el análisis del carácter 
de las relaciones que las unen, lo cual requiere hacer un estudio de los ras­
gos específicos de la pobreza urbana, de los programas que se ejecutan para 
contrarrestarla, de la reforma del Estado que se está impulsando, de lo que 
se entiende por gobernabilidad urbana, y -lo  que en nuestra opinión es 
de singular importancia— de lo que constituye el elemento articulador de 
la pobreza y la gobernabilidad en las ciudades: la gestión urbana.

Este trabajo se articula en dos niveles: en el primero, de orden empí­
rico, se exponen datos relevantes sobre la pobreza y los programas para 
combatirla, y las medidas que se están impulsando para crear un sistema 
democrático en el ámbito urbano salvadoreño; en el segundo, de orden 
conceptual, se reflexiona sobre la noción de gobernabilidad y el papel de 
la gestión urbana democrática. En ambos niveles se utilizan, como media­
ciones, las políticas sociales actualmente en vigor y la reforma del Estado 
que se ha comenzado a impulsar.

Las ideas e hipótesis que se expresan y subyacen en este trabajo han 
tenido su origen fundamentalmente en los resultados de dos investigacio­
nes que realizamos a nivel centroamericano entre 1989 y 1991, una sobre 
“gestión urbana” y otra sobre “descentralización del Estado”1, y en la 
investigación que estamos desarrollando en El Salvador sobre “gestión de 
servicios urbanos”1 2.Nos hemos apoyado, respecto a la pobreza, en impor­
tantes estudios que se han realizado en el ámbito centroamericano y 
nacional en los últimos años (Pérez Sainz y Menjívar 1991, Menjívar y 
Trejos 1990 y Briones 1992). La temática de la gobernabilidad, en su di­
mensión específicamente urbana, es un campo de investigación aún iné­
dito en nuestros países.
1 Se trata, en ambos casos, de investigaciones realizadas en la Secretaría General de la 

Confederación Universitari Centroamericana (CSUCA), la primera con apoyo de la 
Agencia Sueca para la Cooperación a la investigación (SAREC) y la segunda en el 
marco de un estudio realizado en colaboración con el Consejo Latinoamericano de 
Ciencias Sociales (CLACSO). Algunos resultados parciales fueron publicados en las 
revistas Estudios Sociales Centroamericanos N ° 52 (enero-abril de 1990) y N ° 50 (enero- 
abril de 1991).

2 Investigación que se está realizando por la Fundación Nacional de Desarrollo 
(FUNDE), con apoyo del Centro Norte-Sur de Austria.
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Estrechamente vinculada a la temática abordada en este trabajo hay 
otra cuestión que queremos plantear. Se trata de la discusión sobre los 
límites de lo local, especialmente cuando los gobiernos locales, municipa­
les en el caso de El Salvador, tienen jurisdicción no solo sobre el ámbito 
estrictamente urbano, sino sobre un territorio mayor donde, en muchos 
casos, la población rural sobrepasa a la población de las ciudades. Esta 
cuestión, de decisiva incidencia para pensar en nuevas formas de gestión 
del desarrollo local, no será abordada en este trabajo, el cual se Umita a la 
dimensión estrictamente urbana.

La década de los ochenta:
conflicto armado y reestructuración económica.
El momento límite del gobierno tradicional de la ciudad

En El Salvador, la década de los ochenta está marcada, de manera decisi­
va, por el conflicto armado cuya magnitud oculta que -a  pesar de la gue­
rra— desde 1986 se dieron los pasos iniciales para un proceso de estabili­
zación y ajuste estructural de la economía, que tomará un fuerte impulso 
en 1989, con la llegada al poder del primer gobierno del partido AHanza 
RepubUcana NacionaUsta (ARENA) presidido por Alfredo Cristiani3, 
quien implemento el primer programa de ajuste estructural (PAE I).

Las medidas tomadas por la administración de Cristiani (unificación 
del tipo de cambio, supresión del control cambiarlo, eUminación de los 
permisos y depósitos de importación, reducción de aranceles, reorienta­
ción del crédito, reprivatización de la banca comercial, etc.) tuvieron un 
rápido efecto en el crecimiento del PIB, especialmente de la manufactu­
ra y del sector construcción. A lo anterior se suma el alto volumen de las 
remesas enviadas por la población migrante, especialmente la que se en­

3 Existe una falsa apreciación, derivada de la situación política, de que los programas de 
ajuste se inician con la administración de Alianza Republicana Nacionalista (ARENA) 
en 1989: una revisión más cuidadosa muestra que las primeras medidas de estos pro­
gramas se aplicaron durante la administración del presidente Duarte, a partir de 1986. 249
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contraba en Estados Unidos, que además de contribuir a la estabilización 
de la economía, modificó sustancialmente el patrón de consumo y esti­
muló la inversión en nuevos sectores, sobre todo el comercio y los servi­
cios al consumidor.

No obstante, solo en el momento actual, a cinco años de profundizar­
se la aplicación de las políticas de ajuste estructural, se observa el inicio 
de inversiones hechas por el sector público en la modernización de la 
infraestructura económica, que exigen los establecimientos de servicios a 
las empresas y las industrias orientadas a la exportación (telecomunicacio­
nes, energía, transporte, etc.), mientras que de manera paralela se discuten 
e impulsan los procesos de privatización y descentralización.

Al igual que en la mayoría de los países latinoamericanos y del Caribe, 
y a pesar de las diferentes mediciones que resultan de enfoques discrepan­
tes, existe un consenso sobre el incremento de la pobreza urbana deriva­
da de la aplicación de estos programas de reestructuración de la econo­
mía y sus consecuencias sobre la gobernabilidad. Es así que, a partir de la 
década actual, aparecen los programas de compensación social que se han 
visto reforzados por el Programa de Reconstrucción Nacional, resultado 
de los acuerdos de paz firmados en enero de 1992.

El segundo programa de ajuste estructural (PAE II), impulsado por la 
actual administración del presidente Calderón Sol, reconoce esta acentua­
ción de la pobreza y se propone alcanzar los objetivos siguientes: conti­
nuar con el actual marco macroeconómico para garantizar la estabilidad 
en el crecimiento de la economía nacional; reformar el sector público, 
ampliando la privatización iniciada; incrementar la eficiencia del merca­
do, por medio del estímulo al sector privado, para complementar la ac­
ción del Estado; reformar profundamente al sector social para reducir la 
pobreza, y garantizar un desarrollo sostenible impulsando acciones en 
torno al medio ambiente (Banco Mundial 1994). Evidentemente esto 
implica una reorientación del gasto público.

Datos sobre la evolución de la pobreza urbana, resultado de una inves­
tigación que combina la metodología de la línea de pobreza con la meto­
dología de las necesidades básicas insatisfechas (Briones 1992) muestran 
no solo un aumento sino también una recomposición interna, donde
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interesa destacar la estabilización de la pobreza relativa en el conjunto de 
las ciudades del país, mientras la extrema pobreza crece (Cuadro No. 1).

Cuadro No. 1 Hogares urbanos en situación de pobreza, 1976-1990 (%)
Hogares 1976-1977 1990

AMSS* Total urbano AMSS Total urbano
Pobres 30,0 50,0 49,5 61,4

Extrema pobreza 1 0 ,0 20,0 : 17,0 ! 2 9 ,6
Pobreza relativa 20,0 30,0 32,5 31,8

*AMSS: Área Metropolitana de San Salvador. 
Fuente: Resumen del cuadro de Briones (1992).

Las cálculos oficiales, elaborados a partir de las encuestas de hogar, sobre 
la situación de la pobreza urbana para 1991-1992 muestran una visión 
optimista sobre la evolución de los “hogares en pobreza”, que incluyen 
aquellos en situación de extrema pobreza y pobreza relativa, aunque evi­
dencian el alto nivel existente de este fenómeno (Cuadro No. 2).

Cuadro No. 2 Hogares urbanos en situación de pobreza, 1988-1992 (%)

Hogares 1988-1989 1990-1991 1991-1992
Total urbano Total urbano Total urbano

Pobres 55,2 54,1 51,2
Extrema pobreza 23 ,3 21 ,9 20,8
Pobreza relativa 31,9 32,2 30,4

Fuente: MIPLAN (1992).

La diferencia de ambas mediciones resalta el nivel de la “pobreza absolu­
ta”, lo que, evidentemente, tiene repercusiones en relación con la orien­
tación e impacto de los programas de compensación social que se impul­
san en el país, ya que según las fuentes oficiales, la reducción de la pobre­
za urbana lograda estos últimos años es el resultado de la recuperación 
económica alcanzada con la aplicación de los programas de estabilización 251
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y ajuste estructural, además de la aplicación de los programas de compen­
sación social.

Al desagregar los niveles de pobreza según el tamaño de las ciudades, 
aparece con claridad que ellos aumentan a medida que disminuye el 
número de habitantes de las últimas; estas diferencias -que son claras al 
observar los datos de 1990- podrían explicarse por las marcadas desigual­
dades en la estructura de los mercados laborales; los hogares ubicados en 
el nivel de pobreza extrema predominan en las ciudades intermedias, 
mientras los que se ubican en el nivel de pobreza relativa se concentran 
en el Area Metropolitana de San Salvador (Briones 1992) (Cuadro No. 3).

Un detalle del perfil de la población en situación de pobreza muestra 
los rasgos comunes a la mayoría de los países del continente, donde se des­
tacan los cambios en las estructuras familiares tradicionales y el bajo nivel 
de acceso a los servicios básicos (Cuadro No. 4).

Cuadro No. 3 Pobreza urbana, según tamaño poblacional (%)*
Hogares 1988 1990

Área Metropolitana 46,1 49,5
Ciudades de más de 5,000 viviendas 66,2 64,2
Ciudades de 2.001 a 5.000 viviendas 77,1 74,8
Ciudades de menos de 2,000 viviendas 78,6 79,7
♦ Conforme a la línea de pobreza relativa utilizada por MIPLAN. 
Fuente: Cuadro No. 12 de Briones (1992).

Sin necesidad de profundizar en la problemática de la pobreza urbana, es 
obvio que la cuestión de la gobernabilidad de las ciudades está fuerte­
mente condicionada, entre otros factores, por los altos niveles que esta 
alcanza, lo que nos conduce a examinar las políticas sociales dirigidas a 
contrarrestarla, que se comienzan a impulsar en la presente década. Hay 
que mencionar que el nuevo programa de ajuste estructural que se acaba 
de negociar les concede un importante espacio.
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Cuadro No. 4 Perfil de la población en situación de pobreza, 1992
Indicador Pobreza relativa Pobreza extrema

Urbano Rural Urbano Rural
Ingreso per cápita (mensual) 276 151 248 137
Tamaño promedio de la familia 59 6,3 i 6,7 6,9
Porcentaje de mujeres jefas de hogar 38,7 23,1 39,1 19,8
Número de niños menores de 10 años 1,5 1,9 1,9 2,2
Porcentaje de trabajadores en agricultura 22,3 70,3 26,9 74,6
Número de trabajadores informales 59,8 - 63,1 -
Tasa de desempleo 10,9 11,2 13,1 14,0
Analfabetos de 10 años o más 22,5 33,1 28,1 44,3
Principales años de escolaridad 4,7 3,0 3,8 2,6
Porcentaje de niños entre 7 y 10 años fuera de la escuela 19,6 30,3 29,8 39,9
Porcentaje de hogares con servicio de agua 55,0 38,9 43,2 23,9
Número de hogares con servicio de drenaje 19,1 1,1 16,7 0,5
Fuente: MIPLAN (1992).

Un rápido análisis de las políticas de compensación social implementadas 
a partir de 1990 muestra que sus acciones se dirigen prioritariamente 
hacia las áreas rurales y los poblados más pequeños en todo el país, confi­
gurando una estrategia política de carácter territorial más que de tipo cor­
porativo, en un contexto heredado, en el que -además de la disminución 
de los salarios reales- los porcentajes de los presupuestos nacionales asig­
nados a educación y salud disminuyeron, entre 1977 y 1988, de 28% a 
12,7% y de 13% a 8,2%, respectivamente (Menjívar y Trejos 1990).

Se diseñan, así, en 1989, dos tipos de programas; uno en el corto plazo, 
dirigido a paliar los efectos inmediatos de las medidas de estabilización y 
ajuste, y otro en el mediano plazo, con el objetivo de reorientar las polí­
ticas sociales tradicionales: educación, salud y vivienda (FUSADES 1991). 253
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En el primero se destaca el Fondo de Inversión Social (FIS), cuyas activi­
dades hacia mediados de 1992 señalaban ya, en ese momento, su orienta­
ción predominante hacia los pequeños proyectos ubicados en las áreas 
rurales (Lungo 1993c). Al finalizar el año 1993, las tendencias de las accio­
nes del FIS, observadas para mediados de 1992, continuaban, como puede 
verse en el Cuadro No. 5.

Cuadro No. 5 FIS: estructura de los proyectos a diciembre de 1993
a) Proyectos terminados 49,5
b) Ubicación geográfica -áreas rurales 72,6
-áreas urbanas 27,4
c) Fondos invertidos -áreas rurales 6 9 ,0
-áreas urbanas 31,0
d) Porcentaje en pago de mano de obra 35,0
e) Tipo de proyectos -educativos 38,5
-letrinización 27,7
-cocinas mejoradas 8,6
-agua potable 4,9
-salud 4,1
-otros 16,2
Fuente: GAES y MIPLAN (1994).

Geográficamente, los proyectos ejecutados por el FIS se distribuyen por 
todo el país4, sin importar si se trata de áreas afectadas -o  n o - por el con­
flicto armado de la década pasada; sin embargo, con la firma de los acuer­
dos de paz en 1992 se comenzó a implementar el Plan de Recon-struc-

4 El FIS asignaba territorialmente sus recursos por medio de un procedimiento que cal­
cula indicadores de pobreza con base en cuatro variables ponderadas (acceso al agua 
potable, retardo en la talla y peso de los niños, nivel de retención escolar y dotación de 
alcantarillado), los cuales se clasifican por rango y se multiplican por la población de 
cada departamento del país. Actualmente se considera la población y los ingresos por 
cada municipio para establecer líneas de pobreza.
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ción Nacional, que incide en la reorientación de los programas de com­
pensación, principalmente hacia las zonas ex conflictivas —específicamen­
te hacia 143 de los 262 municipios del país-, dando prioridad a las obras 
de infraestructura5.

El programa de la Secretaría de Reconstrucción Nacional (SRN) rápi­
damente duplicó el monto de inversión ejecutado por el FIS, llegando a 
constituir 0,71% del PIB de 1993. Ambos, sin embargo, adolecen de una 
debilidad esencial: su dependencia casi total de fuentes financieras ex-ternas. 
Así, en el caso del FIS, el aporte nacional directo alcanza solo 8,1% del 
monto de inversión ejecutado. En el caso del Programa de Reconstrucción 
Nacional, la dependencia del financiamiento de la Agencia Internacional 
para el Desarrollo de Estados Unidos es predominante (Cuadro No. 6).

Respecto al programa social de mediano plazo, solamente con la nue­
va administración, resultante de las elecciones presidenciales de marzo de 
1994, comenzó a implementarse con fuerza, pero más allá de las orienta­
ciones compartidas con programas similares en América Latina y el 
Caribe (localización, subsidios directos a la demanda, descentralización de 
la ejecución, etc.), este programa destinado a combatir la pobreza en las 
ciudades se ha limitado a la promoción de las microempresas urbanas.

Cuadro No. 6 FIS: fuentes de 
financiamiento (millones de dólares)
Unicef 1,22
BID I 33,00
BID II 60,00
BID ATN 0,86
PNUD 0,97
Gobierno de Japón 3,40
Gobierno de El Salvador 20,00
Fuente: GAES y MIPLAN 1994.

5 El detalle de las obras financiadas por la Secretaría de Reconstrucción Nacional (SRN) 
en los dos últimos años muestra el decrecimiento de las obras educativas de salud y el 
incremento de la infraestructura, especialmente las vías de acceso de y hacia las peque­
ñas localidades rurales.



A mérica Latina, países pequeños de grandes ciudades

En general, los programas de compensación social, en sus dos expresiones 
institucionales, aunque consideran la participación de las ONG como 
ejecutoras, y de los gobiernos locales como intermediarios, no piensan su 
articulación con la cuestión del gobierno o de la gestión urbanos, y con­
tinúan definidos y diseñados, a pesar de los discursos e intenciones, de 
manera centralizada. Lo anterior aparece con claridad al observar los pre­
supuestos destinados al rubro de la construcción de los gobiernos locales 
y de la Secretaría de Reconstrucción Nacional para los dos últimos años 
(Cuadro No. 7).

Cuadro No. 7 Presupuesto de construcción del sector público: 
gobiernos municipales y Secretaría de Reconstrucción Nacional 
(millones de colones)

1992 1993 Variación
Gobiernos municipales 22,3 22,1 -0,9
SRN 158,4 280,3 +77,0
Fuente: Banco Central de Reserva.

El papel de los gobiernos municipales en la definición e implementación 
de las políticas de ajuste económico y de compensación social ha sido 
prácticamente nulo, y estos son tomados en cuenta solo en el actual pro­
ceso de descentralización.

Podemos plantear que la década de los años ochenta en El Salvador 
marca el momento de los límites de la acción de los gobiernos munici­
pales tradicionales de las ciudades en el país. Envueltos primero en el con­
flicto armado, muchos de ellos simplemente dejaron de funcionar, mien­
tras otros redujeron sensiblemente su actividad. Enfrentados luego a los 
cambios en la economía y al crecimiento de la pobreza, sus funciones tra­
dicionales se vieron desbordadas. Posteriormente, a partir de los acuerdos 
de paz y el inicio de la construcción de un régimen político democráti­
co, quedaron totalmente desfasados; de esta manera, su transformación se 
convirtió en una cuestión de urgencia para todos los proyectos políticos 
y desde los diversos puntos de vista.256
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Sin embargo, esta última se ha restringido, ante todo, a la moderniza­
ción de las estructuras de los gobiernos municipales y a la capacitación de 
sus miembros, faltando aún una seria reflexión y discusión sobre cuál 
debería ser la forma y las funciones de estos gobiernos locales frente a los 
cambios en la economía y la sociedad, ante la descentralización y la pri­
vatización, y, en general, en el marco de la reforma del Estado que actual­
mente se postula e impulsa.

La descentralización implica la búsqueda de formas alternativas en el 
ejercicio del poder, que permitan al Estado ser eficaz y eficiente en el de­
sarrollo del país. En este sentido, el gobierno de Cristiani no impulsó nin­
gún avance en el proceso y dio prioridad, casi exclusivamente, a las accio­
nes de privatización.

Por otro lado, el doble y combinado proceso de descentralización- 
privatización ha dado origen a propuestas que, en diferente grado, con­
sideran que es posible lograr la descentralización fortaleciendo el sec­
tor privado en el ámbito local, por medio de las O N G  y fundaciones 
localizadas territorialmente, de manera que estas puedan asumir la 
atención de los programas sociales, con o sin la participación de los 
gobiernos locales.

Otras propuestas se separan de la visión privatizadora y hacen hinca­
pié en el énfasis en la transferencia de poder y competencias del Estado al 
municipio, o bien a los poderes locales coordinados por el gobierno lo­
cal. La descentralización vía municipal fue formulada en 1993 por la Co­
misión de Descentralización y Desarrollo Municipal, organismo creado 
por el Gobierno para el impulso de la descentralización en el país.

La descentralización, por medio del refuerzo de los poderes locales, 
ha sido promovida por el programa Prodere-PNUD, con base en su ex­
periencia en el trabajo con desplazados por el conflicto armado de la 
década pasada en el departamento de Chalatenango. Su esquema, aun­
que no esté centrado en los gobiernos locales, prevé la organización de 
estructuras que permitan la incorporación de representantes del gobier­
no municipal y departamental en los programas de descentralización que 
se impulsen; estos incluyen actividades económicas y no solo los progra­
mas sociales.
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U n último ejemplo de descentralización lo ofrece el programa “Edu­
cación con participación de la comunidad” (Educo), del Ministerio de 
Educación, en el cual la competencia del Estado en este campo es depo­
sitada en las organizaciones comunales. Sin embargo, esta experiencia en 
particular es sumamente limitada; en ella el componente participativo, al 
no tener un carácter democrático, no ha permitido crear una capacidad 
en las comunidades que permita generalizar la experiencia (Rodríguez 
1994).

Como puede constatarse, actualmente en El Salvador se impulsa un 
multifacético proceso de descentralización en combinación con un pro­
ceso de privatización, en el cual el papel protagónico no lo cumplirían 
necesariamente los gobiernos municipales. Este proceso crea, sin embar­
go, muchas posibilidades para pensar en nuevas formas de lucha contra la 
pobreza y la exclusión social, y para impulsar decididamente la construc­
ción de la ciudadanía. Es este un momento límite que abre las posibilida­
des para una radical redefinición de los gobiernos de las ciudades en el 
país, cuestión que se analiza en la siguiente sección.

La década de los noventa:
democratización política y reforma del Estado.
El m omento de redefinición del gobierno de la ciudad

Efectivamente, el hecho de que actualmente se combinen en la dinámica 
política salvadoreña dos procesos que no siempre se desarrollan paralela­
mente —la democratización política y la reforma del Estado— crea las posi­
bilidades de introducir importantes innovaciones en torno al gobierno de 
las ciudades. Sin embargo, esta problemática está casi completamente au­
sente de los debates que sobre ambos procesos se están llevando a cabo 
en el país.

Respecto al primero, con la firma de los acuerdos de paz en enero de 
1992, se inició un proceso de democratización del sistema político salva­
doreño que, aunque significativo por la ampliación de los espacios de par­
ticipación social y política, no llegó a cuestionar ni modificar la forma en258
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que está estructurado el gobierno en sus aspectos esenciales. Los cambios 
en el sistema electoral, en el sistema de administración de la justicia y, so­
bre todo, en el sistema de partidos políticos (que han permitido la parti­
cipación de partidos políticos de izquierda) constituyen las expresiones 
más importantes de un proceso de democratización que se enmarca en la 
estructura gubernamental tradicional.

Aunque los acuerdos de paz produjeron nuevas instancias de decisión 
política como la Comisión para la Paz (COPAZ), y el Foro de Concerta- 
ción Económico Social, su duración limitada no ha permitido introducir 
modificaciones sustantivas a la tradicional estructura y funcionamiento del 
aparato estatal. Algunas de las decisiones tomadas por estas instancias, como 
las distintas modificaciones a la Constitución, en las que participaron inclu­
so los partidos políticos que no tenían representación parlamentaria ni 
legalidad, como el caso de COPAZ, así como la definición de un nuevo 
código de trabajo por representantes de los sectores empresarial, guberna­
mental y laboral -función que le corresponde directamente al Ministerio 
de Trabajo, en colaboración con los patronos y los sindicatos, en el caso del 
Foro— abrieron espacios para la construcción de una nueva manera de go­
bernar, que lamentablemente no ha tenido continuidad.

Por otra parte, y por no estar presentes en la agenda política nacional, 
la cuestión del desarrollo urbano y la del gobierno de la ciudad no fue­
ron incorporadas en esta dinámica.

En general, las preocupaciones de los dirigentes políticos y de los fun­
cionarios municipales están orientadas hacia varios aspectos: primero, 
recuperar el poder del cual fueron despojados durante el anterior ciclo de 
modernización del Estado, en la década de los cincuenta (Lungo 1994b); 
segundo, la modernización de las estructuras de los gobiernos municipa­
les; y tercero, la capacitación del personal de la administración local. La 
débil incidencia de los gobiernos municipales en el desarrollo de las ciu­
dades, que se observa en el Cuadro No. 8, podría ser una de las razones 
para explicar el carácter de sus preocupaciones.
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Cuadro No. 8 Programas de desarrollo urbano y entidad responsable
Programa Gobierno central Municipio Empresa privada
Agua potable +
A lca n ta r illa d o ..................+  .........
A lu m b ra d o + 4-
V ia lid ad ............ +  ................. ...........+  - ...........
E d u c a c ió n + 4-
Salud 4*
Limpieza de calles
M e rca d o s . . 4-, ........
Seguridad +
F erias ...................4-............ .
D e p o r te s +
Cementerios + +  -
l  ic en c ia s  c o m e rc ia le s + 4-
C o n tr o l d e  e d if ic a c ió n 4- 4-
Planificación urbana +  - 4- -

Escala de participación: (+) fuerte, (+ -) regular, (-) débil. 
Fuente: Lungo (1993).

Entre los gobiernos de los municipios pequeños comienza a generarse la 
certidumbre de que sería conveniente, dadas sus reducidas dimensiones, 
recursos y capacidades, establecer alguna forma de asociación, aunque se 
ha avanzado muy poco al respecto6. Interesa, en todo caso, recordar aquí 
que, al tener una jurisdicción sobre un territorio que desborda amplia- 
mente el ámbito urbano, los problemas específicos de las ciudades se dilu­
yen en los problemas generales del municipio, tendencia que es, con fre­

6 Existe una asociación de gobiernos municipales (COM URES), donde se discuten los 
problemas y se plantean actividades y propuestas de desarrollo conjunto, pero por el 
poco espacio político aún existente, cuestiones clave como una reestructuración terri­
torial del país, que conduciría a una nueva configuración municipal, no forman parte 
de los puntos prioritarios de su agenda.260
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cuencia, muy fuerte en los municipios con alta población y extenso terri­
torio rural.

Solamente en el caso de la capital (y comienza a percibirse en las dos 
o tres ciudades que le siguen en importancia) se ha comenzado a organi­
zar un debate sobre la forma de gobierno que más convendría para su 
desarrollo y para el país. Las características de la red urbana, donde se des­
taca el fenómeno de la primacía del Area Metropolitana de San Salvador, 
contribuyen a explicar lo anterior (Cuadro'No. 9).
Cuadro No. 9 Evolución de la población urbana

Ciudad 1950 1971 1992
Área Metropolitana 263.703 659.004 1.276.817
Santa Ana 51.712 98.613 212.729
San Miguel 26.702 33.642 48.976
Somonate 17.949 33.642 48.976
Usulután 9.481 12.467 40.075
índice de primacía’*' 2 ,2 1 2,91 2,80
^Proporción de la población del Área Metropolitana en relación con la suma de la población de las tres 
ciudades siguientes en número de habitantes.
Fuente: Censos y cálculos propios.

El debate que se ha iniciado en torno al gobierno del Área Metropolitana 
de San Salvador ha retomado una discusión ya antigua en otros países: ¿se 
debe constituir un gobierno metropolitano o simplemente lograr la coor­
dinación de los gobiernos municipales?

Cualquiera que sea la posición adoptada, ella remite directamente a la 
relación entre gestión urbana y gobernabilidad democrática de la ciudad.

Aunque en ese momento en el país no existe un debate completa­
mente abierto al respecto, en un trabajo desarrollado a lo largo de 1993 
(Lungo 1994c) se exploraron las opiniones de varios candidatos a la al­
caldía de San Salvador y a la presidencia de la república, sobre el gobier­
no de la capital. Al revisar las posiciones expuestas, la cuestión de la repre­
sentación política en el gobierno de la ciudad aparece íntimamente liga­
da a la de la participación social, pero claramente subordinada a esta últi­ 261
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ma, lo que refleja el hecho de que en el período político que comenzó 
en enero de 1992, la demanda para la ampliación de la participación so­
cial en distintos aspectos de la gestión del desarrollo del país supera el 
marco político existente y exige su reforma para avanzar hacia una real 
democratización.

Del conjunto de temas abordados retomaremos las opiniones más 
importantes sobre la creación de otros mecanismos de participación social 
en el gobierno de la ciudad (además de los tradicionales cabildos abier­
tos), y el trabajo conjunto de los municipios del Area Metropolitana.

Las valoraciones al respecto van desde quienes sostienen que el 
Instituto Salvadoreño de Desarrollo Municipal (ISDEM) y el Consejo de 
Municipalidades de El Salvador (COMURES) constituyen los instru­
mentos para ampliar la participación social, pasando por quienes plante­
an la consulta permanente con la sociedad civil, hasta quien propuso la 
creación de un espacio nuevo de concertación ciudadana, el cual podría 
asumir la forma de una asamblea de la ciudad.

Existe consenso en incrementar la necesaria coordinación que debe 
existir entre los gobiernos de los municipios que integran el Area 
Metropolitana. Sin embargo, hay posiciones opuestas a la creación de un 
gobierno metropolitano, pues esto atentaría contra la autonomía muni­
cipal; al mismo tiempo, se propuso la creación de una corporación des­
centralizada de los trece municipios que integran el Area Metropoli­
tana. Además, la mayoría de los líderes políticos entrevistados no logra 
vincular esta problemática con el proceso de reforma del Estado que se 
está impulsando.

Paradójicamente, hacia finales de 1993, se aprobó la Ley de Ordena­
miento Territorial del Area Metropolitana de San Salvador, la cual va en 
sentido contrario de las actuales tendencias descentralizadoras y define 
instancias de consulta y toma de decisiones que son profundamente anti­
democráticas, reflejando la divergencia existente en el país entre la demo­
cratización política -en  el nivel global del régimen y la reforma del Es­
tado- y las formas de gobernar las ciudades, donde el proceso de cons­
trucción de una gobernabilidad urbana democrática está ausente.
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En este contexto, hay un hecho importante de señalar: por razones 
que no se pueden explicar en detalle en este trabajo, existe un desfase en 
los cambios operados en el ámbito urbano y las discusiones sobre la refor­
ma del Estado, y la preparación de los profesionales que trabajan en los 
distintos aspectos de la gestión del desarrollo de las ciudades, lo cual se 
suma a la discordancia mencionada en el párrafo anterior.

Como hemos sostenido, la mayoría de las propuestas de reforma del 
Estado se orienta principalmente a la modernización y reducción del go­
bierno central (donde el proceso de privatización es esencial), y a la des­
centralización de funciones y ejecución de programas (especialmente los 
correspondientes a las políticas sociales) (CINDE-CEDEM 1994).

En este sentido, las propuestas de reforma del Estado inciden en el de­
sarrollo de las ciudades en dos niveles: el del gobierno central (incluidas 
las instituciones autónomas), y el del gobierno municipal, tejiéndose una 
red de contradicciones que colocan el tema del gobierno de la ciudad co­
mo una cuestión de singular vigencia en el momento actual. Basta seña­
lar el caso del transporte público en el Area Metropolitana de San Salva­
dor. Por un lado, el alcalde del municipio de San Salvador propone la cre­
ación de un metro, sin mayor consulta con los otros municipios del Area 
Metropolitana, mientras el viceministerio de Vivienda y Desarrollo Urba­
no somete a licitación el diseño de un Plan de transporte del Area 
Metropolitana, y el viceministerio de Transporte exige ser consultado por 
las otras instancias gubernamentales (Lungo 1994d). ¿Es esto algo nuevo 
en la problemática del gobierno de una ciudad en nuestros países?

En realidad, ello es parte de una historia común en la mayoría de las 
ciudades del continente, pero lo que nos interesa destacar aquí es que, 
actualmente, la colocación en primer plano de este problema puede con­
tribuir a ampliar y profundizar el debate sobre el gobierno que las ciuda­
des deberían tener en El Salvador, de cara a la construcción de una gober- 
nabilidad urbana democrática y al problema destacado en la primera sec­
ción: la pobreza urbana. Porque en este momento debemos retomar la 
necesaria vinculación de ambas problemáticas. De esto trata el punto final 
de este trabajo. 263
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Hacia una nueva concepción de gestión urbana
para enfrentar la pobreza y construir una gobernabilidad
democrática en las ciudades salvadoreñas

El planteamiento de que para enfrentar la pobreza urbana y construir una 
gobernabilidad democrática en las ciudades salvadoreñas es necesario ela­
borar una nueva concepción de gestión urbana implica hacer una crítica 
de la concepción que impera actualmente.

Podemos decir que en El Salvador prevalece la idea de que la gober­
nabilidad, en los ámbitos global y urbano, corresponde exclusivamente a 
las formas de gobierno y, sobre todo, a las prácticas gubernamentales. Una 
gobernabilidad de carácter democrático se limita, así, a las prácticas demo­
cráticas que desarrollaría un gobierno en el ejercicio de sus funciones.

Compartiendo las opiniones que parten de distinguir la forma de go­
bierno de la gobernabilidad —entendiendo esta última como el conjunto 
de relaciones que se establecen entre la sociedad civil y el Estado (Halfani 
et al. 1994) -  y de la importancia de discutir la gobernabilidad específi­
camente en el nivel de las ciudades, queremos plantear una idea central 
respecto a la gobernabilidad urbana.

Esta idea consiste en el supuesto de que la gestión urbana es el pro­
ceso mediante el cual se constituyen la ciudadanía y la gobernabilidad 
urbanas, y que el carácter democrático o no de la primera define el carác­
ter de la última (la cuestión de la pobreza aparece aquí, en tanto que pro­
blema, como una cuestión indispensable a resolver para la construcción 
de una gobernabilidad urbana democrática).

Pero, ¿existe un proceso global único que podríamos llamar “gestión 
urbana” o estamos en presencia de distintas “prácticas de gestión urbana”?

Nuestra respuesta se inclina por la segunda alternativa. Quizás solo 
podría hablarse de gestión urbana como un proceso global que se ha lo­
grado implementar en el caso de sociedades altamente centralizadas, con 
economías planificadas casi en su totalidad, lo cual ha demostrado ser pro­
fundamente antidemocrático y un obstáculo para el desarrollo (Marcuse 
1993). Quizás podría plantearse que cuando se logre establecer un espa­
cio de concertación para resolver los problemas del desarrollo urbano,264
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donde participen con poder de decisión todos los actores urbanos, estare­
mos frente a una forma de gestión urbana como proceso global.

Nos enfrentamos, pues, a un conjunto contradictorio, especificado his­
tóricamente, de diferentes prácticas de gestión urbana en el caso de las 
ciudades, prácticas que responden a los intereses particulares de los distin­
tos actores urbanos, tanto de la esfera estatal como de la sociedad civil, que 
se cruzan, convergen y sobreponen en un tejido de relaciones difícil de 
manejar, generando así una constante tensión que está estrechamente vin­
culada a las características del sistema político.

Allí donde los gobiernos locales son fuertes y autónomos, donde los 
movimientos y las organizaciones urbanas son importantes y actúan alre­
dedor de los procesos claves y esenciales del desarrollo de las ciudades, es 
posible impulsar modalidades de gestión urbana más democráticas. En los 
casos de las prácticas de gestión urbana impulsadas por los sectores popu­
lares (muchas veces con apoyo de ONG), estas se encuentran descoordi­
nadas, lo que genera la atomización de la gestión urbana que se convier­
te en un obstáculo para la construcción de una gobernabilidad democrá­
tica. Lo anterior conduce a sostener una posición polémica: la participa­
ción popular, por sí misma, no es garantía para la existencia de una forma 
de gestión urbana democrática. Esto implica una nueva manera de pensar 
al Estado, cuya función reguladora siempre tiene vigencia, y sin la cual las 
instituciones de la sociedad civil no logran superar el localismo 
(Hinkelammert 1991).

De esta manera, podemos entender la gestión urbana como una forma 
de gestión política local dentro de un sistema político global, como un 
ejercicio del poder dentro y friera de las instituciones del Estado, central y 
local, que va construyendo relaciones entre la sociedad civil y este último, 
en torno al problema del desarrollo de las ciudades.

Pero avanzar en estas reflexiones exige una mínima delimitación del 
contenido de la gestión urbana. Con el riesgo que implican las esquema- 
tizaciones, cuatro aspectos al respecto emergen de inmediato (Lungo y 
Pérez 1991b):
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- La planificación urbana, que debe ser entendida no como la construc­
ción de un plano de la “ciudad ideal”, sino como la construcción de 
un espacio e instrumento de concertación de los actores urbanos 
principalmente (Rolnik 1993).

- La regulación urbana, cuyo carácter y límites deben incorporar las dis­
cusiones actuales sobre esta temática.

- La administración urbana, que es el aspecto al que generalmente se ha 
limitado la concepción tradicional de gestión urbana, así como el 
poder local se limitaba al gobierno local.

- La inversión urbana, tanto pública como privada.

Alrededor de estos cuatro aspectos gira la cuestión de la accountability en 
sus múltiples dimensiones: política, legal, burocrática (Halfani et al. 1994) 
y financiera.

Esta desagregación permite, además, pensar los programas para con­
trarrestar la pobreza de manera más integral que combinada, con la par­
ticipación activa de los sectores sociales que la viven, y que son quienes 
los potenciarían decisivamente.

Para lograr esta participación activa hay que entender la pobreza co-mo 
un fenómeno multidimensional y no solo como una ausencia relativa de 
ingresos; por ello, con el fin de que los sectores afectados tengan capacidad 
de participar activamente en los programas contra la pobreza, deben adqui­
rir poder social, lo cual, a su vez, requiere de dos elementos fundamentales 
para construir sus bases: un espacio vital para la vida cotidiana -ligado a los 
patrones de tenencia y propiedad- y tiempo disponible, adicional al tiempo 
necesario para la subsistencia del grupo familiar (Friedmann 1992).

Las ciudades constituyen un territorio donde las transformaciones 
sociales ocurren de manera acelerada. Son, por ello mismo, el espejo de la 
sociedad, el reflejo del mal desarrollo. La ciudad fragmentada, segregada, 
debe dar paso a la integración multidimensional si se quiere combatir la 
pobreza y crear formas de gobernabilidad urbana democráticas. El proce­
so de reconstrucción de espacios públicos que contribuyan a la constitu­
ción de la ciudadanía urbana no solo es complementario, sino crucial para 
un desarrollo sostenible (Sachs 1994).
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Promover una nueva concepción de la gestión de la ciudad, que logre 
acompañar, más que la forma tradicional del gobierno de la ciudad, el pro­
ceso de democratización que se ha iniciado en El Salvador a partir de esta 
década, aprovechando la reforma del Estado en curso, permitiría, creemos, 
ampliar sustantivamente los programas que luchan contra la pobreza urba­
na, al incorporar de manera activa a la población más afectada por este fenó­
meno y ser un instrumento clave en la construcción de la gobernabilidad 
democrática, de la cual han carecido siempre las ciudades salvadoreñas.
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Cuarta parte:
La problemática urbana desde 

algunas ciudades



Notas en torno a la planificación y 
desarrollo del Área Metropolitana 
de San Salvador*

1 .

H ace ya casi tres décadas, durante la segunda mitad de los años 
sesenta, se hizo el primer esfuerzo por elaborar un plan de desa­
rrollo global para el Área Metropolitana de San Salvador 
(METROPLAN 80,1969). Antecedido por un conjunto de leyes y planes 
sectoriales, Primer plan de San Salvador (1954), Ley de planes reguladores 

(1955), Plan vial metropolitano (1956), Ley de urbanismo y construcción 
(1956), (Hart 1976) que fueron implementados de forma parcial, en su 
mayoría. Este plan de desarrollo global de la principal aglomeración urba­
na del país se enmarcaba dentro del modelo de sustitución de importacio­
nes y del intento por construir un Estado de bienestar en el país.

En concordancia con las opciones prevalecientes por esa época en tor­
no al desarrollo, y respondiendo a la modernización del aparato estatal que 
se iniciara en 1950, METROPLAN 80 fue producto de un conjunto de 
tecnócratas guiados por una concepción urbanística aún dominante en El 
Salvador.

Tras esta concepción, subyace la idea de un modelo de ciudad ideal, la 
“ciudad armónica deseada”, que respondiera a patrones “adecuados” de

12

* Trabajo publicado en La planificación de la ciudad: experiencias latinoamericanas, de Mario 
Lungo, editado por CADES, en 1993.
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organización del espacio urbano, en una visión donde las contradicciones 
sociales, si no se desvanecen, son casi imperceptibles y tienen poca impor­
tancia. El plan de desarrollo urbano era entendido, entonces, como el ins­
trumento que permitiría llegar a construir esta ciudad ideal.

Noción modernista donde lo fugaz y efímero cede decididamente el 
paso a lo permanente. Esta se expresa en un proceso de planificación ur­
bana que enfatiza en la gran escala, en la racionalidad tecnológica y en la 
eficiencia de los planes directores urbanos (Harvey 1989), y que fue tem­
pranamente criticado, tanto en los países capitalistas donde la planificación 
de la economía y la sociedad tenía pocos adeptos (Lee 1973), como en los 
países del mundo subdesarrollado (Browne 1992), donde se cuestionó la 
imposición de modelos provenientes de realidades diferentes.

Ella presuponía, también, la existencia de un fuerte Estado centraliza- 
dor, capaz de controlar las desviaciones del mercado y orientar las inver­
siones privadas para encaminar el desarrollo de las ciudades hacia el m o­
delo deseado.

Solo un poco más de diez años durarían las condiciones que posibili­
taron ese ejercicio prospectivo sobre el Area Metropolitana de San Salva­
dor, y la ciudad siguió creciendo dentro de una aparente anarquía, pero, 
en realidad, en respuesta a las diferentes lógicas que conviven en la ciu­
dad y que son manifestación de los intereses de los diferentes grupos 
sociales que la habitan, realizando múltiples actividades económicas, so­
ciales, políticas, culturales, etc., creando y recreando múltiples contradic­
ciones cada día.

Detengámonos en un breve análisis de esta concepción y su evolución 
durante las últimas dos décadas, antes de volver a la problemática de la 
planificación del Area Metropolitana de San Salvador.

2 .

272
Surgida en estrecha asociación con el modelo de desarrollo basado en la 
sustitución de importaciones y la ampliación del aparato estatal y sus polí­
ticas, que se impulsó durante los años sesenta y setenta, la planificación
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urbana tenía dos rasgos esenciales: su carácter altamente regulador y su 
cobertura global, bajo las que subyacía un sentido de redistribución de la 
riqueza nacional producida. Esto marcó decisivamente el enfoque de sus 
objetivos y la búsqueda de la “ciudad ideal” hacia la que se pretendía lle­
gar, y, más importante, los instrumentos y la formación del personal para 
alcanzar la meta buscada. Casi totalmente apoyada en la intervención de 
la tecnocracia del gobierno central, el papel de los gobiernos locales es 
prácticamente ignorado, la participación popular, cuando se plantea, es 
una participación tutelada.

Bastante tiempo antes de que la crisis de finales de los años setenta 
mostrara el agotamiento del modelo de sustitución de importaciones, 
esta concepción de planificación del desarrollo urbano había perdido casi 
toda su vigencia, abriéndose un período de incertidumbre en torno a 
cómo manejar los problemas generados por el continuado crecimiento 
de nuestras ciudades.

No vamos a encontrar, sin embargo, un claro debate al respecto. La 
extrema complejidad de los procesos y problemas urbanos impide pensar 
en un total abandono del papel del Estado, por lo que, globalmente no se 
da una confrontación entre planificación urbana estatal y mercado, sino 
que podemos observar una cambiante relación entre la primera y el 
Estado, dinámica que sigue un particular movimiento en cada país.

En términos generales, podemos observar un giro a mediados de los 
años setenta, cuando se pasa de la planificación urbana, centrada, especial 
aunque no exclusivamente, en las ciudades y la totalidad de sus procesos, 
a pensar la planificación en términos de los componentes de la estructu­
ra física y socioeconómica urbana directa y casi exclusivamente relaciona­
da con la población de menores ingresos. Este giro, podríamos plantear, 
constituye un paso intermedio hacia la configuración de un modelo de 
gestión urbana en que el papel del mercado y la desregulación serían las 
características centrales.

La expresión de este cambio se encuentra en un importante docu­
mento de las Naciones Unidas, publicado la siguiente década y que siste­
matiza la experiencia de diez años en el impulso de esta nueva visión para 
abordar los problemas urbanos (ONU-HABITAT 1987). 273
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Constatando las limitaciones de la planificación convencional frente a 
los cambios operados en el ámbito urbano que mostraban numerosos 
estudios, en los que problemas como la migración rural-urbana, la pobre­
za y la informalización de la economía dejan de verse solo en sus aspec­
tos negativos, se comienzan a visualizar los asentamientos precarios urba­
nos, también por la contribución económica de sus habitantes en tanto 
fuerza de trabajo, consumidores y productores de infraestructura física y 
vivienda, además del alto nivel de su integración social, cultural y política.

La planificación es concebida, así, como un elemento de la gestión 
urbana, tal como el documento de ONU-HABITAT (1987) lo señala:

La planificación puede también ser vista como un instrumento de gestión 
[...] a pesar de las generalizadas críticas sobre el fracaso de la planifica­
ción, ella es una indispensable y poderosa herramienta en manos de aque­
llas instituciones que han definido claramente estrategias de desarrollo y 
tienen que ver con la conducción de estos procesos.

En este sentido, la planificación es íntimamente asociada a la programación 
y al presupuesto en una acción concertada entre el sector público y el pri­
vado, y a los procesos de descentralización y reasignación de funciones de 
los gobiernos locales, que comenzaron a cobrar fuerza por esa época.

Inmersa en un contexto de crisis fiscal, esta nueva visión de la plani­
ficación urbana orientaría sus acciones a cuestiones antes no totalmente 
atendidas como los programas de mantenimiento y rehabilitación de in­
fraestructura física urbana y a repensar el financiamiento, dentro del cual 
se comenzó a cuestionar cada día más la inversión pública, promoviendo 
la recolección de fondos por parte de los gobiernos locales y nuevas for­
mas de movilización del ahorro privado.

En esta búsqueda, las intervenciones se sectorizaron mientras iban 
adecuándose a las condiciones económicas y políticas imperantes. Así, por 
ejemplo, se plantearon nuevas intervenciones en torno a la tierra urbana, 
unas a través de reformas jurídicas y otras a través del reordenamiento en 
su utilización: redefinición del uso de la tierra urbana, modernización del 
catastro y del registro, cambios en la legislación, modificación en los274
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mecanismos de intervención pública, utilización de la tierra urbana públi­
ca, etc. Esta última (en el sentido de la venta de las tierras públicas de la 
ciudad) y la modernización catastral serían las acciones privilegiadas en 
cuanto a la tierra urbana.

Respecto a la vivienda, desde mediados de los años setenta, los progra­
mas de autoconstrucción, lotes y servicios, y el mejoramiento de los asen­
tamientos espontáneos (Laquian 1983) sustituyeron a programas de cons­
trucción de viviendas ubicados dentro de esquemas de desarrollo físico 
globalmente planeados, mientras la provisión de algunos servicios urbanos 
escapaba parcialmente a la gestión del gobierno central, en un proceso en 
que el papel de las ONG comienza a ser importante.

Estas acciones parciales mostraron rápidamente sus limitaciones, lle­
vando a los mismos organismos internacionales a su reconocimiento:

Desafortunadamente en la práctica, la nueva ortodoxia ha revelado dos 
fatales grietas. Primera, los aspectos administrativos y financieros asociados 
con el mejoramiento de asentamientos precarios han probado no poder 
superar los obstáculos legales y burocráticos en el contexto de la mayoría 
de países en desarrollo; segunda, difícilmente ningún país en desarrollo ha 
podido producir proyectos de sitios y servicios accesibles en una escala que 
puede acercarse a las necesidades de vivienda [...] Sin embargo, el princi­
pal defecto del programa fue que asumió los problemas de la vivienda para 
los sectores de bajos ingresos como sinónimo de los problemas de los 
asentamientos humanos. De hecho, la vivienda es solo uno de los elemen­
tos de estos, y la vivienda para los sectores de bajos ingresos es solo un 
aspecto de la problemática total de la vivienda (ONU-HABITAT 1987).

Sin embargo, al hacer énfasis excesivo en una realidad acuciante como los 
trámites burocráticos, las propuestas hacia la formulación de una nueva 
manera de enfrentarse a los problemas urbanos priorizarán la concesión a 
los grupos de base de la mayor autonomía posible para resolverlos, en un 
discurso ligado a la democratización, al reforzamiento de los gobiernos 
locales y al papel de la sociedad civil. Sin estar en contra de la anterior 
orientación, ella presenta dos grandes limitaciones: por un lado, la ejecu­
ción de innumerables acciones aisladas sin un plan de desarrollo global 275



A mérica Latina, países pequeños de grandes ciudades

que las oriente; por otro lado, la atomización de las reivindicaciones de 
los sectores populares urbanos mientras el resto de contradicciones de 
procesos urbanos son cada día menos regulados. La acentuación de con­
tradicciones urbanas, viejas y nuevas, se dejan así en manos del mercado 
cada día más, modificándose las condiciones en la relación público-priva­
do en torno a aspectos como los servicios urbanos.

La participación del Estado cambia así radicalmente. Se trata ahora de 
una función de apoyo y no de regulación o inversión. Se trata de organi­
zar la información y la comunicación, de dar entretenimiento, de refor­
zar las organizaciones de base, de apoyar el papel de las ONG, etc., den­
tro de un esquema de flexibilidad en la planificación y la implementación 
de programas.

La planificación, ya no de la ciudad, sino de los asentamientos huma­
nos es parte de las nuevas concepciones del desarrollo, dentro de las cua­
les se estaría configurando una nueva forma de gestión urbana que se aso­
ciaría al modelo económico neoliberal predominante.

Estas concepciones son parcialmente compartidas por otras institucio­
nes como CEPAL y el Banco Mundial.

CEPAL recuerda su búsqueda temprana, en los años sesenta, de la inte­
gración de los enfoques especializados, poKtico-administrativos y econó­
micos-sociales, para abordar la creciente problemática urbana, y cómo 
algunas decisiones, entre otras, hechas por el Estado al margen de los pla­
nes de desarrollo urbano, como la localización industrial, han tenido un 
impacto sobre otros componentes de la ciudad. A partir de ahí, CEPAL 
propone la integración de las políticas sectoriales de desarrollo de los asen­
tamientos humanos con las políticas nacionales de desarrollo económico 
y social, contemplando seis campos de acción: planificación y administra­
ción metropolitana; diseño y administración de proyectos de gestión local, 
planificación municipal y participación comunitaria; tecnologías para la 
construcción del hábitat y el suministro de servicios de infraestructura y 
administración de los asentamientos humanos; pobreza urbana y asenta­
mientos precarios; y diseminación de la información (CEPAL 1988).

Aunque su intencionalidad nos recuerda los discursos de los años se­
senta, cuando se buscaba la integración de los planes de desarrollo urba­276
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no con las políticas nacionales de desarrollo, hay evidentemente, un inten­
to de recoger con mayor operatividad la complejidad de los procesos ur­
banos y una intención de no limitarse únicamente a la atención de los 
asentamientos urbanos precarios. A la vez, sin embargo, no encontramos 
una visión alternativa elaborada a las tendencias a desregulación y privati­
zación dominantes.

Aunque el Banco Mundial no tiene una política explícita frente al de­
sarrollo urbano como totalidad, la orientación actual de sus acciones com­
parte la visión de apoyar el desarrollo de los sectores sociales urbanos de 
menores ingresos fortaleciendo el trabajo de las organizaciones de base, de 
las ONG y de los gobiernos locales. Respecto a las segundas, se promue­
ven actividades en dos áreas: la colaboración operacional y el diálogo, este 
último alrededor de la pobreza, el medio ambiente y la participación po­
pular (Banco Mundial 1991b).

El Banco Mundial ha insistido mucho en el carácter temporal y nece­
sario de los efectos negativos de los programas de ajuste estructural sobre 
los sectores pobres. De allí que sus acciones en las áreas urbanas tengan la 
característica focalizante de otros programas sociales. Pero detrás de lo an­
terior existe, evidentemente, como opción, la desregulación y privatiza­
ción de los programas y servicios sociales urbanos, siendo esta tendencia 
uno de los pilares más importantes en la configuración de una nueva 
manera de enfrentarse a los problemas del desarrollo de nuestras ciudades.

Subyace en esta visión el supuesto (que no es totalmente erróneo) de 
que las grandes ciudades no son tanto un problema sino una fuente de 
producción de riquezas y que lo que se debe hacer es incrementar la “pro­
ductividad urbana” (noción por otra parte llena de enorme ambigüedad), 
venciendo los obstáculos siguientes: las deficiencias de la infraestructura 
urbana, la existencia de regulaciones inapropiadas, la debilidad de las fi­
nanzas municipales, y la debilidad de los sistemas financieros nacionales 
para movilizar recursos para el desarrollo urbano.

Para ello, el Banco Mundial propone una menor ejecución de proyectos 
públicos, la modernización de la administración urbana local, la reducción de 
la reglamentación existente, la eliminación de obstáculos al libre funciona­
miento del mercado, como la existencia de reservas de tierra urbana pública
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o la irregularidad en la tenencia, y, cuestión fundamental, la eliminación de 
subsidios, especialmente en la prestación de los servicios públicos.

Este es el marco en que se inscribe la nueva concepción sobre el 
manejo del desarrollo urbano. En esta nueva concepción, la planificación 
urbana deja de tener el carácter indicativo para el desarrollo de las ciuda­
des de los años sesenta y se reduce al simple instrumento de apoyo infor­
mativo para la toma de decisiones.

Propuesta no completamente estructural ni explícita, creemos que ella 
representa, sin embargo, el reto a que se enfrentarán en el futuro próxi­
mo aquellos que postulan la construcción de una ciudad socialmente más 
justa a través de una gestión urbana democrática.

3.

La tarea prioritaria que se impone, entonces, es luchar contra la concep­
ción de que existe un modelo de ciudad ideal a alcanzar, en la que se 
minimizan o soslayan los conflictos. El hecho de que el crecimiento del 
Área Metropolitana de San Salvador no ha sido objeto de atención seria 
por más de veinte años y que se ha abierto un período de amplia discu­
sión sobre el desarrollo futuro del país crea condiciones para pensar en el 
desarrollo de la capital a partir de nuevos anáfisis y postulados, como se 
ha hecho en los casos de Sao Paulo, Quito, Lima, Montevideo y otras ciu­
dades de América Latina, en los cuales nos apoyamos ampliamente 
(Rolnik 1993, Cardón 1993 y Ruiz de Somocurcio 1993).

El primero y fundamental de los nuevos postulados es concebir la pla­
nificación urbana no como usualmente se hace: un conjunto de instru­
mentos (planes, programas, leyes, etc.) que norman a priori el rumbo que 
la ciudad debe seguir, establecido por un grupo de expertos que, en el 
mejor de los casos, realizan consultas previas con sectores sociales claves 
de la ciudad. Se trata, hoy, de concebir este proceso de planificación como 
la creación de espacios y mecanismos de discusión y concertación, per­
manentes y en distintos niveles, sobre el desarrollo de la ciudad, y en el 
que estén incluidos todos los actores urbanos.278
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El segundo es diseñar integradamente la modalidad de gestión urbana 
que se propone, la legislación que la respalde y el plan de desarrollo de la 
ciudad, que como sostenemos, no debe prefigurar la ciudad ideal y redu­
cirse por ello a ser un instrumento normativo. Cuestiones como una posi­
ble propuesta de reforma urbana deben verse, así, con una visión de inte­
gración como la descrita.

Subyacen en estos postulados tres principios básicos: la necesidad de 
profundizar la democracia en la vida de la ciudad, la descentralización no 
solo de funciones sino fundamentalmente de poder, y la promoción de la 
más amplia participación posible. En síntesis, implica la construcción de 
una nueva ciudadanía.

Se debe evitar, sin embargo, formalizar a priori los espacios y mecanis­
mos de discusión y concertación, pues su puesta en práctica debe también 
ser concebida como un proceso abierto. El mejor ejemplo del anquilosa- 
miento institucional urbano lo constituyen los gobiernos municipales, 
cuya estructura se basa en niveles de desarrollo urbano hace mucho tiem­
po superados. Por eso, también, la pretensión de hacer de los cabildos 
abiertos la expresión de su democratización carece de fundamentos reales.

Mencionemos, solo a título de ejemplo, cómo se conciben desde esta 
nueva óptica algunos de los problemas del desarrollo urbano más canden­
tes: la limitación de la tierra urbana y los déficits en el equipamiento y los 
servicios urbanos.

Respecto a la primera es necesario pensar no solo en términos de su 
creciente demanda, la cual es una realidad inobjetable, sino también en 
nuevas formas de utilización del área existente, en muchos casos subocu­
pada, pero diseñando nuevos mecanismos que estimulen una nueva utili­
zación que disminuya la segregación socioespacial y tenga un contenido 
ecológicamente sostenible. Para esta nueva opción, la normatividad tradi­
cional o las medidas restrictivas son poco útiles.

Respecto a los segundos, debe dejarse de enfrentarlos en función de la 
ciudad deseada y aisladamente. Es claro que el carácter estructural de su 
reproducción está estrechamente asociado a las formas de apropiación y 
utilización de la tierra urbana y al proceso de su valorización.
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Un plan de desarrollo de la ciudad puede ser, entonces, un instrumen­
to clave en la democratización del acceso a la tierra y a los servicios urba­
nos, si se concibe desde esta nueva óptica.

Este plan, pensamos, más que un plan general poco operativo, debería 
estar constituido por un conjunto de programas articulados alrededor de 
cuestiones claves del desarrollo urbano, e integrar, con una nueva forma 
de gestión de la ciudad y una nueva legislación urbana, la política urbana 
alternativa que acompañe las transformaciones del país.

4.

Aunque los problemas de la tierra urbana y la insuficiencia de equipamien­
tos y servicios urbanos son rápidamente visibles; también lo es el cam­
bio drástico que se ha operado en la base económica de la ciudad. Si re­
cordamos que el modelo de “ciudad ideal” y el proceso de desarrollo 
urbano están estrechamente asociados a un determinado patrón de in­
dustrialización, es necesario analizar las transformaciones en la economía 
de la ciudad.

Para ello es necesario hacer, previamente, una precisión: la temporali­
dad de los procesos económicos y de la estructuración urbana son diferen­
tes. Por eso es que el modelo de industrialización sustitutiva de importa­
ciones se asienta sobre una estructura urbana heredada del pasado, que 
contiene elementos del modelo económico precedente que no puede sos­
layar y que constituyen, algunos, obstáculos para las políticas de desarrollo 
económico que responden a la estrategia de sustitución de importaciones.

Este fenómeno no es exclusivo de los países subdesarrollados; por 
ejemplo, solo hasta finales de los años ochenta comienzan a observarse 
con mayor claridad los efectos de la reestructuración, iniciada a principios 
de los años setenta, de las economías de los países capitalistas centrales, en 
el desarrollo de sus principales ciudades, lo que ha llevado al calificativo 
de algunas de ellas como “ciudades globales” (Sassen 1991). Para el caso 
de países latinoamericanos de tamaño intermedio y para algunos países de 
Centroamérica y el Caribe, recientemente se han realizado investigacio­280
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nes sobre el impacto urbano de los programas de ajuste estructural de sus 
economías (Portes 1989a, Portes y Lungo 1992a, 1992b).

Pero los procesos de estructuración urbana, además de su temporalidad 
propia, son de una extrema complejidad y están cruzados por condiciones 
extra-económicas, por lo que no es correcto pensar que la globalización 
de la economía se traduce directamente en la globalización de los mismos, 
y que aun en el caso de la primera, los mercados están insertos en relacio­
nes sociales y políticas particulares que hacen que el proceso de globaliza­
ción de la economía no sea simple y uniforme (Logan y Swanstrom 1991).

El modelo de sustitución de importaciones se apoya, en lo que respec­
ta a las actividades económicas urbanas, principalmente en la producción 
industrial formal y en las actividades de servicios que este y otros sectores 
de la economía nacional e internacional requieren. Implica, así, una deter­
minada concentración de población a la que la empresa privada, princi­
palmente, ofrecería empleo formal, el cual se complementa con una im­
portante dotación de infraestructura social y servicios urbanos que estarí­
an bajo responsabilidades del Estado.

Como es conocido, muchos de los supuestos de este modelo de desa­
rrollo urbano no se han cumplido. La industria manufacturera no es la 
principal fuente de empleo en la mayoría de ciudades latinoamericanas; es 
el sector servicios el que ofrece mayores oportunidades. Pero este conti­
núa, no obstante, ligado, en gran medida, a la naturaleza de la industria 
local y a los mercados que abastece.

Los tres niveles de las actividades industriales urbanas que coexisten 
(las grandes industrias monopólicas, las medianas, que se desarrollan en 
un ámbito competitivo, y las domésticas, que se basan en los núcleos fa­
miliares) han ido modificando la base económica de las ciudades. Es aquí 
donde aparece la utilidad de la distinción entre economía formal e infor­
mal y su articulación (Roberts 1986). Recientemente se han desarrolla­
do propuestas en torno a esta articulación, considerando los posibles 
efectos de los nuevos tratados de libre comercio (Portes y Schauffler 
1992).

Evidentemente, la puesta en práctica del modelo de sustitución de 
importaciones, aunque sea de manera incompleta, dejó un importante lega­ 281
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do: una estructura urbana que tiene elementos que no pueden ser soslaya­
dos por el actual proceso neoliberal de reestructuración de la economía y 
la sociedad. De la misma forma, pensar en un desarrollo urbano alternati­
vo exige conocer los elementos claves de la estructura de las ciudades 
actuales y considerar los tiempos de su constitución y transformación.

5.

La ciudad de San Salvador, el Área Metropolitana para ser más precisos, 
se ha transformado radicalmente durante las últimas décadas.

Si observamos su dinámica poblacional y territorial encontramos no 
solo el crecimiento acelerado imaginado, sino que también es perceptible 
la existencia de flujos migratorios de nuevo tipo, la acentuación de la 
segregación socioespacial y el deterioro del medio ambiente.

Aunque el ritmo de crecimiento de la población disminuyó durante 
los años setenta, y más aún en los ochenta, para 1990 esta sumaba, en el 
AMSS, 957.839, manteniendo un índice de primacía (con relación a las 
tres ciudades siguientes) de 3,11. Dentro del AMSS, sin embargo, se puede 
observar un desigual crecimiento de los municipios que la integran. Así, 
mientras en 1950 el municipio de San Salvador tenía 40 veces más habi­
tantes que el municipio de Soyapango, esta proporción se había reducido 
a seis veces para 1990, con las consecuencias socioeconómicas y políticas 
que podemos imaginarnos (Lungo 1992a).

Al conocido déficit habitacional se agrega el hecho de que la cobertura 
de los servicios de agua potable y alcantarillado, según fuentes oficiales, era del 
orden del 82,7% y 69,8%, respectivamente, hacia finales de los años ochenta, 
lo que se acentúa con la segregación socioespacial, cada día más visible.

En la dimensión de la economía de la ciudad, es evidente la desarti­
culación del modelo de crecimiento anterior, sin que se vislumbre uno 
nuevo; la informalización, la desregulación y el crecimiento de la pobre­
za urbana forman parte del paisaje urbano actual.

Aunque el nivel de desocupación urbana es alto (10% en 1990), la 
precariedad laboral en la ciudad aparece con mayor claridad al conocer282
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que en 1988 uno de cada tres de los trabajadores ocupados en el AMSS 
se encontraba en el sector informal, que es predominantemente un sector 
de subsistencia, mientras que los hogares en condición de pobreza habían 
pasado, en la ciudad, del 30% en 1976 al 49,5% en 1990, y el índice gene­
ral de precios muestra un crecimiento sostenido durante toda la década.

En el ámbito de la gestión de la ciudad emerge rápidamente a la vista 
el alto nivel de centralización, la burocratización y el debilitamiento de las 
políticas urbanas.

La centralización y burocratización se dan en el marco de un gobier­
no local extremadamente débil, por las funciones que cumple y por su 
poca capacidad financiera (en 1990, las transferencias del gobierno central 
alcanzaron dos tercios de los ingresos corrientes). La reducción de la in­
versión social del Estado en la ciudad ocurre mientras el programa de 
compensación social se dirige prioritariamente hacia las áreas rurales.

El panorama descrito brevemente en los últimos párrafos sugiere que 
el desarrollo del Area Metropolitana de San Salvador exige una política 
urbana de nuevo tipo, que integre, como decíamos antes, una nueva mo­
dalidad de gestión urbana, una nueva legislación y un plan de desarrollo 
que rompa con las visiones tradicionales de la planificación urbana, que 
pretendían construir una ciudad ideal prefigurada.

Lamentablemente, el proyecto de Ley de Ordenamiento y Desarrollo 
del Área Metropolitana, que se discute desde inicios de 1993, es una 
expresión de la visión sobre el desarrollo de las ciudades que hemos cri­
ticado en estas notas y va en sentido contrario de las tendencias políti­
cas actuales del país, que buscan construir un régimen democrático y 
ampliar la participación ciudadana apoyándose en la concertación social 
y política; por ello, esta ley, a pesar de que pueda ser aprobada por la 
Asamblea Legislativa, es muy limitada y representará, si se pone en vi­
gencia, un obstáculo al desarrollo de la principal ciudad del país, más que 
un instrumento para su desarrollo.

Resulta claro, entonces, que respecto a la planificación del Área Me­
tropolitana de San Salvador falta mucho por hacer. Es necesario, primero, 
crear conciencia de las extremadas limitaciones que presenta el enfoque 
tradicional que hemos descrito someramente y que aún predomina entre 283



A mérica Latina, países pequeños de grandes ciudades

los planificadores urbanos del país, y luego, colocar en el centro de la dis­
cusión las nuevas concepciones que han nacido en otros países.

Este es un paso indispensable para impulsar no los diagnósticos poco 
útiles para recoger la riqueza de los procesos urbanos, sino un conjunto 
de estudios sobre la estructura y los procesos del AMSS, sin los cuales será 
imposible diseñar una política urbana integrada en los términos que 
hemos mencionado antes.

Para lograr lo anterior es preciso crear espacios de discusión, anáfisis y 
concertación, tarea solo realizable a mediano plazo. Las posibilidades que 
ofrece el nuevo período político que se abre en enero de 1992, exigen, 
impostergablemente, que esta sea iniciada con la mayor objetividad, serie­
dad y participación de los principales actores urbanos cuanto antes.
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La incidencia del incremento del 
precio de la tierra urbana y la 
especulación en la producción de 
la vivienda popular en San 
Salvador: 1972-1978*1

Los alcances de la “vivienda popular urbana”

E s necesario precisar previamente lo que entenderemos por vivien­
da popular, y más específicamente por “vivienda popular urbana”. 
En uno de los pocos estudios elaborados sobre esta problemática 
en el país (FSDVM 1976) se parte de la proposición que sostiene que: “el 
mercado habitacional popular de una zona urbana está compuesto por tres 

submercados principales identificables: el submercado de mesones, el sub­
mercado de tugurios y el submercado de lotificaciones ilegales”. Otro tra­
bajo más reciente, el “Programa para el mejoramiento integrado de las 
áreas críticas metropolitanas” (EDURES 1978), aunque no se limita a la 
problemática de la vivienda popular urbana, parte de ella, y agrega, a los 
tres grupos mencionados antes, los campamentos y las casas viejas.

Sin negar el aporte de ambos trabajos, particularmente del primero, 
creemos que limitar, casi exclusivamente, el análisis a la producción no ca­
pitalista de viviendas2 deja de lado los efectos negativos que el alza del pre-
* Síntesis del IV capítulo de la investigación titulada: “Precio de la tierra urbana y su 

especulación en San Salvador: 1972-1978”.
1 El siguiente artículo resume los resultados de una investigación sobre esta problemáti­

ca realizada antes de que se desarrollara en El Salvador la actual guerra revolucionaria. 
Obviamente, las condiciones han cambiado drásticamente, pero consideramos que las 
conclusiones expuestas al final conservan toda su validez.

2 Hablamos de producción no capitalista de viviendas cuando estas se producen sin que 285
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cío y la especulación sobre la tierra urbana tienen sobre la producción 
capitalista de viviendas, que se dirige, aunque en forma limitada, a los 
niveles más bajos de la demanda solvente, cubiertos por instituciones esta­
tales3 y, parcialmente, por la Fundación Salvadoreña de Desarrollo y Vi­
vienda Mínima (FSDVM), así como sobre el incremento de la renta que, 
bajo forma de alquiler, pagan los habitantes de los mesones y viviendas 
más antiguas y deterioradas. Por esta razón, para efectos de este trabajo 
comprenderemos por “vivienda popular urbana” a la limitada, en el um­
bral máximo, por las viviendas producidas por el IVU y el FSV, y en el 
umbral mínimo, las viviendas totalmente autoconstruidas4.

El estudio mencionado de la FSDVM mostraba que en 1976 el 46% 
del total de la población del Area Metropolitana de San Salvador (AMSS) 
residía en mesones, colonias ilegales y tugurios, correspondiendo a cada 
uno de ellos las siguientes proporciones: 58% en mesones, 31% en colo­
nias ilegales y 11% en tugurios.

El estudio de EDURES sostiene que en 1977 el 51% de los habitan­
tes del AMSS vivía en colonias ilegales, mesones, campamentos y tugu­
rios, y afirma que este “estrato” está creciendo más rápido que la pobla­
ción total del AMSS.

Evidentemente, la mayoría de la vivienda popular urbana se encuentra 
comprendida en este tipo de asentamientos, pero si observamos los ingre­
sos de los grupos familiares favorecidos por el IVU, el FSV y la FSDVM, 
nos daremos cuenta de que se trata, en buena medida, de grupos familia­
res de las capas populares salvadoreñas, y que su vivienda debe ser inclui­
da dentro del rubro “vivienda popular urbana”, y, lo que es de gran impor­
tancia, el incremento de precios y la especulación sobre la tierra urbana 
han incidido fuertemente sobre la producción de estas viviendas.

exista un proceso de valorización de capital. La producción capitalista de vivienda im­
plica, al contrario, un proceso de valorización del capital allí invertido. Debe distinguir­
se también el proceso mixto de producción: urbanización por contratistas y  autocons­
trucción de viviendas por familias.

3 IVU: Instituto de Vivienda Urbana. FSV: Fondo Social para la Vivienda.
4 Como veremos más adelante, se podrían incluir también, dentro de este conjunto, a las 

viviendas producidas por la FNV (Financiera Nacional de la Vivienda) de un área menor 
de 65 m2 de construcción. Esta institución cubre la demanda solvente exclusivamente.286
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Según el cuadro siguiente, 19.139 familias tenían un ingreso mensual 
de C400,005 o menos, y no estaban comprendidas ni en tugurios, campa­
mentos, mesones, casas viejas o colonias ilegales; podemos suponer que 
estas familias eran potenciales beneficiarios del IVU, el FSV o la FSDVM, 
por lo que si se limita el análisis de los efectos del incremento de precios 
y la especulación sobre vivienda popular urbana a los asentamientos men­
cionados, se corre el riesgo de olvidar los efectos negativos de estos pro­
cesos sobre la vivienda producida por estas tres instituciones.

Cuadro No. 1 Familias con ingresos mensuales de C400,00 
o menos en el AMSS, por asentamiento

Asentamiento Número de familias
Tugurios y campamentos 12.380
Mesones y casas viejas 39.360
Colonias ilegales 23.360
O tros 19.130
Total 94.230
Fuente: Construido a partir del Cuadro No. 2 y el Cuadro No. 3,Vol. 1. EDURES.

La producción de vivienda popular urbana en el AMSS

Definida como lo hemos hecho anteriormente, la vivienda popular urba­
na puede ser el producto de un proceso de producción no capitalista o de 
un proceso de producción capitalista. Se da también el caso mixto, por 
ejemplo cuando una compañía constructora, a requerimiento de una ins­
titución o agente social determinado, desarrolla los trabajos de urbaniza­
ción y dotación de servicios (lotes con servicios), sobre los que posterior­
mente se desarrollarán programas de autoconstrucción. Hacer la anterior 
separación es importante y necesario, porque el problema de la tierra

5 En esos años, la equivalencia entre el colón salvadoreño y el dólar era: 1 C = 0,4 USD. 287
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urbana incide de manera diferente, según se trate de una producción no 
capitalista, capitalista o mixta de vivienda popular urbana.

Respecto a la producción no capitalista y mixta de vivienda popular 
en el AMSS, no existen datos precisos6. Se estimaba, sin embargo, que estos 
tipos de producción agregarían, durante los años setenta, 180 mil unida­
des al stock existente en 1971, y que el grueso de ellas sería para familias 
con ingresos menores a C250,00 mensuales. Estos tipos de producción se 
dedican fundamentalmente a la creación de colonias ilegales, que tienen 
un crecimiento sensiblemente mayor que los mesones o tugurios; se esti­
ma que para 1975 la población urbana viviendo en colonias ilegales en el 
AMSS era el 20% del total. La producción de mesones es prácticamente 
nula y más bien parece que la constante pero irregular “renovación urba­
na” en el AMSS tiende a hacer que su número disminuya. La creación de 
tugurios, por otra parte, se enfrenta a la poca disponibilidad de tierras 
públicas de uso marginal y a las dificultades que encuentran los poblado­
res -actuales y potenciales— para organizarse y promover movimientos 
que amplíen este tipo de asentamiento popular urbano.

El incremento del precio de la tierra y la especulación sobre ella inci­
dirá, de esta forma, de manera directa, en una mayor pauperización de 
estos sectores urbanos, ya que, sea bajo la forma de un incremento del 
alquiler, en los mesones, o bajo la forma de un incremento del precio de 
la tierra, en las colonias ilegales, estos fondos tienen que ser tomados de 
los ingresos familiares, sin ningún apoyo de la estructura financiera crea­
da y fomentada por el Estado.

Por otra parte, y esto constituye la esencia que diferencia el efecto del 
incremento del precio de la tierra y su especulación sobre la producción 
no capitalista y /o  mixta del efecto sobre la producción capitalista de vi­
vienda popular urbana, encontramos que en las primeras, a diferencia de esta 
última, los precios de la tierra no tienen un límite determinado por la demanda 
capitalista de tierra urbana, ya que ellos no responden a los requerimientos 
de una ganancia mínima en la imperiosa necesidad de estos sectores

288 6 El estudio de la FSDVM solo hace un exhaustivo análisis de la situación de lo que allí 
se llama el mercado formal.
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populares de tener un lugar donde asentarse, sin importar si por ello tie­
nen que disminuir aun más su reducido ingreso familiar, en peguicio de 
sus otras necesidades sociales.

Respecto a la producción capitalista de vivienda popular urbana, sí se 
cuenta con datos suficientes para poder hacer un análisis más detallado. 
Para ello analizaremos la producción del IVU, del FSV y de la FSDVM7 
para los últimos cinco años, que son en los que los procesos de alza que 
nos ocupan han sido más acentuados.

Las causas del aumento de esta producción guardan estrecha relación 
no solo con una pretendida solución al problema habitacional, sino con los 
problemas a que se enfrenta el proceso de acumulación de capital en el 
país durante estos años y al papel que dentro de este proceso le correspon­
de jugar al subsector de la construcción de viviendas. En lo que se refiere 
al problema específico que nos ocupa, este incremento de la producción 
de vivienda urbana para los niveles más bajos de la demanda solvente está 
condicionado, y a su vez condiciona, al “mercado de tierras urbanas”.

Cuadro No. 2 Número de viviendas producidas por el IVU, el FSV 
y la FSDVM en el AMSS, 1972-1978
Institución 1972 1973 1974 1975 1976 1977 1978

IVU 50 40 405 - 400 419 759
FSV - - 369 1157 1449 907 2700

FSDVM - 62 520 530 - - -
Total 50 102 1294 1687 1849 1326 : 3459

Fuente: IVU, FSV, FSDVM.

7 Evidentemente, los programas de la FSDVM no obedecen a la lógica de la ganancia 
capitalista, pero en la medida, cada vez mayor, en que recurren a empresas constructo­
ras capitalistas para el desarrollo parcial de sus obras, tienden a estar determinados indi­
rectamente por la lógica de la ganancia capitalista. 289
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Cuadro No. 3 Número de viviendas proyectadas por el IVU, el FSV 
y la FSDVM en el AMSS, 1979-1982

Institución 1979 1980 1981 1982
IVU 2054 1650 1350 1400
FSV 2950 3040 3595 3770

FSDVM 436 2000 4400 3500
Total 5480 6690 9345 8670

Fuente: IVU, FSVY FSDVM.

Factores determinantes
en la producción capitalista de vivienda popular urbana

Para tratar de estudiar este doble condicionamiento es necesario, previa­
mente, precisar cuáles son los factores incidentes en la producción capita­
lista de vivienda popular urbana. La producción de este tipo de vivienda, 
como toda producción capitalista, es la de una mercancía, que en el caso 
particular de la vivienda popular urbana cumple una función en el man­
tenimiento y la reproducción ampliada de la fuerza de trabajo social, y no 
debe considerarse solamente como un valor de uso que llena necesidades8.

La reducción de su costo de producción solo puede darse en el paso 
de producción manufacturera a su producción industrial, en la que los 
capitales ligados a este proceso se invierten única y exclusivamente con el 
fin de valorizarlo y reproducirlo.

En nuestro caso, el predominio de la producción manufacturera sub­
siste en razón de la existencia en el mercado de la fuerza de trabajo de 
una superpoblación relativa que tiene que venderse a salarios por debajo 
de su valor.

En esta producción, la tierra urbana interviene como condición nece­
saria a la conversión del dinero en mercancía, así:

8 En el caso de la autoconstrucción, esta necesidad se llena a través de una sobreexplo­
tación de la fuerza de trabajo.290
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D M (vivienda) D
Transformación del dinero 
en capital productivo: 
materiales, maquinaria y 
equipo, fuerza de trabajo

Transformación de la 
merencancía (vivienda) 
en dinero, sin crear nuevos 
valores

Aquí la tierra urbana 
aparece como condición 
indispensable

Para la adquisición de esta tierra se requiere una masa importante de capi­
tal de circulación, que proviene de las fuentes siguientes.

a) Una cuota inicial que puede tener su origen en los ingresos del futu­
ro propietario, en capital-dinero de rentistas territoriales o en capital 
productivo del sector capitalista.

b) El capital financiero, que constituye la fuente principal, y que fi­
nancia directamente a la empresa constructora y a los comprado­
res. En la medida en que la cantidad requerida para adquirir la tie­
rra necesaria para construcción de viviendas sea mayor, surgirán 
mayores contradicciones entre el sector construcción y otros sec­
tores productivos, por la distribución del fondo global de capital de 
circulación disponible.

La incidencia de la tierra urbana
en la producción de vivienda popular urbana

Para nuestro caso encontramos las siguientes características específicas en lo 
que respecta a la adquisición de la tierra en que se desarrollan los proyectos.

- La influencia del precio de la tierra en el precio final de la vivienda es 
sensiblemente más alto que en el caso de las viviendas para los secto­
res urbanos medios y altos, lo que afecta a la masa de capital asignado 
a estas partidas.
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- El capital financiero de circulación que financia a los constructores o 
a los consumidores es capital estatal, lo que puede permitirle una tasa 
de ganancia interna menor que la media social.

Esto se traduce en que las contradicciones entre los fondos asignados a la 
producción estatal de vivienda popular urbana y los fondos asignados a 
otras inversiones del Estado que favorecen de manera más inmediata al 
proceso de acumulación de capital (siendo por eso más rentables), como 
por ejemplo la provisión de energía eléctrica al sector industrial, se re­
suelven en favor de estas últimas, incidiendo así, negativamente, en la pro­
ducción de este tipo de vivienda.

Se observa, sin embargo, un sostenido incremento en el caso del IVU, 
lo que guarda relación con las nuevas funciones que cumple el subsector 
de construcción de viviendas -incluso la vivienda popular urbana— en el 
proceso global de acumulación.

Por otra parte, la inversión del Estado en la adecuación, infraes­
tructura física y equipamiento básico de la tierra urbana favorece cla­
ramente a las urbanizaciones de los sectores altos y medios de la pobla­
ción urbana del país, reduciendo al mínimo necesario su intervención 
en las urbanizaciones de vivienda popular, lo que provoca que, en mu­
chos casos, al desarrollarse estas últimas primero, los proyectos de vi­
vienda para los sectores altos y medios se beneficien de una “plusva­
lía” adicional no generada, es decir, los propietarios de las tierras en 
que se desarrollan estos proyectos y las compañías constructoras se 
apropian de rentas diferenciales generadas por ganancias extraordina­
rias diferenciales y monopólicas.

Las características específicas anteriormente mencionadas se traducen 
también en que los fondos asignados a los programas de vivienda popu­
lar urbana se ocupen, en buena medida, en la adquisición de tierras, lo que 
repercutirá en un nivel menor en calidad y cantidad de viviendas a cons­
truirse, a lo que viene a sumarse la deficiente dotación de infraestructura 
física y equipamiento básico a que nos referíamos anteriormente.

Es, entonces, sobre este proceso que incide el incremento de los pre­
cios de la tierra urbana y su especulación, procesos que se han generado fun-292
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damentalmente en las modificaciones en la estructura de la demanda de la tierra 
urbana, y cuyo impacto se da sobre la producción de vivienda popular.

Examinemos con mayor detalle el papel del precio de la tierra en el 
precio final de la vivienda (ver Cuadro No. 4).

Lo primero que salta a la vista es la sensible diferencia existente entre 
el peso del precio de la tierra en el precio final de la vivienda, en el caso 
de la FNV con relación a las otras instituciones, lo que confirma lo que 
habíamos dicho antes. Resalta también la relativa estabilidad de la propor­
ción en el caso de la FNV, y la disparidad en las otras, que presentan inclu­
so variaciones negativas, lo que podría interpretarse como una cada vez 
menor incidencia del precio de la tierra urbana en los años en que preci­
samente asistimos a un incremento acentuado de su precio y especulación.

C uadro N o . 4 P orcentaje  d e l c o s to  d e  la tierra urbana e n  e l p rec io  
final d e  la v iv ien d a . IV U , FSV, F S D V M  y  F N V *

A ñ o IV U F SV F S D V M F N V
1974 19 ,75 3 0 ,4 4 24 ,0 0 11 ,52
1978 3 0 ,0 0 25 ,9 6 18,00 11,63

Variación +  10,25 - 4 , 4 8 -  6 ,00 +  0,11
*FN V  (Financiera Nacional de la Vivienda) institución que trabaja con asociaciones de ahorro y  
préstamo privadas. Se consideran, en este caso, las viviendas menores de 65 m2.
Fuente: IVU, FSV, FSDVM y FMV.

C uadro N o . 5 V ariación  d e l área p o r  lo tes , 1 9 7 2 -1 9 7 8  (p ro m ed io  e n  m 2)
19 7 2 19 73 1 9 74 1975 1 9 7 6 1 9 77 1 9 7 8

IV U 109,63 139,12 121 ,74 121,60 198 ,32 161 ,32 -
FSV - 20 9 ,52 158,77 169,26 172,49 168,83

FSD V M 60 ,0 0 60 ,0 0 60 ,0 0 68,00 60 ,0 0 80 ,0 0 54 ,00
Fuente: IVU, FSV y FSDVM.
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Fue, entonces, necesario hacer un análisis más detallado para obtener 
conclusiones válidas. En primer lugar, habría que ver si el área de los lotes 
se mantuvo constante o varió y en qué proporción y sentido.

En el cuadro podemos observar el sensible incremento en el caso del 
IVU, lo que correspondería al incremento porcentual del costo de la tie­
rra urbana en el precio final de la vivienda producida; una disminución 
en el caso del FSV, lo que correspondería a su disminución porcentual; y 
una relativa estabilidad en el caso de la FSDVM, donde, sin embargo, la 
disminución referida es mayor.

Analizamos, en segundo lugar, la evolución de las áreas y los lotes de 
construcción en los proyectos de cada institución.

En tercer lugar, analizamos la ubicación de los proyectos realizados, lo 
que guarda estrecha relación con los precios de la tierra.

El IVU es precisamente la institución que h a  c o n s tr u id o  e n  te rr en o s  
ubicados cerca del núcleo central del AMSS y, en ciertos casos, cerca de 
las unidades de producción más importantes. Al contrario, el FSV y la 
FSDVM se han visto obligados a desarrollar sus proyectos en la periferia 
del AMSS, peor dotada de infraestructura física.

La ubicación de los proyectos de vivienda popular urbana tiene, ade­
más, un doble efecto: el primero se refiere al hecho ya mencionado de 
que su construcción produce beneficios adicionales a los propietarios de 
los terrenos adyacentes, que se ven favorecidos con la dotación de servi­
cios e infraestructura física básica en la cercanía, a los que de otra forma 
no tendrían -o  les resultaría oneroso— acceso, apropiándose así de una 
“plusvalía de la tierra”, en cuya creación no han participado; el segundo 
se refiere al hecho de que, aunque paguen menos por la tierra, los usua­
rios ven, la mayoría de las veces, incrementados sus gastos en otros rubros, 
particularmente el transporte.

Ligado al problema de la ubicación está el hecho de que el incremen­
to del precio de la tierra urbana y su especulación tiene un carácter desi­
gual en el AMSS. Analizamos esto con mayor detalle para observar su 
efecto en la producción capitalista de vivienda popular urbana. Para ello 
nos detuvimos en los indicadores siguientes.
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- La concentración de la tierra urbana.
- Los precios de la tierra urbana.
- Los índices de utilidad, determinados para cada zona y /o  proyecto en 

función de: distancia y accesibilidad, habitabilidad, dotación de servi­
cios y estatus9.

- El volumen de construcción desarrollado en las distintas zonas del 
AMSS por la FNV, el IVU, el FSV y la FSDVM a partir de 1972.

La incidencia de este incremento en el precio final de la vivienda no es, 
sin embargo, la causa única que ha determinado el aumento de este pre­
cio final. El alza general de precios, particularmente los materiales y sala­
rios en el sector de la construcción, determinan, tanto o en mayor medi­
da que el incremento del precio de la tierra, el aumento del precio de la 
vivienda popular urbana.

Sin embargo, dado que la proporción ocupada por el precio de la tie­
rra en el precio final de la vivienda es mayor en el caso de la vivienda 
popular urb an a q u e  e n  la v iv ie n d a  d e  lo s  sec to res  u rb a n o s m e d io s  y  a ltos  
(hasta el 20% en el primero y abajo del 11% en los segundos), el proble­
ma del incremento del precio de la tierra y la especulación, aunque gene­
rada fundamentalmente por la demanda y la capacidad de pago de los sec­
tores urbanos medios y altos, traslada sus efectos negativos a los sectores 
populares urbanos.

Recordamos nuevamente que el incremento de este precio está deter­
minado por una demanda solvente diferente a la que proviene de la nece­
sidad y posibilidad de pago de los sectores populares urbanos, lo que se 
traduce en obstáculos a la producción del tipo de vivienda que estamos 
analizando.

El siguiente cuadro, que contiene el monto de los créditos aprobados 
por la FNV, nos va a permitir observar la tendencia a favorecer, dentro de 
este sistema, a los sectores urbanos de mayores ingresos.

9 Una mayor explicación de este “índice de utilidad” se desarrolló en la versión comple­
ta de la investigación. 295
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C u ad ro  N o . 6 C réd itos aprobados p o r  la F N V  seg ú n  área 
c o n str u cc ió n , 1 9 7 2 -1 9 7 8 *  (% d e l to ta l)

de

Áreas de 
construcción

1972 1 9 7 3 1 9 7 4 1 9 7 5 1 9 7 6 1 9 7 7 9 7 8

-  de 65 m 2 13,24 36 ,7 7 6 9 ,1 6 3 9 ,8 4 40 ,2 5 32 ,5 2 34 ,9 6
D e  65  M 2 a 90  m 2 5 0 ,0 9 5 1 ,7 2 19 ,85 17,83 16,29 20 ,2 6 18 ,60
+  de 90  m 2 36 ,6 7 11,51 10 ,99 42 ,2 3 43 ,4 6 47 ,2 2 46 ,4 4

100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0
* Incluye solo el primer trimestre. 
Fuente: FNV

Efectivamente, salvo para los años 1972 y 1974, para el tipo de vivienda 
que podríamos considerar que se dirige también a los sectores populares 
u rb a n o s (m e n o s  d e  6 5  m 2 d e  c o n s tr u c c ió n ) , e l p o r ce n ta je  se ha m a n te n i­
do alrededor de un tercio del total de créditos aprobados, pero para las 
viviendas con un área de construcción mayor de 90 m2, se evidencia un 
notorio crecimiento a partir de 1975, y para las viviendas con un área 
entre 65 m2 y 90 m2, se observa una sensible disminución a partir de 1974.

La evolución de los precios de los terrenos urbanizados para estos tres 
tipos de vivienda según área muestra que aun dentro de las viviendas pro­
ducidas por este sistema, los efectos negativos de esta alza repercuten con 
mayor impacto en los usuarios de las viviendas de menor área, dado sus 
niveles de ingreso.

C uadro  N o . 7 F N V : p rec ios p r o m e d io  d e  terren o s urb an izad os seg ú n  
área d e  co n str u cc ió n  (e n  c o lo n e s  p o r  varas 2 ) , 1 9 7 3 -1 9 7 7
A ñ o Á rea d e  con stru cc ió n

D e  4 0  m 2 a 6 2  m 2 D e  62  m 2 a 9 4  m 2 D e  95  m 2 a 13 0  m 2
1973 16,5 2 1 ,9 2 4 ,4
1974 17,9 2 3 ,8 28 ,5
1975 22,8 2 7 ,3 30 ,0
1976 2 4 ,8 2 8 ,2 3 3 ,4
1977 27 ,2 33 ,5 45 ,8

Fuente: Financiera Nacional de la Vivienda.296
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A lg u n a s  c o n c lu s io n e s

- La complejidad del problema es tal que la simple descripción cuanti­
tativa de estas problemáticas, aun en el caso de que fuera muy sofisti­
cada, no permite ni explicar ni plantear una intervención realista sobre ella.

- Más útiles son las apreciaciones de los mismos responsables oficiales de 
las políticas de vivienda impulsadas por el Estado. Leamos al respecto 
(Rosales y Ulloa 1977):

[ . .. ]  dado el favorable m arco de liquidez actualm ente dedicado a la 
construcción, se ha puesto a d isposición de constructores y  usuarios 
(público), grandes contingentes de dinero, que, v ién d o lo  fríam ente y  
con  toda la imparcialidad, ha sido el m otivo principal en el caso actual 
para especular con  los valores reales de la construcción  (tierra y  v i­
vienda), la expansión crediticia ha dado m otivo, para que tod o  sujeto  
de crédito pueda pagar más de lo  que se le pide, y  esto da m otivo para 
que los que lo  usan en form a interm ediaria ju egu en  a su antojo con  
el recurso, y  los precios sean un funesto índice de una tendencia infla­
cionaria m otivada por la presencia de la expansión crediticia.

Palabras en las que aparece manifestada con toda claridad nuestra afir­
mación de que es la estructura de la demanda de la tierra urbana la 
que fija su precio y posibilita su crecimiento, y que unida al derecho 
de propiedad jurídica de la tierra (la otra condición de posibilidad) 
explican el auge de los últimos años. Repetimos que esta es la verda­
dera causa del incremento del precio de la tierra urbana y no la es­
peculación sobre ella, aun cuando esta exista y contribuya al proceso 
en mención.

- Los efectos del proceso estudiado comienzan, aproximadamente a par­
tir de 1977, a incidir más fuertemente en la producción de la vivien­
da popular urbana por los cambios operados en la estructura de la 
demanda, que se amplía en sus niveles más bajos por el incremento de 
las acciones del FSV y de la FSDVM. Se puede plantear, también hipo­
téticamente, que este cambio en la tendencia va nuevamente a contri- 297
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buir a la concentración de la riqueza, a pesar de un aumento en el 
número de familias favorecidas. El incremento del precio de la tierra 
urbana es un mecanismo que juega su papel aquí, pero que no es el 
único. Recordemos el papel de la creciente desaparición de los meso­
nes del centro del AMSS y la saturación de las tierras donde se “desa­
rrollan tugurios”, es decir, aquellas en que la renta del suelo es nula o 
baja.

- A pesar del incremento de su precio y su especulación, la tierra urba­
na representa solo un factor determinante más, y no el más importan­
te, en el alza del precio final de la vivienda popular. Se puede afirmar 
que no es porque el precio de la tierra suba que aumenta el precio de la vivien­
da, al contrario, es el crecimiento del poder de compra de los grupos sociales de 
mayores ingresos, orientado hacia cierto tipo de viviendas, lo que hace subir el 
precio de la tierra10.

- Una política de tierras que quiera incidir positivamente en la produc­
ción de vivienda popular urbana no debe limitarse a plantear regula­
ciones respecto a la tierra urbana, uso, precio, imposiciones fiscales, 
captación de “plusvalías de la tierra” generadas, etc., ya que aunque 
vaya más allá y regule el proceso de conversión de la tierra rural en 
tierra urbana, si no aborda las causas esenciales que determinan el incre­
mento del precio y su especulación, a las que nos hemos referido 
insistentemente, no podrá incidir realmente sobre estos procesos, ni 
crear condiciones favorables para la producción de viviendas de los 
sectores populares urbanos, afectando, sobre todo, a los sectores de 
menores recursos económicos.

10 El planteamiento teórico que subyace en este trabajo, y que parte de la tesis de 
Christian Topalov, de que es la demanda la que determina el precio de la tierra urba­
na, se desarrolla en el ensayo: “El problema de la tierra urbana: un ensayo de síntesis 
teórica”. Revista Interamericana de Planificación N ° 80, diciembre de 1986, México.



14 La gestión urbana 
en San José y Managua 
durante los años ochenta*

Introducción

Si los años cincuenta y sesenta marcaron un giro en la problemática 
del gobierno de las ciudades centroamericanas, debido a la acelera­
ción del proceso de urbanización en los países de la región y a la 
implantación del proceso de sustitución de importaciones, dando origen 
a las numerosas propuestas de planificación urbana y su sesgo centralizan­

te, cuyos limites han sido ampliamente analizados, la crisis de los años 
ochenta y la reestructuración económica, social y política derivada de ella, 
cuestionan definitivamente estos esquemas de planificación y las formas 
de gobierno urbano imperantes hasta estos años. Se abre, entonces, una 
compleja y dinámica discusión, en la que la redefinición del papel de los 
gobiernos locales, la descentralización y la participación ciudadana a tra­
vés de las distintas expresiones de la sociedad civil, en el plano político, 
junto al rol de la llamada, por algunos autores, economía de los barrios y 
a las distintas manifestaciones de la cultura popular urbana, emergen con 
gran fuerza, modificando constantemente los términos de la misma.

Se comienza a hablar, entonces, de gestión urbana, noción cuya ambi­
güedad es una muestra, a la vez, de la dificultad de conceptualización de

★ Artículo publicado en Ensayos F O R H U M  N ° 10 (1993). 299
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una realidad extraordinariamente compleja, en dinámica transformación, 
y de las limitaciones del instrumental teórico de los analistas urbanos 
(Lungo y Pérez 1991b).

Es imperativo, sin embargo, abordar la problemática del gobierno de nuestras 
ciudades si queremos contribuir a la transformación social de las mismas en bene­
ficio de los sectores populares. Este es el objetivo del presente trabajo, que 
trata sobre los problemas y las posibilidades de una gestión urbana demo­
crática en los países centroamericanos en la década de los años noventa, a 
través del análisis de las formas de gestión urbana llevadas a la práctica, 
durante la década de los años ochenta, en dos casos: el Area Metropolitana 
de San José, en Costa Rica, y la ciudad de Managua, en Nicaragua.

La selección de ambos casos tiene explicaciones de tipo político y 
práctico. Respecto a las primeras, estas ciudades constituyen las aglomera^ 
dones urbanas principales de dos sociedades que son la expresión opues­
ta de la riquísima realidad, conflictiva y cambiante, vivida por los países de 
la región centroamericana durante la década de los años ochenta. Efecti­
vamente, Costa Rica, por el modelo de acumulación de capital y sus for­
mas de organización social y política, muy cercanas a las democracias libe­
rales burguesas clásicas, no vivió los conflictos político-militares que han 
sacudido a la mayoría de los otros países centroamericanos, los cuales, sin 
embargo, le produjeron efectos indirectos negativos y positivos. Bene­
ficiada por una cuantiosa ayuda externa, la economía del país pudo ser 
sometida a un proceso de reestructuración en el que se mantuvieron re­
lativamente altos los niveles de la inversión estatal en los programas socia­
les, dando origen a la calificación de los planes de ajuste estructural im­
pulsados, durante los años ochenta, como heterodoxos, por parte de 
numerosos analistas, y que le permiten intentar buscar una posición res­
petable en la división internacional del trabajo que se está configurando.

Por otra parte, la sociedad costarricense une, paradójicamente a su larga 
trayectoria democrática, fuertes estructuras centralizadoras, que hacen que 
el papel de los gobiernos locales urbanos sea extremadamente débil, dando 
peculiares connotaciones a la cuestión de la gestión urbana, en este caso.

Nicaragua constituye el lado opuesto de la estabilidad costarricense. 
El triunfo de la revolución sandinista, en 1979, dio inicio al proceso de300
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transformación social más profundo vivido por un país centroamericano 
a lo largo de este siglo. Inmerso en profundas limitaciones, contradiccio­
nes y ataques externos, este proceso comenzó a ser revisado a partir de la 
derrota electoral de los sandinistas en 1990, pero es evidente que la demo­
cratización alcanzada en la sociedad y la economía nicaragüenses no pue­
de ser totalmente dejada de lado por el gobierno actual. Por otra parte, la 
destrucción provocada por largos años de guerra, el bloqueo económico 
y la inseguridad por las oscilaciones políticas hicieron que las perspectivas 
de la economía nicaragüense, y en general del desarrollo del país, no tu­
vieran certidumbres claras para la década de los noventa.

Pero en este caso también, aunque por razones diferentes, la democrati­
zación del sistema político, alcanzada durante los años del gobierno re­
volucionario sandinista, no alcanzó la estructuración de gobiernos locales 
urbanos democráticos y fuertes, y los programas de descentralización impul­
sados se diseñaron exclusivamente al nivel regional (Lungo 1988a) y fueron 
rápidamente limitados por la guerra y los drásticos programas de ajuste eco­
nómico promovidos por el gobierno sandinista (Timossi 1990). Así, el 
gobierno de las ciudades file, lamentablemente, una temática casi ausente en 
la agenda política de la revolución sandinista, perdiéndose la oportunidad de 
desarrollar nuevas modalidades populares de gobierno de las ciudades.

La posibilidad de obtener conclusiones de interés al hacer la compa­
ración de estas experiencias opuestas es, entonces, la explicación política 
de la selección de estos dos casos. La explicación de tipo práctico es la 
siguiente: para el caso del Area Metropolitana de San José, se cuenta con 
abundante información y numerosos estudios, entre los cuales está uno 
que hemos realizado recientemente (Lungo et al. s/f); también, a lo largo 
de los años anteriores, hemos estado en estrecho contacto con la realidad 
urbana de Managua, y aunque no se cuenta con el nivel de información 
y estudios del caso de San José, creemos tener elementos suficientes para 
establecer conclusiones preliminares sobre la problemática que nos ocupa.

Para desarrollar las ideas que se exponen en las páginas siguientes opta­
mos por analizar las formas de gestión urbana impulsadas durante la déca­
da de los años ochenta, con énfasis en el examen de la gestión de proble­
mas urbanos específica de cada caso: la planificación urbana en el Area 301
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Metropolitana de San José, y las políticas de tierra urbana en la ciudad de 
Managua. Previamente, haremos, algunas reflexiones generales sobre 
Centroamérica para enmarcar los problemas a que se enfrenta la gestión 
urbana en general en la región.

La gestión urbana: problemas

Los problemas actuales de la gestión urbana en Centroamérica no pue­
den comprenderse plenamente sin hacer referencia a las transformaciones 
ocurridas en el proceso de urbanización, durante los últimos años, ya que 
ellos explican, en gran medida, la caducidad de las formas de planifica­
ción, regulación y administración de las ciudades y de las formas de ges­
tión urbana en sentido amplio.

Creemos, también, que para analizar los problemas actuales de la ges­
tión urbana, así como para pensar en formas alternativas de ella, es necesa­
rio examinar, por lo menos en sus características esenciales, cuáles son los 
niveles de reestructuración de la economía, de su desregulación y la priva­
tización de sus áreas más directamente vinculadas con los procesos urba­
nos. Hay que detenerse, especialmente, en la concepción neoliberal predo­
minante en el momento actual, que, implícitamente, en una forma aún no 
desarrollada completamente, postula la privatización de los principales servicios 
y programas sociales urbanos como un rasgo central de su modelo de gestión urbana.

También es necesario estudiar las consecuencias, en las ciudades y su 
gobierno, de los profundos cambios ocurridos en los sistemas políticos de 
muchos de nuestros países durante la década de los ochenta. Aquí es don­
de cuestiones como la democratización política, la democratización económica, el 
papel de la participación ciudadana y su consolidación, la descentralización del po­
der y no solo del aparato administrativo estatal, y el reforzamiento de los go­
biernos locales deben ser incorporados en el análisis de los problemas más 
acuciantes que enfrenta la gestión urbana. Un ejemplo inmediato lo cons­
tituye el peso actual de las concepciones “municipalistas”, que limitan, por 
lo general, el problema de la gestión urbana a la simple eficiencia de la 
administración municipal.
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Durante la década de los años ochenta, la creciente urbanización de las 
sociedades centroamericanas se mantuvo, prolongando la tendencia cono­
cida de las tres décadas anteriores, pero mostrando rasgos novedosos 
(Lungo 1990). A diferencia de los sistemas urbanos de otros países latino­
americanos, en Centroamérica no se observa una creciente importancia 
de las ciudades secundarias ni una disminución de la primacía de la prin­
cipal aglomeración urbana, persistiendo el llamado fenómeno de la 
“metropolización”.

Respecto a las migraciones, tanto internas como externas, continúan 
siendo un fenómeno de primera importancia, pero tienen un nuevo 
contenido. Si en el período entre 1950 y 1980 presenciamos la clásica 
migración del campo hacia la ciudad, a causa de la ampliación de las 
relaciones capitalistas de producción, principalmente en la agricultura, 
a partir de los años ochenta encontramos, ante todo, desplazamientos 
internos de diferente sentido y una creciente migración hacia el exte­
rior de los países, debido a los conflictos político-militares y a la aguda 
crisis económica.

En el contexto anterior han ocurrido, con seguridad, importantes 
cambios en la estructura interna de las ciudades centroamericanas. Fenó­
menos como la segregación y la polarización de las clases sociales en el 
ámbito urbano, el surgimiento de nuevas zonas de tugurios, el deterioro 
del medio ambiente urbano, o la informalización de la economía en las 
ciudades son signos visibles de lo anterior.

Es quizás en la economía urbana donde vamos a encontrar los 
cambios de mayor profundidad, siendo el rasgo central su creciente 
informalización (Pérez Sainz y Menjívar 1991), a la que se suman el 
impulso adquirido por la producción maquilera y el establecimiento 
de zonas francas.

En otra dimensión, la política, asistimos, durante los años ochenta en 
Centroamérica, a una importante movilización y lucha de las masas popu­
lares urbanas, a un impresionante florecimiento de movimientos sociales, 
a una acelerada modificación de los sistemas políticos, etc. El desarrollo, 
no obstante, de movimientos sociales de rasgos fundamentalmente urba­
nos es aún incipiente (Lungo 1988b). Pero si las contradicciones y los 303
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conflictos urbanos han estado en un segundo plano por la envergadura de 
las luchas políticas a nivel del poder global, ellos están, a pesar de todo, 
presentes, y nos encontramos frente a nuevos agentes, como las organiza­
ciones no gubernamentales, que trabajan activamente en el ámbito del 
hábitat popular urbano, los servicios y las actividades productivas barria­
les, etc., tratando de ayudar a los grupos más desfavorecidos, surgiendo en 
el marco del debilitamiento de las políticas sociales urbanas del Estado, de 
la creciente privatización de los servicios públicos y de la trasformación 
de la gestión urbana en general.

Conviene destacar, de este panorama, el incremento de los niveles de 
la pobreza urbana y el deterioro de las condiciones de vida que alcanza 
también a los sectores sociales medios. Todos estos cambios tienen un 
importante efecto en la estructura social urbana y en su organización, que 
se ha ido recomponiendo en una contradictoria articulación con los pro­
cesos económicos y políticos.

Aunque no existen suficientes estudios que detallen estas modifica­
ciones, podemos hacer algunos señalamientos preliminares. Primero, 
pareciera que se está en presencia de una creciente incorporación de las 
mujeres y los menores de edad al mundo del trabajo asalariado formal y 
a las actividades económicas informales, lo que, sumado al peso de estas 
últimas y al estancamiento de la participación masculina en el primero, 
tiene consecuencias en el comportamiento político de los sectores socia­
les urbanos más desfavorecidos por este modelo de crecimiento econó­
mico. Podemos decir, así, que en Centroamérica la relación entre la urba­
nización y la economía está vinculada, políticamente, a la constitución de 
una nueva estructura social urbana, aún en configuración.

¿Cuáles son los problemas claves de la gestión urbana en el contexto 
antes descrito?

La respuesta tendría que ser especificada para cada caso seleccionado, 
aunque por la extraordinaria vinculación existente entre los países cen­
troamericanos podemos plantear estos problemas a un nivel general. Así, 
entonces, trataremos de enunciarlos a continuación, aunque las solucio­
nes tendrían que proponerse particularmente para cada ciudad.
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a) El primer problema al que se enfrenta la gestión urbana en Centro- 
américa es la creciente población que albergarán sus ciudades en los años futu­
ros; esta población tenderá a ser, sin embargo, cada vez más heterogénea 
y cambiante en su composición. Heterogénea por las transformaciones 
en la estructura social urbana mencionada antes, en la cual los sectores 
populares serán, por ejemplo, muy diferentes a los conocidos hasta el mo-mento 
actual. Cambiante por el carácter nuevo de las migraciones que se está 
observando durante los últimos años. Las consecuencias para un mode­
lo democrático de gestión urbana son importantes, en la medida en que 
la población a atender y los grupos sociales que deben participar en esta 
gestión están en una dinámica transformación.

b) Un segundo problema está constituido por las diferentes manifestacio­
nes de la segregación y la polarización de las clases sociales en el espa­
cio urbano, donde las antiguas zonas de tugurios ya no serán las mismas, 
ni física ni socialmente, modificándose sus funciones y sus problemas.

c) La economía urbana está cambiando rápidamente, tanto al nivel de las 
actividades, como de las localizaciones de los establecimientos y sus re­
laciones externas (por ejemplo, las zonas francas). La informalización 
creciente de la misma y la creciente participación de la mujer en ella 
introducen nuevos factores en el desarrollo y la gestión de las ciudades.

d) Las nuevas actividades urbanas, el crecimiento poblacional y el mode­
lo de crecimiento anterior de nuestras ciudades han deteriorado sensible­
mente las condiciones del medio ambiente urbano, agotando irreversiblemente 
algunos de sus recursos. La agenda de una nueva forma de gobernar nues­
tras ciudades debe incorporar la problemática del desarrollo sostenible.

e) ¿Cuáles servicios y programas sociales urbanos deben ser atendidos y 
por parte de quiénes? La discusión en torno a la privatización es uno 
de los problemas de mayor actualidad a la hora de pensar en formas de 
gestión urbana alternativas.

f) Vinculado al anterior problema está el punto de la participación ciudada­
na en una nueva forma de gestión urbana. El papel de los movimientos 
sociales, de las ONG, y de las distintas expresiones organizativas de la 
sociedad civil y su relación con el Estado y los gobiernos locales es otra 
de las preocupaciones claves que atañen a la temática que nos ocupa. 305
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Todos los problemas antes esbozados remiten a dos cuestiones que subya­
cen en este trabajo: la caducidad de las formas actuales de gestión de las ciudades 
centroamericanas y los tiempos límites para su transformación, relacionado 
esto último con los horizontes críticos que presentan los problemas antes 
señalados. Intentaremos acercarnos a una visión propositiva en la última 
parte de este trabajo. Antes, veamos la situación de los casos seleccionados.

El caso del Área Metropolitana de San José (AMSJ)

Para abordar el análisis de la gestión urbana del AMSJ es necesario obser­
var los principales rasgos del sistema urbano costarricense, en el que se 
destaca, inmediatamente, su extraordinaria continuidad desde el siglo pa­
sado, y al que se suman la primacía de la ciudad de San José; la concen­
tración de la mayoría del resto de la población urbana en ciudades medias, 
que mantienen un nivel de población similar entre ellas; la ubicación de 
la mayoría de estas ciudades medidas en el valle central del país, a una dis­
tancia promedio de 15 kilómetros de San José; la existencia de una gran 
cantidad de pequeñas ciudades y asentamientos rurales alrededor de la 
capital y de estas ciudades medias, y la similitud de las funciones econó­
micas de estas últimas (Lungo et al. s/f).

Este conjunto conforma un denso tejido urbano que impone carac­
terísticas peculiares al AMSJ, cuya población no ha parado de crecer desde 
los años cincuenta, a pesar de no haber existido flujos migratorios de 
importancia hacia esta aglomeración urbana.

Cuadro No. 1 Área Metropolitana de San José (miles)
1950 1963 1973 1984 1990

AM SJ (a) 190,3 32 0 ,2 540,1 71 9 ,6 86 1 ,3
Fuente: Elaboración propia a partir de los censos < 
Dirección General de Estadística y Censo para enero

de 1950, 1963, 1973 y 1984, y los datos de la 
de 1990.

306



XIV. La  gestión urbana en San José y  Managua  durante los años ochenta

A los datos anteriores se suma el nivel de primacía demográfica del AMSJ, 
que se explica parcialmente a partir de 1950, por la profunda mo-difica- 
ción en el sistema político y el nuevo modelo de desarrollo económico, 
que sumó a la agro-exportación la creación de una industria sustitutiva de 
importaciones, procesos que acentuaron la centralización del Estado 
costarricense (Trejos y Pérez 1990).

Cuadro No. 2
Costa Rica: índices de hegemonía del AMSJ

1984 1990
I II III I II III

16,8 8 ,5 6,0 13,0 6,5 4,5
I:
II:
III:

relación con la 2a ciudad, 
relación con la 2 a y la 3a ciudades, 
relación con la 2a, 3a y 4a ciudades.

Fuente: Elaboración propia a partir del Censo de 1984 y del 
Cálculo de población al 1° de enero de 1990, DGEC.

Así, en 1975, la región metropolitana cuyo núcleo principal es el AMSJ, 
albergaba dos tercios de las empresas que representaban una proporción 
similar del valor de la producción industrial y generaban más de cuatro 
quintos del empleo en este sector (Hall 1984), además de concentrar la 
fuerza de trabajo más adiestrada, los mejores niveles de dotación de equi­
pamientos y servicios urbanos, y las principales instituciones estatales; 
aparte de constituir una proporción sustancialmente mayoritaria del mer­
cado interno del país. Lo anterior ha llevado a algunos investigadores a 
plantear la constitución de una “región metropolitana” durante la déca­
da de los años setenta (Carvajal y Vargas 1988b).

Las tendencias anteriores continuaron a lo largo de los años ochenta. 
Tomamos por ejemplo algunos datos de la dimensión económica. Hacia 
1989, un anáfisis de la fuerza de trabajo en el AMSJ mostraba que cons­
tituía casi el 60% de la fuerza de trabajo urbana total (278.018 de 464.000 
trabajadores); el 23% de ellos tenía estudios post-secundaria; 82% accedía 
al seguro social; 78% era asalariado; 21% ocupaba puestos técnico-geren- 307
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cíales, etc. (Trejos 1991), en un contexto en que la reestructuración de la 
economía en curso acentuaba la concentración de las actividades pro­
ductivas en el AMSJ.

Por otra parte, el desempleo en el AMSJ, para 1989, era de 2,6%, me­
nor que el desempleo urbano del país, que llegaba a 3,8%, y aunque los 
niveles de pobreza habían subido del 15% al 19% a lo largo de la década 
de los ochenta, en esta aglomeración urbana se construyó una importan­
te cantidad de viviendas y la cobertura del servicio de agua potable lle­
gaba a casi la totalidad de los hogares al final de la época.

Estamos, pues, en presencia de un área metropolitana de singular peso 
económico, social y político, pero cuya estructuración a lo largo de la his­
toria siguió un peculiar proceso de agregación de ciudades y asentamien­
tos rurales, que se acompañó de una atomización del gobierno local y una 
centralización del aparato estatal (Lungo y Pérez 1991a).

La definición de Area Metropolitana de San José ya había sido usada 
oficialmente en 1950 en el censo de población de ese año, incluyendo, bajo 
esta denominación, además del Cantón Central (menos un distrito aún 
rural), a las áreas urbanas de cuatro municipalidades vecinas. A partir de 
entonces, y gracias a la consolidación del moderno aparato estatal impul­
sado desde 1950, que crea a los entes públicos descentralizados de carácter 
nacional encargados de la prestación de servicios básicos, entre ellos el 
Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo (INVU), el concepto “metro­
politano” perneó los enfoques que rigieron los análisis de las transforma­
ciones de la estructura física del territorio en que se asienta la capital. Sin 
embargo, el término nunca fue claramente definido, ni desde el punto de 
vista conceptual, ni del técnico o político (Carvajal y Vargas 1988b).

Lo cierto es que esta situación no pareció preocupar a las autoridades 
municipales, pues tanto el gobierno local del Cantón Central de San José 
como el de los demás municipios que fueron gradualmente incluidos en lo 
que se consideró AMSJ se limitaban a la prestación de servicios poco estra­
tégicos en la determinación del desarrollo de la ciudad, por lo que lo “metro­
politano” era de la incumbencia de otras instituciones de carácter nacional.

Nos referimos a las instituciones públicas de servicios, las cuales fue­
ron actores centrales en las transformaciones del AMSJ durante estas dé­308
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cadas. Estas instituciones autónomas cumplieron un papel importante en 
los procesos económico-sociales que conformaron el AMSJ, asumieron 
una función política fundamental al constituirse en intermediarias entre 
las demandas de la población y el Estado, que estableció, a través de ellas, 
una forma de descentralización administrativa particular, ya que eran regi­
das por cuerpos directivos sin representación popular directai.

El primer planteamiento concreto sobre la conveniencia de crear un 
gobierno metropolitano se hizo en 1952 a través de la Caja Costarricense 
de Seguridad Social, institución encargada, en esa época, de los pocos pro­
gramas de vivienda social del Estado, además de ser la depositarla de las 
tierras públicas destinadas para este fin.

Con la creación del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo 
(INVU), en 1954, el patrimonio estatal para vivienda social (tierras inclui­
das), la responsabilidad de asumir todo lo referido a programas y proyec­
tos estatales de habitación, y la regulación del proceso de urbanización le 
fueron asignados al INVU.

Su acción en los años cincuenta se concentró en la construcción de la 
ciudad satélite de Hatillo. Este proyecto, localizado en el Cantón Central 
de San José, tuvo una enorme repercusión en términos de urbanismo, 
pues en su concepción se comenzaron a definir, simultáneamente, las nor­
mas técnicas que regirían el crecimiento físico de las ciudades costarricen­
ses, fundamentalmente la capital.

En realidad, los años cincuenta y sesenta fueron de consolidación de 
las primeras grandes instituciones autónomas de carácter técnico, caracte­
rísticas del aparato estatal implantado para impulsar el modelo de desarro-

1 Dos problemas urbanos de clara escala metropolitana fueron los únicos que, en distin­
tos momentos, plantearon el conflicto de lo metropolitano frente a lo municipal, aun­
que sin resolverlo: las inundaciones periódicas de diferentes zonas del AMSJ y el mane­
jo de los desechos sólidos. Y  esto porque ambos servicios (el de evacuación de aguas 
pluviales y  el del manejo de la basura) se mantenían aún bajo la administración de dife­
rentes municipalidades, pero su escala rebasaba claramente los límites territoriales de 
consecuencias de la falta de coordinación en la atención de los mismos.
El último problema, de gran vigencia al iniciarse la década de los años noventa, pone 
en relieve la contradicción entre el nivel metropolitano de procesos urbanos y las limi­
tadas jurisdicciones municipales en el caso del Área Metropolitana de San José.
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lio basado en la sustitución de importaciones. Además del INVU, tuvie­
ron un enorme crecimiento el Instituto Costarricense de Electricidad 
(fundado en 1943, para asumir este servicio y luego el de la telecomu­
nicación), y el Servicio Nacional de Acueductos y Alcantarillados, hoy 
Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados (ente encargado 
del sector desde 1961). Hacia finales de los años sesenta, los proyectos de­
sarrollados por estas instituciones, más los de carácter vial del Estado cen­
tral, habían transformado radicalmente el panorama de la ciudad capital y 
sus posibilidades de crecimiento, aumentando enormemente el área po­
tencialmente urbana en una aglomeración con fuertes rasgos rurales (en 
1973, del área total de los cantones integrantes del AMSJ, solo el 21% era, 
en realidad, tierra urbanizada).

Fue durante estas décadas que se planteó el debate alrededor de la 
planificación urbana posible en un moderno Estado democrático co­
mo el que se quería construir sin incrementar peligrosamente la con­
centración de poder. La aprobación de la Ley nacional de planifica­
ción, y con ella la creación de la Oficina Nacional de Planificación 
(OFIPLAN) en 1963, y la aprobación de la Ley de Planificación U r­
bana en 1968, y con esta nuevas potestades otorgadas al INVU fueron 
los frutos concretos de este debate. Pero ambas leyes nacieron con un 
enfoque limitado, producto de contradicciones políticas. En todo caso, 
y respaldados por esos cuerpos legales, la OFIPLAN y el INVU co­
menzaron a plantear la creación de un área metropolitana. Sin embar­
go, al considerar solo las variables de tipo administrativo y físico, olvi­
dando la dinámica económica de la urbanización y sus procesos socia­
les, los diferentes intentos para su demarcación limitaron el concepto 
metropolitano a una sumatoria de áreas de pobladas censadas como 
urbanas, sirviendo, en la práctica, solo para medir la intensidad del cre­
cimiento urbano alrededor de San José, y obviando la dimensión his- 
tórico-social del fenómeno. Entre 1970 y 1980, el INVU y la OFI- 
PLAN hicieron cinco ensayos diferentes de delimitación del AMSJ, 
propuestas realizadas sin abarcar las mismas unidades administrativas, 
con temporalidades diferentes y en espacios distintos.
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En todo caso, lo que quedó claro en los años setenta fue la pertinen­
cia del enfoque metropolitano para analizar el desarrollo de la aglomera­
ción urbana del Valle Central. Esto permitió que el INVU, apoyándose en 
la ley de Planificación Urbana, creara la Oficina de Planificación del Area 
Metropolitana (OPAM) en 1970, definiendo, de paso, al delimitar las mu­
nicipalidades que tendrían que contribuir a su financiamiento, cuáles te­
rritorios constituían dicha área.

La OPAM hizo estudios y recopiló datos valiosos, pero dadas las limi­
taciones de la Ley de Planificación Urbana, que no definía claramente 
autoridades ni competencias, los problemas y necesidades planteados no 
formularon con claridad un diagnóstico que apoyara un proceso de pla­
nificación que rigiera el desarrollo urbano en este ámbito territorial.

Por otro lado, las municipalidades que según la Constitución seguían 
siendo las máximas autoridades en sus territorios, aunque habían sido 
fuertemente afectadas por este proceso de centralización del Estado, tuvie­
ron un nuevo cuerpo legal: el Código Municipal de mayo de 1970. Dicho 
código, aunque fiie presentado como una conquista del régimen munici­
pal en términos de autonomía, tenía claras limitaciones. Baste indicar que 
con el nuevo Código se creó el Instituto de Fomento y Asesoría Munici­
pal (IFAM), como ente autónomo responsable de las municipalidades, y 
entendiendo por esto la canalización, intermediación y supervisión de los 
financiamientos para inversiones mayores que estas requirieran. Hay que 
mencionar, por otra parte, que en Costa Rica no hay elección directa de 
presidentes municipales o alcaldes, y que el AMSJ está regida por 11 con­
sejos municipales, correspondientes a los cantones que la integran. Hasta 
1970 existía la figura del Jefe Político, nombrado directamente por el 
poder Ejecutivo, por lo que había una ingerencia directa de este en las 
municipalidades. Dicha figura fue sustituida por la del Ejecutivo Munici­
pal, funcionario administrativo nombrado por el Concejo y responsable 
ante él para ejecutar las decisiones que este tomara en relación al desarro­
llo del municipio. En teoría, esto reforzaba la autonomía municipal. Sin 
embargo, si bien el Código define potestades municipales en casi todas las 
esferas de la vida del de su jurisdicción, el artículo quinto aclara que estas 
no deben interferir en los planes de los entes autónomos descentralizados,
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y si también se habla de autonomía administrativa, los municipios tienen 
que acatar las directrices de la Contraloría General de la República.

Para 1976 las contradicciones de este modelo de gestión urbana eran 
evidentes, lo que obligó a realizar un Congreso de Municipalidades, que 
presentó la propuesta de crear un Distrito Metropolitano para regular los 
problemas urbanos del AMSJ, el cual estaría regido por un cuerpo repre­
sentativo de delegados municipales. Esta no fue aprobada.

Solo el Concejo Cooperativo Intermunicipal (COCIM), conforma­
do por las municipalidades del AMSJ para compartir el mismo relleno 
sanitario para procesar la basura, se llegó a concretar mediante convenios 
Ínter municipales.

En los años ochenta, los estudios del AMSJ se transformaron en estu­
dios de la Gran Area Metropolitana (GAM), y se pasó de 11 municipios 
a 32, y de una provincia a cuatro. En este marco ampliado, el INVU pro­
puso la creación de una Autoridad Metropolitana que autonomizara el 
Departamento de Urbanismo de la institución, transformándolo en un 
órgano ejecutor del GAM, propuesta que tampoco se aprobó, aunque 
difícilmente un ente técnico como el planteado podría haber asumido 
potestades político-administrativas sobre un área tan extensa, que consti­
tuye, además, el núcleo económico y político del país.

Por otro lado, durante esta década surge una nueva entidad: el Minis­
terio de Vivienda y Asentamientos Humanos, cuyas funciones vienen a 
superponerse a las del INVU y de otras instituciones responsables del desa­
rrollo urbano, y a las de las municipalidades.También en los años ochenta, 
los efectos de los planes de ajuste estructural a los que tuvo que someterse 
el país en función de la reestructuración económica a nivel mundial, termi­
naron de complicar el panorama. Por ellos se disolvió la OPAM, se limitó 
la acción del Departamento de Urbanismo del INVU, se redujeron los pre­
supuestos municipales y desaparecieron muchas regulaciones de tipo urba­
no. Además, para poder obviar limitaciones a acciones vitales en términos 
políticos, como la de atención al problema de los grupos de presión por 
vivienda surgidos a principios de esta década, se generalizó la práctica de 
hacer declaratorias de emergencia, lo que permitía pasar por encima de 
cualquier autoridad, sobre todo la municipal (Lungo y Pérez 1991c).312



XIV. La  gestión urbana en San José y  Managua  durante los años ochenta

El caso de la ciudad de Managua

Antes del triunfo de la revolución sandinista, en 1979, el régimen muni­
cipal en Nicaragua se caracterizaba por su extrema debilidad política y 
económica y por el tratamiento especial para la ciudad de Managua, la 
que, al ser denominada “distrito nacional”, carecía de un gobierno local 
que dirigiera su desarrollo.

A partir del triunfo revolucionario se constituyó la Junta de Recons­
trucción de Managua, presidida por un ministro delegado de la presidencia 
de la república, pero las funciones de planificación urbana pasaron a ser res­
ponsabilidad del recién creado Ministerio de Vivienda y Asentamientos 
Humanos (MINVAH), que asumió el papel de los gobiernos locales en esta 
problemática. Managua inició así la década de los años ochenta, con dos 
personas con rango de ministros con responsabilidades sobre su desarrollo.

En 1982, con el decreto de regionalización del país, se creó la Región 
III, que comprendía fundamentalmente a la región de Managua, provo­
cándose una superposición adicional, al sumarse una tercera persona con 
rango ministerial a la atención de la problemática de la ciudad capital. La 
drástica reducción del Estado en 1988, llamada “compactación”, cambió 
esta situación, al designar a la misma persona como delegado de la Región 
III y alcalde de la ciudad; el MINVAH desapareció. Por primera vez a lo 
largo de la década, Managua tenía una sola persona como responsable de 
su desarrollo, mientras la nueva Ley Municipal tendió a reforzar los pode­
res de los gobiernos locales.

Dada esta situación, a la que se sumaron las prioridades nacionales 
dirigidas hacia el desarrollo agropecuario y la atención de regiones poco 
atendidas por los gobiernos anteriores, y las exigencias de la guerra de 
agresión que se impuso al país, es explicable que la planificación global de 
la ciudad y de aspectos sectoriales de su desarrollo ocuparan poca aten­
ción, a pesar de la existencia de planes colaborativos de gobiernos extran­
jeros de relativa envergadura. Podríamos decir, entonces, que la gestión 
urbana en el caso de Managupopular, en abierta contradicción con un 
proyecto revolucionario de transformación social, era uno de sus rasgos 
característicos.
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Podemos observar este carácter fragmentario e irregular de esta ges­
tión urbana y el prácticamente nulo papel en ella del gobierno munici­
pal a través del análisis de las políticas de tierra urbana a lo largo de la 
década (Morales y Lungo 1991).

La primera cuestión que se puede constatar es que no existió una polí­
tica claramente definida en torno a la tierra urbana, a pesar de que las 
expropiaciones y las confiscaciones decretadas dotaron al gobierno de una 
importante herramienta de gestión y planificación, al incrementarse la tie­
rra pública urbana sustancialmente en los primeros años de la revolución.

Entre 1950 y 1979 la población de Managua creció aceleradamente, lo 
que originó un mercado inmobiliario que fue decisivo en la conforma­
ción de la estructura física de la ciudad, donde los repartos ilegales fueron 
uno de los elementos claves, calculándose que hacia 1980 más del 70% de 
la población vivía en urbanizaciones de este tipo. El terremoto de 1972 
contribuyó a este proceso, al posibilitar la red vial creada después del sismo, 
el incremento de la especulación y la concentración de la tierra urbana.

Con el inicio del gobierno revolucionario la tenencia de la tierra ur­
bana sufrió un giro radical, ya que el Estado accedió a una importante 
cantidad de la misma que le posibilitó impulsar programas habitacionales 
en beneficio de los sectores populares. La gestión de la tierra urbana en 
Managua se expresaba entonces, principalmente, a través de los distintos 
proyectos habitacionales, y no en su utilización como un instrumento 
para planificar el desarrollo físico integral de la ciudad.

Cuadro No. 3 Managua: evolución de la tenencia de la 
tierra urbana, 1979-1989

Tipo de 
propiedad

1979 1989
Ha % Ha %

Area estatal 562 6 2.191 25
Area privada 6.314 73 4.686 54
Vialidad 1.784 21 1.784 21
Fuente: Elaborado por Ninette Morales con base en datos del registro del 
Departamento Banco de Tierra, 1982, y Alcaldía de Managua, 1989.
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Estas tierras, adquiridas por el Estado principalmente a inicios de los años 
ochenta, se dedicaron, en una parte, a partir de 1982, al programa conoci­
do como “Urbanizaciones progresivas”, que se limitaba a dotar de un lote 
a cada familia, dado que se ubicaban, generalmente, dentro de la trama 
urbana dotada de infraestructura mínima. En la práctica, constituyó el 
único programa viable de ejecutar, al carecer, el Gobierno, de los recursos 
necesarios para realizar proyectos habitacionales completos, a pesar de que 
las leyes habitacionales emitidas entre 1979 y 1982 conferían al Estado no 
solo el control de una parte importante de la tierra urbana sino también la 
potestad de regular las relaciones inquilinarias. El MINVAH adquirió una 
capacidad constructiva propia que se calculaba, en 1985, en la posibilidad 
de edificar casi 6.000 viviendas de 45 m2 y habilitar 7.800 lotes anualmen­
te. Hay que señalar, sin embargo, que esta capacidad se dedicó fundamen­
talmente a la construcción de asentamientos rurales (Lungo et al. 1988).

Cuadro No. 4 Nicaragua: acciones habitacionales, 1980-1987
Tipo Rural Urbana Total

Viviendas completas 2.596 6.902 9.498
Módulos básicos 9.778 3 566 13.344
Lotes - 32.430 32.430
Total 12.374 42.898 : 55.272
Fuente: MINVAH, Dirección Técnica, 1988.

Para el manejo de esta tierra urbana adquirida mediante confiscaciones y 
expropiaciones, que cuadruplicó el área de la tierra urbana pública en 
Managua (la propiedad estatal era de 562,04 hectáreas en junio de 1979 y 
pasó a 2.191,30 hectáreas, al sumarse las confiscaciones, las expropiaciones 
y el área central, cuyo uso y propiedad estaba congelado por encontrarse 
sobre fallas geológicas), se creó la Corporación Nicaragüense de Bienes 
Raíces (CONIBIR), adscrita al MINVAH, en una modalidad de gestión 
centralizada en la que la participación del gobierno local y de las 
organizaciones de base urbanas estaba definitivamente ausente.
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Aunque el gobierno dio tierra a diferentes instituciones estatales, se 
calcula que el sector vivienda fue el más beneficiado, cubriendo el 56% 
de las tierras expropiadas. C om o señalábamos antes, el principal benefi­
ciado fue el programa de “Urbanizaciones progresivas”, que al constituir 
90 nuevos barrios rompió con la histórica segregación urbana heredada 
de la dictadura somocista. En la ciudad de Managua se construyeron 
4.162 viviendas completas, del total de 6.902 hechas en todo el país; 672 
módulos básicos de 3.566; y 19.944 lotes del total de 32.430 habilitados 
a nivel nacional, entre 1979 y 1989.

Paralelamente, en los años iniciales del gobierno sandinista, cobraron 
importancia las tomas de terrenos urbanos, continuando una tendencia 
existente desde los años cincuenta y que cobró un renovado impulso 
luego de las elecciones presidenciales de febrero de 1990, cuando el san- 
dinismo fue derrotado.

Cuadro No. 5 Managua: lotes de tierraurbana tomada, 1950-1990
1950/1979 1979/1989 1990 Total

7.125 13.253 7.367 27.745
Fuente: Ninette Morales et al. (1990).
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La población involucrada suma alrededor de 44.300 personas, lo que 
constituye aproximadamente el 4% de la población de la ciudad, equiva­
lente a ciudades secundarias cabeceras regionales como Bluefields. Esto se 
convierte en un nuevo reto para el gobierno de esta ciudad.

Hay, sin embargo, a mediados y finales de los años ochenta, un cam­
bio significativo en la política de la tierra urbana en Managua. Al trans­
formarse la Junta de Reconstrucción de Managua en Alcaldía se le con­
cedió participación en las decisiones sobre el uso de la tierra urbana 
pública, y en 1988, la Ley de Municipios confirió al gobierno local la 
facultad de regular el uso del suelo público, y la declaración de utilidad 
pública de bienes inmuebles para proceder a su expropiación. Con ello se 
fortaleció jurídicamente la participación del gobierno local en la gestión 
de la tierra urbana. La posterior descentralización de la Alcaldía de Mana­
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gua en seis distritos urbanos, en 1989, también pretendía, entre otros, el 
mismo objetivo. No obstante, el carácter democratizante de esta medida 
descentralizadora fue una reacción tardía y se planteó nuevamente al mar­
gen de una efectiva y real participación popular en la gestión urbana de 
este bien clave para el desarrollo de cualquier ciudad.

En la base de esta tardía concepción de gestión urbana se encontraban 
premisas equivocadas y una orientación estatista y altamente centralizadora 
del modelo de transformación social impulsado por el sandinismo. Partiendo 
de que la tierra urbana era un bien no reprodudble y bajo el principio de que ella 
debía ser un bien social y no una mercancía, se decidió otorgarla gratuitamen­
te. Así, en julio de 1981 se condonaron todas las deudas pendientes de los 
pobladores de los “repartos intervenidos” (constituidos la mayoría por repar­
tos ilegalmente urbanizados antes de 1979), no se incluía el precio de la tie­
rra al establecer el valor de las viviendas producidas por el Estado, y era gra­
tuita la signación de lotes en las “Urbanizaciones progresivas” y en la asig­
nación de tierras a las diversas instituciones estatales.

Junto a lo anterior, se limitaron los montos de los arriendos y la valo­
ración catastral, definida en 1978, quedó rápidamente obsoleta por el 
proceso inflacionario que se inició desde inicios de los años ochenta. En 
este contexto, el mercado inmobiliario se contrajo, aunque se mantuvo 
latente, pero a medida que las condiciones económicas se agravaron y se 
liberaron progresivamente los precios de los bienes y servicios en gene­
ral, el mercado inmobiliario se reactivó, fijándose precios cada vez más 
alejados del valor catastral y dolarizándose las operaciones de compra­
venta y arriendo.

En síntesis, la gestión de la tierra urbana bajo el gobierno sandinista pro­
dujo un cambio significativo en la estructura de la tenencia, llegando a con­
trolar este alrededor de una tercera parte del área comprendida dentro del 
límite urbano, y produciendo una redistribución de la misma, principal­
mente a través de los programas habitacionales, uno de cuyos efectos posi­
tivos fue posibilitar el acceso a los sectores populares urbanos de menores 
ingresos, mientras rompía con el patrón de segregación urbana imperante.

No obstante, al partir de la premisa errónea de que la tierra urbana 
había dejado de ser una mercancía, se olvidó que el precio de la tierra 317
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urbana seguía regido por el mercado, aunque este tuviera un bajo perfil y 
funcionara distorsionadamente. La tierra urbana continuó regida por la 
ley del valor y tenía, por lo mismo, un precio, hecho que no podía ser 
obviado al pretender impulsar un modelo de desarrollo urbano que favo­
reciera a los sectores populares.

Pero aún más, esta modalidad de gestión urbana, al ser altamente cen­
tralizada y brindar pocos espacios a la participación ciudadana, estaba 
condenada a fracasar, tal como la realidad lo mostró dolorosamente a me­
diados de 1991, cuando se intentó anular las leyes que, lamentablemente 
de forma tardía y precipitada, decretaron, en marzo y abril de 1990, la 
regularización y la legalización de los bienes inmuebles otorgados por el 
gobierno sandinista durante diez años.

Aunque es cierto que la población organizada se involucró de diferen­
tes maneras y en distintos momentos en la lucha por la tierra urbana, 
jugando un papel clave en la asignación de los lotes a las diferentes fami- 
lias, faltó una verdadera institucionalización de la participación popular en el pro­
ceso global de gestión (Morales et al. 1990). Lo que sí es posible afirmar es 
que existe hoy una mayor beligerancia de la población urbana de meno­
res recursos en torno a esta problemática, tal como lo muestran las tomas 
de tierras a partir de 1990,pero su potencialidad depende de su inserción en un 
modelo alternativo, democrático de gestión urbana que incluya no solo la cues­
tión de la tierra urbana pública y privada. Porque, más allá de la forma en 
que la primera se utilizó en la ciudad de Managua durante los años ochen­
ta, no vamos encontrar un proyecto de desarrollo global de la ciudad en 
que ella se inserte y que orientara su uso como uno de los instrumentos 
privilegiados para impulsar cualquier modelo de desarrollo urbano. Esta 
grave ausencia obliga a recordar que es necesario contar con una idea del tipo de 
ciudad que se quiere construir, dentro de un modelo alternativo de transformación 
social, para poder pensar en una modalidad democrática de gestión urbana.
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La gestión urbana: posibilidades

El análisis hecho alrededor de los casos del AMSJ y la ciudad de Managua 
permite plantear algunas ideas respecto a una gestión urbana democrática 
y sus posibilidades.

- La primera se refiere al alcance y al contenido de la gestión urbana. 
Partiendo de que ella va más allá de la simple gestión municipal ya que 
“se gestiona” también desde las organizaciones de la sociedad civil, y 
que el poder local no se puede reducir al gobierno local, la gestión 
urbana implica, para las políticas de descentralización y reforzamiento 
de los gobiernos locales, nuevos y complejizados contenidos.Tocamos, 
aquí, una de las cuestiones más difíciles de delimitar teóricamente. 
Pensamos, con el riesgo que implica caer en cierto esquematismo, en 
cuatro elementos integrantes de la misma:

a) La planificación urbana, que se puede desagregar en políticas y 
programas, y que debe incluir las más diversas formas de participa­
ción de la sociedad civil, perdiendo el carácter centralizante que la 
ha caracterizado, tiene que ser esencialmente estatal en su conduc­
ción en los dos niveles básicos, central y local. De esta manera 
puede enfrentar el riesgo de atomización de esfuerzos y propues­
tas que se generaría al dejar la gestión urbana bajo una pretendida 
libertad de mercado.

b) La regulación urbana, que incluye a las leyes y a las normas, y que 
debe seguir la misma lógica que el punto anterior.

c) La inversión urbana, que se puede dividir en pública y privada, y 
esta última, a su vez, en dos: la inversión individual o de grupos con 
fines lucrativos, y la inversión de grupos de base o de organizacio­
nes no gubernamentales que buscan objetivos primordial-mente 
de beneficio social. 319
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d) La administración urbana, que aunque también es fundamentalmen­
te estatal, puede pasar a ser responsabilidad privada, particularmente 
por parte de instituciones de la sociedad civil de distinto tipo.

- Esta concepción ampliada de la gestión urbana incide decisivamente 
en el sistema político imperante y nos lleva al tema del agotamiento 
del modelo de gestión urbana actual y la existencia de “horizontes 
críticos,, alrededor de los problemas urbanos, esbozados anteriormen­
te, de impostergable solución. Esta cuestión está íntimamente ligada a 
las tendencias que están impulsando organismos e instituciones mul­
tilaterales que buscan la privatización y la atención por parte de las 
organizaciones no gubernamentales de muchos servicios y programas 
sociales urbanos (Banco Mundial 1991b).

- Regresando a la cuestión de la planificación urbana, sus límites y su 
caducidad actual, lo que nos queda claro es la inviabilidad de la plani­
ficación formal y tecnocrática que se desplegara en América Latina a 
partir de los años sesenta. Hoy día el actual modelo neoliberal postula que 
la planificación, en cualquiera de sus expresiones, es esencialmente opuesta a la 
democracia, y plantea la necesidad, de udesestatizar>) los planes de desarrollo 
urbano, remitiendo esta tarea a la sociedad civil, lo que en sus términos quie­
re decir su atomización a través de la privatización de procesos y servicios urba­
nos manejados sectorial y aisladamente. Omite esta concepción que 
aun en los procesos económicos regidos por el libre mercado existen 
niveles mínimos de regulación, y que el Estado, aunque cambie de 
funciones, no desaparece.

- Una gestión urbana democrática que se oponga a la privatización 
como modelo de gestión urbana, que vea más allá de la simple “ren­
tabilidad económica”, que trascienda a lo que se podría llamar “ren­
tabilidad social” exige conocer las modificaciones que, en el proceso de urba­
nización actual, está introduciendo la reestructuración de la economía y de la 
sociedad en curso.

- Llegamos, así, a tres tópicos cruciales sobre una gestión urbana demo­
crática. El primero toca la posibilidad de impulsar procesos de auto­
gestión urbana, los cuales no deben ser planteados al margen del sis­320
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tema político que los contextualiza, a riesgo de contribuir una frag­
mentación de la gestión que no contribuiría a una real democracia en 
el gobierno de nuestras ciudades.

El segundo gira en torno al papel de los “planes de desarrollo urbano” 
como instrumentos de gestión. Partiendo de la constatación de que el 
plan como modelo ideal de ciudad a desarrollar ha sido ampliamente des­
cartado por la historia, consideramos de gran utilidad los aportes de expe­
riencias concretas como la gestión de Izquierda Unida en Lima (83-86) o 
la del Partido de los Trabajadores en Sao Paulo (90-93), que conciben el 
“plan urbano” como un instrumento y un espacio para la solución de las 
contradicciones que plantea el crecimiento urbano.

Agregaríamos, sin embargo, que un plan urbano solo puede contribuir 
a la democratización de la gestión urbana si se inscribe dentro de la 
idea/proyecto de la ciudad/sociedad que se quiere alcanzar, lo que impli­
ca no abandonar una cierta dosis de utopía dentro del planeamiento de 
transformación social.

El tercer tópico remite a la participación popular. Pensamos que 
ella es necesaria pero no suficiente para que la gestión urbana sea efec­
tivamente democrática. Es necesaria la existencia de mecanismos que 
hagan efectiva esta participación (por ejemplo el plan urbano en la 
concepción antes descrita), y de la idea/proyecto sobre la ciudad men­
cionada en el párrafo anterior.

Si, como sostenemos, el poder local no se limita al gobierno local, la 
gestión urbana metropolitana no dependería entonces, exclusivamente, de 
las acciones (planificación, regulación, inversión y administración) que 
ejecuten las instrucciones centrales del Estado y los gobiernos locales, sino 
también de la intervención de distintos organismos de la sociedad civil, 
directa o indirectamente, en la gestión urbana.

La participación de los sectores sociales populares urbanos en la ges­
tión urbana tiene tres vías de canalización: mediante los movimientos rei- 
vindicativos urbanos que al triunfar logran modificar aspectos del desarro­
llo de las ciudades; mediante la ejecución de programas propios, general­
mente apoyados por organizaciones no gubernamentales; y mediante las 321
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acciones de instituciones del gobierno central o local, en las cuales la 
incorporación de sus intereses sea real.

El grado de incidencia de la participación de estos sectores urbanos 
en la gestión urbana tiene una estrecha relación con la presencia de uno 
o varios movimientos reivindicativos urbanos, y su grado de “organici- 
dad” y de la existencia de la idea/proyecto de la ciudad/sociedad antes 
mencionada.

Ellas permiten calificar el nivel de la participación popular en la ges­
tión urbana y, lo que es fundamental en nuestra opinión, entenderla como 
una forma de gestión política local dentro de un sistema político global.Y 
evitar el error de olvidar que esta temática está íntimamente ligada al pro­
blema del poder político, y poder vincular correctamente la democracia y 
los procesos de democratización con una nueva forma de gestión urbana.

Insistimos en que no hay que olvidar que la gestión urbana no es nece­
sariamente democrática o eficiente por la sola participación popular. Para que sea 
democrática debe ser parte de una sociedad democrática global. Para que 
sea eficiente debe contar con una racional integración de sus elementos 
componentes. Solo en estas condiciones, la participación popular puede 
adquirir su sentido pleno.

Las ideas anteriores pueden orientar la búsqueda de nuevas modali­
dades de “gestión urbana con participación ciudadana”, término que 
preferimos al de “gestión urbana popular”, con el cual nos referiríamos 
a prácticas específicas de gestión realizadas por sectores populares, mien­
tras que el primero incorpora la participación de los diferentes grupos 
o actores urbanos. Esta búsqueda es una tarea urgente en los casos del 
AMSJ y de Managua, tal como se deriva de la descripción de ellos 
hecha anteriormente.

El mantenimiento, y sobre todo el desarrollo de la democracia costa­
rricense exigen una nueva forma de gobernar la principal concentración 
urbana del país. La profundización de la democratización iniciada por el 
gobierno sandinista también plantea la necesidad de una gestión urbana 
democrática para la ciudad de Managua.
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Las políticas sociales 
y la ciudad en Centroamérica. 
Los casos de San José 
y San Salvador

Desarrollo urbano y políticas sociales:
una relación contradictoria y complementaria

Abordar el tema de las políticas sociales y la ciudad exige, pensa­
mos, analizar el proceso de desarrollo urbano en que estas se ins­
criben. Esto es de especial exigencia en un período en que el de­
sarrollo reciente de las ciudades en América Latina muestra inéditas face­
tas: fuertes transformaciones en el sistema urbano, flujos migratorios de 

nuevo tipo, informalización e internacionalización creciente de las econo­
mías urbanas, crecimiento de la pobreza, surgimiento de distintos meca­
nismos de subsistencia, segregación socioespacial acentuada, etc. (Portes 
1989a).

En este contexto, donde se está constituyendo una nueva estructura 
social, el debilitamiento de la tradicional intervención estatal frente a los pro­
blemas urbanos, y sobre todo el radical giro que ella está experimentando 
(desregulación, privatización, descentralización, etc.) exige un análisis crítico 
y objetivo que no es fácil de hacer en el caso de los países centroamericanos, 
por la profundidad de la crisis económica y política vivida en los años ochen­
ta y el poco tiempo transcurrido desde que las políticas sociales en el ámbi­
to urbano de Centroamérica han comenzado a dar este giro.

Intentaremos, no obstante, acercarnos a la problemática de las políticas 
sociales y la ciudad en los países de la región tomando dos casos muy dife­ 323
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rentes: San José, en Costa Rica, y San Salvador, en El Salvador. En el pri­
mer caso observaremos un alto nivel de desarrollo del Estado y de sus 
políticas sociales hasta que, a finales de los años ochenta, estas comienzan 
a debilitarse drásticamente. En el segundo caso estamos ante un Estado 
débil y políticas sociales precarias, las que asumen rápidamente un senti­
do compensatorio en los mismos años.

En el análisis preliminar que haremos de ambos casos subyace una 
premisa: la relación entre desarrollo urbano y políticas sociales es contra­
dictoria y, a la vez, complementaria. Complementaria porque el tipo de 
crecimiento urbano en nuestros países, profundamente desigual, exige 
programas sociales para contrarrestar este tipo de crecimiento; contradic­
toria porque este mismo crecimiento urbano impide que recursos prove­
nientes de la riqueza nacional se dediquen a estos programas. La tensión 
permanente entre desarrollo urbano y políticas sociales es, así, el marco 
en que se producen y resuelven los conflictos urbanos que con tanta fre­
cuencia sacuden a nuestras ciudades.

Las tendencias recientes de la urbanización 
en Centroamérica (Lungo 1992b)

Durante los años ochenta, la creciente urbanización de las sociedades 
centroamericanas, de predominante historial agrario, se mantuvo con la 
prolongación de las tendencias conocidas de las tres décadas anteriores 
(Cuadro No. 1).

Hay que señalar, sin embargo, que la evolución del sistema urbano en 
los países de la región centroamericana es diferente al de la mayoría de los 
otros países latinoamericanos, donde encontramos una creciente impor­
tancia de las llamadas ciudades secundarias y una relativa disminución de 
la primacía de la ciudad más poblada de cada uno de ellos. En 
Centroamérica observamos, al iniciarse la década de los ochenta, la per­
manencia del fenómeno de concentración urbana, ya visible en los años 
sesenta (Cuadro No. 2).
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Cuadro No. 1 Centroamérica
Población urbana 1960-1990* (% de la población total)

I960 1970 1980 1985 4990
Guatemala 33,0 35,7 38,5 40,0 42,0
El Salvador 38,0 39,4 41,5 42,7 44,4
Honduras 22,7 28,9 35,9 39,7 43,6
Nicaragua 39,6 47,0 53,4 56,6 ,59,6
Costa Rica 36,6 39,7 46,0 49,8 53,6
Panamá 41.2 47,6 50,6 52,5 54,8
(*) La definición del término urbano corresponde a la utilizada en cada país. 
Fuente: CEPAL, Anuario Estadístico de América Latina y El Caribe, 1989.

Cuadro No. 2 Centroamérica.
Relación entre la población de la capital y la segunda ciudad del país

1970 1980 4985
Guatemala 13,7 16,1 23,2
El Salvador 4.8 5,9 6,5
Honduras 2,3 1,8 1,7
Nicaragua 5,3 7,2 8,7
Costa Rica 10,3 11,9 15,0
Panamá 4,8 5.9 6,0
Fuente: Helmut Nuhn, 1990 (para los datos de 1960 y 1970, excepto para San José en 1970, por cam­
bios en la circunscripción). Cálculos propios a partir de cifras oficiales para 1980.

En esta tendencia, especialmente para los casos de Managua y San Salva­
dor durante la década de los ochenta, los conflictos político-militares han 
jugado un importante papel, y podemos decir, en general, que salvo en el 
caso de Honduras, no encontramos un reforzamiento de la segunda ciu­
dad o del conjunto de ciudades secundarias de cada país.

No existen, por otra parte, estudios detallados sobre los cambios de la 
población a nivel regional interno, lo que aportaría información para una 325
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comprensión global de la dinámica del proceso de urbanización en Cen- 
troamérica durante los años ochenta, donde las migraciones, tanto inter­
nas como externas, han sido un fenómeno de primera importancia y de 
un nuevo carácter.

Especialmente importante, por las peculiaridades de sus características, 
es el caso de la ciudad de Guatemala, donde este fenómeno comienza a 
ser sujeto de análisis (Bastos y Camus 1990).

En efecto, si en el período entre 1950 y 1980 presenciábamos la clá­
sica migración del campo hacia las ciudades a causa de la introducción de 
las relaciones capitalistas de producción en la agricultura, en los años 
ochenta encontramos, ante todo, desplazamientos internos y una crecien­
te migración hacia el exterior, debido a los conflictos político-militares 
mencionados. Las cifras siguientes muestran la profundidad de estos flu­
jos (Cuadro No. 3).
Cuadro No. 3 Centroamérica. Migraciones internas y externas en 
El Salvador, Guatemala y Nicaragua, 1986 (%)

Población Migración
total total (a) interna emigración (a)

El Salvador 100 20/35 11 9/24
Guatemala 100 1 0 / 1 2 7 3/5
Nicaragua 100 15/16 4 11/12
(a) Las dos cifras constituyen las estimaciones mínima y máxima.
Fuente: Linda S. Peterson (1988).
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En el contexto anterior nos enfrentamos, con seguridad, a radicales cam­
bios en la estructura interna de las ciudades centroamericanas. Fenó­
menos como la segregación y la polarización de las clases sociales en el 
ámbito urbano, el surgimiento de nuevas zonas de tugurios, el deterioro 
del medio ambiente urbano, o la informalización de la economía, entre 
otros, adquieren características que deben ser investigadas.

Así, por ejemplo, solo a partir de los años ochenta los cambios que se 
habían venido operando en la relación entre población y medio ambien­
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te urbano se revelan en toda su magnitud, principalmente en ciudades 
como San Salvador o Managua, donde los conflictos militares ocurridos 
han tenido un importante impacto, al reducirse la capacidad del Estado 
para enfrentar estos problemas (Lungo 1989b).

Que la pobreza y el desempleo en las ciudades centroamericanas se 
han incrementado es evidente, y lo comprueban los datos. Que ello ex­
prese cambios en la estructura de clases sociales urbanas también lo es. Sin 
embargo, no existe una relación directa con una polarización o segrega­
ción espacial aunque estas se pudieran haber acentuado.

Así, en el Área Metropolitana de San José, un estudio oficial sobre los 
asentamientos precarios, hecho en 1987, mostraba su enorme dispersión 
en el territorio urbano (INVU 1987).

Pero es quizás en la economía urbana donde vamos a encontrar los 
cambios de mayor profundidad en los años ochenta. El rasgo central es su 
creciente informalización (Pérez Sáinz y Menjívar 1991). Sin embargo, 
creemos que no basta con su cuantificación y el anáfisis de sus caracterís­
ticas específicas, sino que es necesaria su contextuafización. Pensamos, por 
ejemplo, que hay determinaciones diferentes en el caso de la informafiza- 
ción de la economía urbana en Nicaragua, donde se desarrolló un proyec­
to radical de transformación social en medio de una guerra de agresión; 
en el caso de El Salvador, donde, durante los ochenta, se dio un agudo 
conflicto político y militar interno; y en Costa Rica, país en el que la rees­
tructuración de la economía nacional ha avanzado más.

Debe también ser sujeto de anáfisis el desarrollo de las zonas dedica­
das a la industria de exportación exclusivamente, tanto a nivel de la ofer­
ta y tipo de empleo como al de su ubicación espacial, ya que posiblemen­
te tengan una importante incidencia en los rasgos de la urbanización 
durante los años noventa (Portes y Lungo 1992a).

Estos cambios en la economía de nuestras ciudades tendrán, induda­
blemente, consecuencias en la estructura social urbana, lo que nos condu­
ce a otra dimensión, la política. Durante la pasada década, en Centroamé­
rica, asistimos a una impresionante movilización y lucha de las masas 
populares urbanas, a un florecimiento de movimientos sociales, a una ace­
lerada modificación de los sistemas políticos, etc. Sin embargo, y a pesar 327
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de numerosos esfuerzos, no encontramos movimientos sociales que poda­
mos calificar como típicamente urbanos. Hay aquí un importante campo 
de investigación y debate que apenas se inicia (Lungo 1988b).

Efectivamente, si las contradicciones y los conflictos urbanos han esta­
do en un segundo plano por la envergadura de las luchas políticas, ellos 
están, a pesar de todo, presentes, y nos encontramos frente a nuevos agen­
tes como las organizaciones no gubernamentales que trabajan en el ámbi­
to del hábitat popular, los servicios y las actividades productivas urbanas, 
tratando de ayudar a los grupos sociales más desfavorecidos. Movimientos 
feministas, ecologistas y otros emergen con su actuación en el marco de 
un debilitamiento de las políticas sociales del Estado y de una creciente 
privatización de los servicios públicos, mientras la descentralización y el 
reforzamiento de los gobiernos locales se convierten en temas de impor­
tantes discusiones y acciones.

Las políticas de reestructuración económica y la deuda externa tie­
nen, también, profundas consecuencias en la realidad urbana centroame­
ricana (Roberts 1989). El proceso de urbanización en esta región, así 
como en toda el área del Caribe presenta, entonces, una nueva dinámica, 
que debe ser estudiada en todas sus dimensiones; entre ellas, su relación 
con la transformación de las políticas sociales.

San José: de los programas sociales fuertes hacia una 
compensación social urbana débil

Con la profunda modificación del sistema político costarricense ocurri­
da a mediados de siglo, en el cual las dimensiones interventora y benefac- 
tora constituían el eje de las políticas económicas y sociales impulsadas, 
vemos surgir un importante número de leyes e instituciones relativas a los 
programas sociales. Junto al Código de Trabajo y el Consejo Nacional de 
Salarios, nacieron el Patronato Nacional de la Infancia, el Instituto Costa­
rricense de Acueductos y Alcantarillados, entre otras, que desarrollaron 
importantes acciones que explican, en parte, la relativa igualdad social que 
vivió el país entre 1950 y 1970.328
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Cuando este modelo económico-social comenzó a dar muestras de 
agotamiento en la década de los setenta, se dictaron otras leyes y se crea­
ron otras instituciones para atender los focos de pobreza urbana y rural 
que comenzaban a ser visibles. Son los años de la creación del Instituto 
Mixto de Ayuda Social (IMAS), y de la promulgación de la “Ley de asig­
naciones familiares”, que tratan de detener el deterioro de las condiciones 
de vida de los sectores urbanos y rurales de menores ingresos.

Entre 1949 y 1970 se crearon 22 instituciones con objetivos sociales, 
que se concentraron en el área de salud y educación, y para 1980 estas 
ascendían a 126. Este proceso de ampliación estuvo acompañado de un 
incremento significativo en el gasto. Evidentemente, en la década del 
setenta se dio una expansión de la política social que respondía a la crisis 
que comenzaba a sufrir el modelo de desarrollo costarricense, impulsán­
dose distintos tipos de acciones en el campo y las ciudades (Valverde et al. 
1990). En esta década se creó el 47% de las instituciones del área social, 
crecimiento institucional que va acompañado de un incremento impor­
tante en el número de empleados públicos.

En 1974 se creó una institución clave para atender los problemas de 
desigualdad social: la Dirección General de Desarrollo Social y Asigna­
ciones Familiares, orientada a resolver problemas de desnutrición y falta 
de vivienda de las familias de los trabajadores de menores ingresos, mien­
tras que el Instituto Mixto de Ayuda Social atendería los casos de pobre­
za extrema.

Al iniciarse los años ochenta, la crisis económica implicó una reduc­
ción en términos reales de los recursos que el Estado dedicaba para en­
frentar esta situación de deterioro social; la adopción de medidas para 
reducir el gasto fiscal que los programas de ajuste estructural exigían, la 
elevación de las tarifas de algunos servicios públicos, etc. obligaron a algu­
nas instituciones a disminuir la cobertura de sus programas, despedir per­
sonal o reducir sensiblemente los gastos de compra y mantenimiento de 
equipo. Durante los años ochenta, entre los programas que se dirigían a 
combatir la pobreza, se destacan los referidos a educación, salud, vivienda, 
trabajo y seguridad social. Para 1983 el subsidio global de estos programas 
representó el 16% del PIB de ese año, distribuido de la siguiente manera: 329
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educación 39%, salud 38%, agua y depuración de aguas negras 9%, vivien­
da 7%, alimentación-nutrición 5% y seguridad social 2%.

El 60% del subsidio total benefició a los pobladores urbanos y el 40%, 
a los rurales. El 33% del monto global favoreció a las familias pobres. La 
mayoría de estos programas ayudaron a las familias de menores ingresos, 
salvo en el sector de la vivienda, donde los más pobres obtuvieron solo 
un 11% del total de subsidios.

La evolución del comportamiento del gasto social muestra dos ten­
dencias claras: una, entre 1975 y 1980, caracterizada por un ritmo cre­
ciente de 6,6% como promedio anual; otra, entre 1980 y 1985, cuando la 
tendencia creciente disminuye, y se incrementa el gasto social a un pro­
medio anual de 0,8%. En este proceso, los sectores de salud y educación 
serían los más afectados; la caída más notoria ocurrió en 1982 y 1983, a 
partir de esa época empezó a darse un crecimiento lento que no logró 
alcanzar, hacia finales de la década, los niveles que se tenían antes de la 
crisis. Solo los programas de vivienda lograrían alcanzar los niveles que se 
tenían en el quinquenio 1975-1980, mientras el nivel de pobreza crecía.

Analicemos ahora los programas dirigidos a combatir la pobreza en el 
Área Metropolitana de San José, impulsados fundamentalmente por el 
Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares (DESAF).

Cuadro No. 4 Costa Rica, área urbana: niveles de pobreza e indigencia (%)
AMSJ Resto de área urbana Total área urbana

P I P I P I
1981 15 5 17 6 16 5
1988 19 5 2 2 6 21 6

Fuente: PREALC 1990b.
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El responsable del DESAF es el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
Los programas cubiertos por dicho fondo son aquellos que tienen a su 
cargo el desarrollo de acciones dirigidas a familias de escasos recursos, 
entre ellos el Fondo de Subsidios para la Vivienda (FOSUVI) del Banco 
Hipotecario de la Vivienda (BANHVI).
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Los fondos del DESAF atienden las áreas siguientes: salud, alimenta­
ción y nutrición, vivienda, fomento de actividades productivas y de em­
pleo, capacitación y formación profesional, y protección al menor y al 
anciano. En el área de salud, alimentación y nutrición, de los programas 
que lo integran, se destaca el de los “Centros infantiles de atención inte­
gral” (CEN-CINAI), dirigido a grupos urbanos marginales. El área de 
vivienda tiene dos programas que inciden decisivamente en el AMSJ: uno 
que atiende el Banco Hi-potecario de la Vivienda (BANHVI),y otro que 
es desarrollado por el Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS): el Fondo 
de Subsidios para Vivienda (FOSUVI),y e l“Programa nacional de vivien­
da de interés social”, respectivamente. El área de fomento de actividades 
productivas y de empleo está compuesta por seis programas, de los cuales 
tres están dirigidos a la población urbana y rural: el de confección de uni­
formes escolares, el de elaboración de alimentos y el de ayuda a microem- 
presas. La cuarta área la integran tres programas; de estos es fundamental­
mente uno el que alcanza de forma más específica a las comunidades 
urbanas: el de “organización y desarrollo de la comunidad”. La institución 
responsable del programa es la Dirección Nacional de Desarrollo de la 
Comunidad (DINADECO), que se inició en 1975, con 65 asociaciones 
de desarrollo comunal y 33 comités de desarrollo comunal. A partir de 
1989 se le dio un nuevo enfoque para que sirviera de apoyo a los progra­
mas que financiaba la DESAF a nivel nacional. La quinta área, de protec­
ción al menor y al anciano, tiene ocho subprogramas, de los cuales tres tie­
nen una incidencia directa en la población urbana.

En 1989, el financiamiento que se otorgó al Ministerio de Salud, al 
BANHVI y a la CCSS representó el 70% del total del presupuesto asig­
nado al DESAF; si incluimos el presupuesto entregado en ese mismo año 
al Ministerio de Educación Pública, tenemos que los programas que eje­
cutan estas cuatro instituciones con recursos del DESAF absorben el 85% 
del total del presupuesto de este fondo.

A pesar de la disminución del gasto social durante los ochenta, se 
encuentran, en el caso de la ciudad de San José, importantes programas 
sociales que explican, junto a los niveles de empleo mantenidos, acepta­
bles condiciones de vida para la mayoría de la población. Sin embargo, al 33
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inicio de los años noventa comenzó a darse un giro importante que 
puede cambiar la situación prevaleciente hasta el momento.

Cuadro No. 5 Distribución del gasto público social (%)
Educación Salud Trabajo yseguridad Vivienda Otros

1975 15,5 24,5 10,1 2,1 47,8
1976 16,2 22,2 9,0 2,5 51,0
1977 15,0 20,2 7,5 2,3 55,0
1978 15,4 23,4 8,6 2,1 55,5
1979 15,5 26,4 9,6 2,4 46,0
1980 15,4 25,0 7,9 3,4 48,0
1981 15,5 20,5 6,6 1,8 55,0
1982 13,8 17,6 7,1 1,5 60,0
1983 12,5 17,1 6,1 2,3 62,0
1984 12,8 17,4 7,9 2,5 59,2
1985 12,7 17,1 8,9 2,2 59,2
Fuente: J. M.Valverde et al. (1990).

Con la llegada del partido social-cristiano al gobierno, en 1990, la políti­
ca social se comenzó a modificar, acercándose al modelo compensatorio 
neoliberal prevaleciente en los otros países. Dos componentes coexisten: 
uno existenciabsta, el “Plan de promoción social”, y el otro desarrollista, 
el “sector social productivo”. El primero es estrictamente compensatorio 
frente a la pobreza extrema y se concretó a través del bono para la vivien­
da y el bono alimentario. Este último se dirigía hacia zonas urbanas pre­
carias en las ciudades de San José, Limón y Puntarenas, y pretendía cubrir 
a menos del 50% de los pobres urbanos (Menjívar y Trejos 1990).

El segundo componente impulsado por el primer vicepresidente de 
Costa Rica tenía por objetivos la creación de empleos y el mejoramien­
to de los ingresos; tendría una duración de cuatro años; se concentraría 
principalmente en zonas críticas de las ciudades de Puntarenas y Limón,332
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y en áreas rurales deprimidas; beneficiaría a 90 mil microempresarios; y 
estaría integrado por ocho subprogramas (Primera Vicepresidencia de la 
República 1989).

Evidentemente, en Costa Rica, el ciclo del fuerte desarrollo de políti­
cas sociales, que elevó las condiciones de vida de la población urbana a 
partir de los años cincuenta está llegando a su fin.

San Salvador:
el limitado impacto urbano del Fondo de Inversión Social 
frente a los niveles de pobreza existentes

Un estudio reciente (Briones 1992) muestra el alarmante crecimiento de 
los niveles de pobreza en el Area Metropolitana de San Salvador (AMSS). 
Los datos del siguiente cuadro muestran la aceleración experimentada 
durante los últimos años (Cuadro No. 6).

La evolución anterior se da en el conocido contexto de reducción del 
gasto público en programas sociales. Así, en El Salvador, los porcentajes de 
los presupuestos nacionales asignados a los servicios de educación y salud 
disminuyeron, entre 1970 y 1988, del 28% al 12,7% y del 13,0% al 8,2%, 
respectivamente (Menjívar y Trejos 1990). Aunque los porcentajes ante­
riores corresponden al nivel nacional y es conocido el mayor impacto de 
la pobreza en las áreas rurales en la región centroamericana, ellos indican 
una tendencia que guarda relación, junto con otros factores, con el incre­
mento de los niveles de la pobreza en el caso de San Salvador.

En El Salvador, a diferencia de Costa Paca, la debilidad de la política 
de los programas sociales fue muy clara durante las décadas anteriores, 
razón por la cual, por motivos de espacio, nos limitaremos al análisis de los 
programas impulsados a partir de 1989.

333
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Cuadro No. 6 AMSS: hogares en situación de pobreza (%)
1976/1977 1986 1988 1990

Pobreza 30,0 42,2 46,1 49,5
Extrema pobreza 10,0 13,8 15,2 17,0
Pobreza relativa 20,0 28,4 30,9 32,52
No pobres 70,0 57,8 53,9 50,0
Fuente: Carlos Briones (1992).

Al igual que en Costa Rica, en El Salvador hubo dos tipos de programas: 
uno de corto plazo, dirigido a paliar los efectos inmediatos del ajuste 
estructural de la economía, y otro de mediano plazo, que buscaba reo­
rientar los proyectos sociales tradicionales (educación, salud y vivienda) y 
los más recientes (saneamiento básico). Este último programa pretendía 
integrar las diferentes acciones sectoriales para incrementar la formación 
de capital humano entre las familias más pobres (FUSADES 1991).

El programa de corto plazo se concretó en el llamado “Programa 
social de emergencia” (PSE), compuesto por tres subprogramas: el “plan 
de desarrollo comunal urbano de emergencia”, la “construcción de infra­
estructura comunal intensiva en mano de obra” y el “Fondo de inversión 
social” (FIS). Los dos primeros dependían de la Comisión Nacional de 
Restauración (CONARA), unidad del Ministerio de Planificación que 
jugaría un papel eminentemente contrainsurgente durante la guerra que 
durante once años se desarrolló en El Salvador.

El primer subprograma se dirigía principalmente hacia las poblacio­
nes marginales en estado de extrema pobreza de la capital y las principa­
les ciudades del país, a través de la construcción de infraestructura y 
acciones en salud, educación y alimentación. Hasta mediados de 1991 se 
habían realizado 318 proyectos, siendo el presupuesto total de este sub­
programa muy limitado (USD$ 4,5 millones aproximadamente).

El segundo subprograma buscaba fortalecer a los gobiernos locales a 
través de dos componentes: “Municipalidades en acción” y el “Plan 
oriente 1989”. A mediados de 1989 se habían cubierto casi la totalidad de 
municipios del país.334
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El tercer subprograma, el “Fondo de inversión social” constituyó, real­
mente, el mecanismo para impulsar las políticas de compensación social 
de corto plazo. Fue creado para un período limitado a cuatro años y su 
función principal fue la captación de recursos nacionales y extranjeros 
para financiar los proyectos de las municipalidades, ONG y comunidades 
organizadas, dirigidos a los sectores más pobres de la población.

Los tipos de proyectos que financió el FIS son los siguientes:

a) Infraestructura social: construcción en educación, guarderías 
o albergues, unidades de salud, letrinas y 
lavaderos.

b) Infraestructura socioeconómica: agua potable, alcantarillado, mejora­
miento de caminos.

c) Infraestructura productiva: riego y drenaje, sistema de acopio, 
mercados, reforestación.

d) Infraestructura de mejoramiento 
urbano:

empedrado y adoquinado de calles, 
cunetas y canales, muros de protección, 
electrificación.

e) Equipamiento: de unidades de salud, escuelas, guarde­
rías y albergues.

f) Servicios: salud, alimentación, huertos, atención 
psico-educativa, capacitación producti­
va, organización comunal.

Una revisión de la ejecución del FIS hacia el final del primer trimestre de 
1992, muestra, sin embargo, un desigual desarrollo de los proyectos, donde 
predominan las construcciones escolares y obras viales menores. Terri­
torialmente tiene una cobertura dispersa por todo el país y muy poco 
impacto en el Area Metropolitana de San Salvador.

Pero lo que interesa destacar, para los objetivos de este trabajo, es cómo 
la implementación del plan de reconstrucción nacional, surgido de los 
acuerdos de paz firmados entre el gobierno salvadoreño y el Frente Fara- 
bundo Martí para la Liberación Nacional, ha reorientado el financiamien- 
to otorgado por el FIS hacia la reconstrucción de la infraestructura daña­ 335
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da por la guerra, y, por este motivo, hacia zonas y pequeños poblados, prin­
cipalmente rurales. Aunque consideramos que esta reorientación es un 
hecho de justicia en el país, señalamos, que los programas de compensa­
ción urbanos, especialmente en la capital, serán aún más débiles en los años 
futuros que en el momento actual (FUNDASAL 1992).

Respecto al programa social de mediano plazo, que está realmente 
diseñado a mediano y largo plazos, se plantea que corresponde al Estado, 
y cumpliendo su papel subsidiario, debe asumir aquellas actividades que 
por su naturaleza no pueden ser desarrolladas por el sector privado: edu­
cación básica, salud primaria preventiva, vivienda mínima, agua potable y 
alcantarillado.

No hay, sin embargo, más allá de las orientaciones compartidas con 
enfoques neoliberales similares impulsados en la mayoría de los países lati­
noamericanos (focalización del gasto social, subsidios directos a la deman­
da, descentralización de la ejecución, etc.), mayores precisiones sobre pro­
yectos específicos, ni mucho menos un tratamiento especial a los proble­
mas de la pobreza en las ciudades más grandes. Solo los programas de 
apoyo a la microempresa, que están fuera de la competencia del FIS, pare­
cen ser los que están orientados a combatirla.

Conclusiones
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La rápida revisión hecha de las políticas sociales en los casos de San José 
y San Salvador muestra que la tensión actual entre desarrollo urbano y 
políticas sociales está lejos de resolverse, y que esto exige un replantea­
miento a fondo de la relación que nos preocupa. No basta plantear dog­
máticamente posiciones a favor o en contra de la regulación, la privatiza­
ción o la descentralización (Coing 1989). No es correcto desmantelar ins­
tituciones o programas públicos sin proponer alternativas viables. No se 
debe hacer recaer en las organizaciones de la sociedad civil (repentina­
mente tan en boga), el peso de los problemas urbanos heredados y los 
generados por la reestructuración económica en curso. Sobre todo, pen­
samos, hay que luchar contra la atomización organizativa y reivindicativa



XV. La s  políticas sociales y  la ciudad en C entroamérica

de los sectores populares urbanos, lo que conduce a una nueva forma de 
instrumentalización de los mismos.

Quisiéramos, más bien, pensar que es posible, como lo está intentan­
do la Prefectura de Sao Paulo (Prefectura de Sao Paulo 1991), diseñar un 
plan de desarrollo de nuestras ciudades que, elaborado concertadamen­
te, resuma los contradictorios intereses que expresan la cada día más 
heterogénea composición social de sus habitantes. La pobreza urbana es 
un problema crucial, pero un desarrollo urbano integral ni debe abor­
darla aisladamente ni se limita a impulsar programas para combatir sus 
manifestaciones aparentes.
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16 El Centro Histórico de 
San Salvador.
Transformación económica, 
espacios públicos y vivienda*

Introducción

La situación actual del Centro Histórico de San Salvador es, en mu­
chos aspectos, paradójica. Mientras por un lado su dinamismo co­
mercial refuta cualquier apreciación de declinación económica, por 
el otro estamos en presencia de un patente ejemplo de segregación espa­
cial y exclusión social, con una clara diferenciación entre el antiguo cen­

tro y las áreas de la población de altos ingresos del oeste y el suroeste de 
la ciudad.

Han ocurrido importantes cambios en la economía del Centro His­
tórico. En un movimiento que se inició en los años cincuenta del siglo 
pasado y se aceleró en las décadas siguientes, las sedes de los bancos, los 
establecimientos de servicios especiaHzados para las empresas, los almace­
nes más prestigiosos y los pocos hoteles importantes se desplazaron del 
área central y se relocaHzaron en la zona oeste. En esta, nuevos y lujosos 
centros comerciales y hoteles de lujo acompañaron a las familias de altos 
ingresos que habían comenzado el éxodo del Centro Histórico desde los 
años treinta.

Versión actualizada del artículo publicado en el libro The Social Sustainahility of Cides, 
de Mario Polése y Richard Stren (Eds.), editado por University o f Toronto Press, en 
2000 . 339
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No obstante, un significativo número de pequeños y medianos esta­
blecimientos comerciales y de servicios, orientados al consumidor final, 
permanecen en el área central, ampliándose incesantemente. Por la razón 
anterior, la idea de que es necesaria una revitalización de su economía no 
es totalmente correcta. Esta valoración se basa en un diagnóstico que con­
funde el deterioro físico, inmediatamente perceptible, y la pobreza urba­
na imperante, con la declinación económica.

Pero es necesario, también, rechazar el voluntarismo “paseísta” de 
quienes postulan la idea de que es posible hacer que el Centro Histórico 
vuelva a ser lo que era a mediados del siglo XX, o incluso antes, a ini­
cios del mismo, cuando alcanzó su mayor esplendor (Lungo y Baires 
1988, Herodier 1997). El antiguo Centro Histórico ha cambiado de 
rostro definitivamente, y más que una revitalización económica, lo que 
se impone para lograr su rescate es impulsar una serie de iniciativas que 
combinen la restauración de las edificaciones de valor arquitectónico, 
el mantenimiento de la traza urbanística colonial (Salazar 1996), la re­
habilitación de los espacios públicos perdidos, la recuperación de su 
función residencial y la reorganización del transporte público, aprove­
chando su gran dinamismo económico. Solo así se podrán revertir la 
segregación espacial, la exclusión social y la inseguridad ciudadana que 
ambas conllevan.

En este sentido, en lugar de concentrar los esfuerzos en la restauración 
edilicia, aunque esta es fundamental y deba realizarse como se ha hecho 
en muchas ciudades latinoamericanas, se debe impulsar un plan de resca­
te integral como el esbozado en las líneas anteriores. Este plan debe, antes, 
ser guiado por la respuesta a dos interrogantes cruciales:

a) ¿Las diferencias existentes entre las áreas centrales, este y noreste de la 
ciudad, con las áreas oeste y suroeste, han producido ya, irreversible­
mente, una “ciudad dividida”, basada en la segregación espacial y la 
exclusión social, entre otros factores?

b) ¿Dada la profundidad de estos procesos, aún es posible impulsar un 
desarrollo urbano socialmente sostemble en San Salvador?
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Las respuestas a estas interrogantes son ineludibles para el futuro de la 
ciudad, constituyen un desafío para el gobierno de la ciudad y del Area 
Metropolitana, y para los habitantes de estas y, particularmente, del 
Centro Histórico. Conducen, inmediatamente, a la urgencia de confor­
mar nuevas relaciones de gobernabilidad urbana, democráticas, participa- 
tivas y flexibles. En términos metafóricos, se trata de construir “puentes 
urbanos permanentes”, a través de los cuales los responsables de las polí­
ticas urbanas y los ciudadanos conviertan el Centro Histórico en un es­
pacio de integración e inclusión y reduzcan la desigualdad, la inequidad 
y el temor prevalecientes, avanzando hacia un desarrollo urbano social­
mente sustentable:

Para que la gestión del desarrollo de una ciudad sea exitosa, sus 
políticas deben promover la sustentabilidad social. Entendemos por 
esta un desarrollo compatible con la evolución armoniosa de la 
sociedad civil que estimule un medio ambiente donde sea compa­
tible la cohabitación de grupos sociales cultural y socialmente 
diversos que estimule la integración social, mientras mejora las 
condiciones de vida de todos los segmentos de la población 
(Polése y Stren 2000).

La lucha contra la segregación espacial y la exclusión social es esencial para 
el rescate de las áreas centrales. Dado el estado actual del Centro Histórico 
de San Salvador, es una tarea prioritaria que exige el repoblamiento del 
mismo, la recuperación de los espacios públicos y lagarantía de la seguri­
dad ciudadana. Esta no es fácil, especialmente por ser un espacio abando­
nado y estigmatizado por la mayor parte de los habitantes de la ciudad.

La evolución del Centro Histórico

Las tendencias descritas anteriormente han sido reforzadas por la rápida 
expansión de la urbanización en todo el país, durante las últimas cuatro 
décadas, por los programas de ajuste estructural y liberalización de la eco­
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nomía de los años noventa y, en términos generales, por el proceso de 
globalización e integración de las economías centroamericanas. Todo esto 
ha conducido a que el Area Metropolitana de San Salvador tienda a cum­
plir nuevas funciones al nivel de Centroamérica y el Caribe (Lungo 
1993b).

Fundada hace más de 450 años, la ciudad de San Salvador se consoli­
dó como el principal centro urbano del país a finales del siglo XIX e ini­
cios del siglo XX. De capital político-administrativa del Estado nacional 
creada en el marco del modelo de exportación agropecuario (Browning 
1975 y Lindo 1990), se fue convirtiendo en la sede de los establecimien­
tos manufactureros creados a inicios del siglo pasado, de bancos y de com­
pañías aseguradoras, así como de los principales almacenes de importación 
(Martín 1981).

La mayor parte de estos establecimientos se localizaron en el Centro 
Histórico de la ciudad, modificando drásticamente el patrón anterior de 
usos del suelo. En ese mismo período de consolidación, fueron edificados 
los principales símbolos de la capital: el Palacio Nacional, la Catedral, los 
almacenes más importantes, las sedes bancarias y los hoteles, compacta­
mente alrededor de las tres plazas históricas. Y en las inmediaciones, las 
residencias de las familias de mayores ingresos.

Esta evolución corresponde, aunque en una escala más modesta, a ten­
dencias similares en las grandes ciudades latinoamericanas, y se extendió 
hasta inicios de los años treinta, cuando comenzó el desplazamiento resi­
dencial de estas familias hacia la zona oeste, mientras la urbanización ge­
neraba un crecimiento poblacional que vio surgir el problema de la falta 
de vivienda para los grupos sociales de menores ingresos, convirtiéndose 
esta cuestión, como en otras ciudades del continente, en un “problema 
social” (Arango 1989).

Hacia 1950 este desplazamiento residencial había llegado, casi com­
pletamente, a su final, y desde 1930 las residencias abandonadas se trans­
formaron en almacenes, la minoría, o se dividieron, la mayoría, en vivien­
das de una sola habitación para cada familia, que compartían los servicios 
sanitarios. Este tipo de vivienda popular, común en América Latina, será 
conocido como “mesones” en El Salvador , y se convertirá en la princi­342
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pal forma de hábitat de las familias pobres en las principales ciudades del 
país hasta el tercer cuarto del siglo XX, constituyendo una de las manifes­
taciones de segregación espacial y exclusión social.

A pesar de este desplazamiento residencial, el Centro Histórico conser­
vó sus funciones de integración social y cultural para los habitantes de la ciu­
dad hasta finales de los años cincuenta. Este continuó siendo la sede de las 
instituciones del gobierno central, los bancos y empresas de servicios espe­
cializados, los principales almacenes, el lugar de los clubes y casinos de los 
ricos, de los hoteles de lujo e importantes restaurantes. Todo esto, compar­
tiendo el espacio con los locales de los sindicatos y asociaciones de artesanos.

Por esos días se acostumbraba “ir al centro” en los fines de semana, días 
festivos y las vacaciones, especialmente en las noches. Las fiestas patrona­
les de la ciudad, en el mes de agosto, eran organizadas y contaban con la 
participación de señoras y señoritas de las familias pudientes, aunque ya 
no habitaran en este lugar, manteniéndose importantes tradiciones cultu­
rales (Rodríguez 2002). El Centro Histórico, en síntesis, era un espacio 
donde compartían diferentes g r u p o s  soc ia les .

A partir de los años sesenta, comenzó el éxodo de los principales esta­
blecimientos económicos y la transformación de la economía del Centro 
Histórico, además de su deterioro físico y ambiental. Grandes centros 
comerciales y nuevos edificios para los bancos y empresas de servicios 
especializadas, hoteles y restaurantes de lujo se construyeron en el oeste de 
la ciudad, mientras el creciente sector informal se fue apoderando de las 
aceras, calles, parques y plazas en el área central. Se acrecentaron drástica­
mente la inseguridad y la violencia urbana, lo que hizo que el Centro His­
tórico se convirtiera en un simple “lugar de paso”, en lugar de un espacio 
de convivencia; fenómeno también común en la mayoría de áreas centra­
les de las principales ciudades del mundo, y que ha sido descrito así:

Sin lugar a dudas, en oposición a la seguridad del espacio privado —la 
casa-, la violencia del espacio público -la calle- es una de las principales 
características cotidianas de las metrópolis del mundo industrial subdesa-

1 Este tipo de vivienda tiene distintas denominaciones en los diferentes países, entre ellas 
“conventillos”. 343
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rrollado: el espacio público en las metrópolis constituye la negación de la
ciudadanía (Kowarick 1991).

La evolución del Centro Histórico fiie drásticamente afectada por la 
nueva política de crecimiento basada en la sustitución de importaciones 
y la creación del Mercado Común Centroamericano, en 1960. La diná­
mica general de la economía del país y de la ciudad se modificó. Nuevas 
zonas industriales fueron creadas en la periferia, se amplió el sistema 
financiero, crecieron los servicios y el comercio, y hubo una rápida ex­
pansión de la construcción de conjuntos residenciales para grupos de 
ingresos medios y medio-bajos. Consecuentemente, se construyeron nue­
vas redes de infraestructura urbana, transformando el paisaje urbano. En 
este contexto, las inversiones en el Centro Histórico pasaron a ocupar un 
lugar secundario.

Esos años fueron, también, testigos de la formación del Área 
Metropolitana de San Salvador y de los primeros intentos por planificar­
la, que culminaron en la formulación de un ambicioso Plan de Desarro­
llo, presentado al final de esa década, Conocido como METROPLAN 80 
(CONAPLAN 1969). Este planteaba el rol de San Salvador como una 
ciudad con funciones para toda la región centroamericana, pero el desa­
rrollo del Centro Histórico ocupaba una posición secundaria dentro del 
mismo. A pesar de que no fue implementado, METROPLAN 80 contri­
buyó a que en los años siguientes se prestara escasa atención a la evolu­
ción del Centro Histórico.

Este recibió un golpe decisivo a raíz del terremoto del 10 de octubre 
de 1986, que destruyó, ante todo, el área central de la ciudad. Las sedes de 
los bancos y establecimientos de servicios especializados que aún perma­
necían en la zona se trasladaron definitivamente al sector oeste, mientras 
cada espacio vacío pasaba a ser ocupado por las actividades económicas 
informales.

El profundo deterioro que vive el Centro Histórico en la actualidad 
ha suscitado numerosas discusiones e ideas para su recuperación. PLA- 
M ADUR brindó los lincamientos generales en el Plan de Recuperación 
del Centro que formulara en 1997. La Oficina de Planificación del Área344
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Metropolitana de San Salvador (OPAMSS) avanzó sustancialmente en su 
desarrollo, al elaborar el Plan de Rescate del Centro Histórico de San 
Salvador, entre 1999 y el año 2000.

Es necesario precisar, para efectos de comprensión de los datos y pro­
puestas que se exponen más adelante, los límites territoriales de lo que 
comprende el Centro Histórico. El Plan para la Recuperación del Centro 
de PLAMADUR define dos zonas en el área central de la ciudad: el Cen­
tro Histórico y el Centro Consolidado, constituido el segundo por el 
entorno inmediato del primero (ambos forman parte, también, aunque sus 
límites difieren ligeramente, del Distrito Comercial Central, delimitado 
por la OPAMSS a finales de los años ochenta). Los dos se encuentran den­
tro de los límites del Municipio de San Salvador, que es la capital del país 
y que integra, junto a otros trece municipios, el Area Metropolitana de 
San Salvador (AMSS). El siguiente mapa muestra los límites del Centro 
Histórico y del Centro Consolidado, y su ubicación dentro del Municipio 
de San Salvador. Cuando se habla de área central en este artículo, se hace 
referencia al Centro Histórico y al Centro Consolidado.

Mapa No. 1
San Salvador. El Centro Histórico y el Centro Consolidado
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La transformación de la economía 
del Centro Histórico

La importancia de la economía del Centro Histórico de San Salvador está 
directamente relacionada con la presencia de actividades comerciales y de 
servicios al consumidor, principalmente de ingresos medios y bajos, dado 
que no existe una significativa concentración de actividades industriales 
manufactureras en el área. El éxodo hacia la zona oeste de la ciudad desde 
inicios de los años sesenta, de las sedes bancarias, las compañías financie­
ras y de seguros, y los almacenes destinados a la población de ingresos 
altos, provocó un cambio radical en el perfil de la economía del Centro 
Histórico (ver Mapa No. 2), a lo que se sumó la acelerada aparición de 
actividades económicas informales.
Mapa No. 2 San Salvador. 1980-1993, relocalización de los 
principales establecimientos económicos
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Esta transformación no implica, sin embargo, como se sostuvo anterior­
mente, una declinación de esta economía, sino, al contrario, que emerge 
un nuevo perfil de la misma caracterizado por:

- La heterogeneidad y mezcla de diversos servicios orientados a los con­
sumidores finales.

- Un claro predominio de pequeñas empresas y microempresas.
- La creciente informalización del mercado laboral (Briones 1996).

Este proceso ha tenido un profundo impacto negativo en la demanda de 
viviendas, en la ocupación de los escasos espacios públicos y las calles, y 
ha modificado sustancialmente el mapa de actores sociales en el área cen­
tral de la ciudad.

Cuadro No. 1 Empleo de los residentes 
en el Municipio de San Salvador, 1992

Sector %
Servicios 52,39

Comercio 22,39
Industria manufacturera 17,95

Construcción 5,97
Agricultura 1,30

Fuente: Censo de 1992, DIGESTYC.

Los estudios de PLAMADUR estimaron que el 54% de los empleos en el 
área central correspondía al sector informal, porcentaje que debe ser ma­
yor en el Centro Histórico, donde la Municipalidad señala que solo las 
actividades del Mercado Central ocupan a más de 20 mil trabajadores, la 
gran mayoría en el sector informal. Estas transformaciones en la econo­
mía del Centro Histórico han ocurrido en un contexto de informatiza- 
ción de toda la economía metropolitana (Cuadro No. 2). 347
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El área central presenta, también, altos niveles de pobreza y violencia, 
aunque no se cuenta con datos precisos para la primera. Al nivel del Area 
Metropolitana, el porcentaje de pobreza es de alrededor del 40% de todas 
las familias, en las cuales el 30% de los jefes de familia son mujeres.

Cuadro No. 2 Área Metropolitana de San Salvador. 
Empleo en la economía informal, 1988-1989 y 1994 (%)

Sector 988-1989 4994
Según sectores:
-  Industria manufacturera 21,3 24,9
- Construcción 5,8 6,0
- Comercio 42,1 39,0
- Transporte y comunicaciones 6,6 6,2
- Finanzas 0,4 0,2
- Servicios 12,9 13,5
Según categoría ocupacional:
- Administradores 6,1 8,0
- Propietarios 55 3 56,2
- Familiares sin remuneración 9,2 12,0
- Asalariados permanentes 11,1 11,0
- Asalariados temporales 18,4 11,6
Fuente: Briones (1996).

Una encuesta realizada por la Cámara de Comercio y una universidad 
localizada en el área central mostró que los principales problemas en esta 
última eran la delincuencia, la congestión del tráfico, las bandas juveniles, 
la falta de estacionamientos, los vendedores ambulantes y la recolección 
de los desechos sólidos (CCIES-Universidad Tecnológica 1995).

348
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Uso del suelo y desaparición de los espacios públicos

Los análisis preliminares de PLAMADUR identifican diferentes caracte­
rísticas para las dos primeras zonas. La primera presenta un alto nivel de 
transformación física, una gran cantidad de predios vacantes y numerosos 
destruidos y dañados por el terremoto de 1986, como se puede apreciar 
en el Mapa No. 3; la segunda es más compacta, aunque de menor densi­
dad (la mayoría de edificaciones tiene uno o dos pisos).

El uso comercial es claramente predominante en el Centro Histórico, 
reforzando esta monofuncionalidad la segregación espacial y la exclusión 
social; en el Centro Consolidado existen numerosos establecimientos edu­
cativos de los niveles secundario y universitario (Cuadro No. 3); en ambos 
se encuentra una significativa cantidad de instituciones gubernamentales, 
en la parte norte del segundo se ubica el complejo conocido como el 349
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Centro de Gobierno que alberga varios ministerios y sedes de institucio­
nes autónomas. Esta última característica es favorable para im-pulsar pro­
gramas de recuperación de la función residencial perdida y proyectos de 
rehabilitación y ampliación de espacios públicos.

Cuadro No. 3 Uso del suelo en el área central de San Salvador
Centro Histórico Centro Consolidado

Bloques o manzanas 59 130
E dificios de valor histórico 350 134
Uso del suelo (% del área total):
a. com ercio 83,0 66,0
b. educación /  recreación 3,0 10,0
e, vivienda 0,2 11,0
d. otros 13,8 13,0
Fuente: PLAMADUR (1997).

U n estudio anterior (ISAM /Adenauer Stiftung 1994) indicaba que los 
espacios recreativos del área central representaban solo el 1,9% del total 
del Municipio de San Salvador, lo que demuestra su poco peso. Adicio­
nalmente, muchos de estos espacios están ocupados por puestos de ven­
tas fijas y vendedores ambulantes como resultado de la intensa informali- 
zación de la economía del sector; por otra parte, el hecho de que el mer­
cado central se encuentre localizado en esta área contribuye a saturar los 
pocos espacios públicos existentes; finalmente, como se señaló antes, la 
concentración de las rutas de autobuses termina por crear un congestio- 
namiento de la zona que llega, en ciertas horas, a situaciones críticas.

350
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Hay calles en el Centro Histórico de San Salvador por donde circulan 636 
autobuses por hora.
El 54% de las aceras y vías está ocupado por ventas ambulantes.
Solamente un tercio de los vendedores de la calle proviene del Municipio 
de San Salvador.
89% de las edificaciones están ocupadas por almacenes o bodegas.

Datos de 1995 revelan que, para todo el Municipio de San Salvador, las 
áreas verdes ocupaban solo el 2,12% del total del territorio (VMVDU 
1996), y si la proporción de espacios públicos ha sido siempre poca en el 
Centro Histórico, su acelerada ocupación y desaparición en las últimas 
dos décadas es una tendencia que hay que revertir urgentemente si se 
quiere impulsar un desarrollo urbano socialmente sustentable.

En este sentido es importante destacar los esfuerzos realizados por el 
actual gobierno municipal, que ha recuperado las tres plazas principales 
del Centro Histórico, está reconstruyendo el parque Cuscatlán, el princi­
pal parque urbano de la ciudad, y ha comenzado a construir un nuevo 
centro deportivo en el borde norte del Centro Consolidado. Por otra 
parte, el gobierno central, a raíz de la realización de los XIX Juegos De­
portivos Centroamericanos y del Caribe, ha reconstruido varios espacios 
e instalaciones deportivos en la ciudad y ha elaborado recientemente el 
Plan Maestro del Centro Recreativo Cultural San Jacinto, que configura­
rá la nueva centralidad de este tipo en la ciudad.

La función residencial

Una clara comprensión de la necesidad e importancia de la recuperación 
de la función residencial en el Centro Histórico ha ganado, poco a poco, 
la adhesión de distintos grupos sociales e instituciones públicas y privadas. 
La revisión de los datos demográficos refuerza esta tendencia.



A mérica Latina, países pequeños de grandes ciudades

Cuadro No. 4 San Salvador. Población 1950-1992
1950 1961 1971 1992

Área MetropoHtana de 
San Salvador (AMSS), total 213.363 352.299 564.967 1.494.000
Municipio de San Salvador:
a. total 171.270 255.744 338.154 442.664
b. tasa de crecimiento - 49 32 31
c. densidad 2.371 3.540 4.680 6.127
d. % del AMSS 80 73 ' ’ 60 40

Como se muestra en el Cuadro No. 4, la población total del Municipio 
de San Salvador y su densidad ha crecido dos veces y medio entre 1950 
y 1992, pero su proporción en relación con la población total del Area 
Metropolitana de San Salvador se ha reducido a la mitad.

Lo que los datos anteriores nos muestran es que la mayor parte de la 
nueva población del Municipio de San Salvador se ha localizado en las 
zonas sur y oeste de la ciudad, mientras se ha acentuado el despoblamien­
to del área central. PLAMADUR calculó que, a mediados de los años 
noventa, solamente 13 mil personas la habitaban, aunque se estima que su 
capacidad, en las condiciones actuales, excede los 60 mil.

A pesar de la inexistencia de estudios sobre la estructura social de la 
población que vive en el área central, es visible la significativa proporción 
de ancianos que viven solos y de niños que habitan en la calle. A partir 
del censo de 1992, se estima que 48% de esta población es mayor de 35 
años; 53% tiene un nivel educativo primario (nueve años), mientras solo 
el 14% ha completado el nivel secundario (12 años). La información dis­
ponible es claramente insuficiente y Umita las conclusiones. No obstante, 
la pérdida de la función residencial en el Centro Histórico es evidente; 
sus habitantes representan únicamente el 3% del total de la población del 
Municipio de San Salvador.

La disminución de la población está asociada con la casi inexistente 
inversión púbUca o privada en nuevas viviendas en el área central de la 
ciudad. Gradualmente, mientras la mayoría de las grandes residencias se 
convirtieron en “mesones”, locales comerciales o bodegas, otras fueron352
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simplemente abandonadas por sus propietarios, en un proceso de conti­
nua degradación. Hacia 1947 se estimaba que los “mesones” constituían 
aproximadamente 40% del total de viviendas existentes en los municipios 
que constituyen hoy el Area Metropolitana de San Salvador, cifra que 
subió al 58% en 1975 (FUNDASAL 1976). No existen datos exactos so­
bre el número actual de “mesones” en el área central, pero un estudio 
reciente (FUNDASAL 1995), mostró que este tipo de vivienda popular 
había disminuido sensiblemente desde los años setenta, siendo una de las 
razones la destrucción de “mesones” provocada por el terremoto de 1986 
(ver cuadros No. 5 y 6).

C uadro N o .  5 Á rea M etrop o litan a  d e  San Salvador. 
T ip o s  d e  v iv ien d a  urbana (%)

T ip o wm 1 9 77 1 9 8 6 1 9 93
Tugurios 8 ,9 9 ,0 11,8 11,4
“M eson es” 31 ,7 27 ,8 9,9 7,8
C olonias ilegales 19,3 15,8 16,5 16,1
O tros 40,1 47 ,4 6 1 ,8 64 ,7
Fuente: FUNDASAL (1995).

C uadro N o .  6 Á rea central d e  San Salvador. N ú m er o  d e  cuartos en  
m e so n e s  antes y  d esp u és d e l te rr em o to  d e  1 9 8 6  (a)

N u m e r o  d e  cuartos H ab itan tes
Antes de 1986 9 .90 3 54 .4 7 4
D espués de 1986 2 .64 3 11 .8 90
(a) Incluye varios barrios que no forman parte ni del Centro Histórico ni 
Fuente: Lungo (1988c) (a partir de estadísticas oficiales).

del Centro Consolidado.

Las estimaciones de PLAMADUR, basadas en el censo de 1992, calcularon 
la existencia de 4.300 viviendas en el área central, que estaban ocupadas por 
un promedio de 3,5 personas, 4% de estas viviendas se encontraba vacío.
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De los habitantes incluidos en el censo, 60% vivía en casas indepen­
dientes, 20% en apartamentos, y 20% en mesones. Estas cifras, aunque 
aproximadas, permiten calcular que cerca de 2.600 personas viven en 
mesones, en el área central de la ciudad. Una comparación con los datos 
del Cuadro No. 4 confirma que un segmento importante de esta pobla­
ción aún habita en mesones. Apreciaciones realizadas en el trabajo de 
campo sugieren que se trata de los estratos más pobres y de mayor edad, 
y que estos “mesones” se localizan en el sector sureste del Centro 
Consolidado.

Este hallazgo es significativo por ser, este sector, donde se encuentra la 
mayoría de tugurios. Muchas de las personas que trabajan en actividades 
económicas informales en el Centro Histórico probablemente viven en 
este tipo de vivienda.

Con relación a las formas de tenencia de la vivienda, el diagnóstico de 
PLAMADUR indica que 44% de la población censada en 1992 alquila­
ba sus viviendas; de estos, 41% rentaba cuartos de “mesones”, y 35%, 
viviendas independientes. La tenencia es un factor clave para un desarro­
llo urbano socialmente sustentable, al ser la base para el sentido de perte­
nencia al área de la ciudad donde se habita. El acceso a la propiedad o la 
modernización de la Ley de Inquilinato, actualmente obsoleta, es funda­
mental para la recuperación de la función habitacional en el Centro 
Histórico.

Segregación espacial y exclusión social

Un rápido análisis del desarrollo espacial de la ciudad revela con claridad 
los altos niveles de segregación espacial prevalecientes. Esto es particular­
mente evidente cuando se comparan las zonas oeste y suroeste, por un 
lado, y el resto del Area Metropolitana, incluido el Centro Histórico de 
San Salvador. Se trata, a primera vista, de una ciudad dual.

No obstante, un examen más detallado de la evolución espacial mues­
tra la existencia de numerosos “bolsones de pobreza” inmersos en medio 
de las áreas residenciales de los grupos sociales de ingresos medios y altos.354
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Muchos de estos “bolsones” se ubican a lo largo de las quebradas que des­
cienden del volcán de San Salvador, situado en el costado poniente. La 
geografía ha promovido, así, una involuntaria coexistencia espacial pero 
que no elimina la segregación.

M apa N o . 4
San Salvador. L o ca liza c ió n  d e tu g u rios

El Centro Histórico, como hemos dicho al inicio de este artículo, se 
caracteriza por un generalizado estado de degradación física, donde, co­
mo se puede observar en el Mapa No. 4, resaltan tugurios de extrema 
pobreza en los sectores sur y sureste, principalmente. A lo anterior se 
suman la desigualdad en la provisión de servicios y la obsolescencia de las 
redes de infraestructura. Mientras toda la ciudad puede ser descrita como 355
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un espacio segregado donde se encuentran repartidos “bolsones de po­
breza”, el Centro Histórico puede ser calificado como un gran “bolsón 
de pobreza” situado en medio de la primera.

La segregación espacial observada en las grandes ciudades de los países 
en desarrollo ha sido la base para la frecuente interpretación dualista de la 
ciudad. Sin embargo, esta interpretación unidimensional ha sido amplia­
mente criticada (Balbo 1991), partiendo de que la segregación residencial 
es solo uno de los factores que contribuyen a la exclusión social, a pesar 
de su importancia. Un estudio realizado en tres países centroamericanos 
que intentó cuantificar la exclusión social definió a esta última como los 
mecanismos a través de los cuales personas y grupos son marginados de la 
participación en intercambios, prácticas y derechos a la integración social 
y, consecuentemente, de la identidad (FLACSO-PNUD 1995).

Entre estos mecanismos se encuentran la exclusión a la información, 
a la toma de decisiones, al acceso a servicios, etc., a los que se suman las 
normas sociales excluyentes, las prohibiciones y los controles ilegales. Sin 
embargo, este estudio no logró incorporar la dimensión territorial en su 
totalidad. Particularmente en el caso de las grandes ciudades, la segrega­
ción espacial, así como la pobreza urbana deben ser incluidas como indi­
cadores de exclusión social (Rolnik y CymbaHsta 1997).

El concepto de exclusión social va más allá de la simple medición de 
la pobreza urbana o la segregación espacial. El permite introducir otro 
elemento: la vulnerabilidad social, que ha demostrado su utilidad en va­
rios estudios en que se ha utilizado tratando de captar la complejidad de 
los procesos urbanos (Moser 1996).

En otro trabajo (Sabatini 1997), se presenta un interesante intento de 
ampliar el concepto de segregación urbana. Partiendo de la premisa de 
que la segregación social del espacio es un rasgo común de las ciudades 
occidentales, especialmente fuerte en América Latina, a veces más eviden­
te que la misma pobreza urbana; se sugiere que la segregación del espa­
cio en las ciudades incluye, ante todo, tres dimensiones: la primera, la dife­
rencia entre los niveles de riqueza de la población en diferentes zonas; la 
segunda, las divisiones geográficas entre las áreas residenciales; y la terce­
ra, la segregación social subjetiva.356
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Mientras la primera remite a la pobreza urbana y la segunda a la segre­
gación espacial, la tercera se refiere a un aspecto de la realidad urbana que 
está ausente en la mayoría de los análisis: la autopercepción de los habi­
tantes de la ciudad. Estas tres dimensiones pueden constituir un marco útil 
para describir la exclusión social en el Centro Histórico de San Salvador. 
En primer lugar, aquí se evidencia un alto nivel de pobreza urbana más 
que en otras zonas de la ciudad. Luego, como consecuencia del intenso 
proceso de degradación de su medio físico, esta área es fácilmente delimi- 
table e identificable con la pérdida de la función residencial y la práctica 
ausencia de espacios públicos. Finalmente, la mayoría de los habitantes de 
la ciudad, subjetivamente, ven al Centro Histórico como una zona estig­
matizada, donde es inconveniente vivir y un lugar inseguro para visitar.

En suma, este es un ejemplo manifiesto de exclusión social urbana, 
originado en la ausencia de políticas urbanas que enfrentaran las transfor­
maciones en la economía, la relocalización de actividades productivas 
clave y el desplazamiento continuo de sus antiguos habitantes. El Centro 
Histórico ha sido excluido, de fa c to , del d esa rro llo  p o r  las políticas públi­
cas y la gran empresa privada, contribuyendo a “demonizar” la imagen de 
este sector de la ciudad. Luchar contra esta percepción y revertir la ten­
dencia al deterioro no es una tarea fácil. Impulsar su recuperación impli­
ca, al mismo tiempo, respetar las transformaciones que allí han ocurrido. 
Es, a la vez, un requisito indispensable para el desarrollo socialmente sus- 
tentable de la ciudad.

Una reflexión sobre la delincuencia y la inseguridad: aunque estas no 
se Emitan al área central sino que es un atributo compartido por toda el 
Area Metropolitana de San Salvador (Lungo y Baires 1988), pareciera que 
esta cuestión requiere una especial atención, que no puede limitarse a 
impulsar programas de vigilancia y acción policíaca. Exige la incorpora­
ción de respuestas sociales, culturales y políticas, particularmente dirigidas 
a las necesidades e inquietudes de los jóvenes. La recuperación de los espa­
cios públicos, tarea ya iniciada, debe promoverse con mayor fuerza, ya que 
constituye un elemento fundamental para un desarrollo urbano social­
mente sustentable. 357
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Hacia nuevas políticas
para el desarrollo del Centro Histórico

En el momento actual, las acciones tomadas por el gobierno municipal 
para rescatar el Centro Histórico de San Salvador son aún extremada­
mente limitadas y discontinuas. El énfasis ha sido colocado en la recupe­
ración de espacios públicos: las plazas históricas, las aceras y las calles, inva­
didas por el comercio informal y controlado, en muchos casos, por gru­
pos de delincuentes. El gobierno central, a través de CONCULTURA, 
solo ha contribuido con la elaboración de un inventario del patrimonio 
histórico construido y con la restauración del Palacio Nacional.

En términos de planificación, siguiendo los lincamientos del Plan de 
Rescate del Centro de San Salvador formulado por PLAMADUR, la 
Oficina de Planificación del Area Metropolitana de San Salvador 
(OPAMSS), con apoyo del Programa de Gestión Urbana para América 
Latina (PGU.AL), precisó sustancialmente estos lincamientos en el Plan de 
Rescate del Centro Histórico de San Salvador. Sin embargo, y a pesar de 
los éxitos iniciales que condujeron a la creación de una Corporación para 
el Rescate del Centro Histórico, conformada por el gobierno municipal y 
la gran empresa privada, no se logró la incorporación definitiva de la últi­
ma en este esfuerzo, quedando limitada la responsabilidad de la ejecución 
del Plan a una oficina de la Municipalidad de San Salvador, sin contar con 
los recursos financieros para realizar proyectos que desencadenaran el pro­
ceso de recuperación, ni las atribuciones legales para intervenir en aspectos 
cruciales como la reorganización del transporte o la seguridad ciudadana.

En el fondo de esta situación, y más allá de las diferencias de orden 
político temporal entre el gobierno municipal y el gobierno central (per­
tenecientes a partidos opuestos), los obstáculos fundamentales para la 
recuperación del Centro Histórico de San Salvador son los siguientes:

- Uno, la centralización imperante en la estructura política del país y la 
consecuente debilidad del gobierno de la ciudad, que ha impedido la 
construcción de una visión compartida de rescate del Centro Histórico.
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- Dos, la estigmatización dominante en la mayoría de los habitantes de la 
ciudad sobre el Centro Histórico, lo que dificulta su apropiación social 
y su participación en la construcción de esta visión compartida.

- Tres, las orientaciones del modelo de crecimiento económico y de las 
inversiones públicas, que no promueven las inversiones en esta área de 
la ciudad.

- Cuatro, la descoordinación entre los ministerios e instituciones autó­
nomas del gobierno central, donde prevalece una especie de feudali- 
zación de las políticas públicas que bloquea la ejecución de acciones 
concertadas.

- Cinco, la poca importancia y debilidad de la planificación urbana en 
el país, a pesar de la existencia de una Ley de Desarrollo y una Oficina 
de Planificación del Area Metropolitana, lo que resta peso y legitimi­
dad al Plan de Rescate del Centro Histórico.

A pesar de los avances que implica la formulación de este plan, es indis­
pensable introducir cuestiones esenciales como el análisis y promoción 
del desarrollo de redes sociales y capital social en la población que habi­
ta y utiliza el área central de la ciudad, para vincular las actividades de la 
economía informal con las propuestas del plan y luchar contra la segre­
gación y la exclusión social, además de la restauración de las edificacio­
nes patrimoniales, la rehabilitación de la traza urbanística original, la re­
cuperación de los espacios públicos y la reorganización del transporte ya 
iniciados.

En este caso no existen significativas diferencias étnicas o raciales, 
como en otras ciudades; lo que hay que superar para impulsar un desarro­
llo socialmente sustentable son las profundas desigualdades económicas y 
sociales, fuente de la segregación espacial y la exclusión social.

Pero, ante todo, hay que construir una visión compartida en torno al 
futuro del Centro Histórico. Aquí los obstáculos más acuciantes, tanto 
para el desarrollo de este como para el Area Metropolitana, son el cen­
tralismo, la debilidad de los gobiernos municipales y la poca conciencia 
y participación de la sociedad civil, que se manifiesta en las contradic­
ciones y superposiciones de las leyes y las normas urbanísticas, y la firag- 359
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mentación de las competencias institucionales. La construcción de una 
nueva gobernabilidad urbana (McCarney et al. 1995) emerge como una 
tarea impostergable.

C u a d ro  N o . 7 San Salvador.
P rin cip ales p rob lem as d e  la  g e s tió n  urbana2

C o m p o n e n te N iv e l  A dm in istra tivo P rob lem as
L egislación urbana N acional, m etropolitano  

y  local
General, contradictoria  
y  obsoleta

M arco institucional N acional, m etropolitano  
y  local

Centralizado, sectorial y  
contradictorio

Instrum entos de  
regulación

M etropolitano y  local Generales y  de poca  
fuerza

Instrum entos
econ ó m ico s

N acional y  local N o  planificados y 
contradictorios

Fuente: Elaboración propia.

La ejecución del plan de rescate del Centro Histórico es una oportuni- 
dad para contribuir a construir esta nueva gobernabilidad urbana, espe­
cialmente por la necesidad de incorporarla a la empresa privada, ya que 
las propiedades públicas son mínimas en el Centro Histórico, lo que exige 
un enorme grado de establecimiento de consensos entre los diferentes 
actores involucrados. Esto posibilitaría también la recuperación del senti­
do de apropiación e identidad social de este espacio urbano.

Las acciones y programas aislados, sin la participación ciudadana, tanto 
por parte del gobierno municipal como de las instituciones del gobierno 
central (como el plan de reorganización del transporte público) tienen 
pocas posibilidades de éxito.

2 Entendemos por “gestión urbana” cuatro procesos íntimamente ligados: planificación, 
regulación, administración e inversión urbanas (estas últimas, públicas y  privadas). La 
participación ciudadana en estos procesos contribuye a la construcción de nuevas rela­
ciones de gobernabilidad urbana. Esta concepción difiere del enfoque de la planifica­
ción urbana tradicional.
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Finalmente, es necesario afirmar que, para impulsar el desarrollo 
socialmente sustentable del Centro Histórico, es necesario realizar análisis 
en profundidad sobre las transformaciones ocurridas o en curso en la eco­
nomía del área central, sobre las dificultades y posibilidades de recuperar 
la función residencial perdida y sobre los eventos a realizar para contribuir 
a nuevos usos de los espacios públicos. Se trata, en síntesis, de construir 
una nueva “centralidad” para este espacio histórico.
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Fugacidad de los momnetos, 
_

San Salvador, finales de abril de 1992 

Geraldina:

M uchas veces te dije que San Salvador me parecía una ciudad con 
pocos rincones donde la poesía pudiera hacer su nido. Quizá 
esta impresión de la ciudad, de sus barrios, de sus calles, tuviera 
que ver con las escasas construcciones antiguas -a  pesar de que ya casi 
cumple 500 años- que los frecuentes y obstinados terremotos que ponen 

a bailar el valle en que ella descansa han permitido permanecer en pie. Pero 
no, creo que la raíz de esta persistente visión es el invisible silencio que 
cubría las ruidosas expresiones de sus habitantes, allí donde la represión, el 
reino de lo prohibido, el terror de lo proscrito hacían de San Salvador un 
mundo de expresiones más subterráneas que visibles, más subyacentes que 
manifiestas, sujetas a la disciplina de largas dictaduras militares.

Tú la conociste durante las primeras semanas de este promisorio año. 
Recuerdo la impresión que te causara el vuelo de cientos de pericos 

al atardecer, yendo hacia el bosque que lleva su nombre. Recuerdo, aun 
más nítidamente, el asombro reflejado en tu rostro al ver cómo, por pri­
mera vez, el 16 de enero, los muchachos del Frente Farabundo Martí de 
Liberación Nacional (FMLN) enarbolaban sus rojas banderas, indicio de 
que muchas cosas habían cambiado en el país. 363
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Hoy deseo, en tu compañía, y a través de esta carta, repensar la visión 
que me ha acompañado desde mis iniciales vivencias en un barrio popu­
lar de San Salvador, y tratar de descubrir estos rincones donde la poesía ha 
ido anidando a lo largo de estos años. Porque hoy, a pesar de este caos urba­
no que se vive cotidianamente, he llegado a la certidumbre de que ellos 
existen, que son muchos, y que allí se alberga la memoria de las hermosas 
acciones que la lucha del pueblo ha realizado durante los últimos años.

Acompáñame, pues, en algunos momentos de este recorrido.

1977-1980. Tiempo de luchas nuevas. La ciudad comienza a cambiar de 
rostro. De ser una típica ciudad latinoamericana, con su segregación social 
y espacial, sus shopping centers y sus tugurios, su modernidad y ancestrales 
rasgos, se fue convirtiendo, por esa época, en una ciudad en la que las 
murallas iban ocultando paulatinamente las fachadas de las mansiones, 
diseñadas para la distinción de sus propietarios, mientras el tradicional 
control social y político de los ciudadanos era cada día más acentuado, 
hasta el punto en que sus noches se fueron vaciando de tríos y serenatas.

¿Qué había ocurrido? San Salvador se vio, en esos años, “invadida” por 
nuevos pobladores. Poco a poco llegaron los campesinos en forma masi­
va y organizada, ya no individual y temerosamente, como en épocas pasa­
das, en búsqueda del casi imposible trabajo. Llegaron rompiendo el orden 
establecido y transformando la ciudad, con ojos deslumbrados por la ri­
queza nunca vista, con gestos huidizos, asustados por los nuevos ruidos y 
colores percibidos, pero con la conciencia clara. Poco a poco la ciudad se 
pobló de rincones de subversión ante la injusta disciplina reinante.

De esos años, Geraldina, data la transformación del valor simbólico de 
la catedral de San Salvador y de otros edificios y espacios urbanos, por eso 
es que el lugar de las concentraciones populares se ha trasladado de la 
Plaza Libertad a la Plaza Cívica, enorme atrio de la catedral donde des­
cansa el asesinado arzobispo Monseñor Romero.

En esos tiempos, también, la ciudad fiie testigo de numerosas marchas 
y masacres de los manifestantes que cambiaron el color de sus calles. Una 
de ellas, efectuada el 22 de enero de 1980, mostró la profundidad alean-364
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zada por el desarrollo del movimiento popular. Quedó marcada en la his­
toria de la ciudad por su doble dimensión: la amplitud de la participación 
popular y el nivel de la represión que dejara decenas de muertos y heri­
dos. Pero también esta manifestación, en la que participaran cerca de 200 
mil personas, señaló los límites de la lucha política pacífica y de las formas 
de la autodefensa que las masas habían creado. A partir de entonces, la 
milicia se convertiría en guerrilla, el fantasma de una insurrección nunca 
llegada rondaría la ciudad y esta se poblaría de dolorosos silencios.

1983-1988.Tiempos de silencio y renacimiento. Pasaron casi tres años en 
que la ciudad pareció inmovilizarse. Pocas construcciones nuevas se veían 
debido a la guerra y a la crisis económica. Muchos de sus habitantes emi­
graron al extranjero. San Salvador comenzó a convertirse en un paso 
intermedio en el largo y arriesgado viaje hacia otros países, modificándo­
se el sentido de los flujos migratorios que la cruzaban.

Pero poco a poco el movimiento popular resurgió con nuevas moda­
lidades de organización y lucha, con nuevos contenidos en sus reivindica­
ciones, recuperando el espacio urbano perdido mientras el eco de la gue­
rra, que se profundizaba en las áreas rurales, tan cercanas por la limitada 
dimensión territorial del país, era cada día más perceptible.

Y la actividad económica de la ciudad también cobró renovado im­
pulso.

Surgió una multitud de nuevos establecimientos productivos y comer­
ciales; la construcción comenzó a vivir un dinamismo que presagiaba el 
auge que tendría hacia finales de los años ochenta; y se estabilizó el valor 
de la moneda nacional frente al dólar. ¿Cómo explicarte estos cambios en 
medio de una guerra tan violenta? Por un lado, la voluminosa ayuda mili­
tar y económica externa permitió mantener la economía a flote. Por otro, 
extraña paradoja de la historia salvadoreña, los emigrantes, los que huye­
ron de la miseria y de la muerte, comenzaron a enviar dólares a sus fami­
liares que permanecían en el país, mientras los grupos económicos más 
pudientes depositaban sus capitales en los bancos del extranjero. Esto pro­
porcionó a la economía salvadoreña un inesperado aporte que permitiría 
su crecimiento, y paliar, así sea parcialmente, los negativos efectos de la 365
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reestructuración de la economía y el Estado que se impuso en el país en 
los años finales de la década anterior.

Los trabajadores salvadoreños que vivían en Los Ángeles, San Francis­
co, Washington y otras ciudades, y que sumaban casi el 20% del total de 
la población del país, se convirtieron así en los salvadores de un modelo 
en crisis.

San Salvador se fue inundando de inéditas contradicciones mientras 
crecía aceleradamente en medio de la dura guerra que el país aún vivía. 
La última moda norteamericana coincidía con una miseria que espanta­
ba al más insensible, y llegó a la ciudad un nuevo tipo de habitante: el 
humilde trabajador que vuelve con una capacidad de consumo incremen­
tada sustancialmente, haciendo florecer el comercio capitalino, generando 
demanda de nuevas viviendas y, lo que es de crucial importancia, intro­
duciendo modificaciones sustanciales en la cultura urbana, cuyos efectos 
aún no han sido visualizados en toda su dimensión. Incluso los programas 
de reconstrucción física de las áreas centrales de la ciudad, destruidas por 
el terremoto que la asolara (una vez más) en octubre de 1986, fueron 
aprovechados para impulsar la reactivación de la economía de la ciudad.

1989-1991. Tiempo de nuevas voces. Pero la guerra también llegó, por 
primera vez en toda su profundidad, a la capital, en noviembre de 1989, 
cuando el FMLN lanzó una ofensiva que buscaba modificar las condicio­
nes que impedían encontrar una solución política negociada al largo con­
flicto que duraba ya casi nueve años. Y fueron pocos, pero intensos, los 
días de combate que transformaron la vida de los habitantes de la ciudad. 
Creo, Geraidina, que simultáneamente al sufrimiento y al dolor causados 
por la destrucción y la muerte, se adquirió conciencia de la magnitud del 
enfrentamiento, hasta ese momento confinado al campo y algunas ciuda­
des del interior del país, y se interiorizó la certeza de que la única salida 
era negociar una solución política,

Y San Salvador, en medio de su impetuoso crecimiento acelerado, 
ahora por la reconstrucción que provocara la ofensiva militar del FMLN, 
volvió a ver sus calles inundadas por miles de manifestantes. Esta vez, en 
su mayoría, sus propios habitantes, algunos de los cuales, como los emple­366
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ados públicos, nunca habían reclamado públicamente sus derechos. Pero 
también comenzaron a manifestarse los pobladores de los tugurios, las mu­
jeres, los desplazados por la guerra, los familiares de los presos políticos y 
los cooperativistas del sector que creó la reforma agraria de 1980.Y plan­
tearon una demanda que desbordaba los problemas de la ciudad: la paz.

Nuevos rincones de la capital se fueron llenando de esta nueva exi­
gencia, en la discusión, cada día más abierta, de sus pobladores.

Las pintas en las paredes expresando este requerimiento y los comu­
nicados en los periódicos acompañaron a los versos de los poetas y los 
dibujos de los pintores en esta creciente demanda colectiva, en un proce­
so cada día menos reprimido, abiertamente permitido, pareciendo que el 
largo período de prohibición de las voces y opiniones ciudadanas estuvie­
ra llegando a su desaparición.

1992.Tiempo de paz. Cuando tú llegaste por primera vez a San Salvador, 
a principios de este año, la atmósfera había cambiado radicalmente. Hacia 
finales del año pasado, junto a la brisa que refresca sensiblemente la tem­
peratura y despeja el cielo de la capital, junto a sus coloridos atardeceres, 
llegó el silencio de las armas, y los habitantes de la ciudad, sin proponér­
selo, tuvieron tiempo para ver las transformaciones que ella había experi­
mentado durante los once años de guerra en que la premura de la misma 
impedía tomarse el tiempo para la observación y la reflexión.

Y se encontraron con que había muchos más pobres que antes. Que 
el centro de la ciudad había cambiado de rostro en un proceso de dete­
rioro casi imparable. Que la centralidad de San Salvador se había vuelto 
difusa. ¿Cuál es el verdadero centro de la ciudad en este momento? podría 
preguntarse cualquier habitante de la misma. Hay varios centros, respon­
derían los interrogados. Encontraron que existían nuevas colonias de des­
bordante riqueza; que el número de vehículos automotores se había mul­
tiplicado; que el servicio de transporte colectivo se había fragmentado en 
cientos de pequeñas unidades que recorrían la ciudad sin rutas aparente­
mente definidas, sin paraderos fijos; que el agua era más escasa y la ener­
gía eléctrica, racionada, a pesar de que el sabotaje por la guerra había ter­
minado; vieron a miles de trabajadores y empresas que hacían del mundo 367
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de la informalidad el sello dominante en el ámbito urbano.
Pero, ante todo, observaron que se había configurado una nueva 

estructura social urbana, cuyos rasgos son aún de difícil definición, pero 
que se expresa en las nuevas formas de organización social.

Y en este cambiante paisaje urbano, el Estado, históricamente limita­
do a las funciones policíaco-represivas, estaba aun más lejano de los pro­
blemas que enfrentaban los ciudadanos cotidianamente, mientras surgía 
una multitud de organizaciones en la sociedad civil, dedicadas a atender 
los problemas de los más pobres. ¿Ante quién reivindicar sus derechos 
ciudadanos en este momento de transformación?

Llegó la paz, y con ella tiempos nuevos para los habitantes de la capi­
tal del país. Tiempos de dudas y esperanzas; de la incertidumbre que plan­
tea el reto de ejecutar el novedoso conjunto de acuerdos de paz firmados 
entre el gobierno y el FMLN y que da fin a la guerra, mientras los fusi­
les aún caminan por las calles de San Salvador.

La incertidumbre que provoca escuchar las retardatarias voces que cla­
man por volver a la situación existente antes de los años ochenta y se nie­
gan a reconocer lo mucho que ha cambiado el país.

La esperanza que rodea el esfuerzo por construir la democracia que 
nunca ha existido plenamente en El Salvador y que debería conducir 
también a la construcción de una ciudad verdaderamente democrática, de 
una realmente nueva San Salvador.

En ese momento en que conociste por primera vez la ciudad de la 
que tantas veces te había hablado, y en la que te decía que había pocos 
rincones para el descanso de la poesía, comencé a dudar de mi antigua 
certeza.

Por eso he querido recorrer contigo, en un rapidísimo viaje, su histo­
ria reciente, y me he dado cuenta de su enorme, inasible y a ratos invisi­
ble riqueza. Quizás podría decirte que en San Salvador se conjugan la 
fugacidad de los momentos con la perdurabilidad de los recuerdos, mien­
tras escucho las voces ecologistas que se levantan, con gran debilidad aún, 
para evitar la destrucción del bosque de los pericos, y que tú, todos noso­
tros, y los que vengan a conocer en el futuro nuestra caótica ciudad, pue­
dan disfrutar de su ruidoso vuelo en el atardecer de los próximos veranos.368
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La prolongación c:hct peh~amiemt0 Y' lasi iG:Ieas de Mario Lungo están 
:·"f'i,.\ 

conten idas E;¡-t¡.;,!=ste v0lumem., N® sefán ;t([)<das las ideas porque se 

trata de una a~tología ven ida de la conversación de los autores de 

la misma con el autor de la obra. Se trata de una selección de su 

aporte vasto y mú lt iple, porque fue un t ipo comprometido con la 

sociedad de América Latina desde su pequeño país El Salvador, que 

militó en sus luchas de manera directa e indirecta; y un académico 

de prestigio, que le valió ser reconocido no solo en su región cen­

troamericana sino también fuera de estos horizontes. El com­

promiso fue su signo y su camino. 

Fue arquitecto que diseñaba y construía; urbanista que plan ificaba 

ciudades; y científico social que interpretaba el funcionamiento de la 

sociedad. Pero también era docente universitario que impartía 

cátedra en distintas universidades de la región; era investigador so­

bre los temas más significativos de la realidad de América Latina; era 

impulsador de la integración regional mediante la creación y forta le­

cimiento de redes. Las universidades, los centros de investigación, las 

redes de intercambio, las oficinas de gobierno y las ONG por don­

de pasó pueden dar fe de su inquebrantable voluntad de conocer 

para transmitir y de conocer para cambiar 

Su voz se escuchó permanentemente en seminarios, talleres, con­

gresos y cursos; así como su pensamiento se leyó en los muchos 

libros, artículos y ponencias que escribió. Fue un autor prolífico en 

temas y libros, por eso se hizo una compilación de sus trabajos. 

Queremos que sus aportes estén presentes, pero hoy tenemos la 

suerte de homenajeamos con su propia palabra, con su propio 

pensamiento; como él lo hacía por nosotros. Ahora debemos leer 

esta antología que hemos preparado, como una forma de decirnos 

que Mario está con nosotros para acompañarnos en este caminar 

por mejores ciudades para mejores ciudadanos y mejores ciuda­

danos para ciudades donde todos seamos lo que él qu iso: sujetos 

de derechos. 
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